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CAPÍTULO I

INTRODUCCIÓN

Pilar Samaniego de García

1. DEL ESTUDIO

El presente estudio se realiza por encargo del Ministerio de Educación, Po-
lítica Social y Deporte de España (MEPSYD), la Fundación ONCE para la So-
lidaridad con Personas Ciegas de América Latina (FOAL) y el Comité Español
de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), que consideran
substancial disponer de una línea base sobre aspectos relacionados con la si-
tuación actual del acceso a servicios educativos de las personas con discapa-
cidad en Latinoamérica. Es un momento políticamente coyuntural toda vez que
ha entrado en vigor la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de
las personas con discapacidad, la propuesta suscrita por los Ministros de Edu-
cación reunidos en El Salvador (mayo, 2008) denominada “Metas Educativas
2021: la educación que queremos para la generación de los Bicentenarios”, y,
la próxima celebración tanto de la XVIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de
Estado y de Gobierno (El Salvador, 2008) sobre “Juventud y Desarrollo” así
como de las V Jornadas de Cooperación Educativa con Iberoamérica sobre
Educación Especial e Inclusión Educativa (Cartagena, 2008), organizadas por
la Red Intergubernamental Iberoamericana de Cooperación para la Educación
de Personas con Necesidades Educativas Especiales (RIINEE).

Constituye una aproximación desde la normatividad y la conceptualiza-
ción, desde la perspectiva de informes internacionales y el pronunciamien-
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to oficial de las instancias de Educación Especial de los Ministerios de Edu-
cación, la percepción de diversos actores como personas con discapacidad,
familiares, profesionales y sociedad en general, así como la vivencia insti-
tucional en países de América Latina y en los de habla hispana del Caribe:
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El
Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay,
Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.

Se nutre de fuentes y no de fundamentos, las primeras responden a la rea-
lidad social, evidencian la participación e interacción, propician el diálogo y la
discusión; los fundamentos, dan por sentado aquello que se asume como ver-
dad, sientan bases poco o nada visibles que suelen tornarse en inamovibles.

Si bien la investigación se centra en educación, se aborda temas concomi-
tantes puesto que por sí sola poco o nada lograría como estrategia para el desa-
rrollo. No es dable otorgarle un carácter completamente abarcador ni mágico,
es menester considerar el conjunto de dimensiones inherentes a la discapaci-
dad, a los múltiples factores que inciden en ella y los diferentes sectores que,
necesariamente, han de intervenir en la búsqueda y consecución de respues-
tas inaplazables que demanda la población con discapacidad del sistema edu-
cativo, en términos de: acceso, permanencia, eficacia, eficiencia, calidad, perti-
nencia, calidez y continuidad. En una palabra: inclusión. En este escenario, la
educación no tiene categoría de un credo y tampoco es equivalente a una cons-
titución o a un proyecto de ley, menos aún si está desprovista de presupuesto.
Implica la conjugación de acciones coordinadas entre diversos agentes: guber-
namentales, de cooperación internacional, sector privado y sociedad civil, cuyas
posiciones y funciones se deben precisar para alcanzar capacidad de convoca-
toria de nuevos sectores que tradicionalmente no han intervenido en temas edu-
cativos pero que la actualidad así lo requiere. La heterogeneidad se torna vir-
tud en la medida que alcanza una pluralidad respetuosa.

Por otro lado, es afín al trabajo que vienen realizando en la Región: la RII-
NEE, la FOAL y el CERMI, con la finalidad de brindar asistencia técnica, mejo-
rar la calidad de vida de las personas con discapacidad y sus familias, abrir es-
pacios de participación, empoderar los movimientos asociativos y su capacidad
de incidencia, optimizar la cooperación internacional y los propios recursos.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica
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Se recurrió a fuentes bibliográficas muy diversas cuyo análisis se realizó
con métodos cuantitativos y cualitativos en la búsqueda de: unificar criterios,
homologar definiciones y evitar partir de supuestos; conocer la población con
discapacidad y el acceso a servicios educativos en los países de la Región;
realizar una aproximación comparativa del marco normativo vigente; identi-
ficar grupos especialmente vulnerables; registrar el pronunciamiento de ins-
tituciones que consideran su accionar como una buena práctica inclusiva po-
sible de replicar con la debida contextualización; contrastar indicadores entre
la población con y sin discapacidad.

Desde la perspectiva de derechos humanos y el principio de participación,
implica escuchar de los actores directos sus expectativas, su percepción so-
bre la calidad de los servicios que reciben, sus requerimientos y necesida-
des; conjugarlos con los informes oficiales emanados por los gobiernos a
través de sus representantes, contrastarlos con los datos estadísticos reco-
gidos en la Región y el pronunciamiento de las instituciones que en su ca-
lidad de ejecutores consideran buenas prácticas. Es adentrarse en el ima-
ginario social sin dejar de considerar las fuentes bibliográficas.

El diseño de instrumentos para informes oficiales, encuestas, entrevistas a
informantes clave y cuestionarios sobre buenas prácticas inclusivas se reali-
zó de acuerdo con el público al que iban dirigidos. En términos generales, los
formatos fueron sencillos, con un lenguaje comprensible sin perder el rigor y
con preguntas que fluyen con naturalidad por lo que constituyen instructivos
con orientación participativa y propositiva. Los informes oficiales que se reci-
bieron de: Brasil, Chile, Ecuador, Guatemala, Honduras, Panamá, Paraguay y
Perú, se incorporan completos dada su relevancia. Una vez sistematizadas
las encuestas se procedió a su análisis por el método de promedio simple;
participó el 90% de los países de la región, siendo mayoritaria la recepción
de cuestionarios provenientes de Argentina, Ecuador y Colombia, no se reci-
bió respuestas de Honduras ni de República Dominicana. Se priorizó entre-
vistas a personas vinculadas con educación y discapacidad; se incorporan en
el informe las respuestas del Proyecto Ágora (Aulas de Gestión Ocupacional
de la Región América Latina, financiadas por la FOAL) enviadas por represen-
tantes de Argentina, Chile, Guatemala, Perú y República Dominicana, que han

Capítulo I:  Introducción
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cumplido acciones explícitas con algún nivel de formalidad vinculado con edu-
cación. Al cuestionario sobre buenas prácticas inclusivas se receptaron res-
puestas de instituciones educativas de: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Co-
lombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, Honduras, México, Nicaragua, Panamá,
Paraguay, Perú y Uruguay. En la medida de lo posible, se incorporan a lo lar-
go del informe los testimonios y pronunciamientos relevantes.

El objetivo general del presente estudio es identificar los componentes
fundamentales para lograr la escolarización de estudiantes con discapaci-
dad y viabilizar una educación inclusiva con mayor cobertura en Latinoamé-
rica. Para la consecución de este objetivo fue menester desarrollar objetivos
de contextualización y de profundización.

Los objetivos de contextualización fueron los siguientes:

a) Homologación de definiciones fundamentales a través de un marco
conceptual.

b) Aproximación comparativa de los principales marcos normativos vi-
gentes.

c) Breve historia y perspectivas de la educación especial en Latinoamérica.

d) Estimación de la población con discapacidad en Latinoamérica y su
acceso a educación.

e) Comparación de indicadores básicos y de educación en la Región,
para inferir el acceso y permanencia en el sistema educativo entre la
población con y sin discapacidad.

f) Análisis de la situación actual de la cooperación internacional para el
desarrollo vinculada con proyectos educativos.

Constituyeron objetivos de profundización:

a) Determinación del nivel de cobertura y la percepción tanto desde la
perspectiva oficial como desde los usuarios directos y sociedad en ge-
neral, respecto a la calidad de los servicios educativos que reciben las
personas con discapacidad.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica
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b) Visibilización de los componentes que excluyen o expulsan del siste-
ma educativo a las personas con discapacidad.

c) Determinación de expectativas y prioridades para la implementación
de una educación inclusiva.

d) Autoevaluación de prácticas institucionales con componentes inclusivos.

Las propuestas se orientan especialmente hacia:

a) Delinear la nueva orientación de la educación especial con miras a la
inclusión.

b) Esbozar posibles alternativas para orientar la cooperación internacio-
nal hacia una educación inclusiva.

c) Diseñar una propuesta para la generación de sistemas inclusivos.

La investigación permite inferir la población con discapacidad que acce-
de y la que debiera acceder a servicios de educación, el marco normativo
que la ampara, las políticas públicas vigentes, los tipos de servicios que se
oferta, la percepción de los actores sobre la calidad y la cobertura de los
mismos. Así como también las diferencias que subsisten entre la población
con y sin discapacidad a pesar de los esfuerzos que han realizado los dife-
rentes países. Finalmente, se efectúa una aproximación hacia la ampliación
de la cobertura y el mejoramiento de los servicios mediante la conjugación
de esfuerzos desde los diferentes sectores. Los Anexos permiten profundi-
zar en temas de interés para el lector.

El estudio se orienta por una contextualización de la temática que preten-
de superar la visión tradicional. Analiza los escenarios nacionales y el regio-
nal desde una constelación de interrelaciones que imprime la dinámica de
las sociedades mixtas y migratorias en el mundo cambiante de hoy; al mis-
mo tiempo examina el rol decisivo de los organismos públicos, privados,
cooperantes y de la sociedad civil que incluye buena parte del capital hu-
mano de un país. Busca el análisis de las políticas mundiales, regionales y
nacionales en relación con los niveles de participación y su concreción. Des-
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entraña una historicidad que explica el momento actual y permite vislumbrar
el futuro. Privilegia como fuente de información la emitida desde la región
por lo que incorpora pronunciamientos de diversos actores. Aporta propues-
tas abiertas al diálogo y a la discusión, plantea estrategias para la expan-
sión de servicios y la optimización de recursos, tanto propios como aquellos
provenientes de la cooperación. Considera que cuanto se plantea desde la
perspectiva de la discapacidad coadyuva al mejoramiento de la sociedad en
su conjunto, en consecuencia los sistemas de apoyo que se plantean para
eliminar las barreras al aprendizaje y responder a las necesidades educati-
vas especiales asociadas a la discapacidad abren un horizonte más amplio
que respeta la individualidad y garantiza a la población estudiantil en gene-
ral, el acceso a los aprendizajes.

2. ESTRUCTURA DEL INFORME

La argumentación, las ideas y los pronunciamientos se articulan en ca-
pítulos hilvanados con una metodología deductiva, va de lo general a lo es-
pecífico, de lo macro a lo micro, contextualiza y procede a la especificidad
para ofrecer facilidad y flexibilidad en su lectura. Se vinculan términos que
explicitan el camino recorrido y el que resta por recorrer, con un acerca-
miento cuanti-cualitativo a la situación educativa de las personas con dis-
capacidad.

Ha sido imperativo partir de un marco referencial que aborda la temática
considerando la evolución conceptual y los cambios concomitantes en el uso
de la terminología, más aún cuando sabemos que el lenguaje construye el
imaginario social y se observa un uso indiscriminado de los términos “inte-
gración” e “inclusión”, con la alerta de no cambiar nombres para continuar
estigmatizando sino avanzar hacia una nueva estructura de pensamiento
que se refleje en acciones. El lenguaje como mediatizador repercute en el
diseño de políticas, en la percepción social, en las actitudes propiciadoras
de vivencias, en las posibilidades de inclusión o exclusión que se generan
en los distintos entornos, de ahí la importancia de homologar definiciones y
evitar partir de supuestos.
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El marco normativo es sumamente profuso por lo que el análisis se ciñe
al reconocimiento constitucional del derecho a la educación de las personas
con discapacidad de cada país, acompañado de un acercamiento a la regu-
lación interna en cuanto a la atención educativa así como los acápites con-
comitantes de los instrumentos legislativos internacionales.

Dada la importancia del papel de la educación especial, se realiza un acer-
camiento a su historia. Es un recorrido desde la etapa tradicional a la de in-
tegración y su proximidad hacia la inclusión. El análisis de la construcción
de las estructuras socio-educativas en la época contemporánea permite atis-
bar las perspectivas a futuro.

La exploración entre estadísticas e indicadores parte de la población
con discapacidad a través de la información oficial disponible para ate-
rrizar en la población con discapacidad en edad de asistir a educación
básica. Este análisis resulta altamente complejo por la dispersión de da-
tos, la falta de homologación que responda a la diversidad, distintos años
en que se recoge la información, situación que remite a pensar la peli-
grosidad que implica limitar la discapacidad a cifras estadísticas dejan-
do de lado la cultura; siendo altamente riesgoso establecer un estudio
comparativo con enfoques y conceptos diferentes, se intenta una com-
paración al interior de un país y, cuando es factible, entre países. Se pa-
sa al análisis de indicadores básicos por país para comprender la com-
plejidad y las distintas aristas que requieren ser consideradas de manera
previa con la finalidad de advertir el porqué de los indicadores de edu-
cación, con un mapeo de los diferentes niveles: inicial, primario, secun-
dario y terciario.

Vislumbrar el futuro de la educación inclusiva implica escuchar el pronun-
ciamiento de los actores. Agradecemos la generosidad de los participantes
cuyas expresiones más abarcadoras y relevantes se recogen a lo largo del
texto o se incorporan en documentos anexos. A lo largo del capítulo se pue-
de contrastar la percepción sobre los componentes educativos desde la pers-
pectiva de la sociedad civil, del sector gubernamental, desde la vivencia ins-
titucional y desde la visión iberoamericana mediante el pronunciamiento de
los Ministros de Educación recogidos en las “Metas Educativas 2021: la edu-
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cación que queremos para la generación de los Bicentenarios”. Es de par-
ticular importancia la participación de instituciones educativas de la región
que consideran su gestión como una buena práctica inclusiva y que gene-
rosamente enviaron el cuestionario de autoevaluación.

El tema y el dilema que constituye la cooperación internacional se re-
coge desde informes oficiales así como desde el pronunciamiento de los
actores. Considerando la discapacidad como un tema transversal en el
diseño e implementación de políticas, que convoca y aglutina los diferen-
tes sectores, que individualmente no alcanzan soluciones globales, se
busca puntos de convergencia tendentes a la optimización de la coope-
ración.

Sin ser exhaustivo, cada capítulo desarrolla desde el análisis cuanti-
cualitativo el planteamiento de propuestas abiertas al debate y a la dis-
cusión, que se recogen a manera de conclusiones al final de cada ca-
pítulo.

Constituyen anexos del presente estudio: tablas estadísticas e informes
que resumen la situación de la educación por país, la sistematización de
respuestas al cuestionario sobre inclusión, una síntesis de la trayectoria
de las personas que respondieron a la entrevista, el informe del Progra-
ma LUZ de Ecuador, los informes oficiales RIINEE 2008 enviados con com-
promiso profesional por las instancias de educación especial de los Minis-
terios de: Brasil, Chile, Ecuador, Guatemala, Honduras, Panamá, Paraguay
y Perú. Se adjunta los datos de contacto de las instituciones que enviaron
cumplimentado el cuestionario de autoevaluación sobre buenas prácticas
inclusivas así como los cuestionarios completos enviados por: el Centro
de Apoyo Educativo y Jardín Maternal Municipal Inclusivo “Mi Angelito” (Ar-
gentina), la Secretaria Municipal de Ensino de Florianópolis (Brasil), el Co-
legio Cardenal Juan Francisco Fresno (Chile), la Institución Educativa José
Acevedo y Gómez (Colombia), el Colegio Público Bello Horizonte (Nicara-
gua), las escuelas Nuestra Señora del Carmen y Virgen de la Puerta del
Perú, y la Escuela N.º 179 (Uruguay). Finalmente, un extracto de las Ho-
jas de Vida de autores y autoras cuyo trabajo conjunto posibilitó la reali-
zación del presente informe.
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3. METODOLOGÍA

Siendo un estudio de corte documental o biográfico, la propuesta metodoló-
gica se encamina en primera instancia hacia un estudio bibliográfico para al-
canzar posteriormente un corte etnográfico. En el primer caso, por la naturale-
za de los datos se cubre una fase extensiva siendo eminentemente cuantitativo,
se alcanza posteriormente una fase intensiva que permite contextualizar por lo
que el análisis es cualitativo; la valoración de situación obligó a un estudio in-
terpretativo y evaluativo. El estudio de corte etnográfico se orienta de manera
fundamental a hacer emerger necesidades y demandas tanto desde la pers-
pectiva oficial como institucional, desde los usuarios directos, profesionales en
educación y sociedad en general, siendo en consecuencia emancipatorio y de-
mocrático por naturaleza; por el proceso que se realiza es eminentemente diag-
nóstico; y, por la finalidad que persigue, interpretativo.
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El diseño metodológico implicó el análisis documental así como la aplica-
ción de técnicas para recoger información a través de encuestas, entrevis-
tas y cuestionarios.

El análisis de datos se desarrolló a través de procedimientos informáticos
cuando fue posible. En el caso de los datos cuantitativos recabados a tra-
vés de la encuesta, el análisis fue estadístico y descriptivo, siendo un apo-
yo para los datos intensivos de la fase cualitativa.

El trabajo fue desarrollado por un equipo de investigación conformado por
ocho miembros: cinco de España, concretamente de la Universidad de Cádiz,
con experiencia en Latinoamérica como docentes e investigadores; dos de
Ecuador y uno de Argentina, con trayectoria en educación e investigación.
Cada miembro del equipo de investigación se responsabilizó de un capítulo
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específico que se hilvanaron en función de los objetivos planteados; la revi-
sión global estuvo a cargo de dos miembros. Se contó también con un equi-
po de apoyo a la investigación conformado por cinco ecuatorianas que cola-
boraron voluntariamente en diversas tareas, como: sistematizar datos, traducir
del portugués al español, levantar textos y generar aportes desde sus ámbi-
tos de gestión.

Al profundizar el conocimiento contextual mediante el análisis y contrasta-
ción de la información existente, remitió al equipo a la concienciación de que
al no existir fuentes válidas y fiables, no era posible establecer una estima-
ción real de la población con discapacidad que ingresa de manera efectiva al
sistema educativo, permanece en él y egresa tanto del nivel considerado como
mínimo obligatorio en el país como de los subsiguientes. Sería menester un
trabajo censal unificado en la Región que resulta inabarcable en un proceso
de investigación como éste. Por otro lado, las concepciones y conceptualiza-
ciones sobre: discapacidad, integración, inclusión, calidad de la educación, ne-
cesidades educativas especiales, son términos con diferentes significados;
siendo un agravante el hecho de que especialmente integración e inclusión
sean asumidos con frecuencia como sinónimos y se utilicen de manera simul-
tánea e indiscriminada, situación que entra en conflicto con las bases episte-
mológicas que se plantean en el capítulo 2 de la presente investigación.

Constituyó un aporte sumamente valioso el cuestionario debidamente
cumplimentado que enviaron los ocho miembros de RIINEE, voz oficial de
la situación en cada país. La profundización fue factible gracias a las 274
respuestas al cuestionario sobre inclusión, así como el pronunciamiento de
19 informantes clave y la participación de 24 instituciones educativas de 14
países de la región, a través de un cuestionario de autoevaluación como una
buena práctica orientada a la inclusión. Cabe notar que los datos mencio-
nados fueron recogidos a través de Internet, situación que limita grandemen-
te la participación; y, el factor tiempo constituyó también una variable de in-
cidencia directa dado que el presente estudio se desarrolló en el lapso de
ocho meses.
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CAPÍTULO II

MARCO CONCEPTUAL

Ramón Porras Vallejo

1. HOMOGENEIDAD VERSUS HETEROGENEIDAD

Los niños de la misma edad no son todos iguales en lo que respecta 
al aprendizaje, al igual que en materia de estatura, aficiones, personalidad

o gustos y aversiones. Es cierto que tienen muchas cosas en común,
porque son seres humanos y porque son todos niños. Pero también

presentan diferencias importantes. Lo que tenemos en común nos hace 
humanos. Lo que nos diferencia nos hace individuos.

(C.A. Tomlinson, 2005, p.15).

A lo largo de la historia, en todas las culturas y civilizaciones, han existi-
do sujetos clasificados como “diferentes”. Las diferencias más acusadas, en
la mayor parte de las ocasiones, se han visto como un peligro para el con-
junto de la sociedad y, por lo tanto, se ha tratado de eliminarlas o aislarlas.
En ocasiones, las menos, los sujetos diferentes eran vistos como portado-
res de cualidades o poderes superiores aprovechables para la sociedad. Con
frecuencia el desconocimiento de las causas de la diferencia, el mito y la
superstición, el miedo ante lo desconocido y no controlable, han estado en
la base de las reacciones sociales ante las personas más diferentes. Otras
veces, sobre todo en épocas más recientes, intereses sociales clasistas y
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demagógicos han alimentado un cientificismo justificador de las conductas
de segregación e incluso de eliminación física (Gould, 1984).

Dependiendo del contexto social, de las coordenadas espaciotemporales
en las que la diferencia sea analizada, las taxonomías de la diversidad serían
interminables y variopintas. Las más utilizadas actualmente son: intelectuales,
de género, de edad, de raza, de clase social, motrices, sensoriales, de per-
sonalidad, culturales y lingüísticas. Todas estas diferencias se miden desde
parámetros construidos a partir de lo normal o, a veces, de lo excelente. Los
puntos de vista para definir lo normal van desde el patológico o biomédico,
hasta el estadístico, pasando por el funcional y el sociocultural (Casanova,
1990), aunque lo que es cierto, en cualquier caso, es que cualquier definición
está teñida de intereses sociales de unos grupos sobre otros, intereses que
llevan a definir lo no-normal como inferior, en una relación o intento de domi-
nio o de discriminación (Barton, 1998), pues la cuestión no es que se den di-
ferencias, sino los criterios por los cuales los sujetos son adscritos a las mis-
mas y las consecuencias que tal adscripción puede tener para su vida. Es
decir, lo inadmisible desde parámetros éticos es que la diferencia se transfor-
me en desigualdad. A la hora de categorizar y adscribir a una persona, ¿quién
y cómo coloca el listón para pasar de una categoría a la otra? Incluso en los
grupos en que la adscripción podría estar más clara, como la raza o el géne-
ro, siempre se da un continuo de realidades que hacen que la categorización
acabe en el subjetivismo, aún en los intentos más científicos.

En términos de teoría de la evolución de las especies, la diversidad significa
más posibilidades de adaptación y por lo tanto más posibilidades de supervi-
vencia como especie. En la lógica de los intereses del ser humano como espe-
cie, la diversidad debería ser potenciada. En botánica o zoología, las especies
con más proyección son las que tienen más posibilidades de hibridación, de
mestizaje. La naturaleza, objeto por excelencia de los científicos, no entiende
de minusvalías ya que cualquier variación es potencialmente aprovechable:

... el ser humano, desde el punto de vista biológico no tiene errores, no
hay minusvalía, no hay disfunciones... En biología no existen minusva-
lías... Es en el espacio de las relaciones humanas donde la persona de-
finida como limitada pasa a ser limitada... (Maturana, H., 1994:36).
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¿En qué consiste la normalidad?, o bien, ¿quiénes son las personas no-
normales? Es absurdo rechazar las diferencias, o tildarlas de más o menos
valiosas, cuando no somos capaces de ponernos de acuerdo acerca de su
dimensión y naturaleza, en lugar de aceptarlas como algo inherente a la na-
turaleza humana y fuente de mejora para los individuos, los grupos sociales
y la humanidad en su conjunto. Por el contrario si tenemos la capacidad de
aprovechar lo que cada persona lleva dentro, mediante el respeto, el cono-
cimiento y la comprensión, todo el conjunto de la sociedad saldrá ganando.

En los tiempos de crisis que vivimos, una de las aporías clave es la acep-
tación o el rechazo de lo diverso. La lucha axiológica e ideológica se deba-
te dialécticamente entre integrar lo diverso social y culturalmente o profun-
dizar la distancia entre los distintos colectivos y personas. ¿Es posible
plantearse una humanidad mejor cuando una parte de la misma sojuzga y
margina a otra? Y no hablamos sólo de los mundos definidos por la políti-
ca y la economía —primero, segundo, tercero e incluso cuarto mundo—,
sino de las bolsas de oprimidos y marginados que se dan dentro de cada
colectividad. La emancipación de dichos colectivos (Freire, 1975) es una con-
dición para el bienestar del conjunto de la sociedad. No se puede pensar en
calidad de vida para unas personas sin que esté ligada a la calidad de vida
de quienes les rodean (Goode, 1994), máxime en la “aldea global” en la que
vivimos, donde tan difícil es esconder a “los diferentes”. ¿Podremos vivir jun-
tos?, se pregunta A. Touraine (2000), ante el dilema que se presenta a ni-
vel mundial entre las tendencias de la economía regida por las empresas
multinacionales, que escapan al control de los gobiernos de cualquier na-
ción y de la acción reglamentista de los organismos internacionales, tenden-
cias dirigidas a imponer un modo de vida y una cultura homogéneos frente
a las tendencias de las culturas minoritarias y marginadas a resistirse a ser
absorbidas por la globalización de los mercados, cayendo cada vez más en
el fenómeno del fundamentalismo y en el rechazo a toda costa del modelo
dominante.

El mito de perfección de la cultura occidental, el “WASP” (“white, anglo-
saxon, protestant”) que conlleva las etiquetas de varón y maduro, y al que
se le van añadiendo las de rico, ejecutivo, de cuerpo esbelto, refinado... es
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tan constrictivo que debería movernos a la risa si no fuese porque su exten-
dida asunción, explícita para unos e implícita para la mayoría, sume a la ma-
yor parte de la población humana en situaciones de injusticia y desesperan-
za. No hay que olvidar que, por ejemplo, la mitad de la población está
formada por mujeres, más de la mitad son niños, jóvenes o ancianos, más
de dos tercios viven situaciones de pobreza, hambre y carencia sociocultu-
ral, más de 500 millones de personas (una de cada diez) tienen algún tipo
de discapacidad según la OMS. Rechazar lo diverso será un perjuicio para
la colectividad; aceptarlo, sobre la base de valores como la solidaridad, el
respeto, la igualdad, la justicia y la libertad, potenciará la posibilidad de al-
canzar una sociedad más valiosa, polifacética y dinámica. La sociedad del
futuro, si la actual logra sobrevivir, ha de inspirarse en la ética, antes que
en la economía o en la ciencia y la tecnología.

Los sistemas escolares, en la lógica clasificatoria de las diferencias, se
han movido tradicionalmente en torno a soluciones de agrupamiento según
las características del alumnado. Siguiendo las pautas de la escuela gradua-
da, parecería que la labor docente se optimiza cuando los grupos de alum-
nos y alumnas son homogéneos. Con la excusa de dar una atención “espe-
cializada”, más justa e, incluso, más ligada a las necesidades individuales
de desarrollo, la respuesta tradicional ha sido la de segregar, pese a que
tanto numerosas investigaciones (Wang, 1995), como la misma experiencia
y el mismo sentido común (Pujolás, 2001; García Pastor, 2008) nos digan
que no es una solución eficaz ni correcta:

Poner a los alumnos con una calificación semejante en programas es-
peciales, no ha funcionado bien. (Wang, 1995:400).

Incluso en el pasado más reciente, cuando la aparición de los principios
de normalización e integración venían a posibilitar la consideración de una
escuela y un aula de alumnado heterogéneo, la máquina burocrática de los
sistemas escolares, refractaria al cambio y a las reformas en profundidad,
volvió a etiquetar, clasificar y agrupar a los estudiantes en función de sus ca-
racterísticas para no dejar de perseguir el mito del grupo homogéneo, como
ha sucedido en la mayor parte de las experiencias de integración educativa,

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

30



en las que los estudiantes no-normales —ahora llamados alumnado con ne-
cesidades educativas especiales— han sido asignados a los especialistas y
han seguido programas individualizados, bastante alejados del curriculum re-
gular y en muchos casos llamados adaptaciones curriculares. Por estas ra-
zones aparece a finales de los años 80 del siglo XX el movimiento por la in-
clusión que conlleva la alusión no al alumnado identificado como especial —o
con necesidades educativas especiales— sino a todo el alumnado, puesto
que todos somos diferentes, en un renovado esfuerzo por evitar la exclusión.
Ahora todo el mundo de la educación, con las administraciones nacionales y
organismos internacionales a la cabeza, acepta las políticas de inclusión, pero
con más sombras que luces hasta el momento, empezando por el hecho de
que la diversidad se vuelve a ver como el colectivo de los otros (Skliar, 2008),
de los no-normales. Por eso es peligroso para el futuro desarrollo de políti-
cas y prácticas inclusivas que se vuelvan a catalogar como los diversos a
determinados colectivos, en lugar de considerar diversa a toda la población.

En el imaginario de todos quienes nos dedicamos a la educación, y para ha-
cerlo extensivo a toda la sociedad, es necesario que acabemos de compren-
der que todos y todas somos diferentes, desde el punto de vista biológico e in-
cluso desde el punto de vista cultural, y que a partir de estas diferencias
personales todos y todas tenemos derecho a llegar a ser individuos aceptados
y respetados por los demás y también por nosotros mismos, puesto que “la di-
ferencia es lo normal” (López Melero, 2004, p. 51), siendo lo contrario, la ho-
mogeneización, lo antinatural. En palabras de Ainscow, hay que contemplar las
diferencias como oportunidades para el aprendizaje y el mejoramiento de las
escuelas y no como problemas que arreglar (Ainscow, 2001). Y estas diferen-
cias no tienen porqué estar reñidas con la igualdad en derechos y oportunida-
des de cada uno y de cada una, como dice Gimeno (2002, p. 52):

Esta heterogeneidad no es óbice para pensar que debemos ser igua-
les en rasgos no naturales.

Aceptar la diversidad como hecho natural y necesario, posibilitar el desa-
rrollo y la participación democrática en el desenvolvimiento social de todas
las personas sean cuales sean sus diferencias, aprovechar todas las ener-
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gías, perspectivas y aportaciones del conjunto de los seres humanos, des-
de el respeto de su realidad y de su estilo de vida, será la mejor garantía
de progreso y de desarrollo social. Todos somos diversos y ser diverso es
un valor.

2. LA INCLUSIÓN EN LOS SISTEMAS E INSTITUCIONES EDUCATIVOS

La educación inclusiva constituye un paradigma educativo fundamentado en la
concepción de los derechos humanos, que conjuga igualdad y diferencia como 
valores indisociables, y que avanza en relación a la idea de equidad formal al 

contextualizar las circunstancias históricas de la producción de la exclusión 
dentro y fuera de la escuela. (Pereira, C. et al., 2008:8).

La inclusión es un principio social y político que se genera a partir de la
idea de que todos los ciudadanos y ciudadanas del mundo, por el mero he-
cho de serlo, tienen derecho a participar en todos los contextos y situacio-
nes importantes para sus vidas y tienen derecho a buscar libremente sus
señas de identidad y su modo peculiar de vivir en sociedad. Para que ello
sea posible se necesita el desarrollo de una democracia crítica (Dewey,
1966; Goodman, 2008) que sea capaz de conjugar los planos individual y
comunitario en el desarrollo de cada persona sin que nadie quede excluido
ni sea marginado de ninguno de los contextos en los que vive. El concepto
de democracia crítica, o radical, se enfrenta al de las democracias forma-
les, comunes en nuestro globalizado mundo del siglo XXI, que provocan la
exclusión de gran parte de los componentes de la sociedad y que generan
una cada vez mayor jerarquización social.

No se puede aprender a ser demócrata nada más que en el seno de
la sociedad misma. Si la democracia necesita participación, la sociedad
debe reconocerle voz a toda la ciudadanía, pues todos los ciudadanos son
iguales ante la ley, tienen los mismos derechos y deberes. Pero estamos
viviendo sistemas democráticos que restringen la participación de los ciu-
dadanos que no tienen conciencia de su protagonismo en el efectivo con-
trol de la gestión pública. (López Melero, 2004:71).
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La exclusión y, en sentido contrario, también la inclusión son procesos di-
námicos que no tienen unas fronteras rígidas como las que tuvieron en otros
sistemas sociales de la antigüedad y que se van construyendo en diversos
ámbitos a partir de las formas y posibilidades de relación social. En la base
de la exclusión está el desequilibrio que provoca la inequidad:

La exclusión se refiere a un proceso dinámico que lleva a ser expulsa-
do, total o parcialmente, de cualquiera de los sistemas social, económico,
político y cultural que determinan la integración de una persona en la socie-
dad. La exclusión social puede también ser vista como la negación de los
derechos civiles, políticos y sociales de los ciudadanos. (Walker, 1997:8).

La desigualdad implica distancia entre unos y otros, la exclusión supo-
ne un alejamiento irrecuperable, la degradación del excluido, que pasa a
la categoría de negado. (Gimeno, 2001:160).

Las prácticas sociales de clasificación y selección han marcado no solamen-
te la distribución de los roles y del poder entre las personas de cada sociedad,
sino también las oportunidades y las posibilidades de que los distintos grupos
sociales puedan llegar a ser detentadoras de determinados roles o de una par-
cela de poder. Las exclusiones se han sucedido a lo largo de la historia: en la
antigüedad muchas civilizaciones se asentaron sobre la existencia de los escla-
vos; es conocida la universal marginación de la mujer en casi todo tipo de so-
ciedades hasta hace pocos años y todavía no se ha conseguido del todo la
igualdad entre los géneros. En muchos casos la exclusión se ha basado en la
raza, como en los sistemas segregacionistas, o en las castas sociales hereda-
das de padres a hijos. Actualmente la clase económica y el credencialismo aca-
démico marcan las posibilidades de los ciudadanos y ciudadanas. Tradicional-
mente han sido las competencias cognitivas y curriculares las que han
segregado a buena parte de la población en los sistemas educativos. No se tra-
ta, en este caso, solamente de la exclusión de las personas con discapacidad
u otras formas de excepcionalidad, como el de la sobredotación, sino que abar-
ca aproximadamente al 20% de la población escolar que fracasa dentro de cual-
quier sistema educativo. Los fracasados y fracasadas escolares no están segre-
gados en otras instalaciones y/o programas, pero no tienen las mismas
oportunidades de participar ni de aprender que el resto de los estudiantes.
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La educación históricamente se ha caracterizado por prácticas discrimina-
torias y de exclusión que reproducían el orden social. Estas prácticas se ha-
cen más patentes cuando la democratización de la educación intenta hacerla
universal: aparecen grupos de personas que quedan fuera de los estándares
homogeneizadores, naturalizando la segregación y el fracaso escolar. En es-
tas circunstancias surge a mediados del siglo XX el movimiento por la norma-
lización y la integración social de las personas con discapacidad. Son cam-
bios en el sentido de la justicia, los derechos de las personas y los valores
sociales en relación a las personas con discapacidad, los que marcan el acen-
to en esta época de crisis de las instituciones educativas hacia una revisión
del subsistema de la educación especial que repercute plenamente en el sis-
tema de educación general. El movimiento surge en los países escandinavos
y es un hito la formulación en 1959 del principio de normalización por Bank
Mikkelsen, durante muchos años Director de los Servicios para Deficientes
Mentales en Dinamarca. De los países nórdicos el movimiento se extiende a
los anglosajones y de aquí a los latinos. En un principio la normalización que
Bank Mikkelsen buscaba era para las personas adultas con deficiencia men-
tal de su país, intentando que sus condiciones de vida se pareciesen a las del
resto de ciudadanos. De este principio se derivan los principios de integración
y sectorización, que tendrán, sobre todo el primero, un impacto fundamental
en el desarrollo de la educación a partir de entonces.

Pero los resultados de las prácticas de la integración educativa resultaban de-
cepcionantes en muchos casos, tanto para los afectados y sus familias como
para los propios profesionales y expertos en educación especial. Como se pue-
de deducir de las diversas valoraciones de la integración llevadas a cabo en más
de diez o quince años de desarrollo en los países más avanzados, las causas
de insatisfacción eran numerosas: en casi todos se mantiene de una u otra for-
ma el sistema educativo dual, las prácticas curriculares en las aulas apenas han
variado; en definitiva, salvo ligeros retoques, en la mayoría de los casos se man-
tenía el statu quo tradicional, por lo que comenzó una contestación de la segre-
gación (Scheerenberger, 1984) fundada antes que nada en criterios relacionados
con los derechos civiles, especialmente cuando comienzan a surgir las Declara-
ciones de la ONU sobre los Derechos del Niño, del Retrasado Mental y del Mi-
nusválido. Es lo que Parrilla (1996:80) ha llamado “La Educación Especial con-
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tra la Educación Especial”. Como respuesta a esta situación de inconformidad,
se introduce una visión en profundidad del principio de “igualdad de oportunida-
des”. Desde una perspectiva inclusiva no se trata ya, solamente, de tener posi-
bilidades de acceso a determinados bienes o servicios, sino también de la posi-
bilidad de participar y decidir en cualquier contexto en situación de paridad con
el resto de la población (Gerschel, 2003), valorando a las personas y respetan-
do sus contribuciones al conjunto de la sociedad. Según el concepto de “valor
igual” se reconocen las contribuciones de cada ciudadano como valiosas.

2.1. Políticas, discursos y prácticas

En el discurso de la atención a la diversidad (Thomas y Loxley, 2001) se ha
ido produciendo un cambio desde el de la educación especial, como subsiste-
ma de la educación aparte del ordinario, hasta el de la inclusión plena de to-
das las personas en el sistema ordinario. A mitad de camino se produjo el am-
plio movimiento por la integración que ha tenido, y tiene todavía, diferentes
enfoques y realidades. El discurso de la educación especial tomaba prestadas
de disciplinas como la medicina y la psicología los fundamentos teóricos y téc-
nicos para “tratar” a los educandos considerados como deficientes o minusvá-
lidos. El discurso de la integración se mueve a mitad de camino entre la aten-
ción especializada realizada por “expertos”, propia de la etapa anterior, y el
derecho de toda persona a vivir y a ser educada en contextos normalizados.
Finalmente, el discurso de la inclusión se afirma desde el derecho de toda per-
sona a no ser excluida de sus contextos naturales en función de sus caracte-
rísticas personales, para poder ejercer la igualdad de oportunidades económi-
cas, sociales y culturales. Si en la integración se intentaba meter a la diversidad
en las aulas ordinarias, con la inclusión se trata de no sacarla de ellas. No es
que para la inclusión no sean aprovechables las teorías, las técnicas y todo el
conocimiento especializado que se pueda producir en torno a las personas más
diferentes de la sociedad. Pero ese tipo de conocimiento, sea cual sea, no pue-
de servir para justificar la marginación o ghettización de nadie. El acento de la
filosofía inclusiva se pone en los derechos humanos tomados en profundidad
y aplicados a cualquier persona por el mero hecho de serlo.
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De forma paralela, las administraciones educativas han ido promocionan-
do políticas, en la legislación y en la gestión de la educación, coherentes
con los discursos dominantes. Ahora bien, a veces con cierto retraso, con
pasos atrás y con una pesada carga de “realismo” a la hora de impulsar las
innovaciones. Los textos legales suelen ser un fiel reflejo de esta situación:
las declaraciones de principios de los preámbulos suponen un avance. El
articulado que les sigue, el correspondiente freno.

Pero las políticas y los discursos se ven enfrentados a la práctica, y en-
tre los primeros y la segunda es donde se suele producir la principal bre-
cha. Ya House (1988), al exponer el enfoque cultural de las innovaciones,
afirmaba que para que estas se puedan desarrollar hay que tener en cuen-
ta las distintas perspectivas de los colectivos implicados. Y en educación
hay suficiente literatura para aclarar el origen y la naturaleza de las resis-
tencias del profesorado al cambio (p.e. Fullan, 2002), y el papel determinan-
te de este colectivo para el éxito de cualquier innovación (Ainscow, 2001).
Aquí entra plenamente en juego cual sea la perspectiva profesional del pro-
fesorado, cómo concibe su función desde los puntos de vista educativo y
social: en la forma tradicional, como técnico, como práctico reflexivo o como
agente crítico (p.e., Pérez Gómez, 1988; Carr, 1990; Porras, 1998 a y b).
Por ello, hoy en día, en los discursos por la inclusión, es más necesario y
eficaz el discurso pragmático que el discurso de la ética y los derechos
(Dyson, 1999). En palabras de Florian, Rose y Tilstone (2003), “el problema
no está tanto en las ideas, como en las incertidumbres sobre la práctica”.

No obstante, en la base de las resistencias al cambio siempre hay acti-
tudes que influyen en la producción de argumentaciones para mantener los
sistemas con situaciones de exclusión. Por ello el CSIE (Centre for the Study
on Inclusive Education, 1996) presenta 10 razones que justifican el plantea-
miento de la inclusión en educación:

A. Los derechos humanos:

1. Todos los niños/as tienen derecho a aprender juntos.

2. Los niños/as no deberían ser devaluados o discriminados y ser exclui-
dos o rechazados debido a su discapacidad o dificultad de aprendizaje.
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3. Los niños/as no necesitan que se les proteja de sus compañeros.
Los adultos discapacitados que describen cómo sobrevivieron en las
escuelas especiales demandan el final de la segregación.

4. No existen razones legítimas para separar a los niños/as de una edu-
cación común. Los niños/as deben estar juntos, con las ventajas y
beneficios que esto supone para cada uno.

B. Una educación de calidad:

5. La investigación demuestra que los niños/as mejoran, académica y
socialmente, en entornos integrados.

6. No existe enseñanza y atención en una escuela segregada, lo cual
no sucede en una escuela ordinaria.

7. Dado un apoyo, la educación inclusiva es más eficaz en el uso de
los recursos educativos.

C. Una mejora del sentido social:

8. La segregación enseña a los niños/as a ser temerosos, ignorantes y
a tener prejuicios de clase.

9. Todos los niños/as necesitan una educación que les ayude a desa-
rrollar relaciones y prepararles para una vida integrada.

10. Solamente la inclusión tiene el potencial de reducir el miedo y crear
amigos/as, respeto y comprensión.

2.2. Diferencias entre inclusión e integración

Una de las formas de resistencia a las prácticas inclusivas se da en los
sistemas educativos debido a que la mayor parte de las administraciones si-
guen manejando los conceptos de integración e inclusión como sinónimos,
cuando entre ellos hay una serie de diferencias fundamentales. Esta opera-
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ción nominalista, en la que se habla de inclusión cuando lo que se hace, si
acaso, es integración, es una de las primeras barreras a combatir para te-
ner éxito en las empresas inclusivas. Como argumenta Mantoan (2005), de-
trás de barreras más visibles, como la ausencia de accesos físicos en las
escuelas, el elevado número de alumnos y alumnas por aula, la deficitaria
formación del profesorado, la falta de recursos técnicos…, lo que se escon-
de es la sempiterna resistencia al cambio que conduce una y otra vez al eti-
quetamiento y a la homogeneización de los grupos de estudiantes.

Booth y Ainscow, en el Índice de Inclusión (2000:8), conciben la inclu-
sión “como un conjunto de procesos orientados a eliminar o minimizar las
barreras que limitan el aprendizaje y la participación de todo el alumnado”.
Es importante notar la visión de la inclusión como proceso: no existen es-
cuelas inclusivas o no inclusivas, sino escuelas más o menos inclusivas,
asumiendo la idea de Ballard (1995) de que el proceso de inclusión no tie-
ne límites. Es un proceso de crecimiento en la calidad educativa para to-
dos y todas que abarca a toda una comunidad, sin olvidarse de nadie. Pero
este no olvidarse de nadie se ha de propugnar desde el amor a lo huma-
no y a los humanos en toda su diversidad, no como una concesión hacia
los demás, sino como un acto de afirmación de su valor. En palabras de
Carlos Skliar (2008:37) “esa nueva política debería partir de una nueva amo-
rosidad, de una nueva hermandad, una política que se siente responsable
por el otro, que es hospitalaria con la especificidad del otro, que está me-
diada por el lenguaje de la ética y que borra de una vez toda pretensión a
la normalidad”.

De esta visión de la inclusión educativa, que marca las distancias con las
políticas de integración, surgen unos principios que Stainback y Stainback
(1999) enuncian del siguiente modo:

1. Establecer una filosofía escolar basada en la igualdad y en la demo-
cracia, en la que se valore la diversidad, que todas las alumnas/os
han de aprender a lo largo de su escolaridad.

2. Seguir el principio de las proporciones naturales, consecuentemente
con el principio de sectorización, aceptando en las escuelas a todas
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las alumnas/os de la comunidad natural en la que se halla, indepen-
dientemente de sus dificultades o características personales.

3. Incluir a todos los sujetos implicados en la educación en las decisio-
nes y planificaciones que se deban realizar, para ayudar a compren-
der el porqué y el cómo de la inclusión.

4. Desarrollar redes de apoyo, pues no basta con uno o dos modelos de
apoyo, sino que toda la serie de estrategias de apoyo profesionales
o no profesionales deben estar disponibles, dándose relevancia al
tiempo dedicado a planificar el trabajo en colaboración.

5. Integrar alumnas/os, personal y recursos, formando un equipo homo-
géneo para resolver las necesidades que se presenten, adaptar el cu-
rriculum y dar apoyo a las alumnas/os que lo necesiten.

6. Adaptar el curriculum cuando sea necesario según las necesidades
de las alumnas/os, en lugar de intentar adaptar las alumnas/ os a un
curriculum dado.

7. Mantener la flexibilidad, revisando el curriculum, sus objetivos y
estrategias planificadas, mediante mecanismos de resolución de
problemas.

Como se puede desprender de su lectura, mientras que “la integra-
ción supuso simplemente adaptar el curriculum de la escuela a los alum-
nos con necesidades educativas especiales, la inclusión supone desa-
rrollar un curriculum común para todos”. (Pijl et al., 1997:155). En la
siguiente tabla se presentan las principales diferencias entre integración
e inclusión.

Así pues, el proceso de inclusión requiere la supresión progresiva de una
serie de barreras que los sistemas e instituciones educativos siguen presen-
tando a la participación y el aprendizaje de todo el alumnado en condicio-
nes de equidad. Sin ánimo de ser exhaustivos, a continuación describimos
las que nos parecen más importantes.
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2.3. Principales barreras a la inclusión

2.3.1. Principales barreras a la inclusión en los sistemas educativos

A. LOS SISTEMAS EN CASCADA

La respuesta, generalizada y acomodaticia, de las diferentes administra-
ciones educativas al reto que supuso la integración educativa fue, y sigue
siendo, la de los sistemas de escolarización en cascada. A partir del diag-
nóstico o de la evaluación de un sujeto, se busca el emplazamiento escolar
que mejor responde a sus características. Desde la escolarización en aula
regular, sin apoyo, hasta el aula hospitalaria o el apoyo en el hogar, pasan-
do por el centro específico de educación especial y distintas combinaciones
de apoyos dentro o fuera del aula regular. De esta forma el sujeto a esco-
larizar se adapta a los recursos y a los tipos de emplazamiento que hay en
la zona escolar. La respuesta inclusiva consiste, por el contrario, en que
sean los recursos los que vayan al centro —regular— en el que se encuen-
tra el sujeto.
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DIFERENCIAS ENTRE INTEGRACIÓN E INCLUSIÓN

INTEGRACIÓN INCLUSIÓN

• La inserción es parcial y
condicionada.

• Pide concesiones a los sistemas.

• Las personas con discapacidad se
adaptan a las necesidades de los
modelos que ya existen en la
sociedad, que hace solamente
ajustes.

• Defiende el derecho de las
personas con discapacidad.

• La inserción es total e incondicional.

• Exige rupturas en los sistemas.

• La sociedad busca la forma de
adaptarse para atender las
necesidades de las TODAS las
personas, tengan o no tengan
discapacidad.

• Defiende el derecho de TODAS las
personas, con y sin discapacidad. 



Podría argumentarse que son razones económicas las que determinan el
agrupamiento de sujetos con características personales similares, para ren-
tabilizar servicios y personal muy especializados, pues sería muy costoso
dotar a cada centro de recursos caros y muy específicos para uno o dos es-
colares que se hallen en él. Pero hay estudios que constatan que, en con-
junto, es menor el coste de la educación inclusiva que el de la segregación
(Mc Laughlin y Warren, 1994). A nuestro entender se trataría de que este
tipo de servicios, muchas de las veces pertenecientes a los ámbitos de la
salud o de la asistencia social más que al ámbito de la educación, funcio-
nasen como centros de recursos para una zona, en tiempo escolar prolon-
gado, no coincidente con el horario lectivo. Ya se planteó un sistema así en
Gran Bretaña antes de la contrarreforma escolar de la señora Tatcher (He-
garty et al., 1981) y sigue siendo la propuesta de numerosas experiencias:
reconvertir a los centros de educación especial y a sus profesionales en cen-
tros de recursos y apoyo (Wiltshire, 2003).

La perspectiva de la escolarización en cascada ayuda a mantener la aten-
ción educativa de las personas con discapacidad en el subsistema de la
Educación Especial. Todavía —¿por cuánto tiempo?— las administraciones
educativas manejan el doble lenguaje de la inclusión y de la educación es-
pecial tanto en su estructura organizativa como en sus publicaciones, alen-
tando con ello la confusión de los profesionales, las familias y los propios
directivos de la administración, lo que lleva a Ainscow (2001:23) a afirmar
que “…no se conseguirán unas escuelas para todos trasplantando el pen-
samiento y la práctica de la educación especial a los contextos escolares
de carácter general…”. La inclusión requiere un enfoque transformador que
suponga su presencia global en todas las políticas, normas y procesos de
los sistemas educativos, pero por el contrario, en la mayor parte de los ca-
sos, su presencia comparte espacios y recursos y compite con estructuras
típicas de la Educación Especial.

Los sistemas en cascada tienen, además, un efecto perverso sobre la me-
jora del profesorado y los centros. La atención a la diversidad podría ser el prin-
cipal motor de la innovación y el cambio en las escuelas. Buscar alternativas
para conseguir que aprendan los alumnos y alumnas difíciles de enseñar de-
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bería ser el mayor aliciente en el desarrollo profesional del profesorado. Sin
embargo, cuando ante las dificultades que nos muestra la diversidad sabemos
que no hace falta que cambiemos nada, porque otros en otro lugar se van a
encargar de ello, se está favoreciendo el estancamiento, la rutina profesional,
la rigidez organizativa e incluso, nos atrevemos a decir, el aburrimiento.

B. LA RED DE INSTITUCIONES Y EL PRINCIPIO DE LAS PROPORCIONES NATURALES

Uno de los principios de la educación inclusiva dice que hay que seguir
la ley de las proporciones naturales. Esto viene a significar que la escolari-
zación de un sujeto, cualesquiera que sean sus características personales,
debe hacerse en el centro que le correspondería si fuese “normal”, al que
van sus hermanos o hermanas y sus vecinos o vecinas. De esta manera se
está evitando la tendencia a la homogeneización de los grupos. En térmi-
nos urbanísticos, todos sabemos que si se crean barriadas marginales con
poblaciones de bajo estatus, al mismo tiempo se está impidiendo su inte-
gración social, cultural y económica y se está facilitando su dedicación a ac-
tividades antisociales: delincuencia, drogadicción, absentismo laboral... Cual-
quier política municipal al respecto, tiende a repartir a las familias con más
riesgo de exclusión social entre el conjunto del resto de la localidad, pese
al rechazo que puedan manifestar algunos colectivos. El mismo fenómeno
se da en educación cuando se agrupan a los sujetos en función de sus com-
petencias o habilidades: se produce la exclusión. Solamente la heterogenei-
dad de los agrupamientos favorece la inclusión educativa.

Normalmente, las redes de instituciones impiden, o cuando menos entorpe-
cen, las prácticas inclusivas. El sistema dual, público y privado, de la mayoría
de los países no comparte por igual la atención a la diversidad. El alumnado
más difícil de enseñar —con discapacidad, socioculturalmente marginados, po-
bres, en familias de riesgo, de origen inmigrante...— se encuentra escolariza-
do, en porcentajes muy elevados, en las instituciones de titularidad pública.

A esta situación que va marcando un sistema dual en la educación obli-
gatoria, en la que las poblaciones de estatus más bajo van a la escuela pú-
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blica y las de estatus más alto a la privada, se le añade la mercantilización
de la educación como consecuencia del desarrollo del neoliberalismo. La pri-
vatización de los servicios educativos aumenta sin cesar en todo el mundo.
Continuamente se cierran aulas de escuelas públicas y se abren aulas en las
privadas. ¿Son mejores las escuelas privadas? Las familias más informadas
las eligen activamente, convencidas de que de ellas sus hijos e hijas saldrán
mejor preparados para competir en la educación superior y en el mundo pro-
fesional (Bordieu, 1997). Por el contrario las familias menos informadas y que
menos valoran los logros escolares, se conforman con la ubicación más aco-
modaticia y menos cara. Estamos entrando en un mercado educativo, en el
que para algunos merece la pena invertir en educación y para otros no. Y en
el que se mide la calidad educativa no en función de los procesos, sino de
los resultados. Para el público en general, una buena institución escolar se
valora antes por los signos externos, incluida la apariencia de los escolares,
que por la riqueza de los procesos educativos que se desarrollan en ella.
Cada vez más familias piensan que el éxito de sus hijos e hijas depende del
tipo de institución a la que acudan y pocas tienen en cuenta al comparar los
resultados el punto de partida de unas y otras poblaciones escolares. Inclu-
so en algunos países se ha llegado al punto de que incentivan al profesora-
do y a las escuelas, incluso a nivel de dotación presupuestaria, en función
de los resultados de pruebas nacionales y entonces, dada esta tendencia,
¿quién va a querer al alumnado menos competente?

Otra muestra del antagonismo entre las políticas inclusivas y las políticas
neoliberales se produce cuando las administraciones educativas, a veces
presionadas por organismos supranacionales, abordan programas tan con-
tradictorios como la lucha por la equidad desde una perspectiva inclusiva y
la mejora de los estándares nacionales medidos por pruebas de rendimien-
to, en busca de aumentar la eficacia y excelencia de sus escuelas, midien-
do la excelencia de unos en función del fracaso de otros. La visión restrin-
gida de lo que se considera un nivel educativo adecuado y los procesos de
selección del alumnado por las escuelas —principalmente las privadas— que
rechazan al sector en riesgo de fracaso escolar, produce un aumento de la
exclusión y el alejamiento de las escuelas más elitistas de las posibilidades
de abordar prácticas inclusivas, favoreciéndose la existencia de un sistema
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educativo visto desde la perspectiva de las élites sociales y dentro de un
mercado competitivo que busca la excelencia mediante la acreditación (Con-
nell, 2008). En estas circunstancias, ¿qué destino puede tener el subsiste-
ma público? Como analizan Ball et. al. (1995) en el caso de Gran Bretaña,
las escuelas públicas son el refugio de la clase trabajadora y del alumnado
con más riesgo de fracaso.

En el discurso de muchos colectivos y de bastantes sectores de la admi-
nistración se defiende a la escuela pública como la única que puede insti-
tucionalizar la educación para la igualdad que permita la diversidad (Gime-
no, 2002). Pero para ello hacen falta políticas que impidan que las escuelas
públicas sean el único refugio para el alumnado más diferente y que, como
consecuencia, existan escuelas que concentren grandes proporciones de
alumnado difícil de enseñar.

C. LA EDUCACIÓN COMPENSATORIA

Las administraciones han tenido, y siguen teniendo, políticas, traducidas
a programas, para compensar las diferencias en la igualdad de oportunida-
des educativas. Muchos de tales programas tienen que ver con facilitar el
acceso al currículo en condiciones de igualdad, como por ejemplo el prees-
colar en casa o las aulas temporales de adaptación lingüística, mientras que
otras se diseñan para acompañar a los estudiantes a lo largo de la escola-
ridad, con el objeto de prevenir o paliar su fracaso escolar, como los pro-
gramas de mejora de la inteligencia o los de refuerzo escolar. Sin dejar de
reconocer la oportunidad y conveniencia de la existencia de tales políticas
y programas en muchas situaciones, quisiéramos apuntar dos circunstan-
cias que los pueden hacer inoperantes e, incluso, contraproducentes.

La primera de dichas circunstancias es cuando el programa en cuestión
conduce a algunos estudiantes a situaciones de separación del grupo natu-
ral o grupo clase, pues se desarrolla dentro del horario lectivo y en otro em-
plazamiento. El alumnado al que va dirigido el programa y sale de su clase
para ir con algún especialista durante un tiempo, deja de participar en las
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tareas que se proponen al resto de sus compañeros y, de alguna forma, es
señalado como diferente / deficitario, con el consiguiente efecto estigmati-
zador. A veces el programa no es breve en el tiempo, sino que se prolonga
durante uno o más cursos escolares. En un enfoque inclusivo, la atención
a la diversidad demanda que no se separe a nadie de su grupo clase y que
se practique un currículo en el aula que permita que todo el alumnado pue-
da participar de las experiencias de aprendizaje. Actuaciones individualiza-
das y muy específicas deben realizarse en horario distinto del lectivo.

La segunda circunstancia tiene un mayor calado político. Ante graves situa-
ciones de marginalidad social, muchas veces relacionadas con la pobreza, las
actuaciones compensatorias en educación son un parche insuficiente y un gas-
to ineficaz. Se requeriría una coordinación intersectorial en la que se tratase
vivienda, empleo, salud... y también educación. La educación por sí sola, en
determinados casos, es insuficiente para combatir situaciones de desigualdad.

D. LA GESTIÓN DE LAS INSTITUCIONES

Siguiendo las tendencias mundiales que favorecen una gestión gerencia-
lista de las instituciones docentes, preconizada por organismos como el Ban-
co Mundial, las administraciones han ido desarrollando políticas y discursos
que han colocado a la figura del director de las escuelas en un plano cada
vez más elevado, a costa de los órganos de gestión colegiados y de la par-
ticipación en la toma de decisiones tanto de profesorado como de las fami-
lias y el alumnado, circunstancia que es mucho más acusada en las institu-
ciones privadas. Las posibilidades de decisión y control cada vez escapan
más de las manos de las comunidades escolares para pasar a la de los di-
rectores o gestores de las instituciones, controlados a su vez por la admi-
nistración en el caso de las públicas. En algunos países se ha llegado, in-
cluso, a incentivar económicamente a los directores en función de los
resultados de los estudiantes. La figura de la dirección tiene cada vez me-
nos talante pedagógico para tomar la imagen del manager que llevará a la
institución al éxito o al fracaso. En el primer caso será un héroe y en el se-
gundo un villano (Whitty et al, 1999), pero de cualquier modo será el único
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responsable. Con un sistema educativo que tiende cada vez más a interpre-
tar la calidad desde perspectivas economicistas de efectividad y eficacia y
con un profesorado con una jornada de trabajo cada vez más intensificada
(Apple, 1987), que deja en manos de las editoriales de libros de texto sus
principales decisiones profesionales, la implicación de la comunidad educa-
tiva en el diseño y desarrollo de procesos de mejora de la escuela es cada
vez menor. Pese a las recomendaciones de voces y organizaciones de re-
conocido prestigio (Delors, 1996; Torres, 1998), las administraciones siguen
apostando por una dirección “fuerte”, pero controlable por ella, antes que
por procesos abiertos y democráticos de toda una comunidad educativa.

Tales circunstancias impiden las prácticas del trabajo en colaboración del pro-
fesorado y de éste con las familias, requisitos imprescindibles para que se pue-
dan articular verdaderos procesos de calidad en cualquier sistema educativo. La
confianza de la administración en la autonomía para decidir y en la responsabi-
lidad de las decisiones de los colectivos que participan en las instituciones esco-
lares, son condiciones imprescindibles para que estas tengan fuerza y confianza
en la tarea de atender a la diversidad del alumnado. Se echan en falta políticas
de revisión y elaboración de proyectos educativos institucionales que permitan:

— propiciar verdaderos espacios para la colaboración, no para la cole-
gialidad artificial,

— partir de un buen análisis del contexto, colocando en el centro del mis-
mo las características del alumnado y, entre éstas, su diversidad,

— dotar a los colectivos que participan del suficiente tiempo de calidad,

— ofrecer suficientes apoyos y asesoramiento allí donde se requieran.

E. LA FORMACIÓN INICIAL Y PERMANENTE DEL PROFESORADO

En la controversia de si es mejor una formación de generalista o de es-
pecialista para atender a la diversidad, la balanza se ha decantado general-
mente hacia la primera opción, argumentándose que la especialización de-
bería compaginarse con la formación permanente y la carrera docente, y
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que una excesiva especialización conduce a la separación de funciones, di-
ficulta la colaboración y desresponsabiliza a quienes no son especialistas en
educación especial de atender al alumnado más diferente. No obstante, mu-
chos de los currícula de formación inicial del profesorado siguen teniendo la
orientación de formar especialistas.

Pero la formación de un profesional tan vinculado a la práctica como el do-
cente requiere continuar la formación inicial con procesos de formación per-
manente, los cuales forman parte importante del quehacer y del presupuesto
de las administraciones educativas. Aquí han aparecido por doquier discursos
acerca de la importancia del sistema de formación en centros, a nuestro en-
tender el más eficaz para hacer que las nuevas destrezas y habilidades se
traduzcan a la práctica. Las administraciones tienen también la obligación y la
necesidad de fomentar procesos de formación que habiliten innovaciones que
den respuestas a las necesidades de la sociedad en la que vivimos y en la
que los educandos van a vivir, como por ejemplo la formación en TICs o el
conocimiento de lenguas extranjeras. Ahora bien, al hacer un balance entre la
implementación de políticas diseñadas desde arriba y la atención a deman-
das surgidas desde abajo, a partir de un análisis de partidas presupuestarias
y de horas de formación, la segunda parte queda muy por debajo (Feito y
Guerrero, 1996; Murillo et al, 1999). La atención a la diversidad del alumna-
do requiere procesos de formación contextualizados a la situación que se tie-
ne que abordar en una institución o en un aula concretas. Sin embargo las
administraciones promueven con frecuencia formación en contenidos relacio-
nados con la educación especial, independientemente de cuáles sean las ne-
cesidades reales sentidas y detectadas en una determinada institución. Las
instituciones educativas deberían tener autonomía y recursos para abordar sus
propios y contextualizados planes de formación en función de las demandas
que les haga el alumnado concreto que tienen que educar.

F. LA EVALUACIÓN DE LAS NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES

M. Warnock (1978), en su ya famoso informe, venía a concluir que lo que
se necesita para la mejora de la educación especial es gastar menos tiem-
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po y recursos en hacer finos diagnósticos de qué son o qué tienen los alum-
nos y alumnas y más en describir y proveer los apoyos que se necesitan
allí donde se están educando. Al acuñar el concepto de necesidades edu-
cativas especiales, lo describe como interactivo, entre los sujetos y sus con-
textos familiar y social y el contexto escolar. Por lo tanto no se trata de sa-
ber solamente cómo son los sujetos, sino también de saber en dónde, qué
y cómo están aprendiendo y siendo evaluados. Y viene a confluir con la co-
rriente de evaluación curricular (Verdugo, 1994, Galve, 2005) surgida como
contestación a la evaluación medicalista y psicologicista de los sujetos es-
peciales o con fracaso escolar.

Propone este tipo de evaluación que lo que hay que medir y expresar en
los informes psicopedagógicos no es tanto cuáles son las características psi-
cológicas de los sujetos, sino cómo aprenden y cómo se adaptan a deter-
minado contexto escolar, con términos propios de la educación y para ayu-
dar a resolver dificultades encontradas en los procesos educativos, en un
lenguaje que comparta el profesorado y con la perspectiva de adoptar me-
didas que permitan mejorar la situación escolar de los sujetos evaluados.
Pocos profesionales de la psicopedagogía desconocen qué es la evaluación
curricular. Pero también son pocas las prácticas de evaluación que respon-
dan plenamente a sus requerimientos. En muchas ocasiones, la finalidad del
informe psicopedagógico es la de etiquetar al sujeto para justificar un em-
plazamiento distinto al regular. Hay que acertar, por ejemplo, si tenemos en-
tre las manos un caso de autismo o de asperger o de déficit atencional, se
consulta el DSM (Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Men-
tales de la Asociación Americana de Psiquiatría), se afinan los instrumentos
de diagnóstico, hasta encontrar la etiqueta adecuada. En lugar de proponer
qué cambios se tienen que dar en la propuesta organizativa y curricular de
la escuela regular en la que está escolarizado el sujeto, lo más frecuente es
que se dictamine a dónde tiene que ir en función de los servicios especia-
lizados que necesita, a partir únicamente de sus características personales.
¿Dónde está la dificultad para hacer informes psicopedagógicos desde el
enfoque de evaluación curricular? Si no es falta de conocimiento o de con-
vencimiento acerca de este enfoque, tendríamos que pensar en dos condi-
cionantes en la labor de los psicopedagogos y psicopedagogas, tanto si son
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externos a la escuela como si son internos: el primero es la exigencia ad-
ministrativa de que se categorice al sujeto evaluado, no tanto por el diag-
nóstico tradicional con respecto a un determinado síndrome, sino mediante
las nuevas etiquetas: sus necesidades educativas son “permanentes” o “tem-
porales”, requiere una adaptación curricular “muy significativa” o “poco sig-
nificativa”, es “de integración” o “de centro específico”. Esta práctica desvir-
túa por completo el potencial de cambio que introdujo en la educación el
concepto de necesidades educativas especiales, pues todo intento taxonó-
mico supone limitar el propio concepto, ya que la principal virtualidad del
mismo es “la de su funcionalidad, que remite a un análisis dinámico de los
requerimientos que TODO alumno efectúa al Sistema Educativo con su pre-
sencia en la escuela” (González Manjón, 1993:60).

El segundo condicionante, más complejo, tiene que ver con el papel que
juega quien hace la evaluación y el informe psicopedagógicos, a veces no
tanto por el papel que desea jugar, sino por el que realmente le dejan jugar.
Si hace de “experto” interventor (Jiménez y Porras, 1997) en una situación
en la que apenas puede participar en la implementación de las medidas que
podría proponer para atender a la diversidad, ese papel suele terminar con
la entrega del informe psicopedagógico y, en consecuencia, las decisiones
que sigan quedan fuera de su alcance, lo que le supone una disuasión para
hacer propuestas con un calado suficiente como para promover cambios im-
portantes en el aula o en la institución a las que van a ir dirigidas. Y, lo que
es más importante, si esos hipotéticos cambios que podría auspiciar parten
de un análisis en el que la organización de la escuela o del aula y la forma
de desarrollar el currículo son puestos en entredicho, muy probablemente
sufriría la hostilidad y el rechazo de aquellos con los que va a tener que se-
guir trabajando. Existen muchos informes psicopedagógicos que cuando lle-
gan al análisis o la descripción del contexto de aprendizaje —si es que apa-
rece en el texto—, pasan de puntillas sobre el mismo con alusiones tan
simples como decir cuál es el nombre de la editorial de los libros de texto
que se siguen, o la calidad de la iluminación del aula. Pero no suele apare-
cer nada sobre cómo se utilizan los tiempos, los espacios o los agrupamien-
tos, la existencia de materiales diversificados y alternativos a los libros de
texto, la diversificación de las tareas en función de las características del
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alumnado, etc., etc. De aquí se desprende el convencimiento del profesora-
do que va a atender a un sujeto clasificado como “necesidades educativas
especiales” de que él no tiene que cambiar nada. Si este sujeto necesita
ayudas específicas, será cosa de los especialistas, que “para eso están”.

2.3.2. Principales barreras a la inclusión en las instituciones educativas

A. COLEGIALIDAD ARTIFICIAL VS. TRABAJO EN COLABORACIÓN

Entre los principios de la escuela inclusiva se destaca que la atención a
la diversidad, como cualquier situación problemática a resolver, es un asun-
to de toda la comunidad, la cual, aprovechando todas las fuerzas disponi-
bles, trabajando en colaboración y con una perspectiva emergente en la so-
lución de problemas, se esfuerza para educar a todo el alumnado según sus
posibilidades, pero desde la equidad.

Para Goor (1994:35) la colaboración en educación es “un proceso interacti-
vo entre partes iguales, que comparten objetivos comunes, con el propósito de
identificar problemas y tomar soluciones, para plantear mejores programas y de-
sarrollar prácticas educativas más ventajosas para el alumnado”. Pero lo que
habitualmente se ha propiciado por los requerimientos administrativos, ha sido
la cultura de la colegialidad artificial (Hargreaves, 1995): ante problemas o ne-
cesidades asumidas por la administración, pero no siempre por el profesorado
de las escuelas, se le ha encomendado a éste la realización de trabajos en equi-
po en un plazo, con unas condiciones y con un resultado final determinados. El
profesorado ha realizado (o copiado) proyectos, planes, programas, etc., los ha
enviado para su aprobación o visado por el servicio de supervisión y... frecuen-
temente los ha guardado en un cajón por si se lo pedían, pero con el paso del
tiempo va siendo cada vez más olvidado, desconocido y no practicado.

Los equipos directivos, sin hacer dejación de sus responsabilidades, son
los primeros que tendrían que apoyar y dinamizar la colaboración entre el
profesorado, facilitando la participación en la toma de decisiones, permitien-
do una comunicación exitosa entre los componentes de los equipos de tra-
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bajo, valorando propuestas y esfuerzos, aligerando el peso de las tareas bu-
rocráticas y delegando responsabilidades mediante la confianza en los gru-
pos y personas con los que trabajan. Por el contrario una dirección orde-
nancista, burocrática y jerárquica abortará los procesos de colaboración.
Cuando la colaboración se produce, todo el personal se siente implicado y
se esfuerza por ayudar en el logro de los objetivos programados. Cada cual
está dispuesto a sacar lo mejor de sí mismo, porque siente que está traba-
jando para resolver “nuestro” problema.

B. RIGIDEZ ORGANIZATIVA

Es frecuente en las instituciones educativas que el horario del profesorado
de apoyo o que la agrupación del alumnado más diferente, se haga tras la con-
fección de los horarios y agrupamientos generales, con lo que acaban relle-
nando los huecos disponibles; la atención a la diversidad, a nivel organizativo,
en lugar del ser el centro y el elemento prioritario de la organización, ocupa un
lugar residual, de relleno. También es frecuente que se les ubique en empla-
zamientos auxiliares, estrechos, mal iluminados... o que a la hora de distribuir
el presupuesto se haga una distribución rígida, pretendidamente igualitaria, en
lugar de sopesar dónde hay más necesidades. La organización debe estar al
servicio del aprendizaje, de todos y todas, y no al revés. Cuando en una insti-
tución los horarios, los agrupamientos, las funciones de cada miembro, están
por delante de todo, independientemente de las necesidades educativas a las
que hay que dar una respuesta, se hace inviable atender a la diversidad.

La organización escolar debe ser flexible y adaptable. A veces las admi-
nistraciones extreman el celo para el cumplimiento de horarios, calendarios,
etc., pero normalmente las instituciones tienen suficiente margen de manio-
bra para hacer adaptaciones organizativas que respondan a las caracterís-
ticas de su alumnado. Es poco probable que modificaciones o innovaciones
organizativas bien argumentadas y justificadas sean rechazadas por la ad-
ministración. El problema está, más bien, en la falta de visión y de conven-
cimiento por parte de las propias instituciones sobre la posibilidad de hacer
esos cambios y del beneficio que puede resultar de ellos.
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C. LA CONCEPCIÓN Y LA PRÁCTICA DE LAS ADAPTACIONES DEL CURRÍCULO

La elaboración y el desarrollo de Adaptaciones Curriculares en lugar de
constituir un proceso de toma de decisiones para la mejor atención a la di-
versidad del alumnado, se ha convertido en un proceso burocrático que con-
siste fundamentalmente en la elaboración de un documento administrativo:
la propuesta de A.C.I. (Adaptación Curricular Individualizada) para un deter-
minado período educativo. Siendo el resultado de tal proceso, el documen-
to escrito, la justificación y objetivo fundamental del mismo.

La práctica, e incluso la teoría, de las adaptaciones curriculares deja mu-
cho que desear. Lo más frecuente es que a partir de una evaluación poco cu-
rricular se determine un emplazamiento mixto del alumnado que presenta ne-
cesidades educativas, con un principal protagonismo del aula de apoyo y con
escasa presencia de este alumnado en el aula regular. A veces se le acepta
en su grupo clase por caridad: “pobrecito, no me importa que esté aquí, siem-
pre que no moleste”, es algo que se puede oír en boca de algún profesor o
profesora regular. Normalmente, y cuanta más edad tiene con más frecuen-
cia, permanece en el aula regular solamente cuando se hacen actividades que
no implican el uso de la lectoescritura, escasas en una escuela verbalista por
excelencia, y el resto del tiempo, para los aprendizajes “fuertes” del currículo,
depende del profesorado de apoyo. Con mucha frecuencia, la elaboración del
documento escrito de Adaptación Curricular Individualizada cae bajo la res-
ponsabilidad del profesorado de apoyo, con mayor o menor colaboración del
psicopedagogo o psicopedagoga, pero es algo ajeno al resto del profesorado,
sobre todo en la etapa de educación secundaria.

En la redacción de las adaptaciones curriculares, cuando se rellena el
apartado de evaluación, suelen faltar datos importantes referidos al contex-
to educativo. En el apartado de propuesta curricular, se eliminan objetivos
y/o contenidos específicos de las áreas más academicistas, olvidando por
completo la dependencia de estos objetivos de los objetivos generales de la
etapa, que deberían ser inolvidables, y se añaden otros propios de etapas
anteriores o ajenos al currículo de la etapa. De esta forma se justifica su
alejamiento del aula regular. Cuando se establece la provisión de servicios,
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se enumera el tiempo de atención por los especialistas, individualmente con-
siderados y normalmente en sus emplazamientos diferenciados, sin que se
haga mención a las posibilidades de colaboración o intercambio entre los
mismos y el profesorado del aula regular, tutor y especialistas de áreas in-
cluidos. Para finalizar con el análisis de estos documentos, es infrecuente
que contemplen un sistema de evaluación del propio diseño ni de su pues-
ta en práctica, aunque, precisamente, su puesta en práctica debería ser lo
más importante.

En los pocos casos en los que se utiliza la Adaptación Curricular Indivi-
dualizada para concretar medidas educativas, se consultan objetivos y con-
tenidos propuestos, sobre todo los que tienen carácter de P.D.I. (Programa
de Desarrollo Individualizado) que no parten del curriculum que se desarro-
lla en el aula regular, el cual se suele basar en los libros de texto. Así pues,
tales objetivos y contenidos hacen referencia a un curriculum especial o a
niveles inferiores del curriculum: educación infantil o adquisición de destre-
zas escolares básicas, y se trabajan normalmente en el aula de apoyo. Se
consultan mucho menos, o no se usan nada, las decisiones con respecto a
la evaluación, metodología o emplazamiento.

Una Adaptación Curricular Individualizada no se justifica sino como pro-
puesta para la acción en el aula regular. Pues deberíamos estar hablando
de adaptar el currículo del aula regular a las características de un sujeto
concreto y no viceversa, es decir, ¿cómo va a hacer este alumno o alumna
las tareas que se van a desarrollar en esta clase durante esta semana, por
ejemplo? Porque cuando el profesor o profesora ha pensado qué va a pa-
sar en su clase para trabajar determinados contenidos la próxima semana,
no se ha olvidado de este alumnado, sino que lo ha tenido presente para
no excluirlo de la actividad. Y esto es lo que no suele suceder.

Como conclusión de todo lo anterior nos encontramos con que las Adapta-
ciones Curriculares son un ropaje que enmascara la no asunción de medidas
organizativas y didácticas en las instituciones y en las aulas regulares para
atender debidamente a la natural diversidad del alumnado y, en concreto, a
las personas con mayores necesidades educativas. Las Adaptaciones Curri-
culares se han convertido, en la teoría y en la práctica educativa, en un re-
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curso tecnológico que, a modo de receta mágica, debería resolver los proble-
mas que plantean al sistema los alumnos y alumnas que son difíciles de en-
señar. En esa línea, suponen una auténtica traición a las posibilidades de in-
clusión y a que se desarrolle una educación de calidad para todo el alumnado,
porque ignoran el curriculum ordinario, fomentan la doble vía de curriculum
general y curriculum especial, no suponen cambios en la organización y fun-
cionamiento de los centros y no exigen perfeccionamiento del profesorado.

D. LA DIDÁCTICA EN LAS AULAS

Salvo honrosas excepciones de instituciones y profesorado que practican
una didáctica que favorece la atención a la diversidad, lo más frecuente es en-
contrar una metodología tradicional, basada en métodos expositivos, con ta-
reas uniformes y rutinarias, a las que han de dar la misma respuesta en el mis-
mo tiempo todos los alumnos y alumnas del grupo clase, y que después se
evalúa mediante una prueba memorística y convergente, fácil de administrar y
corregir. El profesorado actúa bajo el autoengaño de la escuela graduada, de
que toda su clase tiene el mismo nivel de competencias, la misma capacidad,
las mismas habilidades, los mismos intereses, el mismo estilo cognitivo, el mis-
mo tipo de motivación, el mismo estado de salud... En la historia de la peda-
gogía hay innumerables ejemplos de formas de adaptarse a las diferencias na-
turales del alumnado. Las estrategias de individualización de la enseñanza, el
aprendizaje cooperativo en sus numerosas versiones, la teoría de la instruc-
ción compleja (Cohen, 1997), las estrategias de diversificación de la enseñan-
za (Tomlinson, 2001), están ahí, a nuestra disposición, como ejemplos de algo
que cada uno en su aula puede probar. Quizá lo que falte sea constatar que
probar otras formas de enseñar y organizarse es una necesidad que cada pro-
fesor o profesora tiene. Que lo justo, curricular y educativamente hablando, no
es tratar a todo el alumnado por igual, y de ahí practicar una enseñanza ho-
mogénea, sino tener en cuenta las diferencias y practicar una enseñanza des-
de y para la heterogeneidad. Para ello son necesarios profesores convencidos
de la importancia de su labor, confiados en su capacidad para afrontar retos y
creativos para encontrar soluciones emergentes.
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E. LA EVALUACIÓN DE LOS APRENDIZAJES

Una de las dificultades para atender adecuadamente a la diversidad del
alumnado es la manera habitual de evaluar los aprendizajes. Frente a la
adopción de una evaluación criterial, idiosincrásica, teniendo en cuenta, so-
bre todo, el punto de partida de los sujetos, las prácticas evaluadoras par-
ten de criterios nomotéticos, de una serie de estándares fijados a veces no
se sabe por quién, y otras veces por la propia administración (por ejemplo,
al definir los criterios de evaluación para cada ciclo y área del currículo). Nos
tropezamos una y otra vez con el famoso “nivel”: ¿cómo va a promocionar
este sujeto si no tiene el nivel? (Carr, 1990:12-21).

Para el profesorado llega a ser no solamente una cuestión de tipo téc-
nico —si no tiene el nivel, “se va a perder” ante las exigencias del próximo
curso— sino, incluso, de justicia —no merece pasar al curso siguiente—,
más frecuente esta segunda acepción en secundaria que en primaria. De
esta forma, desde el establecimiento más o menos arbitrario de la norma,
que se aplica con rigidez para las materias centrales del currículo —las que
más dificultades ofrecen al alumnado en situación de riesgo— y se aplica
blandamente a las materias más experienciales, en las que el alumnado
más diferente puede alcanzar mejores estándares, los niveles, ciclos y eta-
pas superiores hacen que los que están por debajo de ellos no tengan sen-
tido por sí mismos, sino que tengan carácter propedéutico. Y además, esta
situación permite a bastantes profesoras y profesores desentenderse del
fracaso del alumnado en su clase, pues “la culpa” la tienen los anteriores
que no los han formado adecuadamente. ¿Habrá alguna forma de que el
profesorado de las etapas de educación obligatoria se convenza de que su
responsabilidad es enseñar y educar a todo el alumnado a partir de las con-
diciones en que le llega a clase y no a partir de aquellas en que debería
llegarle, según lo que él o ella interpreten por el “nivel” adecuado? La con-
secuencia inmediata de este estado de cosas es la exclusión de los me-
nos competentes: bien por la vía “normal” de buscarles otro emplazamien-
to o bien por la menos “normal”, pero igual de frecuente, de expulsarlos por
mal comportamiento después de haber provocado su rebeldía y su aburri-
miento.
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2.3.3. A modo de conclusión

Desde la perspectiva inclusiva de atención a la diversidad del alumnado,
se defiende que una educación de calidad es aquella que proporciona cali-
dad educativa para todas/os, y por lo tanto se trata de un problema de me-
jora escolar. Haciendo una comparación entre las características de las es-
cuelas eficaces, en general, analizadas por Porter y Brophy en 1988 y las
que él mismo y Muncey destacaron en 1989 como características de las po-
líticas destinadas a satisfacer las necesidades especiales en las escuelas
regulares, Ainscow (1995) concluye que ambos grupos de rasgos son se-
mejantes, por lo que educar con efectividad no supone prácticas elitistas y
segregadoras, sino, al contrario, la capacidad de las escuelas para respon-
der adecuadamente a las necesidades de todas/os sus alumnas/os. Por con-
siguiente la mejor educación no es distinta de la mejor educación para to-
das/os y se basa en la mejora de la escuela a través de:

— el perfeccionamiento del personal,

— el enfoque de solución de problemas en colaboración,

— la práctica reflexiva.

A partir de aquí, las estrategias de trabajo en una escuela inclusiva de-
berían basarse en las siguientes características:

1. Aglutinar en la vida del aula a todos los elementos que forman parte
de ella y a su entorno familiar y social. Los apoyos, experiencias, bio-
grafías, peculiaridades de alumnas/os, escuelas y entorno actuando
interactivamente en un proceso educativo.

2. La colaboración entre todos los elementos del equipo educativo es
fundamental, a partir de un clima relacional no jerárquico en el que
todas/os las/os participantes contribuyan a la solución de problemas.
Miembros del equipo son: el alumno/a individual, las madres, los pa-
dres y miembros de la familia del alumno/a, el profesor/a de clase, el
personal de apoyo, el director/a de la escuela y las/os compañeras/os
de la alumna/o.
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3. Considerar la amplitud de resultados y objetivos que pretende la edu-
cación que va mucho más allá de los conocimientos académicos.

4. Creación de un marco curricular común: todas las niñas/os pertene-
cen y aprenden en la escuela inclusiva: la propia diversidad es un
factor de aprendizaje, ya que ofrece a todas/os los miembros la opor-
tunidad de aprender.

5. Unas reglas de aula que expresen el respeto mutuo a la diversidad.

6. Un curriculum rico y significativo para el alumnado, teniendo en cuen-
ta las necesidades y características para cada estudiante, diversifi-
cando las tareas y las modalidades de respuesta en función de aque-
llas y proporcionando los apoyos cuando se requieran.

7. El apoyo y la adecuación de los medios de acceso al curriculum se
ofrecerán a cada estudiante dentro del aula y no fuera de ella. Téc-
nicas muy específicas relacionadas con problemáticas físicas o sen-
soriales se pueden ofertar extracurricularmente en el marco de los
servicios de salud.

8. La evaluación se basará en el trabajo realizado por cada estudiante
y de forma individualizada.

9. Potenciar el trabajo cooperativo entre el alumnado y modalidades del
mismo como la tutoría entre iguales.

10. Dar la importancia que merece al curriculum oculto, especialmente en
el terreno de la educación en el campo de los valores y actitudes.

A. SOLUCIONES HEURÍSTICAS VERSUS SOLUCIONES ALGORÍTMICAS

Partiendo del convencimiento de que la tarea de educar es compleja y está
llena de incertidumbres, y de que el mayor reto es atender a la diversidad del
alumnado, las respuestas más ajustadas ante las dificultades son de naturale-
za heurística. No quiere decir esto que no sea necesario recurrir a la normati-
va o a la experiencia propia o ajena a la hora de buscar soluciones a un pro-
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blema. Pero, dada la complejidad de la mayor parte de tales situaciones, las
soluciones prefabricadas difícilmente responden plenamente a un determinado
contexto y a la situación específica que se quiere resolver. Sin embargo, po-
cas son las ocasiones en que una institución, un equipo de profesores y pro-
fesoras, buscan su propia respuesta ante un problema de su práctica. Es más
frecuente consultar un manual o la legislación, pedir ayuda a un experto o adop-
tar cualquier otra medida que no pasa por analizar quiénes somos, dónde es-
tamos, qué queremos y con qué fuerza contamos. Ante una sociedad cada vez
más mestiza, con un fuerte incremento de la población de origen inmigrante,
con otras lenguas y culturas, a lo que hay que añadir la natural variabilidad de
los autóctonos, la mejor respuesta a la diversidad será aquella que se dote de
soluciones creativas, contextualizadas y basadas en la colaboración.

En este contexto, el mejor papel de las administraciones será el de faci-
litar la más amplia autonomía posible en la gestión de los centros, promo-
viendo la igualdad de oportunidades, propia de una sistema escolar com-
prensivo, sin que ello suponga la homogeneización de las respuestas que
cada institución y cada profesor o profesora tiene que hallar al atender a la
diversidad, al mismo tiempo que se establecen cauces efectivos para que
las familias, los propios estudiantes y el profesorado participen y decidan en
los temas que son importantes para la educación de todos y todas.

3. EL CONCEPTO DE NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES

El término necesidades educativas especiales
ha girado sutilmente desde la noción de algo

que podemos tener de vez en cuando,
hacia algo que ciertos niños son, siempre.

(Gross, 1995, p.5)

En 1978 aparece en Inglaterra el informe que la baronesa Warnock y su
equipo elaboran para la administración inglesa con la intención de determi-
nar las causas del elevado fracaso escolar. En su informe, Warnock afirma
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que es incorrecta la situación dual del sistema educativo, que cataloga apro-
ximadamente a un 2% de la población escolar como deficiente y por lo tan-
to atendida por el sistema de educación especial, mientras que el resto asis-
te a la escuela regular, ya que, a su juicio, el 20% de la población en edad
escolar presenta dificultades en el aprendizaje, con lo que no están atendi-
dos al menos el 18% de los sujetos con alguna dificultad. Además, las difi-
cultades para aprender se dan en un continuo que va desde las más graves
a las más leves, y sus causas no son únicamente deficiencias físicas, sen-
soriales o mentales, sino también escolares, sociales y de personalidad. Lo
importante no es la descripción de la deficiencia de un sujeto, sino “el tipo
de ayuda educativa que necesita” (Warnock, 1978:37). Aparece así el con-
cepto de necesidades educativas especiales (n.e.e.) que centra la atención
no en el tipo o grado de deficiencia sino en el tipo de respuesta que la es-
cuela ha de dar. Como dice Bautista (1993:12) “el concepto de necesidades
educativas especiales está en relación con las ayudas pedagógicas o servi-
cios educativos que determinados alumnos pueden precisar a lo largo de su
escolarización, para el logro máximo de su crecimiento personal y social”.
Para Warnock, una necesidad educativa especial es aquella que requiere:

— dotación de medios especiales de acceso al curriculum,

— un curriculum especial o modificado,

— especial atención a la estructura social y al clima relacional en los que
se produce la educación.

Pero pasar de los principios a la reglamentación y de ésta a la práctica edu-
cativa supone un difícil y tortuoso camino en todos los procesos de cambio,
y así sucedió al intentarse la transformación de los planteamientos segrega-
cionistas en integradores. Las principales barreras para que pudiese prospe-
rar un correcto enfoque de las necesidades educativas especiales han sido:

— la dificultad para los sistemas educativos de desmontar el subsistema
de la educación especial, tanto por la resistencia de los profesionales
y algunos afectados, como por la falta de respuestas del sistema re-
gular para las necesidades educativas especiales más acusadas,
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— la falta de recursos para dar una respuesta de calidad a ciertas nece-
sidades educativas especiales,

— la dificultad para remover las actitudes acomodaticias al statu quo.

Como consecuencia, las virtualidades del concepto de necesidades edu-
cativas especiales se ponen en entredicho desde sus mismos inicios. La pro-
pia Mary Warnock, aunque desde una perspectiva más funcional y curricu-
lar que las anteriores clasificaciones de origen médico-psicológico, comienza
a categorizar las necesidades educativas especiales del siguiente modo:

1. Necesidades educativas especiales de niñas/os con defectos de au-
dición, visión o movilidad sin serios problemas intelectuales o emocio-
nales.

2. Necesidades educativas especiales de niñas/os con desventajas edu-
cativas: aquellas que presentan determinadas alumnas/os que no son
capaces o no están preparadas/os para adaptarse a la escuela por
razones sociales o psicológicas.

3. Necesidades educativas especiales de niñas/os con dificultades sig-
nificativas de aprendizaje (que a su vez pueden ser permanentes o
transitorias).

4. Alumnas/os con dificultades emocionales y conductuales.

Estas categorizaciones se han aceptado con ligeras variantes por la ma-
yoría de los sistemas educativos: por ejemplo, aparecen frecuentemente las
categorías de necesidades educativas especiales leves o graves, tempora-
les o permanentes. Pero lo más preocupante no acaba en las nuevas cate-
gorizaciones, sino en que éstas, por muy funcionales que sean, desembo-
can en medidas reglamentarias de provisión de servicios y en un proceso
de etiquetamiento de nuevo cuño del alumnado. Así surgen las necesidades
educativas especiales de adecuación curricular, con unas cuantas subcate-
gorías, y las necesidades educativas especiales de acceso al curriculum,
con otra serie de categorías y gradaciones. El hecho más significativo, ten-
dente al mantenimiento del sistema dual, es el afán o la necesidad de las
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administraciones de fijar una marcada frontera entre las dos categorías que
Warnock quería relegar al olvido: las necesidades educativas especiales a
las que puede responder el sistema educativo regular y las necesidades edu-
cativas especiales que, en las actuales circunstancias, siguen justificando la
existencia de instituciones y aulas específicas. Y ante las demandas de los
profesionales y usuarios de que se establezcan procedimientos para delimi-
tar ambas categorías, las administraciones responden, parece ser que de
buena gana, con medidas como las de la ley estadounidense de 1991, que
fija las condiciones para que se provea de recursos extraordinarios, Progra-
ma de Educación Individualizado (IEP por sus siglas en inglés, Individuali-
zed Education Program) incluido, al 8% de sus escolares; para que la ad-
ministración británica establezca en 1993 un Código de Práctica para
reglamentar las evaluaciones de alumnos que al tener Declaración (State-
ment), entran en el circuito regular de provisión de recursos, o las disposi-
ciones y documentos administrativos en España que enmarcan los proce-
sos por los que se determinan cuales son las n.e.e. permanentes y cuándo
es necesario abordar las Adaptaciones Curriculares Individualizadas (A.C.I.s)
significativas.

Como corolario, las profesoras y profesores hablan de “mi niña/o de inte-
gración” o de “mi grupo de necesidades educativas especiales”, con la mis-
ma virtualidad con que anteriormente se hablaba de “mi deficiente” o “mis
alumnas/os de dificultades de aprendizaje” (Gross, 1995), en el caso de es-
tar integradas/os. O bien, como consecuencia de un informe de evaluación
(más o menos curricular y más o menos psicopedagógico), se establece si
el sujeto es o no es “de centro específico”. Estas circunstancias han hecho
que autores como Skrtic (1991) opinen que “las necesidades educativas es-
peciales son un artificio del currículo tradicional”, en el sentido de que pa-
saron a representar una súper-etiqueta utilizada para designar a los estu-
diantes considerados como problemáticos.

García Pastor (1995:43-44) manifiesta: “es necesario que el concepto de
‘necesidades educativas especiales’ se redefina incluyendo dos dimensio-
nes esenciales: la dimensión interactiva (la necesidad se define en relación
con el contexto donde se produce) y la dimensión de relatividad (la necesi-
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dad hace referencia a un espacio determinado y a un tiempo determinado,
no es universal ni permanente)”. Pero la capacidad del sistema y de sus pro-
fesionales de aceptar el carácter interactivo y relativo de las necesidades
educativas especiales depende de una serie de variables que suelen ir más
allá de la buena voluntad y que influyen decisivamente en las actitudes y en
las soluciones. Cuando faltan los recursos, cuando la formación no es la
adecuada, cuando las dimensiones organizativas no permiten la colabora-
ción de los profesionales, etc., etc., se da con frecuencia la estrecha utiliza-
ción del término transformando “las necesidades especiales de un niño en
un niño con necesidades especiales” (González Manjón, 1993).

Algunos autores (Dyson, 1990), advierten del peligro que supone para los
sistemas educativos entrar en el siglo XXI con la misma visión —la del mo-
delo del déficit— de las necesidades educativas que se tenía a principios
del XX, lo que provoca grandes injusticias y exige un cambio inminente.
Gross (1995:2-6), analiza cómo en Gran Bretaña las promesas de un nue-
vo futuro para el apoyo a la atención de las necesidades educativas espe-
ciales se fue diluyendo a lo largo de los años 80 del siglo XX, lo que reper-
cutió en una falta de moral y confianza entre el profesorado y de ahí, como
autodefensa, surge el etiquetamiento y la atribución del problema al niño/a.
Denuncia que la utilización del término “ha girado sutilmente desde la no-
ción de necesidades especiales como algo que podemos tener de vez en
cuando, hacia algo que ciertos niños son, siempre”.

La extendida creencia en que la quinta parte de las alumnas/os fallan en
el aprendizaje, es decir, presentan necesidades educativas especiales, sir-
ve en muchos casos como justificación de las expectativas de las profeso-
ras/es ante el fracaso y como una aceptación de que éste depende de los
niños y niñas antes que del sistema. Fish y Evans (1995:98) opinan que
“en el caso de las necesidades educativas especiales, es el contexto edu-
cativo el que determina las dificultades de aprendizaje, y este concepto crea
problemas para quienes tienen que trabajar con él. Es mucho más fácil para
los administradores definir las necesidades como déficits individuales. Les
resulta difícil tener en cuenta los factores interactivos. Incluso cuando las
relaciones dan lugar a necesidades, por ejemplo en dificultades emociona-
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les, se intenta distinguir entre problemas con una causa “interna” (dificulta-
des emocionales y conductuales) y una causa “externa” (disrupción y con-
ducta disruptiva)”. Por otra parte reconocen que el uso de las discapacida-
des como base de las necesidades educativas especiales se ha estado
extendiendo continuamente. De hecho, la normativa en el Reino Unido, al
tratar de definir el concepto de necesidades educativas especiales (Educa-
tion Act, 1993) lo hace comparando las realizaciones de una niña/o como
muy alejadas a las de las niñas/os de su edad, es decir, se vuelve a un cri-
terio normativo, aunque tenga como referencia el curriculum y no el CI o la
edad mental.

Gross (1995:10) va aún más lejos y plantea eliminar el concepto de espe-
cial del conjunto y dejarlo en el término de niño/a con necesidades (“in need”),
pues está más cerca de la terminología asistencial para familias y colectivos
necesitados, ya que la mayoría del 20 a 30% (o más) del alumnado con di-
ficultades para aprender no tienen tanto discapacidad personal, intrínseca (y
por lo tanto no son evaluados ni atendidos), como problemas de lenguaje, de
cultura y de intereses. Garanto (1993:10), coincide en esta idea:

sería mejor hablar de necesidades sin más ya que los calificativos de edu-
cativas y especiales acotan espacios disciplinares y de desarrollo y se si-
guen considerando “especiales” como si hubiera de nuevo una dicotomiza-
ción entre lo que son meramente “necesidades” y lo que son “necesidades
especiales”.

Otra línea de desacuerdo se basa en el etiquetaje al que conduce el tér-
mino necesidades educativas especiales cuando intervienen las regulacio-
nes administrativas, por el hecho de que sirve para engrosar las listas de
alumnado con discapacidad ya que las instituciones reciben recursos en re-
lación al número de alumnado diagnosticado como “especial”. Todo ello ter-
mina frecuentemente incrementando la segregación educativa: “Con frecuen-
cia estos recursos proceden del presupuesto general de las escuelas, lo que
da lugar a un fenómeno absurdo: las ‘víctimas’ de un sistema escolar reci-
ben ayuda mediante una transferencia de fondos que aumenta las probabi-
lidades de que siga habiendo víctimas” (Ainscow, 1995:30).
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Algunas administraciones han intentado modificar la nomenclatura del
concepto con la ilusión de que el nuevo nombre redujese su utilización eti-
quetadora. Así, en Sudáfrica el Departamento de Educación (1997) reco-
mienda el paso de la idea de necesidades educativas especiales a la de “su-
perar los obstáculos para el aprendizaje y el desarrollo”. En España, la Ley
Orgánica de Educación (2006) no se refiere a necesidades educativas es-
peciales, sino a “necesidades específicas de apoyo educativo”. Pero desde
la propuesta inclusiva lo que se requiere es la eliminación de cualquier for-
ma de clasificación de los escolares, por lo que cada vez son más las vo-
ces que animan a olvidar la utilización del término necesidades educativas
especiales. Lo cual no quiere decir que no haya que conocerlos para adap-
tar la propuesta educativa a sus características personales ni tampoco que
no se deban aportar los apoyos al alumnado que en ciertos momentos lo
necesite, pero desde un paradigma competencial y no desde un paradigma
deficitario (López Melero, 2004), en el que las diferencias se valoren y se
consideren siempre dentro de la normalidad: “lo normal es la diferencia”.

4. DISCAPACIDAD Y PERSONAS CON DISCAPACIDAD

La forma que tiene una sociedad de excluir a los grupos
o a los individuos conlleva procesos de categorización

en los que se generan y se legitiman las discapacidades
y los aspectos inaceptables e inferiores de una persona.

(Barton, 1998, pp. 29-30)

La discapacidad es un concepto construido socialmente. En un principio
se confundió con las deficiencias personales con respecto a una determina-
da “normalidad” y era atribuida en exclusiva a los sujetos portadores de la
deficiencia.

Las Naciones Unidas han asumido una acepción de la discapacidad que
surge de la interacción de las características de las personas con las barre-
ras que la sociedad pone a sus diferencias. Tras cuatro años de negocia-
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ciones del Comité ad hoc, el 13 de diciembre de 2006, la Asamblea Gene-
ral de Naciones Unidas aprobó la Convención Internacional de los Derechos
de las Personas con Discapacidad 1, primer gran tratado de derechos huma-
nos del siglo XXI. Durante las discusiones uno de los temas más arduos fue
la definición a adoptar, incluso algunos países de la Unión Europea eran par-
tidarios de no contar con un artículo específico; a pesar de los disensos, fi-
nalmente, se adoptó una definición.

El literal e) del Preámbulo reconoce que:

(...) la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la
interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la
actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la so-
ciedad, en igualdad de condiciones con las demás,

El segundo inciso del Artículo 1, define:

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan defi-
ciencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que,
al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación ple-
na y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Dado que el lenguaje construye el imaginario social, constituye un ade-
lanto el enfoque social de esta definición que da piso para que desde la ex-
periencia se erijan los componentes necesarios que la complementen. Con-
dición sine qua non para aterrizar paulatinamente la Convención desde el
discurso a la vivencia, desde la normativa internacional a actitudes y per-
cepciones, desde los organismos rectores de políticas a las unidades eje-
cutoras, desde lo deseable a la acción, desde lo ideal a lo real.

En tal virtud, asumimos la definición dada en la Convención en la bús-
queda de homologar el lenguaje y evitar partir de supuestos que podrían ser
erróneos; por otro lado, dejamos abierta dicha definición porque ha de pa-
sar a través del filtro de la cultura que permea la cotidianidad. Desde la pers-
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pectiva de ser una cuestión abarcadora porque en esencia es multidimen-
sional como lo es el ser humano, multifactorial por la incidencia de innume-
rables factores y multisectorial porque demanda respuestas que son posi-
bles únicamente a través de la participación y conjugación de actores
(Samaniego, 2006), es un tema que convoca y reta, promueve y alerta, mo-
viliza e invita a la acción, suscita debate y las propuestas que nacen desde
la necesidad de responder a la discapacidad suministra opciones que ayu-
dan a diversos colectivos; de hecho, el trayecto recorrido habla por sí mis-
mo aunque falta mucho por andar.

Partimos de la persona —de su singularidad— lo cual implica asumir la
discapacidad desde la perspectiva de la diferencia que nos lleva a conjugar
las individualidades con sus respectivas esferas (familiar, comunitaria, lo-
cal...), siendo la discapacidad una característica que plantea preguntas y de-
manda tanto respuestas como cambios del sistema (político, social, econó-
mico, educativo,...).

Al abordar discapacidad surgen de manera concomitante: vulnerabilidad,
exclusión, invisibilidad, discriminación; conceptos hilvanados sutilmente por
hilos de inequidad, corrupción y pobreza. Los paradigmas de atención han
evolucionado aunque no en la totalidad ni en igual medida que lo ha hecho
la teoría. Subsiste —penosa y vergonzosamente— una “magnánima ayuda”,
encubierta por un discurso de avanzada en términos de derechos y respon-
sabilidad social, que exige ser ‘agradecida’ con silencio y sumisión, envuel-
ta en una retórica que aleja la participación e impide la incidencia; una ‘re-
presentación’ dada por ley pero desprovista de representatividad, liderazgo
y rotación; en los aún incipientes movimientos asociativos se replica un mo-
delo politiquero populista y arengador; se oculta información y se evita la
formación de las bases para garantizar el ‘apoderamiento’ de las organiza-
ciones y no el empoderamiento de sus miembros.

Tradicionalmente se han ocupado de la atención a las personas margina-
das de la sociedad —y el colectivo de las personas con discapacidad es el
más visible de ellos— organizaciones benéficas promovidas por familiares,
profesionales (de la medicina, de la educación) y voluntarios/as, que han lu-
chado —con frecuencia entre sí— por conseguir fondos y subvenciones de
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organismos gubernamentales, empresariales o internacionales para alcan-
zar sus finalidades. Desde la irrupción del enfoque postmoderno (Hevey,
1992; Shakespeare, 1994), que considera a los colectivos minoritarios y mar-
ginados como miembros de una cultura discriminada, no solamente por las
relaciones materiales de producción, sino porque han sido arrinconados por
la cultura dominante a un espacio compuesto de carencias e insuficiencias,
se comienzan a criticar las posturas benefactoras y caritativas en la aten-
ción a la diversidad y la falta de participación y de poder de las personas
marginadas en las decisiones que les afectan.

De esta forma, la discapacidad pasa de ser un problema individual, que
cada cual tiene que resolver, a ser un problema social que va a tener visos
de solución solamente cuando las personas afectadas puedan tener la voz
y el poder para decir lo que quieren y para actuar por sí mismas.

A partir de estos planteamientos surgen fuertes críticas a las organizacio-
nes “benefactoras” porque en muchas ocasiones solamente sirven para per-
petuar en sus puestos de trabajo a determinados profesionales del déficit,
que controlan los recursos y las decisiones y que imposibilitan que el poder
lo puedan detentar los propios afectados, manteniendo o profundizando su
situación de dependencia. Ya son muchos los colectivos de personas con
discapacidad, en numerosos países, que exigen un cambio en estas orga-
nizaciones benefactoras para que los puestos de poder y autoridad pasen
a ser detentados por personas con discapacidad, con base en una nueva
manera de entender la ciudadanía y la participación (Drake, 1998).

Lo local prevalece y amerita tanto atención como respeto. No es igual ha-
blar de una persona con discapacidad que ha tenido el apoyo de su fami-
lia, ha contado con recursos, que ha accedido a servicios y dispone de opor-
tunidades; que hablar de una persona con discapacidad cuyas condiciones
de vida pudieran tener uno o más de los siguientes componentes: hallarse
en situación de abandono por rechazo, negligencia o migración; residir en
un sector rural o urbano marginal; encontrarse en condiciones de pobreza;
ser analfabeta; tener escaso o nulo acceso a servicios, comunicación e in-
formación; vivir marginación por condiciones etno-lingüísticas; ser mujer en
un medio machista y hostil... ¿de qué oportunidades podríamos hablar?
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No es menos cierto que cuanto más se complejiza el lenguaje en función
de “sutiles” diagnósticos, innumerables clasificaciones, sendos estudios y re-
comendaciones, también se complejiza la situación sin que ello garantice
que el discurso trascienda a la gestión y muchas veces mas bien se para-
lice o se empantane la gestión.

La Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y
la Salud (CIFDS/CIF), emitida por la Organización Mundial de la Salud en
2001, es valiosa en la medida que permite detectar las funciones y estruc-
turas corporales —entendidas como deficiencias— que demandan atención
específica; a la vez que conjugarlas con las dificultades que puede tener una
persona para realizar diferentes actividades así como los factores contex-
tuales —problemas o barreras— que experimente en su medio y que cons-
tituye una desventaja porque limita su actividad y/o restringe su participa-
ción social.

En consecuencia, es válido hablar de prevención como medidas que
se asumen para impedir que se produzcan deficiencias que podrían ser
evitadas; de rehabilitación, para alcanzar un nivel óptimo de funcionali-
dad mediante la dotación de herramientas necesarias para modificar la
propia vida; de equiparación de oportunidades, a través del mejoramien-
to de los factores o elementos que constituyen el contexto ambiental y
personal.

En el amplio horizonte que abre el paradigma de autonomía y vida inde-
pendiente, cabe reconocer y subrayar la importancia de la familia, más aún
en Latinoamérica que valora la matriz familiar como institución primigenia y
fundamental de la sociedad. A pesar de la enorme variedad de situaciones
que se dan en función de la realidad social urbana o rural, a las nuevas mo-
dalidades que surgen como producto de la incorporación de la mujer al mun-
do laboral, al número cada vez mayor de jefas de hogar, a la migración, por
citar algunos factores de incidencia; el ideal de familia subsiste y la familia
ampliada se mantiene.

Con este enfoque es posible atisbar un futuro en el que constituye el re-
ferente un grupo poblacional y no un individuo, por lo que las respuestas
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han de generarse en la estructura social y sus sistemas; en el que la co-
gestión, participación e incidencia concreten los cambios requeridos para el
mejoramiento de las condiciones de vida de las personas con discapacidad
y sus familias.

4.1. La educación de las personas con discapacidad

Diferentes teorías explican la construcción social de la discapacidad, y
cómo esta construcción tiene repercusiones en la educación de las perso-
nas con discapacidad:

a. Desde el interaccionismo simbólico (Bogdan, 1986; Bogdan y Kungel-
mass, 1984), según el cual las clasificaciones y definiciones son cons-
trucciones de costumbres y prácticas que acaban por parecer reales
y tener una entidad en sí, como por ejemplo el CI que para muchas
personas es algo real que existe en la mente. La discapacidad, en
educación especial, es una visión particular por la cual se organiza su
universo.

b. Desde la teoría de la reproducción (Bordieu y Passeron, 1977), la edu-
cación reproduce y justifica la estructura y el orden social y por lo tan-
to se encarga de clasificar y juzgar a todos los niños y niñas colocán-
dolos en distintos tipos de educación según la cual tendrán diferentes
oportunidades para su vida escolar y social.

c. Desde el funcionalismo (Gelb y Mizokawa, 1986), los programas edu-
cativos para los niños/as deficientes responden a una respuesta cari-
tativa adaptada a sus déficits. El funcionalismo ha sido ampliamente
apoyado por el paradigma tecnológico aplicado a la educación, unifi-
cando criterios objetivos con subjetivos bajo la etiqueta de científicos
sin admitir los prejuicios sociales subyacentes. La diferencia entre de-
ficiencias ligeras y profundas se desvanece, estando las segundas
más ligadas a factores subjetivos. Gelb y Mizokawa (1986) demues-
tran cómo existe una alta correlación entre estatus social bajo y la in-
clusión en categorías subjetivas.
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d. Desde una perspectiva materialista (Oliver, 1998), la aparición del ca-
pitalismo y la necesidad de mano de obra cualificada y competitiva
son claves para entender cómo se desprecia la discapacidad a cau-
sa de su baja productividad:

Por ello, la economía, tanto mediante la actuación del mercado de tra-
bajo como la organización social del trabajo, desempeña un papel clave
en la producción de la categoría de discapacidad y en las respuestas de
la sociedad a las personas discapacitadas. Además, la opresión a la que
éstas se enfrentan tiene sus raíces en las estructuras económicas y so-
ciales del capitalismo, que por sí mismas producen racismo, sexismo, ho-
mofobia, gerontofobia y discapacidad. (Oliver, 1998:49-50).

Toda sociedad pretende transmitir su acervo cultural a las generaciones
jóvenes. El sistema educativo sirve para la “preparación de las personas
más jóvenes para ser ciudadanas y ciudadanos activos, miembros solida-
rios y democráticos de y para una sociedad similar” (Torres Santomé,
1993:60). El sistema escolar, como principal medio educativo, institucionali-
zado, pretende servir de cauce transmisivo. Pero ¿de qué cultura y a qué
ciudadanas/os? A lo largo de la historia se suceden los ejemplos de diferen-
ciación de la cultura que se transmitía y de los ciudadanos que se educa-
ban. El “discurso del handicap” (Lerena, 1976), explica el concepto de defi-
ciencia como un constructo ideológico que permite identificar al conjunto
dominado como la suma de todas las desfavorecidas/os, y definir su cultu-
ra como el repertorio de carencias, de deficiencias. Este grupo no tiene ap-
titudes, no tiene aspiraciones, no tiene intereses, no tiene estímulos... Este
bloque de carencias ¿es anterior y externo al sistema educativo o está pro-
ducido e impuesto por el mismo? Los resultados para las personas afecta-
das llevan desde la segregación total, o negación del derecho a la educa-
ción, hasta prácticas más recientes de una educación dividida en diferentes
vías u opciones según las categorías de sujetos. Uno de los casos más pa-
tentes ha sido el de la Educación Especial, realizada en instituciones apar-
tadas y con un curriculum alejado del de la mayoría de los ciudadanos. La
aparición de los principios de normalización e integración tampoco impidió,
en la práctica, la segregación educativa de las personas con discapacidad.
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Estas prácticas educativas chocan con una concepción de sociedad de-
mocrática, entendida como un sistema donde sea posible la libertad, la par-
ticipación, el consenso, la igualdad de oportunidades, la tolerancia y la so-
lidaridad; es decir, un sistema flexible y abierto en el que tienen cabida todas
las personas, todas las formas de vida y todas las culturas. La escuela com-
prensiva e inclusiva, movimiento potenciador de una escuela para todas/os,
pretende responder a este modelo de sociedad. Pero siempre quedan gru-
pos de personas difíciles de educar —algunas incluso se catalogaron como
ineducables—. No se trata de segregar o negar el derecho a la educación
de algunas personas por sus diferencias, pero tampoco se trata de dar una
misma y homogénea enseñanza negando las diferencias existentes. Se tra-
ta de reconocer las diferencias, valorar a las personas por lo que son y como
son, creer en sus posibilidades de mejora y darles la oportunidad de desa-
rrollarse con sus iguales, pues todos somos tan iguales como desiguales y
hay que aceptar las semejanzas y las diferencias como algo real e inheren-
te al hecho humano.
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CAPÍTULO III

BREVE ESTUDIO COMPARATIVO SOBRE MARCOS
NORMATIVOS NACIONALES E INCLUSIÓN EDUCATIVA

DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Manuel J. Cotrina García

Antes de desarrollar el presente capítulo es menester realizar algunas
consideraciones previas. Uno de los objetivos específicos de esta investiga-
ción ha sido abordar un estudio de la normativa vigente en materia de in-
clusión educativa en el contexto de geográfico de América Latina y el Cari-
be hispano hablante. Lo amplio del ámbito de indagación, especialmente por
el número de países en cuestión así como por la profusión de leyes, códi-
gos, decretos, reglamentos y otras normas que resultan pertinentes, unido
a las limitaciones técnico-temporales de este estudio hacen de todo punto
imposible, ni siquiera aproximadamente, desarrollar un análisis exhaustivo
pormenorizado de todos los aspectos implicados. A lo anterior se debe aña-
dir las dificultades que desde la distancia supone acceder a la normativa es-
pecífica de cada uno de los países que integran el marco geográfico, dado
que no siempre se cuenta con bases de datos legislativas digitalizadas, or-
denadas y actualizadas.

Para superar las limitaciones anteriormente señaladas se optó por solici-
tar información directamente a los distintos países, por lo que los informes
que éstos reportan constituyen la fuente primaria de información que alimen-
ta este análisis, que se complementa y contrasta con la información de ba-
ses de datos disponibles e informes técnicos y académicos como fuentes se-
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cundarias. Respecto a las fuentes primarias se debe señalar que sólo los si-
guientes siete países han enviado la información solicitada a la fecha de re-
dacción de este documento: Brasil, Chile, Ecuador, Honduras, Panamá, Pa-
raguay y Perú (ver Anexo # 7). No obstante, hay que señalar que en alguno
de estos informes se omite la información solicitada sobre el marco normati-
vo o se limita exclusivamente a un aspecto concreto de la misma. Como con-
secuencia de lo anteriormente expuesto finalmente sólo se ha contado con
cinco informes que realmente proporcionan información válida y suficiente
para abordar el análisis que pretendíamos desarrollar. Dado que dicho pun-
to de partida suponía un escaso número de países para alimentar un estu-
dio de estas características se ha optado por incorporar información sobre
otros países que complementen las anteriores obtenidas exclusivamente de
fuentes secundarias, que permitan obtener una visión de conjunto sobre el
marco normativo sobre la inclusión educativa en la región de Latinoamérica
y el Caribe.

Como se ha indicado anteriormente, lo profuso de legislación y normati-
va que ordena, regula y afecta, en sus diversos aspectos y ámbitos, a la in-
clusión educativa ha obligado a acotar la indagación, centrado el proceso
de revisión sobre las normas educativas nacionales de máximo rango que
hacen referencia a los niveles y etapas de escolarización general y obliga-
toria, así como sobre los instrumentos internacionales que, en gran medida,
condicionan los anteriores.

1. DIMENSIONES DE ANÁLISIS

El derecho a la educación se enmarca dentro de los derechos humanos
de segunda generación, formando parte de los denominados Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (DESC). A una escala prácticamente mun-
dial, los países han ido, paulatinamente, incorporando a sus respectivas
Constituciones los derechos de segunda generación 2, lo que implica que se
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asumen en el marco del derecho constitucional y, por tanto, condiciona de
manera imperativa a los Estados al desarrollo de un marco legislativo-nor-
mativo coherente con el reconocimiento constitucional de los mismos y que
posibilite su pleno ejercicio y disfrute real.

En el plano específicamente educativo, cabe comenzar señalando que,
prácticamente, en los textos constitucionales de todos los países se recoge
y consagra el derecho a la educación del conjunto de los ciudadanos y ciu-
dadanas, como se pone de manifiesto en la Base de Datos Políticos de las
Américas (2006). No obstante, el estudio que este documento asume como
premisa de partida que la universalización del derecho a la educación es in-
separable de la equidad y la igualdad de oportunidades en el ejercicio del
mismo. Más allá de que en la legislación de un determinado país exista la
mención, más o menos, expresa a la educación como un derecho básico de
toda la población en general, el análisis que aquí se propone pretende de-
terminar en qué medida el marco normativo regula: el ejercicio efectivo de
ese derecho, la igualdad de oportunidades en su disfrute y las medidas le-
gislativas que protegen a los ciudadanos y los grupos en situación de vul-
nerabilidad respecto al mismo, en especial en lo referente a las personas
con discapacidad. Lo anterior supone abordar el tema de la igualdad de opor-
tunidades en el ejercicio de dicho derecho y, por tanto, no sólo su recono-
cimiento. Al plantear la igualdad de oportunidades ante la educación se hace
referencia

a la posibilidad de todas las personas de ejercer un derecho, que deriva
de la condición de ciudadano, al acceso y permanencia en todos los ni-
veles y modalidades del sistema educativo en condiciones de calidad,
igualdad y equidad, y de alcanzar los beneficios que de la instrucción pú-
blica se derivan. (Cotrina, 2003:24).

Este planteamiento enlaza con los postulados básicos de la inclusión edu-
cativa, recogiendo la idea de Blanco y Duk (2000), implica que todos los ni-
ños y niñas de una determinada comunidad aprendan juntos independiente
de sus condiciones personales, sociales o culturales, incluso aquellos que
presentan discapacidad.
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Estudiar el derecho a la educación de las personas con discapacidad des-
de la perspectiva de la inclusión educativa implica ampliar el foco de análi-
sis a la revisión normativa, entre otros, a los siguientes aspectos:

— Formulación del derecho a la no discriminación educativa por razo-
nes de salud o discapacidad y valorización de las diferencias indi-
viduales.

— Establecimiento del deber y obligación de los poderes públicos y ad-
ministraciones educativas de velar por la observancia de los derechos
y garantías establecidos en relación con derechos educativos de las
personas con discapacidad y remover los obstáculos que la dificultan.

— Garantías de inserción total e incondicionada del alumnado con disca-
pacidad en todos los niveles y etapas del sistema educativo regular.

— Estructuración y oferta de recursos técnicos y apoyos pedagógicos
para atender a las necesidades educativas del alumnado con disca-
pacidad en el aula regular.

— Reconocimiento de los sistemas de comunicación alternativos en el
marco de los procesos de enseñanza-aprendizaje de las instituciones
escolares regulares.

— Flexibilización de los aspectos didácticos y organizativos de centro y
aula para articular respuestas eficaces que permitan la atención a la
diversidad.

— Garantía de un marco de financiación de las propuestas didáctico-pe-
dagógicas que permita el cumplimiento de lo establecido en relación
con la inclusión educativa de las personas con discapacidad.

Todo lo anterior conlleva superar el postulado de educación básica para
todos y responder a las cuestiones de en qué forma los marcos normativos
ordenan la escolarización de las personas con discapacidad, cómo se apo-
ya su permanencia, cómo se regula su tránsito por los distintos niveles y
etapas, qué aspectos y recursos garantizan la calidad y equidad educativa,
y qué obstáculos la limitan o dificultan.
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Conviene señalar que algunas de las dimensiones de análisis antes apun-
tadas, especialmente las que mantienen mayor relación con aspectos ejecu-
tivos, tienen reflejo en otro apartado de este informe en el que se abordan la
implementación de políticas de inclusión educativa, las cuales no siempre tie-
nen reflejo en la normativa de máximo rango que aquí se analiza.

2. ADHESIÓN A INSTRUMENTOS LEGISLATIVOS INTERNACIONALES
QUE GARANTIZAN EL DERECHO A LA EDUCACIÓN E INCLUSIÓN
EDUCATIVA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Desde que en 1948 viera la luz la Declaración Universal de Derechos
Humanos, la comunidad internacional ha ido estableciendo a través de
diversos acuerdos internacionales, marcos de acción y convenciones,
un marco jurídico-normativo supranacional que sienta las bases del re-
conocimiento del derecho de las personas con discapacidad a una edu-
cación de calidad y la obligación de los Estados de eliminar las dificul-
tades y obstáculos que comprometan el ejercicio, en condiciones de
calidad y equidad, de dicho derecho. Entre esos acuerdos y convenios
internacionales cabe destacar, por su importancia, trascendencia y re-
percusión en materia de inclusión educativa de las personas con disca-
pacidad, los siguientes:

• Convención de los Derechos del Niño (ONU, 1990).

• Declaración Mundial sobre Educación para Todos de Jomtien (Tailan-
dia, 1990).

• Marco de Acción sobre Necesidades Educativas Especiales de la De-
claración de Salamanca (España, 1994).

• Marco de Acción de Educación para Todos de Dakar (Senegal, 2000).

Entre los instrumentos internacionales orientados específicamente a la
igualdad de oportunidades y derechos de las personas con discapacidad,
que también suponen acuerdos de enorme importancia y trascendencia para
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el avance en el ejercicio del derecho a la educación de estas personas y en
la eliminación de obstáculos y barreras que la dificultan, se encuentran:

• Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Perso-
nas con Discapacidad (ONU, 1993)

• Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad
(ONU, 2006).

En el ámbito regional de América Latina y el Caribe también se han subs-
crito importantes acuerdos como:

• Declaración de Cartagena de Indias sobre Políticas Integrales para las
personas con discapacidad en el Área Iberoamericana (1992).

• Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra las Personas con Discapacidad (Organización de
Estados Americanos, 1999).

• Declaración del Decenio de la Américas: Por los Derechos y la Digni-
dad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y el Programa de
Acción para el Decenio de las Américas de las Personas con Discapa-
cidad 2006-2016. (Organización de Estados Americanos, 2006).

Antes de seguir resulta conveniente señalar tres aspectos de importancia
que emerge del análisis inicial de los marcos normativos de los distintos paí-
ses de la región en relación con los instrumentos internacionales:

A. Gran parte de los aspectos recogidos en estos acuerdos internacio-
nales, al menos en su dimensión más formal, son trasferidos por los
distintos países de la región de forma casi literal, pero sin la suficien-
te adaptación del resto de su legislación nacional, de lo que no po-
cas veces resultan graves incoherencias con otras normas, cuyos en-
foques epistemológicos, filosóficos y pedagógicos son bastante
opuestos. Esto es lo que ocurre cuando se plantean supuestas pro-
puestas de inclusión educativa en el marco de modelos que organi-
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zan la atención escolar bajo sistemas que responden a otros plantea-
mientos. Y es que la respuesta organizativa nacional de los países
implicados desarrolla un modelo escolar de atención educativa cen-
trado en emplazamientos —el de escuelas especiales— orientado
desde el déficit y limitado al ámbito de la discapacidad; frente al que
debería orientar un modelo inclusivo, caracterizado por la provisión de
servicios sobre la base de la sectorización educativa en instituciones
regulares3.

B. Muchos de los compromisos que conforman la base de los acuerdos
y convenios internacionales son incorporados, de forma automática a
su marco legislativo, por algunos países a pesar de que en ocasio-
nes comporta obligaciones difíciles de cumplir en función de sus pro-
pias prioridades y recursos presupuestarios, lo que les convierte, des-
de sus inicios, en “papel mojado”.

C. En el caso de muchos países, algunos de los instrumentos citados,
aún cuando han sido subscritos inicialmente sufren por diversos moti-
vos (reformas constitucionales, procesos electorales, cambios de go-
bierno, etc.) una paralización de varios años en los procesos de ratifica-
ción por los parlamentos nacionales, retrasando de forma considerable
su entrada en vigor. Ello le resta fuerza como elementos catalizadores
de cambio.

Por la importancia que tienen en relación con la inclusión educativa de
las personas con discapacidad y por su, relativamente, reciente aparición
centraremos nuestra atención en los siguientes instrumentos:

• Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

• Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
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2.1. Convención interamericana para la eliminación de todas las formas
de discriminación contra las personas con discapacidad (Tratado 
A-65, 1999)

Aunque superada por la que se presenta a continuación, la Conven-
ción Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra las Personas con Discapacidad fue, en su momento, un
instrumento de derecho internacional de gran importancia en relación
con el derecho a la educación y la inclusión educativa, en el marco re-
gional de Latinoamérica y el Caribe, dado que comprometía a los Esta-
dos firmantes a:

Adoptar medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o
de cualquier otra índole, para eliminar cualquier tipo de discriminación
contra las personas con discapacidad. Medidas para eliminar progre-
sivamente la discriminación y promover la integración por parte de las
autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación
o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y activida-
des, tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones, la vi-
vienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia
y los servicios policiales, y las actividades políticas y de administra-
ción.

A nivel de la región, 17 de los 19 países que la integran se han adherido
y ratificado. El primer país en ratificarla fue Costa Rica (2000) y el más re-
ciente República Dominicana (2007).

Es la primera convención de carácter regional que, de forma específica,
protege y promueve los derechos humanos de las personas con discapaci-
dad. Entró en vigor el 14 de septiembre de 2001, al depositar Brasil su ins-
trumento de ratificación.
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PAÍSES SIGNATARIOS QUE HAN RATIFICADO LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA
PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (OEA)

País signatario Ratificación Depósito de instrumento 

Argentina 09/28/00 01/10/01 RA

Bolivia 02/27/03 05/30/03 RA

Brasil 07/17/01 08/15/01 RA

Chile 12/04/01 02/26/02 RA

Colombia 12/04/03 02/11/04 RA

Costa Rica 12/08/99 02/08/00 RA

Ecuador 03/01/04 03/18/04 RA

El Salvador 01/15/02 03/08/02 RA

Guatemala 08/08/02 01/28/03 RA

México 12/06/00 01/25/01 RA

Nicaragua 07/15/02 11/25/02 RA

Panamá 01/24/01 02/16/01 RA

Paraguay 06/28/02 10/22/02 RA

Perú 07/10/01 08/30/01 RA

República Dominicana 12/28/06 02/05/07 RA

Uruguay 05/24/01 07/20/01 RA

Venezuela 06/06/06 09/28/06 RA

FUENTE: OEA, Tratados Multilaterales, A-65. 2008.

http://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/a-65.html Fecha de revisión 2008-09-16.
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2.2. Convención sobre los derechos de las personas con
discapacidad (2006)

La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad su-
pone un instrumento fundamental en relación con la inclusión educativa. En
su artículo 24, destinado a la educación, plantea entre otros aspectos des-
tacados en relación con las personas con discapacidad:

— El acceso a una educación primaria y secundaria de calidad.

— La eliminación de obstáculos y barreras que limiten el acceso y per-
manencia en el sistema educativo.

— La capacitación profesional, la enseñanza de adultos y el aprendizaje
permanente.

— El reconocimiento del derecho de uso de sistemas alternativos de co-
municación como lenguaje de signos y Braille en el contexto escolar.

— El derecho a recibir apoyo, asesoramiento y tutoría en atención a sus
necesidades educativas específicas.

— Establecer como objetivos educativos el desarrollo de todo su poten-
cial en lo que se refiere a la personalidad, talentos y la creatividad.

— La educación inclusiva como camino hacia una inclusión social que
promueva la participación social así como el desarrollo de su sentido
de dignidad y valor personal.

Lo realmente singular de lo recogido en estas propuestas frente a otras
anteriores tiene que ver con que las mismas se propugnan en el marco del
sistema general de educación. En el numeral 2, del citado artículo, se plan-
tea que, al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema ge-
neral de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y las
niñas con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza prima-
ria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos
de discapacidad;
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b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación pri-
maria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de con-
diciones con las demás, en la comunidad en que vivan;

c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades indivi-
duales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el
marco del sistema general de educación, para facilitar su formación
efectiva;

Las reiteradas menciones a que el proceso escolar del alumnado con dis-
capacidad se desarrolle en el sistema general de educación, sin duda, su-
pone un decidido avance hacia el objetivo de inclusión educativa, aunque
dicha expresión se trate de un eufemismo ante las reticencias que podrían
mostrar ciertos Estados de asumir como único marco educativo para las per-
sonas con discapacidad el sistema educativo regular u ordinario. Se debe
tener presente que asumir un único sistema escolar para todos, sitúa real-
mente a la educación inclusiva como camino hacia una inclusión social pro-
moviendo la participación social de las personas con discapacidad en el mar-
co de contextos normalizados, en este caso el contexto escolar y/o
educativo.

Respecto al compromiso de los Estados de la región con la Convención
sobre los derechos de las personas con discapacidad, cabe señalar que este
documento que vio la luz el 13 diciembre de 2006, en Nueva York, fue fir-
mado prácticamente por todos los países de la región latinoamericana y
Cuba, con excepción de Venezuela, como puede observarse en la siguien-
te tabla, en la misma también destaca cómo en la actualidad aún quedan
seis países pendientes de ratificación 4.
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PAÍSES DE LA REGIÓN QUE HAN RATIFICADO LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(Naciones Unidas, 2006)

País Firma / Fecha Ratificación / Fecha

ARGENTINA
Sí Sí

30-3-2007 2-9-2008

BOLIVIA
Sí Pendiente

13-8-2007

BRASIL
Sí Sí

30-3-2007 1-8-2008

CHILE
Sí Sí 

30-3-2007 29-7-2008

COLOMBIA
Sí Pendiente

30-3-2007

COSTA RICA
Sí Pendiente

30-3-2007

CUBA
Sí Sí

26-4-2007 6-9-2007

ECUADOR
Sí Sí

30-3-2007 3-4-2008

EL SALVADOR
Sí Sí

30-3-2007 14-12-2007

GUATEMALA
Sí Pendiente

30-3-2007

HONDURAS
Sí Sí

30-3-2007 14-4-2008

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

84



PAÍSES DE LA REGIÓN QUE HAN RATIFICADO LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(Naciones Unidas, 2006) (Continuación)

País Firma / Fecha Ratificación / Fecha

MÉXICO
Sí Sí

30-3-2007 17-12-2007

NICARAGUA
Sí Sí

30-3-2007 7-12-2007

PANAMÁ
Sí Sí

30-3-2007 7-8-2007

PARAGUAY
Sí Sí

30-3-2007 3-9-2008

PERÚ
Sí Sí

30-3-2007 30-1-2008

REPÚBLICA DOMINICANA
Sí Pendiente

30-3-2007

URUGUAY
Sí Pendiente

3-4-2007

VENEZUELA No

FUENTE: ONU, fecha de revisión: 2008-09-03,

http://www.un.org/spanish/disabilities/countries.asp?navid=17&pid=578

Resulta también importante destacar que: Argentina, Brasil, Chile, Ecua-
dor, El Salvador, México, Panamá, Paraguay y Perú, han firmado y ratifica-
do, a la fecha de revisión, el Protocolo Facultativo Opcional de la Conven-
ción, este último tiene también la consideración de tratado internacional toda
vez que en él se establecen mecanismos de garantía de cumplimiento de
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la misma: un procedimiento individual de comunicaciones que permite a las
personas presentar peticiones ante el Comité alegando violaciones de sus
derechos y un procedimiento de investigación que faculta al Comité para in-
vestigar violaciones graves o sistemáticas de la Convención.

3. RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA
EDUCACIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
EN LATINOAMÉRICA Y EL CARIBE

El derecho a la educación tiene reflejo de manera muy variada en las car-
tas constitucionales de los diversos países que integran la región. En unos
casos el derecho a la educación es entendido como un derecho humano, en
otros como un derecho de la persona y, las menos veces, queda recogido
como un derecho social. En el análisis que a continuación se plantea5, sin
embargo, se propone centrar la mirada en la forma en que dicho derecho se
contempla en relación con las personas con discapacidad, para ello se pro-
curará atender, sin excluir otras emergentes, a las siguientes dimensiones de
análisis: mención expresa del derecho a la educación, sujetos beneficiarios,
garantías del disfrute y mención expresa a las personas con discapacidad.

3.1. Argentina

La Constitución Argentina establece en su artículo 75 que todos los habi-
tantes de la República tienen derecho a la educación y, en el inciso nume-
ral 19, confiere al Poder Legislativo Nacional la atribución de sancionar le-
yes educativas que respetando las particularidades provinciales y locales
garanticen el ejercicio de este derecho conforme a los principios de igual-
dad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna. Por su par-
te, el artículo 75, donde se establecen las competencias del poder legislati-
vo, indica en su numeral 14, que corresponde al Congreso:
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Sancionar leyes de organización y de base de la educación que con-
soliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales
y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la
participación de la familia y la sociedad, la promoción de los valores
democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discri-
minación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equi-
dad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las
universidades nacionales.

En el numeral 23, de ese mismo artículo también le atribuye la función de:

Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igual-
dad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los
derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados interna-
cionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de
los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.

3.2. Bolivia

La Constitución boliviana registra en términos singulares el derecho a
la educación, en el artículo 7, en el que se reconocen los derechos fun-
damentales, establece en el apartado e), el derecho: A recibir instrucción
y adquirir cultura; mientras en el artículo 8, en el que se reconocen los de-
beres fundamentales se recogen entre éstos en el apartado c) De adqui-
rir instrucción por lo menos primaria. Por lo demás no existe ninguna men-
ción expresa a las personas con discapacidad en todo el resto del
articulado del texto constitucional, tampoco aparece referenciado hacien-
do uso de alguno de los otros términos que con carácter más peyorativo
se suelen utilizar para referenciar a este grupo de población como: defi-
cientes, impedidos, minusválidos, etc. Dicha omisión resulta de todo pun-
to sorprendente dado que se trata de una norma reciente ya que fue apro-
bada en el año 2004.
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3.3. Brasil

La Constitución Federal de Brasil (1988) reconoce en el artículo 6 la edu-
cación como uno de los derechos sociales y destina a la educación la Sec-
ción I, del Capítulo III, dentro del Título VIII. En el artículo 205 de dicha sec-
ción, establece la educación como un derecho de todos y deber del Estado
y la familia…, mientras que el artículo 206 reconoce la igualdad de oportu-
nidades en el ejercicio del mismo.

Por su parte, es en el artículo 208 numeral III, en el que se realiza mención
expresa al acceso a la educación de las personas con discapacidad, señala re-
conocer como deber del Estado para hacer efectivo el derecho a la educación:

La atención educativa especializada para las personas con discapacidad,
preferentemente en la red de educación regular.

3.4. Chile

La Constitución Política de la República de Chile (1980), asegura en su
artículo 19, numeral 10, el derecho a la educación a todas las personas y
en la reforma establecida por la Ley 19.634 de 1999, se añade que:

La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo
el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a 
asegurar el acceso a ellas de toda la población… 

Como puede apreciarse no se realiza ninguna mención expresa sobre
este derecho en relación con las personas con discapacidad.

3.5. Colombia

En la Constitución Política de Colombia (1991), la educación se consagra en-
tre los derechos sociales, económicos y culturales, en el artículo 67 expresa que:
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La Educación es un derecho de la persona y un servicio público
que tiene una función social; con ella se busca el acceso al cono-
cimiento, a la ciencia, la técnica y a los demás bienes y valores de
la cultura.

Mientras que más adelante del mismo artículo se establece la responsa-
bilidad del Estado y la obligatoriedad de la misma:

El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación,
que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que
comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educa-
ción básica.

En el artículo 68 se realiza una mención expresa en relación con el de-
recho a la educación de las personas con discapacidad al señalar:

La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con
limitaciones físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, son
obligaciones especiales del Estado.

3.6. Costa Rica

La Constitución Política de Costa Rica, de 1949 con reformas al 2003, en
el Título VII: la educación y la cultura, capítulo único, de los artículos 76 al
89, recoge temas generales referentes a educación, se orienta hacia los ni-
veles y tiene una carga importante para la educación superior pero no hace
mención expresa sobre el derecho a la educación de las personas con dis-
capacidad.

La obligatoriedad y gratuidad se recoge en el artículo 78:
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La educación preescolar y la general básica son obligatorias. Estas y
la educación diversificada en el sistema público son gratuitas y costea-
das por la Nación. (...)El Estado facilitará la prosecución de estudios
superiores a quienes carezcan de recursos pecuniarios. La adjudica-
ción de las becas y los auxilios estará a cargo del Ministerio del ramo,
por medio del organismo que determine la ley. (Reforma Constitucional
7676 de 23 de julio de 1997).

3.7. Cuba

Aunque la reforma de 1992, de la Constitución de la República de Cuba
(1976) dedica el Capítulo V, a la educación y la cultura, no reconoce de for-
ma expresa este derecho.

De forma peculiar, respecto a cómo se contempla en otros textos consti-
tucionales, recoge en su artículo 39, los postulados que orientan su política
educativa señalando, en el literal b):

(...) la enseñanza es función del Estado y es gratuita. Se basa en las
conclusiones y aportes de la ciencia y en la relación más estrecha del
estudio con la vida, el trabajo y la producción. El estado mantiene un
amplio sistema de becas para los estudiantes y proporciona múltiples
facilidades de estudio a los trabajadores a fin de que puedan alcanzar
los más altos niveles posibles de conocimientos y habilidades. La ley
precisa la integración y estructura del sistema nacional de enseñanza,
así como el alcance de la obligatoriedad de estudiar y define la
preparación general básica que, como mínimo, debe adquirir todo
ciudadano;

En el artículo 40, establece garantía y protección a los menores al
señalar:
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La niñez y la juventud disfrutan de particular protección por parte del
Estado y la sociedad. La familia, la escuela, los órganos estatales y las
organizaciones de masas y sociales tienen el deber de prestar especial
atención a la formación integral de la niñez y la juventud.

Por su parte, el Capítulo VI destinado a la igualdad, recoge en su artícu-
lo 42, el derecho a la no discriminación, aunque sin realizar mención expre-
sa a las condiciones de salud, déficit o discapacidad. Mientras que en el ar-
tículo 43, se establece la garantía de que todos los ciudadanos:

disfrutan de la enseñanza en todas las instituciones docentes del país,
desde la escuela primaria hasta las universidades, que son las mismas
para todos;

3.8. Ecuador

En Referéndum del 28 de septiembre de 2008, Ecuador aprueba el tex-
to constitucional número 20 en la historia del país. Como avance constitu-
cional, concibe el derecho a la educación como deber primordial, ineludi-
ble e inexcusable del Estado, área prioritaria de la política pública y de la
inversión estatal, que garantiza igualdad, inclusión social y mejoramiento
de las condiciones de vida. Se garantiza para las personas con discapaci-
dad, como grupo prioritario de atención: equiparación de oportunidades la-
borales, rebajas de tarifas, acceso a vivienda, educación, becas, présta-
mos, exenciones tributarias, inclusión social, y atención integral ante
discapacidades severas. La sección sexta, específica para personas con
discapacidad, expresa garantías que es de esperarse cuenten con los me-
canismos de exigibilidad y el presupuesto necesario para su cumplimiento.
Específicamente en educación:
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Sección sexta

Personas con discapacidad

Art. 47. (...)

Se reconocen a las personas con discapacidad, los derechos a:

7.  Una educación que desarrolle sus potencialidades y habilidades para
su integración y participación, en igualdad de condiciones. Se garantizará
su educación dentro de la educación regular. Los planteles regulares
incorporarán trato diferenciado y los de atención especial la educación
especializada; los establecimientos educativos cumplirán normas de
accesibilidad para personas con discapacidad e implementarán un
sistema de becas que responda a las condiciones económicas de este
grupo.

8.  La educación especializada para las personas con discapacidad
intelectual, y el fomento de sus capacidades mediante la creación de
centros educativos y programas de enseñanza específicos.

9. La atención psicológica gratuita para las personas con discapa-
cidad y sus familias, en particular en caso de discapacidad intelectual.

10.  El acceso de manera adecuada a todos los bienes y servicios. Se
eliminarán las barreras arquitectónicas.

11.  El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de
comunicación, entre ellos el lenguaje de señas para personas sordas,
el oralismo y el sistema braille.

En el sistema ecuatoriano, resulta tan novedoso como interesante el Art.
346 mediante el cual se establece una institución pública y autónoma de eva-
luación integral interna y externa que promueva la calidad de la educación.

El numeral 2 del artículo 347 hace referencia a la detección temprana de re-
querimientos especiales en los centros educativos que implica tácitamente intro-
ducir modificaciones importantes tanto en la formación inicial de docentes como
en procesos de capacitación sostenidos, de manera que los profesionales en
educación estén debidamente preparados para responder a lo expresado en di-
cho artículo así como en el numeral 7 del artículo 47 que garantiza la inclusión
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de estudiantes con discapacidad en el sistema regular. Además, catapulta indi-
rectamente el redimensionamiento de la educación especial como centros de
apoyo que tienen un acercamiento conceptual a las posiciones teóricas de la pe-
dagogía y la educación de la diversidad, orientados a impulsar una didáctica que
responda a las necesidades que se plantea al sistema educativo desde la disca-
pacidad, mediante formas enriquecidas de enseñar con el empleo de todos los
recursos necesarios, los apoyos, la creatividad que cada caso requiera, condu-
cente y transformadora, que optimiza las posibilidades de cada estudiante.

Finalmente, se garantiza obligatoriedad hasta el bachillerato y la gratui-
dad hasta el tercer nivel de educación.

3.9. El Salvador

La Constitución Política de la República de El Salvador, con reformas al
2000, en la Sección Tercera: Educación, Ciencia y Cultura, en un articulado
que va del 53 al 64 recoge la educación como un derecho de la persona.

Si bien no se hace mención específica a las personas con discapacidad,
el artículo 56 incluye la promoción y gratuidad de la educación especial en
los siguientes términos:

Todos los habitantes de la República tienen el derecho y el deber de
recibir educación parvularia y básica que los capacite para desem-
peñarse como ciudadanos útiles. El Estado promoverá la formación de
centros de educación especial. La educación parvularia, básica y
especial será gratuita cuando la imparta el Estado.

3.10. Guatemala

La Constitución Política de la República de Guatemala (reforma de 1993),
establece en el artículo 53, a través de un término actualmente aceptado
como peyorativo, la protección de las personas con discapacidad:
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El Estado garantiza la protección de los minusválidos y personas
que adolecen de limitaciones físicas, psíquicas o sensoriales. Se
declara de interés nacional su atención médico-social, así como la
promoción de políticas y servicios que permitan su rehabilitación y
su reincorporación integral a la sociedad. La ley regulará esta
materia y creará los organismos técnicos y ejecutores que sean
necesarios. 

La educación se contempla dentro de los derechos sociales y en la
Sección Cuarta, destinada a la educación, se establece en el artículo 71:
Se garantiza la libertad de enseñanza y de criterio docente. Es obliga-
ción del Estado proporcionar y facilitar educación a sus habitantes sin
discriminación alguna. En el artículo 74 se establece la obligatoriedad y
gratuidad:

Educación obligatoria. Los habitantes tienen el derecho y la obligación
de recibir la educación inicial, preprimaria, primaria y básica, dentro de
los límites de edad que fije la ley.

La educación impartida por el Estado es gratuita.

Pero lo que resulta más peculiar es que en el último párrafo de este mis-
mo artículo se establece la promoción de la educación especial.

El Estado promoverá la educación especial, la diversificada y la
extraescolar.

3.11. Honduras

La Constitución Política de Honduras (1982, reforma de 2005) recoge de
manera laxa y restrictiva el derecho a la educación, en su artículo 123 se-
ñala que todo niño deberá gozar de los beneficios de la seguridad social y
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la educación, mientras que en el artículo 151 establece que la educación es
función esencial del Estado para la conservación, el fomento y difusión de
la cultura, la cual deberá proyectar sus beneficios a la sociedad sin discri-
minación de ninguna naturaleza.

Por otro lado, el texto constitucional recoge en términos no muy afortuna-
dos el apoyo a la educación de las personas con discapacidad:

El Estado sostendrá y fomentará la educación de los minusválidos.

3.12. México

La Constitución mexicana, con reformas al 2008, inicia con mención es-
pecífica a la no discriminación y visibiliza la discapacidad al nombrarla de
manera expresa. En el artículo 3:

Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado 
—federación, estados, Distrito Federal y municipios—, impartirá educación
preescolar, primaria y secundaria. La educación preescolar, primaria y la
secundaria conforman la educación básica obligatoria.

3.13. Nicaragua

La Constitución Política de Nicaragua (2000), en el artículo 58 garantiza
el derecho a la educación como un derecho social. El 76, promueve la crea-
ción de centros. El artículo 56, enfatiza:

El Estado prestará atención especial en todos sus programas a los
discapacitados y los familiares de caídos y víctimas de guerra en
general.
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El artículo 62, señala:

El Estado procurará establecer programas en beneficio de los
discapacitados para su rehabilitación física, psicosocial y profesional y
para su ubicación laboral.

3.14. Panamá

La Constitución Política de Panamá (2004) garantiza la educación gratui-
ta hasta los niveles pre-universitarios, señala en el artículo 19 que:

No habrá fueros o privilegios ni discriminación por razón de raza,
nacimiento, discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas
políticas.

En el capítulo 5.º sobre Educación, artículo 91, asevera:

Todos tienen el derecho a la educación y la responsabilidad de
educarse. El Estado organiza y dirige el servicio público de la educación
nacional y garantiza a los padres de familia el derecho de participar en
el proceso educativo de sus hijos.

Si bien el artículo 94 garantiza el acceso a la educación, no alcanza es-
pecificidad para personas con discapacidad.

Los establecimientos de enseñanza, sean oficiales o particulares, están
abiertos a todos los alumnos, sin distinción de raza, posición social,
ideas políticas, religión o la naturaleza de la unión de sus progenitores
o guardadores.
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3.15. Paraguay

El derecho a la educación de toda la población queda recogido en la Cons-
titución Nacional del Paraguay (1992) en los artículos 73, 74, 75 y 76 del Ca-
pítulo VII, destinado específicamente al derecho a la educación y la cultura
la siguiente manera. En el artículo 73 se establece que: Toda persona tiene
derecho a la educación integral y permanente que como sistema y proceso
se realiza en el contexto de la cultura de la comunidad… En el artículo 74
se concreta la no discriminación en el ejercicio del derecho a aprender: Se
garantizan el derecho de aprender y la igualdad de oportunidades al acceso
a los beneficios de la cultura humanística, de la ciencia y de la tecnología,
sin discriminación alguna. En el artículos 75 se indica que: La educación es
responsabilidad de la sociedad y recae en particular en la familia, el Munici-
pio y el Estado…, y en el 76 se señala que: La educación escolar básica es
obligatoria, siendo en las escuelas públicas de carácter gratuito.

Con anterioridad a la articulación que del derecho a la educación se re-
coge en el Capítulo VII, anteriormente presentado, la Constitución Paragua-
ya recoge de forma expresa en su artículo 58, destinado a las personas con
discapacidad, el derecho a la educación.

Se garantizará a las personas excepcionales la atención de su salud,
de su educación, de su recreación y de su formación profesional para
una plena integración social.

El Estado organizará una política de prevención, tratamiento, rehablitación
e integración de los discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales, a
quienes prestará el cuidado especializado que requieran.

Se les reconocerá el disfrute de los derechos que esta Constitución
otorga a todos los habitantes de la República, en igualdad de
oportunidades, a fin de compensar sus desventajas.

Cabe señalar, en relación con este artículo que sorprende por su moder-
nidad y sensibilidad en el uso de la expresión personas excepcionales. Por
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otro lado, también sorprende que dicho artículo quede encuadrado dentro
del Capítulo IV, destinado a los derechos de la familia y no en el anterior el
Capítulo III, que versa sobre la igualdad.

3.16. Perú

El derecho a la educación no es recogido de forma explícita en la Cons-
titución Peruana (1993), aunque existe una prescripción al Estado dentro del
Capítulo II del Título l, que aborda los derechos sociales y económicos, que
puede ser entendida como un reconocimiento de tal derecho y lo que resul-
ta más importante con mención expresa a las personas con discapacidad,
en este sentido el artículo 16 señala:

… Es deber del Estado asegurar que nadie se vea impedido de recibir
educación adecuada por razón de su situación económica o de
limitaciones mentales o físicas….

3.17. República Dominicana

En República Dominicana, la Constitución Política (2002), garantiza en la
Sección I, de los Derechos Individuales y Sociales, el acceso de “todos” los
alumnos a la educación pero no se llega a visibilizar al estudiantado con dis-
capacidad.

Los establecimientos de enseñanza, sean oficiales o particulares, están
abiertos a todos los alumnos, sin distinción de raza, posición social,
ideas políticas, religión o la naturaleza de la unión de sus progenitores
o guardadores.
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3.18. Uruguay

La Constitución de la República de Uruguay, con las reformas plebiscita-
das hasta 2004, en el Capítulo II, de la Sección II: Derechos, deberes y ga-
rantías, hace referencia a educación, sin visibilizar a las personas con dis-
capacidad. El artículo 41 lo refiere en los siguientes términos:

El cuidado y educación de los hijos para que éstos alcancen su plena
capacidad corporal, intelectual y social, es un deber y un derecho de
los padres. Quienes tengan a su cargo numerosa prole tienen derecho
a auxilios compensatorios, siempre que los necesiten.

La ley dispondrá las medidas necesarias para que la infancia y juventud
sean protegidas contra el abandono corporal, intelectual o moral de sus
padres o tutores, así como contra la explotación y el abuso.

3.19. Venezuela

La Constitución Venezolana de 1999, vigente en la actualidad, recoge de
manera pormenorizada la regulación del derecho a la educación de todos
los ciudadanos, concretándose éste en el artículo 102, como uno de los de-
rechos sociales y estableciendo el interés y responsabilidad del Estado en
relación con el mismo:

La educación es un derecho y un deber social fundamental, es
democrática, gratuita y obligatoria. El Estado la sumirá como función
indeclinable y de máximo interés en todos sus niveles y modalidades,
y como instrumento del conocimiento científico, humanístico y
tecnológico al servicio de la sociedad…
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Aunque ya en el artículo 21 se establece la igualdad de derechos y la ga-
rantía de no discriminación, de forma particular en el artículo 81 se recoge
de manera explícita los derechos de las personas con discapacidad:

Toda persona con discapacidad o necesidades especiales tiene derecho
al ejercicio pleno y autónomo de sus capacidades y a su integración
familiar y comunitaria. El Estado, con la participación solidaria de las
familias y la sociedad, les garantizará el respeto a su dignidad humana,
la equiparación de oportunidades, condiciones laborales satisfactorias,
y promoverá su formación, capacitación y acceso al empleo acorde con
sus condiciones, de conformidad con la ley. Se les reconoce a las
personas sordas el derecho a expresarse y comunicarse a través de la
lengua de señas venezolana.

Por su parte, en el artículo 103, al establecer el derecho de toda perso-
na a la educación realiza una mención expresa a la extensión de este de-
recho a las personas con discapacidad:

Toda persona tiene derecho a una educación integral, de calidad,
permanente, en igualdad de condiciones y oportunidades, sin más
limitaciones que las derivadas de sus aptitudes, vocación y
aspiraciones. La educación es obligatoria en todos sus niveles, desde
el maternal hasta el nivel medio diversificado. La impartida en las
instituciones del Estado es gratuita hasta el pregrado universitario. A
tal fin, el Estado realizará una inversión prioritaria, de conformidad
con las recomendaciones de la Organización de las Naciones Unidas.
El Estado creará y sostendrá instituciones y servicios suficientemente
dotados para asegurar el acceso, permanencia y culminación en el
sistema educativo. La ley garantizará igual atención a las personas
con necesidades especiales o con discapacidad y a quienes se
encuentren privados de su libertad o carezcan de condiciones
básicas para su incorporación y permanencia en el sistema
educativo.
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3.20. Conclusiones destacadas respecto del reconocimiento
constitucional de las personas con discapacidad

Los países que han renovado su Constitución, en fechas más o menos
recientes, han tenido la oportunidad de incorporar a su articulado un léxi-
co más actualizado sobre discapacidad, así como una mayor concreción y
sensibilidad hacia el derecho a la educación de estas personas, lo que unas
veces han hecho y otras no. Un ejemplo de sensibilidad y actualización ter-
minológica se puede contemplar en la Constitución Paraguaya que, a pe-
sar de que la misma cuenta en la actualidad con 16 años de vigencia, hace
uso de la expresión “personas excepcionales”, en referencia a las perso-
nas con discapacidad, lo que constituye una excepción sobre otros textos
revisados.

Por otro lado, existe bastante disparidad en cómo es tratado el derecho
a la educación de las personas con discapacidad en las Cartas Constitu-
cionales de los distintos países de la región. En la mayoría de los casos,
el derecho a la educación de las personas con discapacidad queda subsu-
mido en el marco del derecho a la educación de la ciudadanía en general,
lo que normalmente se completa con el reconocimiento del derecho de
igualdad y de no ser discriminado por razones de origen, raza, sexo, idio-
ma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole. En-
tendiéndose que dentro de la expresión “cualquier otra índole” se engloba
las condiciones de salud, en general, y de discapacidad, en particular. No
obstante, hay que señalar que en otros casos ni siquiera el derecho a la
educación, para la ciudadanía en general, está recogido como tal, sino en
términos de derecho “a aprender”, como es el caso de Argentina y Perú.
En otros casos, como Bolivia, lo expresa en términos de derecho “a recibir
instrucción y adquirir cultura”. Dicha identificación entre educación, apren-
dizaje e instrucción, sin duda, no se encuentra exenta de polémica por mo-
tivo de desacuerdo. Otros países, como es el caso de Brasil, lo reconoce
como uno más de los derechos sociales.

Menciones constitucionales, más expresas y concretas, a este derecho
en relación con las personas con discapacidad la podemos encontrar en:
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— Perú, que en su texto constitucional indica que “es deber del Estado
asegurar que nadie se vea impedido de recibir educación adecuada por
razón de su situación económica o de limitaciones mentales o físicas”.

— Brasil, por su parte, también realiza una mención expresa al deber del
Estado de hacer efectivo el derecho a la educación para este colecti-
vo a través de “la atención educativa especializada para las personas
con discapacidad, preferentemente en la red de educación regular”.

Por último, insistir en que son escasos los países que desarrollan de ma-
nera extensa y bien fundamentada el derecho a la educación de las perso-
nas con discapacidad entre los que sí lo hacen podemos nombrar a Ecua-
dor, Paraguay y Venezuela.

4. REGULACIÓN DE LA ATENCIÓN EDUCATIVA DE LAS PERSONAS
CON DISCAPACIDAD

En cada uno de los países que integran la región objeto de estudio, hay
una multitud de leyes y normas de distinto rango que regulan aspectos con-
cretos de la atención educativa al alumnado con discapacidad. Abordar cada
una de ellas resulta, como ya se señalaba inicialmente, una labor imposible
de abarcar en el marco de una investigación como ésta y, en cualquier caso,
tampoco es el objetivo.

Se pueden establecer tres grandes ámbitos legislativos con influencias di-
rectas sobre la atención educativa del alumnado con discapacidad: la legisla-
ción específicamente educativa, la legislación específica sobre discapacidad
y la legislación que ordena y regula la protección a la infancia. A su vez re-
sulta típico de la legislación latinoamericana ordenar su marco legal sobre es-
tos ámbitos a través de leyes y reglamentos: siendo las leyes concebidas como
los instrumentos legislativos de máximo rango donde se expresan propósitos,
derechos, objetivos y lineamientos, mientras que los reglamentos suelen re-
presentar, aunque no necesariamente, instrumentos de menor rango legal que
regulan y estructuran de forma más operativa lo preceptuado a nivel de ley. A
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tenor de lo mencionado y en función de los propósitos de este estudio nos
centraremos principalmente en las leyes, por ser las normas de máximo ran-
go que caracterizan los modelos y por la dificultad que supone acceder a las
normas de rango inferior, así como lo prolijo de las mismas.

Dentro de la legislación educativa podemos, a su vez, distinguir entre dos
niveles de normas con influencias directas sobre la atención al alumnado
con discapacidad. Por un lado encontramos la legislación general que regu-
la aspectos generales del sistema educativo de cada país, y por otro, la nor-
mativa específica sobre educación especial, entendida como cuerpo norma-
tivo que regula dicho subsistema educativo o modalidad específica.

Antes de continuar el discurso, resulta pertinente señalar que la propia
existencia de un marco normativo específico de la educación especial com-
porta implicaciones filosóficas, ideológicas y pedagógicas nada desdeñables
sobre la necesidad de regular de forma diferencial la atención educativa de
una parte de los niños, niñas y jóvenes de un país.

Por último, se ha de señalar que la revisión que a continuación se pre-
senta no pretende ser exhaustiva en el análisis de todos y cada uno de los
países, sino mostrar las similitudes y diferencias más notables que caracte-
rizan la inclusión educativa del alumnado con discapacidad a partir de ejem-
plos concretos de algunos de los países de la región.

4.1. Análisis transversal

Como ya se ha comentado, el análisis que se presenta se ha centrado,
en gran medida, en la revisión de la legislación socioeducativa de mayor
rango, fundamentalmente leyes generales de educación, leyes de educación
especial y leyes sobre discapacidad. A este nivel el análisis revela que el
derecho a la educación y la atención educativa de las personas con disca-
pacidad están suficientemente reconocidos y asegurados en términos nor-
mativos. Por razones de índole socio-política, que no resultan pertinentes
abordar en un estudio de esta naturaleza, la mayoría de los países de la re-
gión han elaborado nuevas leyes educativas y sociales de ámbito nacional,
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lo que les ha permitido incorporar el discurso y los planteamientos regulati-
vos que a nivel internacional reconocen y estructuran la atención integral a
las personas con discapacidad.

Debido a que, en gran medida, son las mismas fuentes legislativas —los
instrumentos internacionales y regionales (convenios, acuerdos, convencio-
nes, marcos de acción, etc.) y la legislación hispano europea— las que ins-
piran la normativa interna sobre la materia de los distintos países, no exis-
ten, al menos al nivel macro antes apuntado, notables diferencias entre unas
y otras. Normas como el Reglamento de Educación Especial de Ecuador o
la Ley 42-2000, General Sobre La Discapacidad en la República Dominica-
na reconocen explícitamente su inspiración y coherencia con instrumentos
como la Declaración Mundial sobre Educación para Todos de Jomtien (Tai-
landia, 1990) o la Declaración de Salamanca (España, 1994), entre otros.

El planteamiento conceptual, axiológico y operativo de la atención educativa
al alumnado con discapacidad que se proyecta al plano legislativo viene marca-
do por la tensión entre: un sistema educativo regular abierto a la diversidad que
acoja y dé respuesta a las necesidades educativas de todos los alumnos y alum-
nas, con independencia de sus características personales; y un sistema educa-
tivo especial, destinado a los que tienen la consideración de “diferentes” por sus
características personales, que se configura a partir de centros especiales orga-
nizados por categorías diagnósticas de déficit y que operan sobre la base de un
curriculum especial diferenciado del regular u ordinario. Lo cierto es que, al me-
nos en el nivel legislativo, no se encuentra organización del sistema educativo,
claramente polarizado sobre los extremos mencionados con anterioridad.

Artículo 26.—Educación especial es la modalidad diferenciada de la
educación general, caracterizada por constituir un sistema flexible y
dinámico que desarrolla su acción preferentemente en el sistema
regular de educación, proveyendo servicios y recursos especializados
a las personas con o sin discapacidad, según lo califica esta ley, que
presenten necesidades educativas especiales.

CHILE: Ley N.º 19.284, de 14 de enero de 1994.
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Como se puede seguir a partir de los ejemplos siguientes, el planteamien-
to de partida refleja que los distintos países configuran un modelo similar de
atención educativa al alumnado con discapacidad dentro del sistema de edu-
cación especial.

Artículo 1.—El sistema escolar nacional, en su conjunto, deberá brindar
alternativas educacionales a aquellos educandos que presenten
necesidades educativas especiales pudiendo hacerlo a través de: A. Los
establecimientos comunes de enseñanza, B. Los establecimientos comunes
de enseñanza con proyectos de integración y/o, C. Las escuelas especiales.

CHILE: Decreto N.º 1, de 11 de febrero de 2000, 
Ministerio de Educación.

El análisis teórico derivado de la regulación normativa revela que la aten-
ción educativa al alumnado con discapacidad se organiza desde un mode-
lo sumamente impreciso y fragmentado en lo estructural, donde coexiste un
triple escenario definido por: la pervivencia de un amplio sistema de centros
de educación especial altamente regulados, la cobertura legal a la imple-
mentación de programas de integración educativa en centros regulares y
una tímida normativización de la inclusión educativa. Los ejemplos siguien-
tes de Ecuador y Brasil ilustran lo dicho.

Artículo 58.—Entiéndase por educación especial, para los efectos de esta
Ley, a la modalidad de la enseñanza escolar, ofertada preferentemente
en la red de educación regular al alumnado con necesidades especiales.

I.  Habrá cuando sea necesario, servicios de apoyo especializados en
escuelas regulares, para atender a las peculiaridades de los clientes de
educación especial.

II. La atención educativa se hará en clases, escuelas o servicios
especializados, siempre que, de acuerdo a las condiciones específicas
de los estudiantes, no sea posible su integración en clases de
educación regular.
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III. La oferta de educación especial, deber constitucional del Estado,
se inicia en la etapa de cero a seis años, durante la educación infantil.

BRASIL: Ley N.º 9394, de 20 de diciembre de 1996.

Art. 191.  La educación especial prestará atención a los excepcionales:
niños, jóvenes y adultos, según sus características, en institutos de
educación especial y programas de educación integrada: Contará con
el apoyo de los servicios de diagnóstico y orientación psicopedagógica.

La educación especial extenderá su acción a la educación regular por
medio de los programas de integración y apoyo psicopedagógico, etc.

ECUADOR: Reglamento de Educación Especial N.º 496,
17 de enero de 2002, artículo 191.

Como puede derivarse de lo anteriormente presentado, un aspecto cen-
tral de la normativa es la concreción de las modalidades de escolarización.
Normalmente las mismas se vinculan directamente “al tipo y grado de dis-
capacidad” o a la existencia de multiplicidad de las mismas, lo que supone
justificar la atención educativa que recibe un determinado alumno o alumna
más desde criterios clínico-médicos que pedagógicos.

De las instituciones educativas regulares que atiendan a niños/niñas,
jóvenes con necesidades educativas especiales.

Cada institución educativa atenderá una discapacidad de acuerdo a sus
objetivos de integración.

(…) Los niños/as y jóvenes deberán ser agrupados con flexibilidad de
acuerdo con sus competencias y atendiendo su discapacidad.

ECUADOR: Reglamento de Educación Especial N.º 496,
17 de enero de 2002, artículos 19 y 30.
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Artículo 27.—Los establecimientos públicos y privados del sistema
de educación regular deberán incorporar las innovaciones y
adecuaciones curriculares necesarias para permitir y facilitar, a las
personas que tengan necesidades educacionales especiales, el
acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles la enseñanza
complementaria que requieran, para asegurar su permanencia y
progreso en dicho sistema.

Cuando la naturaleza y/o grado de la discapacidad no haga posible la
señalada integración a los cursos ordinarios, la enseñanza especial se
impartirá en clases especiales dentro del mismo establecimiento
educacional. Sólo excepcionalmente, en los casos en que los equipos
del Ministerio de Educación a que se refiere el artículo 28 lo declaren
indispensable, la incorporación a la educación se hará en escuelas
especiales, por el tiempo que sea necesario.

CHILE La Ley 19.284, de Integración Social
de las Personas con Discapacidad, artículo 27.

Es también una constante la apelación al carácter “temporal o perma-
nente de la discapacidad” como criterio de peso en la determinación de la
modalidad de escolarización. Resulta difícil entender que el carácter tem-
poral o no de una discapacidad deba condicionar las competencias aca-
démicas del alumnado que la presenta. El problema estriba en que, sin
hacerlo explícito, se vincula la presencia de discapacidad sensorial, mo-
triz o cognitiva con falta de competencia académica o limitaciones en la
capacidad de aprender.

La educación especial está destinada a individuos con discapacidades
transitorias o definitivas, así como a aquellos con aptitudes
sobresalientes. Atenderá a los educandos de manera adecuada a sus
propias condiciones con equidad social.

MÉXICO: Ley General de Educación, artículo 41.
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La Educación Especial es la modalidad del sistema educativo destinada
a asegurar el derecho a la educación de las personas con
discapacidades, temporales o permanentes, en todos los niveles y
modalidades del Sistema Educativo. La Educación Especial se rige por
el principio de inclusión educativa, de acuerdo con el inciso n) del
artículo 11 de esta ley. La Educación Especial brinda atención educativa
en todas aquellas problemáticas específicas que no puedan ser
abordadas por la educación común. El Ministerio de Educación, Ciencia
y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación,
garantizará la integración de los/as alumnos/as con discapacidades en
todos los niveles y modalidades según las posibilidades de cada
persona.

ARGENTINA: Ley de Educación Nacional N.º 26.206, artículo 42.

Tanto en la legislación social como en la educativa se registran abun-
dantes llamamientos a favor de la inclusión educativa. No obstante, el tér-
mino inclusión es utilizado en cada caso con diferente contenido semánti-
co: por un lado, con valor casi exclusivo de inserción al sistema regular
de las personas que inicialmente no acceden o que desertan de forma tem-
prana del sistema educativo, en clara referencia al alumnado pertenecien-
te a familias desestructuradas o en condiciones de deprivación socioeco-
nómica; en otros casos, el término se utiliza como sinónimo de integración.
Los ejemplos posteriores ilustran las distintas visiones que existen sobre
el tema.

La inclusión, que incorpora a las personas con discapacidad, grupos
sociales excluidos, marginados y vulnerables, especialmente del ámbito
rural, sin distinción de etnia, religión, sexo u otra causa de
discriminación, contribuyendo así a la eliminación de la pobreza, la
exclusión y las desigualdades.

PERÚ: Ley General de Educación N.º 28044, de 2003, artículo 8,b.
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i)  Educación Inclusiva: Por educación inclusiva se entiende el proceso
mediante el cual la escuela o servicio educativo alternativo incorpora a
las personas con discapacidad, grupos sociales excluidos, marginados
y vulnerables, especialmente en el ámbito rural, sin distinción de etnia,
religión, sexo u otra causa de discriminación, contribuyendo así a la
eliminación de la pobreza, la exclusión y las desigualdades. Se propone
responder a todos los estudiantes como individuos, reconsiderando su
organización y propuesta curricular.

NICARAGUA: Ley General de Educación. Ley No. 582.
Aprobada el 22 de marzo del 2006. Publicada en la Gaceta N.º 150

de 03 de agosto de 2006. Capítulo III, artículo 6.

De lo que se infiere en el nivel macro de análisis queda patente que las
propuestas de atención educativa para el alumnado con discapacidad con-
figuran un modelo básicamente integrador, y sólo en algunos casos mode-
radamente inclusivo. En el marco de ese modelo integrador la respuesta
educativa se organiza sobre la base del grado y/o tipo de discapacidad.

Artículo 39.—La Educación Básica Especial tiene un enfoque inclusivo
y atiende a personas con necesidades educativas especiales, con el fin
de conseguir su integración en la vida comunitaria y su participación en
la sociedad. Se dirige a:

a)  Personas que tienen un tipo de discapacidad que dificulte un
aprendizaje regular.

b) Niños y adolescentes superdotados o con talentos específicos.
En ambos casos se imparte con miras a su inclusión en aulas regulares,
sin perjuicio de la atención complementaria y personalizada que requieran.
El tránsito de un grado a otro estará en función de las competencias que
hayan logrado y la edad cronológica, respetando el principio de integración
educativa y social.

PERÚ: Ley General de Educación N.º 28044, de 2003.
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Artículo 131.—Las instituciones de educación especial atenderán las
siguientes discapacidades: intelectuales; visuales; auditivas; motoras
(con daño cerebral y sin daño cerebral); múltiples.

Artículo 132.—Las instituciones de educación especial podrán atender
a una o más discapacidades, de acuerdo a los requerimientos y
necesidades de la población y a la capacidad institucional de ofrecer
una respuesta educativa.

ECUADOR: Reglamento de Educación Especial N.º 496, enero de 2002.

Dicho modelo integrador se plantea en el terreno de su implementación
real en los centros a través de una multiplicidad de respuestas que hacen
referencia a los tiempos (más o menos amplios) de permanencia en el aula
regular, así como en el espacio —especial u ordinario— donde recibe apo-
yos y/o atención educativa.

Artículo 12.—Los alumnos con necesidades educativas especiales
derivadas de una discapacidad podrán ser parte de un proyecto de
"integración escolar", entre otras, a través de algunas de las siguientes
opciones:

1.—El alumno asiste a todas las actividades del curso común y recibe
atención de profesionales especialistas docentes o no docentes en el
aula de recursos en forma complementaria.

2.—El alumno asiste a todas las actividades del curso común, excepto
a aquellas áreas o subsectores en que requiera de mayor apoyo las
que deberán ser realizadas, en el aula de recursos.

3.—Asiste en la misma proporción de tiempo al aula de recursos y al
aula común. Pueden existir objetivos educacionales comunes para
alumnos con o sin discapacidad.

4.—Asiste a todas las actividades en el aula de recursos y comparte con
los alumnos del establecimiento común, en recreos, actos o ceremonias
oficiales del establecimiento o de la localidad, y actividades extraescolares
en general. Esto representa una opción de integración física o funcional.

CHILE: Decreto N.º 1, 11 de febrero de 2000, Ministerio de Educación.
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Resulta de especial importancia señalar que cuando el análisis descien-
de al nivel “micro” —reglamentos, decretos y otras normas de rango infe-
rior— la atención educativa al alumnado con necesidades educativas espe-
ciales queda, a efectos prácticos, relegada a una propuesta de integración
educativa pobre y parcial, al articularse a través de un conjunto limitado de
centros regulares especializados para atender determinadas tipologías de
déficits, que se vinculan directamente y de forma automática a dificultades
de aprendizaje.

Artículo 8.º.—La Educación Básica Especial brinda servicios en:

a)  Instituciones educativas inclusivas.

Apoyo y asesoramiento a las instituciones educativas de otras
modalidades y formas educativas que incluyen a estudiantes con NEE
asociadas tanto a discapacidad como a talento y superdotación,
proporcionándoles servicios complementarios y/o personalizados.

b)  Centros de Educación Básica Especial - CEBE.

Atiende a los estudiantes con NEE asociadas a discapacidad severa y
multidiscapacidad y que por la naturaleza de las mismas, no pueden
ser atendidas en las instituciones educativas de otras modalidades y
formas de educación.

PERÚ: Reglamento de Educación Básica Especial, D.S. Nº 002-2005-ED.

En lo que respecta a la legislación específica sobre discapacidad cabe
destacar que estas normas suponen avances considerables en el reconoci-
miento de derechos y en la articulación de medidas y actuaciones para la
normalización e integración social de las personas con discapacidad en ge-
neral y en el terreno educativo en particular, especialmente si lo compara-
mos con lo legislado con anterioridad a las mismas. Estos avances se ha-
cen visibles en la regulación de medidas de accesibilidad, de compensación
y ayuda económica, reconocimiento de sistemas alternativos de comunica-
ción, protección frente a la discriminación por razones de género, igualdad
de oportunidades en el terreno laboral, entre otras.
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Artículo 14. Toda persona con discapacidad, por sí misma o a través de
quien legalmente tenga su guarda, custodia o probadamente le provea
atención y cuidado, tiene derecho a obtener para uso personal e
intransferible ayudas técnicas, definidas como dispositivos tecnológicos
y materiales que permiten habilitar, rehabilitar o compensar una o más
limitaciones funcionales, motrices, sensoriales o intelectuales, para su
mejor desenvolvimiento personal, familiar, educativo, laboral y social.
El Estado proveerá oportunamente los recursos necesarios para la dotación
de ayudas técnicas y material pedagógico, que sean requeridos para
completar los procesos de habilitación, rehabilitación, educación, capacitación
o los necesarios para la inclusión, integración social y desenvolvimiento
personal y familiar de las personas con discapacidad, así como para su
mantenimiento, conservación, adaptación, renovación y readquisición.
El Estado facilitará formas apropiadas de asistencia y apoyo, tales como:
guías, cuidadores, cuidadoras, traductores o traductoras, intérpretes de
lengua de señas como parte de la atención integral a las personas con
discapacidad.
Tales prestaciones se otorgarán a través del Consejo Nacional para las
Personas con Discapacidad, los estados, los municipios y demás
instituciones o fundaciones que se dediquen a tal fin, de acuerdo con
lo establecido en el Reglamento de esta Ley.
Artículo 35. Los órganos y entes de la Administración Pública y privada,
están obligados a garantizar el pleno acceso, brindar atención preferencial
y crear procedimientos adecuados y efectivos para facilitar información,
trámites y demás servicios que prestan a las personas con discapacidad.
Artículo 36. Las personas con discapacidad tienen derecho a una vivienda
adecuada. El Estado, a los efectos de la protección social, desarrollará
los proyectos arquitectónicos de vivienda que se fundamentarán en las
necesidades propias de las personas con discapacidad.
Los organismos públicos del Sistema Nacional de Vivienda y Hábitat
otorgarán facilidades a las personas con discapacidad para el acceso a
las políticas sociales y recibir créditos para la construcción, adquisición
o remodelación de la vivienda.

VENEZUELA. Ley para las personas con discapacidad.
Gaceta Oficial Número 38.598. Caracas, Viernes 5 de enero de 2007.
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Lo anterior no elude que gran parte de lo legislado en estas normas sigue
orientando las políticas educativas hacia aspectos asistenciales encaminados
a procurar la adaptación de la persona a su situación de discapacidad.

La persona con discapacidad se incluirá en el Sistema Educativo
Regular, el cual debe proveerle de los servicios de apoyo y las ayudas
técnicas, que le permitirán el acceso al currículo regular y la equiparación
de oportunidades. La educación especial será garantizada e impartida
a aquellas personas que, en razón de su discapacidad, lo requieran
dentro del sistema educativo regular.

PANAMÁ: Ley 42 de 27 de agosto de 1999
Por la cual se Establece la Equiparación de Oportunidad

para las Personas con Discapacidad, artículo 19.

Artículo 13, inciso "e": Las autoridades educativas, deberán seguir
criterios básicos en el establecimiento de servicios de educación para
niños con discapacidad con la participación activa de los padres. Tales
servicios deben ser: individualizados, localmente accesibles, universales
y ofrecer además una gama de opciones compatibles con la variedad
de necesidades especiales de este sector de la población.

NICARAGUA: Ley 202 de Prevención, Rehabilitación y Equiparación de
Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de agosto de 1997.

Un aspecto altamente positivo en relación con el avance hacia un modelo más
inclusivo en la atención educativa al alumnado con discapacidad se encuentra
en la evolución de los centros de educación especial. Lentamente éstos van de-
jando atrás su concepción de establecimientos en los que se implementa una
modalidad educativa diferencial y comienzan a avanzar hacia un nuevo modelo,
como recurso de apoyo a los programas de integración educativa, como centros
de recursos personales, técnicos o pedagógicos para la atención a las necesida-
des educativas de todo el alumnado, como entidad que materializa pruebas psi-
copedagógicas y diagnósticas de evaluación que informan la situación del alum-
nado con discapacidad y seguimiento que dan respaldo a su gestión.
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Artículo 28: Las instituciones de educación especial (…) se irán
transformando progresivamente en centros de recursos educativos
abiertos a los profesionales de los establecimientos educativos del
sector, a fin de promover experiencias de escolarización combinada en
escuelas regulares y escuelas de educación especial cuando las
mismas se consideren adecuadas para satisfacer las necesidades
educativas de los alumnos que participen en ellas.

ECUADOR. Reglamento de Educación Especial N.º 496, enero de 2002.

Para terminar, señalar que como puede seguirse a través de las citas pre-
sentadas, una constante en la normativa sobre la materia es la ambigüedad
con que se define los sujetos destinatarios de los sistemas o modalidades
educativos especiales: impedidos, minusválidos, deficientes, discapacitados,
excepcionales, sujeto con necesidades educativas especiales, etc. Otro as-
pecto que emerge del planteamiento recogido en la mayoría de la legisla-
ción sobre la materia es una visión de la discapacidad centrada sólo en sus
aspectos negativos, de limitación o de restricción, que insiste en una mira-
da sesgada y fragmentada de la realidad ya que, en el mejor de los casos,
tiene en cuenta a la persona con discapacidad pero no al entorno social y
familiar de la misma. Todo lo anterior viene a indicar que los distintos paí-
ses de la región aún no trasladan efectivamente a la normativa sobre la ma-
teria la Clasificación Internacional del Funcionamiento de la Discapacidad y
de la Salud (CIF) de mayo de 2001, debiendo —además— armonizar su le-
gislación de acuerdo con lo estipulado en la Convención sobre los derechos
de las personas con discapacidad (ONU, 2006).
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CAPÍTULO IV

HISTORIA Y PERSPECTIVAS DE LA EDUCACIÓN ESPECIAL
EN LATINOAMÉRICA

Cándido Gutiérrez Nieto
Guillermo Urgilés Campos

Según nuestro punto de vista, una aproximación al análisis de la historia
y perspectivas de la Educación Especial en Latinoamérica debe partir, en un
primer tratamiento, aunque somero, de la historia general de esta educación
mediante la cual sea posible reconocer aquellos rasgos y procesos emer-
gentes que la han conformado como disciplina educativa. Para, en un se-
gundo momento, puntualizar estos rasgos de definición temporal, creciente
y procesual, las variantes que el contexto latinoamericano ha generado y fi-
jar las singularidades históricas de la Región. Finalmente, en este devenir
se hace necesario (según las orientaciones deducidas) establecer un análi-
sis de aproximación a sus perspectivas y posibilidades futuras.

1. HISTORIA GENERAL DE LA EDUCACIÓN ESPECIAL. RASGOS 
Y PROCESOS EMERGENTES

En líneas generales, la Educación Especial, como disciplina, ha evolucio-
nado de forma significativa en el periodo actual de la historia contemporánea;
pudiéndose afirmar que las necesidades especiales desde la perspectiva psi-
copedagógica y social no han ocupado primer rango, ni en Latinoamérica ni
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en otras regiones, en otras palabras, no han concitado el interés general ni
han generado prácticas relevantes sino hasta momentos muy recientes.

A pesar de esta certeza, el proceso histórico ha impuesto una serie de
etapas de origen y crecimiento paralelo al devenir de la historia de la huma-
nidad, generando diferentes fases de ciertas formas evolutivas que han mar-
cado cada época. Por tanto, podemos decir como primera afirmación que
desde el punto de vista histórico, a pesar de hablar de un fenómeno recien-
te, se han producido diferentes formas de entender las discapacidades y que
sus oportunidades educativas se remontan al pasado lejano.

Por otra parte, desde el punto de vista cultural, no hay que obviar la ten-
dencia casi lógica que suele argumentarse en la evolución de este fenóme-
no tomando como referencia lo ocurrido en las sociedades desarrolladas oc-
cidentales desde las que se dibuja un proceso que tiende a generalizarse y
tomarlo como modelo; a pesar de los peligros que este enfoque encierra al
tratar el caso de las sociedades, como las latinoamericanas, que reúnen in-
numerables rasgos de identidad diferencial propios.

En definitiva, es un andar complejo que tendría que fijarse en una secuen-
cia que ofrezca unas formas características temporales y permita decir lo que
hoy definimos como el proceso histórico de la Educación Especial; siendo im-
portante señalar, como último rasgo de estas consideraciones, que la reali-
dad no es tan unitaria y simple, toda vez que en una misma sociedad o lu-
gar, una constante siempre está presente: existen formas diferentes e incluso
opuestas en una misma época; vale decir que, desde el punto de vista his-
tórico y cultural, se han producido variadas maneras de entender las disca-
pacidades y sus oportunidades educativas; y que muchas de estas visiones
y prácticas han convivido simultáneamente, a pesar de ser marcadamente
contradictorias, e incluso han tomado formas actualizadas con nuevas y más
sutiles connotaciones. Más aún, es un hecho palpable de superación com-
pleja el que se sigan superponiendo los principales modelos.

Como más adelante veremos, en el discurso de los derechos aunque se ha-
bla, como puede apreciarse en múltiples foros internacionales y académicos,
de inclusión, la realidad y la aplicación sigue siendo la rehabilitación, e incluso
en el imaginario colectivo se mantienen prejuicios de corte tradicional.
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1.1. El pasado remoto y sus rasgos precursores

Desde los orígenes mismos de la humanidad hay personas que han sido
diferentes sea por problemas físicos, intelectuales, emocionales…, la con-
cepción, relaciones y prácticas que la sociedad ha mantenido con ellas,
hasta la actualidad, han sido generalmente negativas, generando, por lo
mismo, una serie de mitos y literatura negra, en donde están a la orden
del día el exorcismo, el tabú, la brujería o el castigo divino, llegando a de-
finir unos modelos calificados como “demonológicos” (Mínguez, 2004) por
medio de los cuales se abordaba una realidad que no quería verse. La ig-
norancia y el desconocimiento de las realidades propias de las personas
afectadas se resolvían con la eliminación física, el ocultamiento de sus
miembros y el oscurantismo de tipo mítico y misterioso. Proceso selectivo
y discriminatorio porque apunta (Díaz Flores, 2000) a la “eliminación físi-
ca del diferente”, al abandono en la puerta de las iglesias o en institucio-
nes religiosas, al ocultamiento en internados o dentro de las mismas fa-
milias. En contraste también se presentan percepciones opuestas de estas
personas ya que ese “endiosamiento” (Díaz Flores, 2000) o atribución de
la diferencia a causas divinas fue considerado como un don o una gracia
divina como en las sociedades Mayas, pero esta concepción es la excep-
ción y no la regla. Se evoluciona luego hacia un asistencialismo social con
el establecimiento de centros de beneficencia o asilos que no eran otra
cosa que lugares de reclusión para apartarlos de los demás como es el
caso de mendigos, deficientes o mutilados de las calles. Esta orientación
se mantuvo hasta los siglos XVI y XVII en los que predominó la imposi-
ción de unas visiones características que no se desprenden de la motiva-
ción vergonzante.

Cabe recordar también que en el siglo XIX se gestan otras formas alter-
nativas que van más allá de la providencia o asistencialismo estatal, toda
vez que la industrialización provoca el desarrollo de las ciudades, el hacina-
miento de la población, la sobreexplotación de los obreros, la migración, etc.
Las grandes ciudades comparten los espacios llamados “cinturones indus-
triales” con población inmigrante, en los que se acumulan los problemas de
pobreza, marginación y explotación.
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1.2. La etapa tradicional

En la época contemporánea, con la Revolución Francesa y sus desenca-
denantes históricos se instaura progresivamente la figura del ciudadano cuya
principal característica es la reclamación de una presencia plena en la vida
pública como protagonista con derechos y deberes cívicos, aunque de ma-
nera formal pero no efectiva, toda vez que durante el siglo XIX y la prime-
ra mitad del XX, según qué países y contextos, esta figura y aspiración es-
taba reservada exclusivamente a un cierto grupo de la población, no a todos,
menos aún a la necesitada de educación especial.

Con el nacimiento de los estados nacionales que se ocupan de los ciuda-
danos/as, aparecen: la educación, la construcción de los sistemas educativos
y la protección social que obliga a atender algunos problemas vinculados con
la pobreza y marginación. Así se desarrolla el concepto de asistencia social
que se plantea como obligación inherente a la administración de lo público.
En este ambiente emergente se dan las primeras experiencias educativas con
personas con discapacidad; sin olvidar que el centro de atención es la pobla-
ción mayoritaria o regular. Hay ejemplos significativos y decidores 6, de países
sobre todo europeos que instauran una política constante en favor de las per-
sonas con discapacidad que se mantiene hasta finales del siglo XX. Se trata
del predominio de claras diferencias entre los disminuidos sensoriales y los
deficientes psíquicos o intelectuales; siendo este último grupo tomado en cuen-
ta en periodos más tardíos. Cabe anotar que incluso el mismo concepto de
persona con discapacidad es relativamente reciente, toda vez que este grupo
era categorizado como “sub-normal”, “minusválido”, “incapaz” y “deficiente”.

Cabe recordar también que en el siglo XIX se gestan otras formas alter-
nativas que van más allá de la providencia o asistencialismo estatal. Sobre
todo son las instituciones de carácter religioso que tratan de asistir a esta
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población creando hospitales, internados, orfelinatos, en concordancia con
su carisma y vocación pero siguiendo la misma orientación asistencialista
del Estado.

Desde la posición estrictamente ciudadana reconocemos dos posturas
muy generales. Por una parte se desarrollan iniciativas individuales o de pe-
queños grupos que podríamos denominar filantrópicas promovidas por
miembros de las clases sociales acomodadas como burgueses -industriales,
comerciantes y profesionales liberales socialmente significativos como algu-
nos médicos— y aristócratas que, “conmovidos” por situaciones próximas,
pretenden humanizarlas convirtiéndose en benefactores y donantes de bie-
nes, medios y, según los casos, prestadores de servicios. Por otro lado, las
acciones generadas por los propios actores y sus familias propician accio-
nes con perspectivas personalistas y menos asistencialistas. Se genera una
actitud de búsqueda, reflexión cognoscitiva e indagación de explicaciones
profesionales y científicas de las causas de la discapacidad. Cuestionan pro-
fundamente la concepción de “anormalidad”, “sub-normalidad” o “minusva-
lía” como estado diferente, desembocando en el deseo de obviar la diferen-
cia. A pesar de ello, es indiscutible, en esta primera mitad del siglo XX, que
el progreso es aún escaso y los avances se centran en adornar los discur-
sos educativos y la puesta en práctica de algunas experiencias que surgen
con la apertura de las primeras escuelas para niños “sordomudos”.

Es interesante la diferenciación que al respecto hace el mexicano Eliseo
Guajardo, entre escuela especial y sistema de educación especial. El primer
concepto hace referencia a una iniciativa aislada o esporádica sea privada o
pública; en tanto que el sistema es considerado como un organismo rector u
orientador capaz de aglutinar e implementar políticas generales que ampara
a todas las escuelas e iniciativas particulares. No es sino hasta mediados del
siglo XX que se puede hablar de un sistema de educación especial.

Cabe recordar que la segregación no afecta solo a los niños/as con ne-
cesidades educativas especiales sino también a la educación en general,
son muy recientes los aportes que hacen a la educación las diversas cien-
cias, tales como: la psicología, la psicología cognitiva, la psicología evoluti-
va, la misma pedagogía considerada como ciencia, la didáctica… Estamos,
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pues, en los prolegómenos de la Educación Especial al hacer una extensión
o tipología de la consideración de la infancia como categoría y del niño como
sujeto en los que juegan un destacado papel las aportaciones de la medici-
na y la psiquiatría 7.

En conjunto, asistimos a una extensión del tratamiento de las necesida-
des educativas especiales calificada de corte tradicional donde prevalece un
enfoque médico terapéutico que es superado por la importancia progresiva
de la psicología y su aplicación a los enfoques pedagógicos, tendencia que
se mantiene vigente hasta comienzos de los años 60 del siglo XX 8.

1.3. La etapa de la integración

Luego de la Segunda Guerra Mundial hay dos hechos que tendrán inci-
dencia vital en el desarrollo de la inclusión escolar: el auge de la Escuela
Comprensiva y la Declaración de los Derechos Humanos en 1948. Hay un
telón de fondo que está detrás de todas las iniciativas económicas, políti-
cas, educativas… el asociacionismo y la ayuda mutua.

Esta aparente solidaridad a nivel social trae consecuencias muy impor-
tantes en lo que a educación especial se refiere, toda vez que se empieza
a hablar del concepto de “normalización” en la sociedad, uno de ellos es
precisamente Bank Mikkelsen. En un inicio el concepto se presenta ambi-
guo porque no define claramente si la normalización hace referencia al con-
texto o medio social o si se refiere al sujeto, circunstancia que aprovecha
Wolfensberger para aclararlo y definirlo como el ambiente y las condiciones
favorables y suficientemente buenas para que una persona con discapaci-
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dad, pueda desarrollarse sin dificultad, como lo hace cualquier ciudadano
medio. La normalización apunta a que toda persona con dificultad tenga en
todos los ámbitos los mismos derechos y posibilidades que los demás; la in-
fluencia que tuvo este concepto en el informe Warnock (1978) es decidora,
toda vez que plantea la integración de las personas con discapacidad en los
sistemas educativos ordinarios.

La normalización se refiere a los niveles laboral, social y educativo. Po-
sibilita una mejor percepción de la población sobre la problemática y nece-
sidades de las personas con discapacidad. Se habla, a partir de entonces,
de una igualdad de oportunidades y consideraciones tanto en lo educativo
como en lo laboral, constituyéndose en una vía de comprensión y esperan-
za para sí mismos y sus familias.

Por su parte, las diversas ciencias que tienen que ver con la educación
hacen también su tarea, presentan un claro posicionamiento científico sobre
la integración: las personas que tienen discapacidad no son anormales. La
normalización9 a partir de entonces tiene un nombre y es una realidad. Des-
de el campo científico se empieza a hablar de los efectos nocivos de la se-
gregación y, por lo mismo, de la necesidad irrecusable de integración.

El objetivo del informe de la UNESCO de 1968 fue “definir y delimitar” tan-
to el concepto como el contexto de la Educación Especial para no entender-
lo como déficit o deficiencia, sino orientarlo hacia un desarrollo igualitario en
cuanto el ambiente les ofrezca las condiciones y posibilidad para hacerlo.

Söder enfatiza en que no son las personas con discapacidad quienes tie-
nen que adaptarse al entorno, al contrario, es el entorno el que tiene que
adecuarse a sus necesidades para integrarlos, pero esto solo es posible con
un cambio tanto de mentalidad como de actitud. Este autor afirma: “no se
trata de normalizar a las personas sino de normalizar el entorno”, no es un
asunto de mimetizarse con el entorno ni tampoco de ocupar un espacio jun-
to a los otros, implica ser un elemento activo en el medio y cumplir una fun-
ción específica dentro del organismo social.
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En el ámbito escolar esto se resuelve propiciando la integración de las
personas con discapacidad a los grupos regulares, con la asistencia ne-
cesaria y posibilitando un ambiente donde puedan integrarse sin dificul-
tad, en esto consiste la aplicación del principio de normalización: brindar
el ambiente y las condiciones que hagan posible la integración sin difi-
cultad. Al decir de Bank-Mikkelsen, el objetivo último es la normalización
y el medio o camino para lograrla es la integración, idea que comparte
Wolsfensberger, para quien la consecuencia de la integración es la nor-
malización.

En España, la teoría sobre la integración y su aplicación en el aula se in-
corpora a partir de 1985 mediante la publicación de un Real Decreto, es de-
cir, se constituye en un texto y obligación legal para el sistema educativo.
Al año siguiente se crea el Centro Nacional de Recursos para la Educación
Especial con la finalidad de tener una Institución que garantice la integra-
ción escolar. Y en 1990 con la aprobación de la Ley de Ordenación Gene-
ral del Sistema Educativo LOGSE, aparece el concepto de “Necesidades
Educativas Especiales”.

1.4. La etapa de inclusión

La inclusión es un espacio de convergencia o articulación de múltiples ini-
ciativas y disciplinas, no necesariamente se reduce al ámbito de Educación
Especial, sino que abarca a todo el sistema educativo y, por lo mismo, re-
clama el compromiso y la participación de la totalidad de los miembros que
integran la comunidad.

Se origina a partir de la Conferencia Mundial de “Educación para Todos”
propiciada por la UNESCO en 1990, entre los precursores cabe mencionar
a EE.UU. y Australia.

En la Conferencia de Salamanca, 1994, igualmente auspiciada por la
UNESCO, a la inclusión se la declara principio de política educativa a nivel
internacional, y en el año 1996 se la promovió declarando a dicho año como
“Año internacional contra la Exclusión”. Al año siguiente se publica por pri-
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mera vez la Revista International Journal of Inclusive Education, orientada
a profundizar la educación inclusiva para salvaguardar a quienes pueden es-
tar en situación de riesgo.

Ante el desafío de mejorar la enseñanza bajo condiciones de igualdad y
equidad, con prácticas inclusivas efectivas que reduzcan las barreras al
aprendizaje y la participación, optimizando acciones y recursos, Tony Booth
y Mel Ainscow diseñan en el año 2000, en Gran Bretaña, el “Índice de In-
clusión”. Es una herramienta concreta que ayuda a la escuela a generar una
comunidad institucional centrada en la participación y la colaboración para
el mejoramiento de la calidad del aprendizaje de cada estudiante sin distin-
ción alguna. Se centra en tres dimensiones: Cultura, Políticas y Prácticas
Educativas, a partir de las cuales se establecen indicadores asociados e in-
terrogantes cuyas respuestas permiten a la escuela re-pensarse a sí misma
para organizar tareas, formular acciones, aplicar sus propuestas y evaluar
su proceso de transformación.

La traducción al castellano fue realizada por la Oficina Regional de Edu-
cación de la UNESCO para América Latina y el Caribe (OREALC/UNESCO
Santiago) que ha promovido en la región su adopción con las adaptacio-
nes y cambios de acuerdo con las circunstancias locales, con la recomen-
dación de conservar el espíritu central del proceso del Índice: revisión, con-
sulta, recopilación de información y plan de desarrollo de una escuela
inclusiva.

La experiencia de aplicación en instituciones del Reino Unido es altamen-
te positiva, las instituciones que han trabajado en su implementación lo ca-
lifican como un proceso de investigación y de desarrollo extremadamente
poderoso, que revela generalmente más ideas de cambio y de mejora de
las que son capaces de abordar durante el primer año de utilización; esto
ha conducido a la creación de nuevos programas en las escuelas con én-
fasis en la redefinición de sus funciones para velar por los principios de la
calidad, equidad, eficiencia y eficacia.
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2. EL CONTEXTO LATINOAMERICANO Y LA VISIÓN CRUZADA CON LA
REALIDAD GENERAL. LA CONSTRUCCIÓN DE LAS ESTRUCTURAS
SOCIO-EDUCATIVAS EN LA ÉPOCA CONTEMPORÁNEA

En el contexto regional latinoamericano que incluye a 19 naciones sobe-
ranas: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecua-
dor, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, México, Panamá, Para-
guay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela (a las que le
añadimos, por razones analíticas, España desde la perspectiva de su vin-
culación a las políticas y estímulos de su proceso de desarrollo) confluyen
a la vez unos hechos tan semejantes entre los diferentes países como ras-
gos diferenciales en el proceso de cada país.

En líneas generales, se puede decir que la Región, durante el siglo XIX
se caracteriza por la construcción de los Estados latinoamericanos después
de su independencia, que se extiende hasta la segunda mitad del siglo, en
el periodo comprendido desde 1822 (Brasil) y 1836 (México) hasta 1898
(Cuba), con la excepción de Panamá (1953), movimiento que va empareja-
do con la institucionalización del sistema educativo10. En este proceso de
construcción se distinguen dos grandes épocas, la primera que llega hasta
1950 y la segunda hasta nuestros días.

Antes de la llegada de los españoles a lo que hoy se conoce como Amé-
rica, ya habitaban diversidad de pueblos prehispánicos o precolombinos11,
en los cuales se encuentran tradiciones y costumbres diversas. Un ejemplo
significativo puede ilustrarnos una realidad encontrada por los colonizado-
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10 Brasil, 1822; México, 1836; Ecuador, 1840; Chile, 1844; Venezuela, 1845; Bolivia, 1847;
Costa Rica y Nicaragua, 1850; Argentina y Guatemala, 1863; El Salvador, 1865; Uruguay, 1870;
Perú, 1879; Paraguay, 1880; Colombia, 1881; Honduras, 1894; Cuba, 1898 y Panamá, 1853.

11 En Centroamérica: Aztecas, Mayas, Olmecas, Zapotecas, Cuicuilcos, Pilpiles, Tlatilcos,
Mixtecas, Tarascos, Toltecas, Tlapexcanetecas, Teotihuacanes, Totonacas, Chupicuaros, Chi-
chimecas, Tlaxcaltecas, Acolhuas, Cholulas, Otomíes, Yaquis, Seríes y Raramuris. Y, en Amé-
rica del Sur: Arachanes, Aymaras, Caras, Cañaris, Carales, Chavínes, Charruas, Chinchas, Chi-
múes, Diaguitas, Guaraníes, Incas, Mapuches, Moches, Muiscas, Nazcas, Quitues, Quimbayas,
Shuares, Tiwanakus, Valvidias y Waris, entre otros.



res. En la cultura Tiwanaku12 hablantes del Aymara y Quechua (lenguas de
los bolivianos actuales; además del castellano), y antecesores de los Colla-
Aymara, como en la mayoría de las otras culturas, existían prácticas educa-
tivas ancestrales de tipo familiar y comunitario, basadas en la solidaridad y
la cooperación mutua y la enseñanza tenía como base la experiencia coti-
diana. Los lazos entre sus miembros se sustentaban en el trabajo de la tie-
rra y, por tanto, en la colectividad (a pesar de que existían linajes).

Posteriormente el pueblo Incaico, dominador, más evolucionado en sus
formas organizativas, siguió practicando el ascendente colectivo en la orga-
nización social. Y la educación continuó con los cánones de transmisión oral
y práctica, basada en la experiencia y los ejemplos de los mayores. Los mo-
delos de conducta: ama shua (no seas ladrón), ama llulla (no seas mentiro-
so) y ama quilla (no seas flojo o vago) prevalecieron hasta la irrupción do-
minadora de los españoles, y aún se mantienen como principios reguladores
de la conducta de muchos pueblos indígenas.

En el incario hubo una marcada división de clases sociales, y la educa-
ción estaba reservada a las clases dominantes o altas, a quienes iban a ser
gobernantes o iban a desempañar una función en la vida pública; lo hacían
de manera sistemática, con personas que estaban preparadas para ello y
en espacios apropiados llamados “casas del saber”. En tanto que los esta-
mentos bajos tenían que realizar el trabajo práctico y manual; se les ense-
ñaba técnicas para desempeñarse con solvencia en oficios de: constructo-
res, alfareros, orfebres, etc., a más de aprender a sembrar y cazar, es decir,
las labores cotidianas que les serían útiles para conducirse exitosamente por
la vida.

Incluso se educaba a ciertas mujeres escogidas que luego estarían al ser-
vicio del Inca, o estaban destinadas a desposarse con los nobles, o a ser-
vir en los santuarios como vírgenes del sol. Su formación se orientaba al
aprendizaje de tareas propias de su estado, como: hilar, tejer, coser, labo-
res domésticas, etc.
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13 Diferencias entre: medio urbano y rural, colonizadores y colonizados.



Con la llegada de los españoles, comienza un proceso doloroso de in-
comprensión y castigo que, especialmente acentuado en los primeros tiem-
pos, marca el destino de unos pueblos considerados inferiores. Esta reali-
dad, que recibiría muchas interpretaciones según lugar y etnia13, políticas
locales14, presencias religiosas destacadas15 y sobre todo los dictados del
Emperador que desde ultramar daba consignas que tenían como objetivo
reafirmar el poder dominador de la cultura y educación de los colonizado-
res16 y, por ende, el desprecio y aniquilación de la cultura de los dominados.
Sin embargo, cabe aclarar que la lengua oficial de la posterior evangeliza-
ción fue quechua, lo que sirvió tanto para mantener la lengua dominante,
como para estructurar o consolidar la dominación. El castellano estuvo re-
servado para los españoles, criollos y mestizos.

Con respecto a la educación de este importantísimo sector de población
latinoamericana, “la violencia fue la forma social por excelencia de la domi-
nación; la discriminación cultural resultó el mecanismo marginador de los
sectores indígenas. A más de cuatro siglos de la conquista, vastas comuni-
dades permanecen aún con su cultura cortada entre un "tiempo de los an-
tepasados [que] representaba el orden y la medida" y un "presente [que]
sólo puede ser tiempo loco. Los ibéricos y sus descendientes, al monopoli-
zar el lenguaje dominante y negar valor social al lenguaje dominado, hicie-
ron efectivo un importante mecanismo de control de la mediación” (Rama,
110). En consecuencia, “América Latina registra la curiosa experiencia de
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14 Hubo virreyes, como fue el caso de Francisco Borja conocido como el Príncipe de Esqui-
lache, que iniciaron la creación de centros de estudio y colegios, aunque sus objetivos fueron
clasistas a favor de los blancos y criollos, frente a otros que negaron cualquier oportunidad.

15 Como el padre Alfonso Bárgano, fundador del primer colegio de La Paz, el obispo Alon-
so Ramírez, fundador del Colegio Seminario, o el Arzobispo de la Plata Fray José de San Al-
berto, fundador en Chuquisaca de la primera escuela para niñas pobres o las misiones Jesui-
tas en Moxos y Chiquitos donde se dio casi excepcionalmente una educación dirigida a los
indígenas.

16 Como puede ser el ejemplo de la misiva enviada por Carlos IV, en la Real Cédula de
1785, que estableció que “no conviene ilustrar a los americanos. Su majestad no necesita filó-
sofos, sino buenos y obedientes súbditos”; si bien autorizó a los conventos y parroquias esta-
blecer escuelas para los hijos de los españoles y criollos.



150 años de intentos democráticos en sociedades analfabetas. La contra-
dicción fue destacada hace más de 100 años por los grandes reformadores
escolares. José Pedro Varela17 señaló: “... el desacuerdo que existe entre la
ignorancia de la masa popular y las instituciones políticas que aparentemen-
te nos rigen es la causa eficiente de la constante crisis política en que vivi-
mos. Con ello explicaba la permanencia del ‘espíritu de gobierno autocráti-
co’ de cuño colonial” (Rama, 112).

Después de la independencia colonial, por complejas razones de índole
económica, territorial, político-caudillista, etc.; la sociedad latinoamericana vi-
vió el siglo de la Revolución Industrial inmersa en dificultades que aún hoy
lastra el desarrollo y expansión de sus enormes potencialidades tanto hu-
manas como naturales. Al mismo tiempo, cuando nos referimos a dos siglos
de historia republicana, hay que reconocer diferentes periodos; alguno de
los cuales ha estado también marcado por épocas de estabilidad y bonan-
za que han permitido ciertos avances en las preocupaciones educativas de
la región. En todo caso, entre una de las razones que merece destacarse,
desde el punto de vista sociocultural, ha sido cierta constante derivada de
“la conformación, que en la mayoría de las sociedades latinoamericanas, se
asienta de unos modos de explotación-discriminación de la población indí-
gena o de la afroamericana, introducida en condiciones de esclavitud en paí-
ses que, como Brasil, mantuvieron ese régimen hasta casi las postrimerías
del siglo XIX” (Rama, 110).

En el siglo XX, “los países que iniciaron tempranamente una política de
educación popular (predominando en el campo educativo los llamados “Có-
digos de Menores”) respondían a un proyecto de integración nacional que
se proponía dar bases a un sistema político de participación18. Pero mien-
tras en Europa la alfabetización es previa a la acción educativa estatal y
ésta corona el proceso, en Latinoamérica se inicia; mientras en Europa el
avance educativo es paralelo al proceso de urbanización, a la economía mer-
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17 Sociólogo, periodista y político uruguayo (Montevideo, 1845-1879).
18 Ecuador (1938), junto a Brasil (1927) y Uruguay (1934), fue uno de sus pioneros con la

promulgación de las primeras leyes de protección a la infancia, y posteriormente los primeros
“Códigos de Menores”.



cantil, al cambio de la condición rural a la industrialización y al ciclo de las
revoluciones burguesa y proletaria, en los países de América Latina que lo
iniciaron fue un proyecto intencional de cambio; además, como en Europa,
las masas ya sabían leer y podían acceder a los diversos mensajes ideoló-
gicos, la acción institucional era indispensable para controlar la socialización
en los valores de la clase dominante. En Latinoamérica, en cambio, la op-
ción para controlar la ideologización y la movilización social fue el analfabe-
tismo. Finalmente, al ser tan limitado el universo educado, las tímidas inicia-
tivas estatales fueron acaparadas de inmediato por los grupos sociales
superiores y medios, robusteciendo los vínculos entre educación y posición
de privilegio.

En realidad, “el comienzo de la masificación de la educación primaria se
produce luego de la crisis de los regímenes oligárquicos, y específicamen-
te con los regímenes populistas, surgidos en la etapa de la expansión in-
dustrial sustitutiva de importaciones y del impacto de la primera urbaniza-
ción. Pero mientras el populismo organiza una mejor distribución de los
bienes y procura disminuir la escisión cultural existente, establece simultá-
neamente una participación política mediatizada; que vuelve, de nuevo, a
marginar a los grupos sociales de procedencia indígena, rurales, etc.” (Díaz
Couder, 1998:2).

Y aquí es necesaria una aclaración: “Si bien es cierto que los pueblos ame-
rindios, en términos generales, ocupan los estratos más bajos de la escala so-
cioeconómica, no es menos cierto que esa posición no es exclusiva de ellos,
sino que la comparten con un amplio sector de la población latinoamericana,
alrededor de la mitad de la población de la región. Los indígenas no sólo son
pobres, son diferentes. De hecho se les discrimina por ser pobres y por ser
indígenas; se les estigmatiza por no hablar el idioma oficial19; por no tener las
mismas creencias y valores de la sociedad nacional; por no compartir las mis-
mas instituciones sociales; se les discrimina por ser diferentes y no tanto por
sus escasas pertenencias materiales” (Díaz Couder, 1998:2).
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19 De las cinco o seis mil lenguas que se hablan en el mundo, en el continente americano
se hablan aproximadamente mil lenguas distintas.



A esta problemática hay que añadirle otra de especial incidencia en la po-
blación infantil de la región. Nos referimos a la vinculación inevitable, e in-
cluso previa, a todo proyecto educativo, de atención a las necesidades de
salud y pobreza. En esta realidad regional hablar de educación comporta re-
tos de calado más amplio que los que han enfrentado los países europeos;
hasta el punto de que hablar de educación es hacerlo de un concepto ma-
yor denominado “educación integral”, que incluye aspectos de carácter ali-
menticio y sanitario que trascienden la esfera del menor para abarcar a la
comunidad en su conjunto.

Resumiendo las ideas expresadas por Ossenbach (1993) y Puiggrós
(1999) así como por los datos aparecidos en la Red Quipu de la Organiza-
ción de Estados Americanos (OEI), la educación desde los primeros com-
pases de la independencia adquiere un protagonismo especial ya que se le
asignó un papel integrador (de los distintos grupos sociales, culturales y ét-
nicos) en la búsqueda de la identidad nacional y la legitimación del poder
del Estado. Aunque también, desde estos comienzos, se debió encarar en
la totalidad de los nuevos países (aunque con procesos y realidades sensi-
blemente diferentes) la coexistencia de varias sociedades al interior de los
mismos, en los que se presentan serias contradicciones que se desplazan
por los siglos XIX y XX para llegar hasta nuestros días.

Desde aquellos orígenes, en la mayoría de estos países, el poder políti-
co nació casi exclusivamente acunado del poder militar20 y económico, ante
una orientación basada en la exportación de productos agro-mineros y la
dependencia importadora de productos manufacturados de Europa y los
EE.UU., principalmente.

De esta situación surge un problema enquistado que ha hecho evolucio-
nar y consolidar sociedades muy polarizadas. De una parte, las élites nacio-
nales21 se instalan en las formas de vida urbana y adoptan estilos de vida
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20 Afianzado con fortaleza ante los problemas territoriales y la necesidad de tener autoridad
fronteriza y en la tarea de desvinculación orgánica de las antiguas metrópolis.

21 Vinculadas con la oligarquía, pero también con la burocracia del Estado que se posicio-
na casi como exclusivo generador e inspirador de las clases medias.



según el modelo europeo. De otra, el campesinado y trabajador rural, per-
teneciente a los grupos étnicos primitivos, quedan en la exclusión como ma-
sas populares y fuera de las decisiones políticas más determinantes. De tal
suerte que los nacientes Estados, por lo común, se organizan como “Esta-
dos oligárquicos” y el elemento social campesino, indígena y rural se man-
tiene al margen de la idea nacional; siendo la ciudad la que se erige en cen-
tro y base del Estado nacional.

Esta herencia, que transita por los siglos contemporáneos, provoca tam-
bién la instauración de unos regímenes presidencialistas que han tenido, se-
gún qué país y época, diferentes extracciones. Sin embargo, estos hechos
no impidieron que los grupos oligárquicos emprendieran medidas moderni-
zadoras. En Argentina, Uruguay, Venezuela y Costa Rica, por ejemplo se al-
canza una mayor integración sociocultural22 mientras que en otros países de
las regiones centroamericana y andina apenas se alcanza una débil estruc-
tura democrática-burguesa quedando el medio rural y periférico sometido a
formas de relación de carácter colonial.

En este contexto, se desarrolla la construcción de los sistemas educa-
tivos. Desde los comienzos de la independencia el modelo de Estado que
surge asume pronto las competencias educativas, en detrimento de la Igle-
sia, generándose un pulso institucional que se observa muy desigual en
los diferentes procesos nacionales. Y desde el principio se iniciaron pro-
cesos que privilegian la educación e importan esquemas de los países más
desarrollados de Europa23.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

130

22 Uniendo su mayor capacidad a la mejor integración de los inmigrantes europeos, frente
a los grupos étnicos autóctonos.

23 En Argentina, acompañando las medidas centradas en su economía agroexportadora y
su actividad portuaria, se emprende la misión especial de integración social de toda la pobla-
ción, incluyendo a los inmigrantes, y se acogió la cultura escolar anglosajona como preferente
(con textos traducidos del inglés y el francés). En México, ante los conflictos entre liberales y
conservadores por sus diferencias en el papel de la educación para el nuevo Estado, en 1842,
ante la ausencia de instituciones diferentes a las religiosas que pudieran organizar la enseñan-
za, se encarga a la Compañía Lancasteriana el manejo de la Dirección de Instrucción Pública.
En Chile, la ley de instrucción primaria de 1860, acoge plenamente la influencia cultural y edu-
cativa francesa, organizándose de forma centralizada y creando los liceos como centros de en-



En países como México, Guatemala, Colombia o Ecuador, por ejemplo,
al darse unas condiciones de estructuración social más favorables, la igle-
sia y la oligarquía mantuvieron su dominio y su poder, tan importante como
evidente en las instituciones de élite de las grandes urbes. De su evolución
se observan diferentes consecuencias. Primero, el crecimiento de los nú-
cleos urbanos y de las capas medias vinculadas a la burocracia estatal que
produce que estos sectores sociales se identifiquen con el modelo cultural
nacional, subrayado además por las etnias blancas y criollas. De otra par-
te, la población campesina quedaría en un segundo plano, olvidada, vincu-
lada a las etnias indígenas amerindias y negras, generalmente abocadas al
abandono y al olvido; generándose con el tiempo cierto sentimiento nacio-
nal contracultural.

Desde finales del siglo XIX se pueden distinguir entre países como Ar-
gentina y Uruguay que habían logrado la alfabetización casi completa y unos
sistemas educativos inscritos profundamente en su trama cultural; países
como México y Venezuela que combinan el sistema escolar moderno con
formaciones pedagógicas populares y otros, como Guatemala y Haití, don-
de la escolarización estaba anquilosada y reflejaba la pobreza de sus orga-
nismos estatales.

El siglo XX comienza lleno de esperanzas confirmando a la cultura
europea como modelo pedagógico y a sus instituciones educativas y métodos
de enseñanza como el molde en el cual debían educarse los ciudadanos/as.
Sin embargo, este modelo impregnó sólo la construcción pedagógica urbana
ya que no podía arraigarse donde persistía el mundo rural precapitalista. Aún
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señanzas medias. En Uruguay, en 1847 comienza a funcionar el Gimnasio Nacional (siguien-
do el modelo alemán) y una vez oficializado en 1849 se instituye, junto a la Universidad de la
República, como la principal institución del país. En 1866 la Junta Económica Administrativa de
Montevideo crea la Escuela Normal y en 1868 se crea la Sociedad de Amigos de la Educación
Popular. En Colombia se crea en 1867 la Universidad Nacional de los Estados Unidos de Co-
lombia y se recibe la Misión Pedagógica Alemana para asesorar la Dirección Nacional de Ins-
trucción Pública. La Constitución de 1886 habla de educación pública y gratuita. La naciente
Bolivia, de manos del Libertador Simón Bolívar, ya en 1825, establece que la educación es el
primer deber y, a partir de 1832, se impone el método de enseñanza lancasteriano.



así se produjeron experiencias educativas interesantes promovidas por
educadores socialistas, anarquistas y liberales antipositivistas alentando el
latinoamericanismo frente al modelo enciclopédico de corte europeo;
tendencia que se mezcló con las luchas gremiales docentes presentes a lo
largo de todo el siglo XX. (Puiggrós, 1999).

Las crisis económicas, derivadas de una estructura productiva dependien-
te de los países europeos y del norte de América, iniciadas en la Primera
Guerra Mundial, pero miméticas a los procesos y conflictos internacionales
de estos países a lo largo del siglo XX, derivan en la llegada al poder de
gobiernos populistas y de las dictaduras militares; ante la desmoralización
e inseguridad de una población afectada incluso más que los mismos paí-
ses directamente vinculados en las Guerras Mundiales.

En consecuencia estas crisis afectaron de manera extraordinaria a los
países latinoamericanos y a sus políticas educativas. El consiguiente défi-
cit público y aumento de la deuda externa, provocaron que se redujera el
gasto público en los capítulos educativos, sufriendo un retroceso la calidad
de la oferta educativa pública, beneficiando —por el contrario— a la oferta
privada; ahora mayormente acusada al conformarse como un sector aún
más elitista.

En las décadas de los años 50 y 70 incluso se utiliza la Región como
banco de pruebas para el desarrollo de políticas multinacionales que se
empezaban a formular en los organismos nacientes (ONU, UNESCO,
Banco Mundial, etc). La CEPAL (Comisión Económica para América La-
tina de las Naciones Unidas) propone e impone un modelo desarrollista,
de planificación homogénea, basado en el intervencionismo estatal que
tenía como objetivo erradicar el analfabetismo. El aumento de las ayu-
das al desarrollo, provoca un impacto social sin precedentes, ya que apa-
rece en la conciencia pública ciudadana y profesional la mentalidad de
que las soluciones vendrían de fuera; aumentando —si cabe— la depen-
dencia cultural como una forma de colonialismo de nuevo cuño, que vino
a reproducir formas no superadas desde los primeros años de la inde-
pendencia.
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A comienzos de la década de los 70, después de quince años de hege-
monía de la Teoría del Desarrollo, en algunos lugares concretos, pero con
gran impacto general, volvieron a generarse programas educativos de cor-
te socialista y populares inspirados en la revolución cubana, en el movimien-
to de la Teología de la Liberación y las ideas del pedagogo brasileño Pau-
lo Freire. Esta vez serían efímeras apariciones de la democracia porque la
llegada en tropel de los regímenes militares haría de la naciente educación
popular el blanco de sus persecuciones.

El posterior derrocamiento de estos gobiernos con el ascenso de gobier-
nos neoconservadores, acrecentó y primó la tendencia a invertir menos so-
bre la necesidad de enseñar más. En los últimos quince años, de final del
siglo XX, la educación pública que con dificultad había logrado avanzar en
el capítulo de la escolarización quedó relegada a un segundo plano ante el
aumento de la desocupación y la pobreza.

En nuestros días, la ausencia de diversificación productiva obliga, de
alguna manera, a que sea el Estado (los Estados) quien asuma un des-
tacado protagonismo en la organización de la vida nacional, como ocurre
directamente con el sistema educativo y de nuevo, como una espiral de
retorno sin fin, los problemas enunciados vuelven, una y otra vez, a re-
producirse. En consecuencia, en el momento presente la educación pú-
blica sufre un progresivo deterioro como consecuencia de la crisis eco-
nómica. Esta circunstancia generó a finales del siglo XX problemas de
integración política y social, retroceso de las clases medias y falta de cua-
lificación de la fuerza de trabajo, que lastra las posibilidades de desarro-
llo económico. Y el balance es que la realidad educativa de la población
de la mayoría de los países de la Región aún presenta rasgos endémi-
cos: baja capacitación frente a la escasa oferta laboral, acceso a las nue-
vas tecnologías por la puerta del consumo y no de la producción, buro-
cratización excesiva salpicada de corrupción y desmotivación, actividad
sindical corporativista alejada de las necesidades y vinculadas al poder y
sus vicios, etc.

En resumen, un proceso de construcción de los sistemas políticos nacio-
nales que orienta en exceso los acontecimientos educacionales en los paí-
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ses latinoamericanos en el siglo XX, y se ha fraguado por “un comienzo de
siglo iluminado por la idea de progreso (por evolución o revolución); déca-
das que cruzan la Segunda Guerra Mundial signadas por Estados naciona-
listas populares; años posteriores organizados por el desarrollismo; décadas
finales azotadas por el neoliberalismo”. (Puiggrós, 1999).

Aún así, en el comienzo del siglo XXI, se observa un nuevo impulso de-
mocratizador que toma formas características de la Región y que ha lleva-
do en la actualidad a mostrar un espectro sociopolítico diverso donde se
vuelven a instaurar ciertos signos de esperanza mezclados con temores y
riesgos de reproducción neopopulista. En esta imagen destaca Venezuela y
con alguna menos fuerza Argentina, Ecuador y Bolivia, además de Cuba,
que aparecen hoy ubicados a la izquierda del espectro, con gobiernos que
muestran en nuestros días ciertos tics de tendencias totalitarias. En otra po-
sición se encuentran México, Costa Rica o Perú situadas en la derecha mo-
derada y Colombia o El Salvador que aparecen orientadas aún más hacia
la derecha tradicional. Finalmente, al día de hoy, encontramos a otros paí-
ses como Chile y Brasil cuyos gobiernos tienen características de corte más
socialdemócrata al estilo de los conocidos en Europa. No obstante, estas
posiciones no son en nada definitivas ya que en todos ellos (salvo en los
casos cubano y venezolano e incluso inicialmente en algunos del primer gru-
po, que tienden a buscar mecanismos de consolidación política a más lar-
go plazo) es frecuente que en el juego político democratizador se puedan
producir cambios en futuras citas electorales y reorientar sensiblemente las
tendencias actuales.

En el terreno educativo existe una diferencia esencial entre la política de
finales del siglo XIX con la del presente. En aquel entonces

los sistemas educativos se proponían responder a las necesidades de
construcción del Estado-nación, mientras que en la actualidad la forma-
ción democrática de los ciudadanos debe responder a las naciones pero
en el marco de proyectos de integración regional que les facilite su inte-
gración en la cultura global, manteniendo retos concentrados de manera
simultánea e interdependiente en las esferas nacional, regional e interna-
cional (Puiggrós, 1999).
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2.1. La historia de la educación en Latinoamérica

En lo concerniente a la historia concreta de la Educación Especial, en una
de las principales fuentes consultadas, Díaz Flores, O. (2000) se hace un
recorrido aproximativo de lo que denomina el proceso de institucionalización,
partiendo de dos situaciones. La primera, que existen escasas elaboracio-
nes que reflejen este proceso y, segunda, que él mismo, a pesar de tener
muchos elementos de precisión nacional en cada caso, poseen rasgos co-
munes en los que coinciden la mayoría. Además, las precisiones regiona-
les, en líneas generales, se refieren esencialmente a las aportaciones de ex-
periencias prácticas e iniciativas concretas que van apareciendo, por un lado;
y, por otro, a las novedades legislativas que los diferentes gobiernos intro-
ducen, una vez que toman conciencia de que la Educación Especial es un
subsistema de la Educación, en sentido amplio.

En las culturas ancestrales y precolombinas la concepción y relación que
se establecía con la persona con discapacidad recibió diferentes tratamien-
tos tan extrapolados como la atribución Maya a causas divinas, y por tanto
entendible como un don o bondad de ese designio para la familia, o al con-
trario las prácticas selectivas de tipo físico y mental que se produjo común-
mente en los otros pueblos de la región andina.

Sobre el mismo tópico en la época colonial se pueden obtener algunas
conclusiones, ya que si a la categoría de indígena y pobre, que en la ma-
yoría de los casos, recaían en la misma persona, se le sumaba la defi-
ciencia o discapacidad, era comprensible que hablemos de una población
considerada de “tercera categoría”, cargada de exclusiones y discrimina-
ciones. En general, para los pueblos que habitaban las tierras america-
nas la discapacidad, siendo la intelectual la peor tratada, ha existido con
una enorme carga de negación en el imaginario colectivo y en las visio-
nes institucionales, que, por lo común, eran percibidas en estrecha rela-
ción con la locura y el castigo divino; y, los desórdenes mentales, con la
posesión de espíritus malignos y una predisposición negativa e incluso
fatalista a la familia que tenía en su seno algún miembro con estas ca-
racterísticas.
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Sobre las razones figuradas, aunque de gran arraigo popular, llegaron a
emplearse justificaciones tan peregrinas como sufrir un designio sanciona-
dor para madres que habían tenido relaciones fuera del matrimonio, ser una
carga hereditaria o albergar un monstruo (las personas con epilepsia, por
ejemplo recibieron muchos de estos crueles calificativos) u otras considera-
ciones de carácter punitivo de gran impacto y dolor para los padres. En este
contexto, la supervivencia de las personas con discapacidad ha estado re-
plegada y recluida en la más estricta intimidad familiar, peso que se ha so-
brellevado estoica e históricamente de forma oculta y aislada por la presión
discriminatoria y vejatoria de la sociedad, soportando su presencia como un
martirio existencial tanto para sí como para su familia.

Una vez alcanzada la independencia hay un primer periodo que arran-
ca en los últimos compases del siglo XIX, cuando aparecen de manera de-
terminante los problemas territoriales latentes así como la construcción de
la identidad nacional, que se extiende hasta los momentos coincidentes con
la Segunda Guerra Mundial en los que se registran las primeras experien-
cias con niños sordos y ciegos. Hablamos en general, de un periodo de in-
fluencias casi miméticas de las naciones europeas, además de los EE.UU.,
en el que la Región actúa de forma espontánea como laboratorio de “expe-
rimentación de ensayo y error”. Así se registran iniciativas en Uruguay
(1910); Bolivia (1927), Paraguay (1939), Colombia (1940); Costa Rica (1940)
y Ecuador (1945).

A partir de este momento decisivo, a comienzos de la década de los 50
y a lo largo de los 60, se inicia un segundo periodo considerado de “auge
de la Educación Especial” en el que poco a poco van incorporándose cono-
cimientos médicos, aunque de carácter asistencialista, cada vez más espe-
cíficos y fundamentados científicamente. Aquí toma parte, por vez primera,
la población con discapacidad intelectual, asume un rol protagónico la fami-
lia al poner en marcha o apoyar iniciativas para su educación. Se observan
algunas acciones de interés sobre la capacitación laboral y la creación de
programas profesionales terapéuticos para personas con discapacidad físi-
ca y visual (“limitados neuromusculares y ortopédicos”), así como para la
atención de problemas de lenguaje.
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Del conjunto de países, destacan: Costa Rica que se erige en pionera en
la redacción de normativas reguladoras y en la creación de centros especí-
ficos que, como hoy apreciamos, tuvieron cierto carácter segregacionista a
pesar de su importancia histórica; y, Cuba que a partir de 1959, poco des-
pués del triunfo de su revolución, construye y hace una dotación masiva de
50 escuelas estatales para “deficientes físicos y mentales”, concomitante-
mente con la importante novedad de organizar programas de formación y
especialización docente, así como habilitar centros territoriales de diagnós-
tico y orientación. Además de estas iniciativas nacionales, en el conjunto de
la Región, se produce la irrupción de las primeras asociaciones de familias
que reclaman para sus hijos opciones educativas y atención especializada;
si bien aquellas inquietudes, en familias de clase acomodada, se orientaron
al traslado e internamiento de sus hijos en centros especializados del exte-
rior. La misma fuente citada (Díaz Flores, 2000) pone el acento en un ras-
go que, a la postre, se convertiría en un matiz negativo y recurrente en toda
la Región, y es el hecho (como se cita en el caso ecuatoriano en 1945) de
la existencia de unos derechos recogidos en la legislación educativa nacio-
nal pero que raramente se hacían realidad.

Al mismo tiempo, este segundo periodo está determinado por importan-
tes novedades en el espectro internacional. Nos referimos a la reformula-
ción de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948,24 a su
concreción en la Declaración de los Derechos del Niño de 1959 y a la im-
portancia creciente que toma en la Región, mucho más que en otros con-
textos del planeta este asunto, así como la serie de enunciados y recomen-
daciones de organismos internacionales como la Organización de Naciones
Unidas para el Desarrollo de la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNES-
CO) o supranacionales como la Organización de Estados Americanos (OEA),
el Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Organización
para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el Fondo de Desarrollo de Na-
ciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y el Programa de Naciones Unidas
para el Desarrollo (PNUD), los mismos que asumen cierto protagonismo
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orientador de políticas nacionales desde una perspectiva muy homogénea
acompañado de algunos programas simbólicos que pierden su efecto cuan-
do se agotan las dotaciones económicas. Importancia e influencia que se
deja notar en las normativas y acuerdos cívicos de muchos países latinoa-
mericanos, pero que, en su conjunto, no van más allá de una mera decla-
ración de intenciones con escaso efecto para la población destinataria.

El punto de arranque decisivo para poner el dedo en la llaga fue la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, aprobada el 10 de diciembre
de 1948, que establece que “todos los seres humanos nacen libres e igua-
les en dignidad y derechos...” (Art. 1); que “toda persona tiene todos los de-
rechos y libertades... sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social,
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición” (Art. 2.1); que
“toda persona como miembro de la sociedad, tiene derecho a (...) la satis-
facción de los derechos económicos, sociales y culturales indispensables a
su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad” (Art. 22); que “toda per-
sona tiene derecho a la educación” (Art. 26.1); que “la educación tendrá por
objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del
respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales” (Art. 26.
2); que “toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cul-
tural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso cien-
tífico y en los beneficios que de él resulten” (Art. 27.1). Siendo asumidas por
la mayoría de los países democráticos, los cuales se comprometen a su apli-
cación.

Este renovado escenario internacional, bajo el prisma de la formulación
de unos principios básicos universales, tiene una importancia capital en la
Región ya que se predispone desde estos momentos a tener una fuerte as-
cendencia formal en la mayoría de los países latinoamericanos; aunque,
como también puede comprobarse, se ha observado durante décadas inco-
herencia entre teoría y práctica.

Sin embargo, es importante admitir los avances que quedan recogidos en
los discursos y normativas ya que los países latinoamericanos se sienten in-
cluidos —al menos formalmente— en las nuevas tendencias. Así, al echar
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una mirada a lo que han sido los derechos humanos y sociales vinculados
con la discapacidad, vemos a partir de la Segunda Guerra Mundial la eclo-
sión y confluencia de los avances en las ciencias sociales en este campo,
el desarrollo y presión de los movimientos sociales y asociativos, junto con
la influencia de organismos internacionales.

Más allá de las iniciativas de estos organismos, la Organización de Na-
ciones Unidas (ONU), como órgano supremo, emprende la celebración de
una serie de campañas y conferencias mundiales. A finales del decenio de
1950, apunta sus esfuerzos en cuestiones relativas a la discapacidad, has-
ta entonces centrados en el bienestar por una orientación con miras a lo-
grar el bienestar social. Una reevaluación de su política en el decenio de
1960 condujo a la desinstitucionalización y alentó la petición de una mayor
participación de las personas con discapacidad en una sociedad integrada.
Las actividades operacionales en el campo de la discapacidad se modifica-
ron a través de la aplicación de diversos programas de prevención y reha-
bilitación. En su cometido específico, ofreció sobre todo asesoramiento técni-
co a los gobiernos a través de misiones consultivas, talleres de capacitación
de personal y la creación de centros de demostración o la mejora de los
existentes, lo que produjo que los grupos de estudio y aplicación faciliten
subvenciones y becas de investigación para que docentes universitarios hi-
cieran posible el intercambio de información.

Entre aquellas iniciativas destacadas “las Naciones Unidas lanzaron una
campaña de información pública mediante la distribución periódica de im-
presos en el reciente campo de las políticas en materia de discapacidad. La
primera publicación de un conjunto titulado “Rehabilitación de los minusvá-
lidos” se realizó dentro de la serie Información sobre Bienestar Social. Este
número especial resumía el programa internacional para la rehabilitación de
las personas con discapacidad y destacaba programas, libros y películas so-
bre el tema. En 1956, se funda la publicación Internacional Social “Service
Review”, uno de cuyos objetivos era concienciar a la población sobre la dis-
capacidad y fomentar el desarrollo de programas de rehabilitación en todo
el mundo. Aunque las actividades iniciales de las Naciones Unidas apoya-
ban los derechos de las personas con discapacidad a recibir servicios pú-
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blicos y de bienestar, al principio no se calcularon los obstáculos sociales
que podrían surgir al tratar de alcanzar esas metas.

En 1961, estas orientaciones políticas apuntan a un contexto general de
atención a la infancia que pretende “desarrollar, intensificar y cooperar” en
la lucha para erradicar el analfabetismo mundial y mejorar la esfera social
en los países miembros, creando el “Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia” e iniciando la campaña del “Decenio del Desarrollo, Programa de
Cooperación Económica Internacional”, que sitúa la educación como nece-
sidad primordial.

En 1967, se celebró la International Conference on World Crisis in Edu-
cation, en Williamsburg, Virginia (EE.UU.) cuyos resultados derivaron en la
obra publicada en 1971 por Philips Coombs25 “La Crisis Mundial de la Edu-
cación” con la que se ponen los cimientos de una nueva visión de las polí-
ticas internacionales en materia de educación dirigidas a los países en vías
de desarrollo. Con este informe, “como analiza Noguera (1994), a partir del
vínculo entre educación y desarrollo, los organismos internacionales lanzan
a través de sus analistas (Philips Coombs, entre ellos) la tesis según la cual
hay una crisis mundial de la educación, particularmente en países en vías
de desarrollo, que sólo puede resolverse en la medida en que se impulsen
procesos de transferencia tecnológica. Con esta perspectiva se trasladan los
principios y métodos de la planificación económica al terreno de la educa-
ción en general que, posteriormente, a mediados de la década de los 70,
se los reemplazó por la tecnología educativa de carácter más globalizante
y, por consiguiente, habría que esperar hasta finales de 1960, para que tu-
viese lugar el viraje hacia un nuevo modelo social para tratar la discapaci-
dad (Díaz Flores, 2000).

Esto ocurre cuando, en su camino como organismo orientador de polí-
ticas sociales, la ONU comienza a finales de esta década a mostrar en
sus pronunciamientos cierta sensibilidad con la temática, como quedó re-
cogido en la “Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social”,
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adoptada el 11 de diciembre de 196926, en la que afirmaba las libertades
y los principios fundamentales expuestos en la Carta de las Naciones Uni-
das y enfatizaba la necesidad de proteger los derechos y el bienestar de
las personas con discapacidad. Pero volviendo a la idea anterior, resumi-
da en la existencia de un periodo de carácter desarrollista que muestra un
decisivo ascendente de los métodos de planificación económica en el te-
rreno de la educación, es posible recoger ejemplos en muchos países, que
se irradiarían al conjunto de la Región, tomando la mayoría de ellos la dé-
cada de los 50 como el comienzo de un nuevo ciclo, como fueron los ca-
sos de Colombia27, Argentina28 y Costa Rica29. Y los que le sucedieron con
unas propuestas similares, como: Chile30, El Salvador31, Honduras32, Mé-
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27 En 1947 se crea el Consejo Superior permanente de la Educación que tuvo entre sus fun-
ciones ser una comisión de la UNESCO en el país. “El Plan Quinquenal para la educación en
el país”, elaborado en 1957 por la recientemente creada Oficina de Planeación del Ministerio
de Educación, fue considerada pionera en el subcontinente.

28 “Hacia finales de la década de los 50, el papel de la educación se centra en la prepara-
ción de los cuadros necesarios para llenar los lugares adecuados de la estructura ocupacional.
Se da entonces un pasaje desde el modelo del trabajador al técnico. Incluso en muchas de las
legislaciones se hace explícita la referencia a lograr la formación en función de las necesida-
des del desarrollo económico y social de la Nación” (Díaz Flores, 2000).

29 En 1957 aprueba la Ley Fundamental de Educación donde aparecen recogidas implícita-
mente “las relaciones que deben existir entre el régimen educativo y el progreso moral, inte-
lectual, cívico y económico del país”, que “resumía la ideología democrática costarricense” aten-
diendo a lo propuesto por la Misión Técnica de la UNESCO que en 1956 inició la preparación
de la reforma de la enseñanza media, cuyo Plan de Estudios sería aprobado en 1963.

30 En 1965 se inició la reforma educacional del Presidente Frei y sus programas y planes de
enseñanza seguirían la concepción curricular inspirada en Bloom y Tyler, “junto con el nuevo ca-
racol, empiezan a introducirse en creciente escala enfoques y aplicaciones de la moderna tecno-
logía educativa, incluyendo el montaje de una prueba nacional estandarizada” (Díaz Flores, 2000:7).

31 En 1968 se aprueba la Ley General de Educación siguiendo los modelos extendidos en
la Región.

32 En 1957, con el auspicio de la UNESCO, se crea la Escuela Superior del Profesorado
“Francisco Morazán” y en 1965 la Oficina de Planeamiento Integral de la Educación con com-
petencias sobre el proceso educativo en lo relativo a la planificación y evaluación de los pro-
gramas (Díaz Flores, 2000:20).



xico33, Panamá34, Paraguay35, Perú36, Uruguay37, Venezuela38 o Ecua-
dor39. En las incorporaciones más sustanciales en la ordenación de los
sistemas educativos, todos estos países, aunque con matices exponen-
ciales diferentes, vinieron a coincidir en introducir, más tarde o más tem-
prano, la importante novedad de la creación de un Bachillerato Técnico
o de Formación Profesional dirigido a ofrecer la tecnificación de los man-
dos medios competentes y la dedicación de un importante apartado a
la formación del profesorado tendente a su especialización. En todos
ellos aparece una escasa o ninguna dedicación a la población con dis-
capacidad siendo considerada, en los casos que se cita, como parte de
la población más vulnerable, unida pues a aquella con rasgos de inca-
pacidad social entre los que se incluye un amplio espectro susceptible
de ser atendida en escuelas especiales como eran los estudiantes cie-
gos, sordos o los delincuentes juveniles. (Red Normalista en Internet,
México, 2006).
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da hasta los años 80 (Díaz Flores, 2000:8).

34 En 1960 el Ministerio de Educación crea la Dirección Nacional de Planeamiento Educati-
vo, incorporando de esta manera la planificación al desarrollo de la educación nacional (Díaz
Flores, 2000:24).

35 El Ministerio de Educación aprueba en 1956 el plan de actividades educativas para la En-
señanza Media, presentado por la Comisión para la Reforma de las Enseñanzas Medias y la
asesoría de la UNESCO (Díaz Flores, 2000:4).

36 A partir de 1950, durante los gobiernos de Manuel Prado y Fernando Belaúnde, se vis-
lumbra una etapa progresista que tiene una expansión vertiginosa, aumentando la matrícula
superior al 100%, sobre todo en la enseñanza secundaria y superior (Díaz Flores, 2000:6).

37 En 1960, el gobierno crea la Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico, conocida
como CIDE que incluye, aunque de forma poco efectiva, a la educación en las conclusiones
sobre la evaluación del estado del país y la confección de un Plan Decenal ya que tuvo que
operarse la posterior reforma constitucional de 1966 que vino a revisar la vigente de 1950 (Díaz
Flores, 2000:4).

38 Con la caída de la Dictadura en 1958 se inician profundos cambios educativos impulsa-
dos por el INCE (Instituto Nacional de Cooperación Educativa) creado en 1959.

39 A partir de 1966 el Ministerio de Educación Pública crea el Departamento de Asuntos In-
ternacionales, la Secretaría Permanente de la Comisión de la UNESCO y el Departamento de
Planeamiento Integral de la Educación (Díaz Flores, 2000:7).



A pesar de esta ausencia en la práctica, es evidente que ya existe cier-
ta evolución conceptual en las denominaciones y en la incorporación de la
Educación Especial a la legislación educativa. En esta evolución, asisti-
mos al comienzo del que ha sido calificado el tercer periodo de la Edu-
cación Especial en la Región (Díaz Flores, 2000), caracterizado —como
una evolución del periodo anterior— por una acentuación de la influencia
de la macroeconomía en las políticas educativas donde los postulados neo-
liberales y la llegada paulatina de los procesos de globalización, apuntan
consecuencias directas en los sistemas educativos; ya que serían consi-
derados como unos productos más del mercado, ante los reclamos de su
liberación y la extensión de una amenaza de crisis económica impuesta
por el Banco Mundial.

En este nuevo periodo, el desarrollismo económico se alterna con el de-
sarrollo humano tomando valor económico el índice de educación y la rela-
ción producto-ingreso.

El programa estrella del Banco Mundial es el denominado “Educación para
Todos” que analiza el tema y ofrece, según sus conclusiones, claves para
la superación del subdesarrollo (ampliando el acceso al aprendizaje, mejo-
rando la eficiencia de los sistemas educativos y movilizando recursos), lo
que afecta sensiblemente a las políticas en el ámbito de la Educación Es-
pecial.

A pesar de estas exigencias cada vez más determinantes, la ONU avan-
za en sus formulaciones para el campo de la Educación Especial, que son
recogidas ampliamente por Antonio Jiménez (2007). En 1971, la Asamblea
General adoptó la “Declaración de los Derechos del Retrasado Mental”, con
la que se establece que las personas afectadas tienen los mismos derechos
que los demás y otros derechos específicos relacionados con su salud, su
educación y su desenvolvimiento social. Presentando, asimismo, como ob-
jetivo, la protección de estas personas frente a la explotación, mediante pro-
cedimientos jurídicos que lo garantizase.

En 1975, esta Asamblea proclama la “Declaración de los Derechos de los
Impedidos” donde establece que estas personas tienen derecho a que se
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respete su dignidad humana y a disfrutar de una vida decorosa, lo más nor-
mal y plena que sea posible, cualesquiera que sea el origen, la naturaleza
o la gravedad de sus trastornos y deficiencias.

Como consecuencia, en 1976 la Asamblea General proclama el “Año In-
ternacional de los Impedidos” cuya mejor aportación fue el Programa de Ac-
ción Mundial adoptado en diciembre de 1982, que presta especial interés a
las necesidades de las personas que sufren una doble discriminación en ra-
zón de discapacidad y género, y muestran de hecho menos oportunidades
de acceso al mundo laboral así como a los servicios básicos de educación
y salud. Surge un año después el “Decenio de las Naciones Unidas para los
Impedidos” (1983-1992).

Estas iniciativas confluyen en 1993 en la adopción de las “Normas Uni-
formes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Disca-
pacidad”40, de compromiso moral pero no de carácter vinculante para los
Estados. Manifiesta en su párrafo 25 que “el principio de la igualdad de de-
rechos significa que las necesidades de cada persona tienen igual impor-
tancia, que esas necesidades deben constituir la base de la planificación
de las sociedades y que todos los recursos han de emplearse de manera
de garantizar que todas las personas tengan las mismas oportunidades de
participación” y en el párrafo 26 que “las personas con discapacidad son
miembros de la sociedad y tienen derecho a permanecer en sus comuni-
dades locales. Y deben recibir el apoyo que necesitan en el marco de las
estructuras comunes de educación, salud, empleo y servicios sociales”. A
tal fin se recoge el acceso a la educación, empleo, mantenimiento de in-
gresos, vida en familia, cultura, deporte y ocio; se impulsa —además— me-
didas de información e investigación, de planificación, legislación, política
económica, coordinación de trabajos, organizaciones, supervisión y evalua-
ción, y cooperación.

En síntesis, las iniciativas de Naciones Unidas vinculadas con discapaci-
dad se resumen en el siguiente cuadro.
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DOCUMENTOS INTERNACIONALES DE LA ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS
(ONU) SOBRE DISCAPACIDAD RESOLUCIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL

A/RES/61/611 (6 de diciembre de 2006): Convención sobre los derechos de las personas
con Discapacidad.

A/RES/59/198 (20 de diciembre de 2004): Comité Especial encargado de preparar una
convención internacional amplia e integral para proteger y promover los derechos y la
dignidad de las personas con discapacidad.

A/RES/58/246 (23 de diciembre de 2003): Comité Especial encargado de preparar una
convención internacional amplia e integral para proteger y promover los derechos y la
dignidad de las personas con discapacidad.

A/RES/58/132 (22 de diciembre de 2003): Aplicación del Programa de Acción Mundial
para los Impedidos: hacia una sociedad para todos en el siglo XXI.

A/RES/57/229 (18 de diciembre de 2002): Comité Especial encargado de preparar una
convención internacional amplia e integral para proteger y promover los derechos y la
dignidad de las personas con discapacidad.

A/RES/56/168 (19 de diciembre de 2001): Convención internacional amplia e integral para
promover y proteger los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad.

A/RES/56/115 (19 de diciembre de 2001): Aplicación del Programa de Acción Mundial
para los Impedidos: hacia una sociedad para todos en el siglo XXI. 

A/RES/54/121 (17 de diciembre de 1999): Aplicación del Programa de Acción Mundial
para los Impedidos: hacia una sociedad para todos en el siglo XXI.

A/RES/52/82 (12 de diciembre de 1997): Aplicación del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos: hacia una sociedad para todos en el siglo XXI.

A/RES/50/144 (21 de diciembre de 1995): Hacia la plena integración de las personas con
discapacidad en la sociedad: aplicación de las Normas Uniformes sobre la igualdad de
oportunidades para las personas con discapacidad, y de la Estrategia a largo plazo para
promover la aplicación del Programa de Acción Mundial para los Impedidos hasta el año
2000 y años subsiguientes.
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A/RES/49/153 (23 de diciembre de 1994): Hacia la plena integración de las personas con
discapacidad en la sociedad: aplicación de las Normas Uniformes sobre la igualdad de
oportunidades para las personas con discapacidad, y de la Estrategia a largo plazo para
promover la aplicación del Programa de Acción Mundial para los Impedidos hasta el año
2000 y años subsiguientes.

A/RES/48/99 (20 de diciembre de 1993): Hacia la plena integración en la sociedad de
personas con discapacidad: un programa de acción mundial permanente.

A/RES/48/97 (20 de diciembre de 1993): Día Internacional de los Impedidos.

A/RES/48/96 (20 de diciembre de 1993): Normas Uniformes sobre la igualdad de
oportunidades para las personas con discapacidad.

A/RES/48/95 (20 de diciembre de 1993): Inclusión plena y positiva de las personas con
discapacidad en todos los aspectos de la sociedad y papel de liderazgo que corresponde
en ello a las Naciones Unidas.

A/RES/45/91 (20 de diciembre de 1990): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.

A/RES/47/88 (16 de diciembre de 1992): Hacia la plena integración en la sociedad de
personas con discapacidad: un programa de acción mundial permanente.

A/RES/47/3 (14 de octubre de 1992): Día Internacional de los Impedidos.

A/RES/46/96 (16 de diciembre de 1991): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.

A/RES/44/70 (8 de diciembre de 1989): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.

A/RES/43/98 (8 de diciembre de 1988): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.

A/RES/41/106 (4 de diciembre de 1986): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.

A/RES/42/58 (30 de noviembre de 1987): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.
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A/RES/40/31 (29 de noviembre de 1985): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos.

A/RES/39/26 (23 de noviembre de 1984): Decenio de las Naciones Unidas para los
Impedidos.

A/RES/38/28 (22 de noviembre de 1983): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos.

A/RES/37/53 (3 de diciembre de 1982): Ejecución del Programa de Acción Mundial para
los Impedidos.

A/RES/37/52 (3 de diciembre de 1982): Programa de Acción Mundial para los Impedidos.

A/RES/36/77 (8 de diciembre de 1981): Año Internacional de los Impedidos.

A/RES/35/133 (11 de diciembre de 1980): Año Internacional de los Impedidos.

A/RES/34/154 (17 de diciembre de 1979): Año Internacional de los Impedidos.

A/RES/33/170 (20 de diciembre de 1978): Año Internacional de los Impedidos.

A/RES/32/133 (16 de diciembre de 1977): Año Internacional de los Impedidos.

A/RES/31/123 (16 de diciembre de 1976): Día Internacional de los Impedidos

A/RES/31/82 (13 de diciembre de 1976): Aplicación de la Declaración de los Derechos
de los Impedidos.

A/RES/3447(XXX) (9 de diciembre de 1975): Declaración de los Derechos de los
Impedidos.

A/RES/1921(LVIII) (6 de mayo de 1975): Prevención de la incapacitación y rehabilitación
de los incapacitados.

A/RES/2856(XXVI) (20 de diciembre de 1971): Declaración de los Derechos del Retrasado
Mental.

A/RES/2542 (XXIV) (11 de diciembre de 1969): Declaración sobre el Progreso y el
Desarrollo en lo Social.
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A/RES/2200(XXI) (16 de diciembre de 1966): Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales.

E/RES/1086(XXXIX) (30 de julio de 1965): Readaptación de los inválidos.

E/RES/309(XI) (13 de julio de 1950): Rehabilitación Social de las personas físicamente
impedidas.

(10 de diciembre de 1948): Declaración Universal de los Derechos humanos.

Carta de las Naciones Unidas (26 de junio de 1945): Conferencia de las Naciones Unidas
sobre Organización Internacional.

FUENTES: http://www.geocities.com/leydiscaperu/onu-docs.htm

http://www.un.org/esa/socdev/enable/rights/convtexts.htm#convtext

http://www.presidencia.gob.pa/senadis/Senadis/marcolegal/marcointernacional.htm

En 1990 se celebra la “Conferencia Mundial de Educación Para Todos”
(Jomtien, Tailandia) que acusa y muestra cierta alarma por la existencia en-
quistada, en muchos países latinoamericanos, de ciertos grupos marginales
que permanecen en riesgo de ser excluidos totalmente de la educación, con
escasa atención y sensibilidad efectiva en las políticas sociales, entre los
que incluye a: personas con discapacidad, miembros de grupos étnicos y
minorías lingüísticas, niñas y mujeres del medio rural.

Tras la caída del muro de Berlín y la terminación de la Guerra Fría, Na-
ciones Unidas inicia en 1990 la realización de varias citas y vuelve a conci-
tar el consenso internacional para, en septiembre de 2000, lograr que 191
Estados miembro suscriban la “Declaración del Milenio”; y el acuerdo plane-
tario “Los Objetivos de Desarrollo del Milenio” (ODM) que pretende, en el
horizonte de 2015: reducir la mortalidad infantil, lograr la enseñanza prima-
ria universal, promover la igualdad de género, mejorar la salud materna, com-
batir enfermedades o pandemias vigentes (como el paludismo o el sida), ga-
rantizar la sostenibilidad del medio ambiente y alcanzar un acuerdo mundial
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de ayuda al desarrollo que deberían llevar en su concreción acuerdos implí-
citos para la atención a las personas con discapacidad. Inclusion Internatio-
nal señala que el cumplimiento de los ODM debe considerar de manera ex-
plícita a las personas con discapacidad; aunque para muchos este
planteamiento es utópico, desde la perspectiva multidimensional de la dis-
capacidad es obvio y cuenta con el respaldo de movimientos asociativos de
este importante grupo poblacional41.

Como organismo dependiente de Naciones Unidas, UNESCO organiza en
1994 la “Conferencia Mundial sobre Necesidades Educativas Especiales”, en Sa-
lamanca (España) cuyo informe final tiene una importante novedad, ya que mues-
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41 1.  Erradicar la pobreza extrema para la gente con discapacidades intelectuales y sus fa-
milias: Para el año 2015, la gente con discapacidad intelectual vivirá libre de pobreza y discri-
minación.

2.  Lograr una Educación Inclusiva: Para el año 2015, todos los niños con discapacidades
intelectuales recibirán educación inclusiva de buena calidad, con los apoyos apropiados para
asegurarse que cada niño y niña alcance su mayor potencial.

3.  Promover Igualdad de Género para Mujeres con Discapacidades: Para el año 2015, se
erradicará la discriminación social, económica y política en contra de mujeres y niñas que tie-
nen una discapacidad así a como sus madres.

4.  Reducir la Mortalidad Infantil: Para el año 2015, el índice de mortalidad de niños que na-
cen con discapacidades, o que adquieren una discapacidad en los primeros años de vida, será
reducido por dos terceras partes.

5.  Lograr los Derechos de los Niños y sus Familias: Para el año 2015, los derechos de los
niños con discapacidades, como se explica en la Convención de la ONU de los Derechos del
Niño, serán respetados; las madres recibirán un cuidado pre y post natal adecuado para ase-
gurar la salud y el desarrollo sano de todos los niños; las familias recibirán la ayuda que ne-
cesitan para el cuidado y apoyo del miembro de su familia que tiene una discapacidad.

6.  Combatir el HIV/SIDA: Para el año 2015, la propagación de HIV/SIDA en la comunidad
de gente que tiene una discapacidad empezará a dar marcha atrás y los niños con discapaci-
dades que han quedado huérfanos, serán cuidados y apoyados por la comunidad.

7.  Asegurar el mantenimiento del medio ambiente: Para el año 2020, lograr una mejora sig-
nificativa en las vidas de la gente con una discapacidad intelectual y sus familias que viven en
pobreza extrema.

8.  Desarrollar la Participación Global para el Desarrollo: Para el año 2015, los esfuerzos
globales para promover el buen gobierno y las asociaciones globales van a contribuir con los
derechos humanos de la gente con discapacidades intelectuales, incluyendo ciudadanía y de-
rechos económicos.



tra los avances en términos conceptuales y de orientación la importancia de la
intervención educativa en lo que se refiere a la disminución del fracaso escolar
y al principio de la "integración". Precisión que, a pesar de no estar exenta de
cierta ambigüedad42, alienta al desarrollo de sistemas educativos “inclusivos” don-
de las escuelas deben “...acoger a todos los niños, independientemente de sus
condiciones físicas, intelectuales, sociales, emocionales, lingüísticas u otras. Se
obligan a recibir a los niños con discapacidad y bien dotados, a niños que viven
en la calle y que trabajan, niños de poblaciones remotas o nómadas, niños de
minorías lingüísticas, étnicas o culturales y niños de otros grupos o zonas des-
favorecidas o marginadas”, siendo esto una cuestión puramente humana basa-
da en los derechos más elementales de cualquier persona. Para su alcance, re-
conoce la necesidad de llegar al objetivo de lograr una escuela para todos. Como
propuestas específicas anota que para la “integración social y educativa” se de-
bería impulsar en los sistemas educativos la creación de “aulas especiales en la
escuela regular”. Pronunciamiento que evidencia la creciente autoridad y consen-
so que la Educación Especial va logrando en su avance institucional.

Entre los que suscriben la Declaración final de esta Conferencia, se en-
cuentran la totalidad de los países de Latinoamérica, cuyos ministros de edu-
cación, por medio de diversas declaraciones, recomendaciones y acuerdos,
han asumido el compromiso de avanzar hacia el desarrollo de sistemas edu-
cativos inclusivos y de disponer las legislaciones de sus países para ello.

En el 2000 se celebra “Foro Mundial sobre educación” en Dakar (Sene-
gal), organizado por la UNESCO, en el que, haciendo referencia a los seis
marcos de acción regionales43 del programa “Educación para todos: cumplir
nuestros compromisos comunes” se afirma que “ningún país que se com-
prometa seriamente con la Educación para Todos se verá frustrado por fal-
ta de recursos para lograr esa meta” y que los Estados tendrán que conso-

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

150

42 En el desarrollo de este texto hemos apreciado sensibles diferencias entre los conceptos
de “integración escolar” e “inclusión escolar”, considerándose ambos términos como dos eta-
pas precisas de la construcción histórica de la Educación Especial.

43 África subsahariana - Johannesburgo, 1999; Asia y el Pacífico, Bangkok, 2000; Países
Árabes, El Cairo, 2000; Países muy poblados, Recife, 2000; Europa y América del Norte, Var-
sovia, 2000 y las Américas, 2000.



lidar o crear sus planes nacionales desde ahora hasta el 2002, a fin de lo-
grar los Objetivos del Milenio de 2015. Entre las conclusiones rara vez se
alude a la población susceptible de Educación Especial, haciendo sólo re-
ferencia indirecta cuando alude a la población escolar vulnerable y por tan-
to sujeta a una interpretación de ambigüedad general, donde se incluyen
múltiples connotaciones vinculadas con marginación y pobreza.

No obstante, los países de la Región participan mayoritariamente en el mis-
mo año (diciembre de 2004) en Madrid en las “I Jornadas de Cooperación Edu-
cativa en Educación Especial e Inclusión Educativa” a la que asisten represen-
tantes de los Ministerios de Educación de: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile,
Colombia, Costa Rica, El Salvador, España, Guatemala, Honduras, México, Ni-
caragua, Panamá, Paraguay, República Dominicana, Uruguay y Venezuela, que
culmina con la firma de la “Declaración a favor del desarrollo de políticas inte-
grales orientadas a hacer efectivo el derecho de las personas con necesida-
des educativas especiales a una educación de calidad y del establecimiento
de la Red de Cooperación de los Ministerios de Educación de la Comunidad
Iberoamericana que fortalezca el proceso de su inclusión educativa y social”,
toda vez que según figura en el Acta de dichas Jornadas en su punto 3 de los
acuerdos adoptados, los países manifestaban el interés de “Constituir y formar
parte de una Red Iberoamericana Intergubernamental de Cooperación Educa-
tiva en el ámbito de personas con necesidades educativas especiales...”. (RII-
NEE, 2004). Su participación se hace al más alto nivel, avalada por los Minis-
tros de Educación o máximos representantes institucionales de los mismos.

Sobre las actuaciones emprendidas por los organismos de la ONU, desta-
ca el documento conjunto OIT-UNESCO-OMS (para combatir las lacras y
orientar la atención y secuelas de limitación orgánica e integración social y la-
boral de enfermos de sida) de 1995 y la Declaración de Montreal sobre la Dis-
capacidad Intelectual de 2004 organizada por Organización Panamericana de
la Salud y la Organización Mundial de la Salud suscrita por representantes de
17 países latinoamericanos y cuyo objetivo era lograr un “instrumento capaz
de guiar a las organizaciones internacionales, los poderes públicos y las so-
ciedades civiles en su intento de garantizar una ciudadanía plena y entera a
las personas que viven con una discapacidad intelectual”. La Declaración de
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Montreal puede, por lo tanto, ser asociada con tres derechos fundamentales:
la igualdad, la no discriminación y la autodeterminación. Para lograr los obje-
tivos de esta Convención, los Estados parte se comprometen a adoptar me-
didas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra ín-
dole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con
discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, incluidas aque-
llas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la accesibili-
dad al medio urbanístico, al transporte, a la información y a la comunicación,
de manera que se garantice la profesionalización y se asegure que los cuida-
dores/as estén capacitadas para hacerlo. Se señala como prioritario el traba-
jo en prevención, detección temprana e intervención, tratamiento, rehabilita-
ción, educación, formación ocupacional y la sensibilización de la población.

En lo que afecta a la región latinoamericana, el Informe “Derechos Hu-
manos y Discapacidad” de 2002 emitido por organismos de la ONU aborda
la discapacidad más como una cuestión de bienestar que de derechos, con
referencias indirectas cuando alude a problemáticas específicas de la infan-
cia o sobre la población femenina.

El Informe de la ONU sobre la situación social del Mundo de 2005 alerta
sobre el aumento de la desigualdad, la polarización de las riquezas y las
oportunidades, e incluye como factor la escasa visibilidad de las personas
con discapacidad.

La presencia de organismos internacionales y su interés por la población
discapacitada lleva a la celebración de un número creciente de convencio-
nes internacionales que proclaman la protección y promoción de derechos
de este grupo de personas. Veamos algunos de los más significativos.

El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) organiza una serie de reu-
niones subregionales con el objetivo de analizar esta temática en Latinoa-
mérica y el Caribe. Éstas se celebraron en 2003 para los países del MER-
COSUR (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay) además de Bolivia y Chile;
para los de América Central en 2004 y sendas reuniones en 2005 para El
Caribe y la Región Andina. En ellas, se ratifica el enorme vacío educativo
en la población con discapacidad.
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La XII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, cele-
brada en Santa Cruz de la Sierra (Bolivia) los días 14 y 15 de noviembre de
2003, acordó declarar el año 2004 como Año Iberoamericano de las Perso-
nas con Discapacidad. La Declaración la suscribieron los Jefes de Estado y
de Gobierno de los Países Iberoamericanos, a propuesta del gobierno es-
pañol por iniciativa del CERMI (Comité Español de Representantes de Per-
sonas con Discapacidad) y RIADIS (Red Iberoamericana de ONGs de per-
sonas con discapacidad y sus familias), recoge en su apartado 39 la
siguiente decisión:

Con la finalidad de promover un mayor entendimiento y concientización
respecto de los temas relativos a las personas con discapacidad y
movilizar apoyo a favor de su dignidad, derechos, bienestar y de su
participación plena e igualdad de oportunidades, así como fortalecer las
instituciones y políticas que los beneficien, proclamamos el año 2004 como
Año Iberoamericano de las Personas con Discapacidad.

Un año después (diciembre, 2005) se celebran en Madrid las “II Jorna-
das de Cooperación en Educación Especial e Inclusión Educativa”, (RIINEE),
en la que participaron los Ministerios de Educación de: Argentina, Bolivia,
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Mé-
xico, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República Dominicana, Uruguay, Vene-
zuela y España. Entre sus aportaciones es significativo el punto de partida
fijado en los principios de la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos de 1948; la Declaración de los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad de 1975; la Conferencia Mundial de Educación Para Todos (Jomtien,
Tailandia) de 1990; las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunida-
des para las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas de 1993;
la Declaración de Salamanca (España) de 1994 y el antecedente fijado en
las I Jornadas de diciembre de 2004 de Madrid.

Las conclusiones, que incluye a la RIINEE como entidad de coordinación
y participación, establecen el objetivo de

impulsar acciones que permitan el pleno acceso, participación y
aprendizaje de las personas con necesidades educativas especiales y su
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inclusión educativa y social; la necesidad de entender la inclusión como
un proceso orientado a ofrecer una educación de calidad para todos,
prestando particular atención a todos aquellos que puedan estar en riesgo
de ser excluidos y/o discriminados.

Asimismo, se emplaza la posibilidad de desarrollar la cooperación, el
intercambio de experiencias, de materiales y de recursos didácticos;
favorecer la investigación y promover el intercambio de profesionales
especializados, de concertar acciones entre los distintos sectores
educativos y sociales (ministerios, organismos oficiales, sociedad civil,
organizaciones, universidades...) dentro de cada país y en el ámbito de la
cooperación y acompañamiento internacional. (RIINEE, 2004).

En este complejo proceso que se ha sostenido en el tiempo, es notoria
la participación de la gran mayoría de representantes de los Ministerios de
Educación de Iberoamérica. El siguiente cuadro resume la participación de
los países de la región durante las últimas cuatro jornadas.

Con respecto a España, se mantiene una importante actividad en sus
vínculos con los países latinoamericanos sobre los temas sociales y de ayu-
da al desarrollo favorecida por la Comunidad Iberoamericana de Naciones
(CIN), cuya máxima expresión es la Cumbre o Conferencia de Jefes de Es-
tado y de Gobierno que se reúnen desde 1991 y convoca anualmente a los
representantes de los Estados de habla hispana y portuguesa. En este con-
texto, la participación española se ha canalizado a través de diferentes or-
ganismos como fue el caso del “Centro Iberoamericano de Cooperación”,
posteriormente llamado “Instituto de Cooperación Hispánica” e “Instituto de
Cooperación Iberoamericano”, para pasar a comienzos de los 80 a integrar-
se en la actual “Agencia Española de Cooperación Internacional para el De-
sarrollo” (AECID), dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores. Entre
las temáticas abordadas destacan la pobreza y el desarrollo como capítu-
los generales; si bien, como ya ha quedado explicado, ha participado en
muchas de las resoluciones y acuerdos sobre la temática específica de las
personas con discapacidad.
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PAÍSES PARTICIPANTES EN LAS JORNADAS DE COOPERACIÓN EDUCATIVA CON
IBEROAMÉRICA SOBRE EDUCACIÓN ESPECIAL E INCLUSIÓN EDUCATIVA

I II III IV

Madrid - España Madrid - España Madrid - España Santa Cruz de la
del 13 al 17 de del 12 al 16 de del 2 al 6 de octubre Sierra - Bolivia

diciembre de 2004 diciembre de 2005 de 2006 del 19 al 23 de
noviembre de 2007

1. Argentina 1. Argentina 1. Argentina 1. Argentina

2. Bolivia 2. Bolivia 2. Bolivia 2. Bolivia

3. Brasil 3. Brasil 3. Brasil 3. Brasil 

4. Chile 4. Chile 4. Chile 4. Chile 

5. Colombia 5. Colombia 5. Colombia 5. Colombia

6. Costa Rica 6. Costa Rica 6. Costa Rica 6. Costa Rica 

7. 7. 7. 7. Cuba 

8. Ecuador 8. 8. Ecuador 8. Ecuador 

9. El Salvador 9. El Salvador 9. El Salvador 9. El Salvador 

10. España 10. España 10. España 10. España 

11. Guatemala 11. Guatemala 11. Guatemala 11. Guatemala 

12. Honduras 12. Honduras 12. Honduras 12. Honduras 

13. México 13. México 13. México 13. México 

14. Nicaragua 14. Nicaragua 14. Nicaragua 14. Nicaragua 

15. 15. Panamá 15. Panamá 15. Panamá 

16. Paraguay 16. Paraguay 16. Paraguay 16. Paraguay 

17. Perú 17. 17. Perú 17. Perú 

18. R. Dominicana 18. R. Dominicana 18. R. Dominicana 18. R. Dominicana 

19. Uruguay 19. Uruguay 19. 19. Uruguay

20. Venezuela 20. Venezuela 20. Venezuela 20. 

18 países 17 países 18 países 19 países

FUENTE: RIINEE, 2008.
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En el último de los Foros, (“XVII Cumbre celebrada en Santiago de Chi-
le en 2007”) la temática fue la cohesión social. Entre sus conclusiones se
hace referencia a la necesidad de vincular el desarrollo de los países a la
inclusión social y, además, alude al compromiso del “Sistema Económico La-
tinoamericano y del Caribe” (SELA), organismo regional que integra a 26
países de América Latina y el Caribe para estructurar un secretariado de la
inclusión social.

Para 2008, la Red Intergubernamental Iberoamericana de Cooperación
para la Educación de Personas con Necesidades Educativas Especiales (RII-
NEE), prepara las “V Jornadas de Cooperación Educativa con Iberoamérica
sobre Educación Especial e Inclusión Educativa” en Cartagena de Indias
(Colombia), con la participación de los Ministerios de Educación de la Re-
gión en el marco de la “Declaración de Madrid” y de la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad (Naciones Unidas, 2006).

Por otra parte, la Organización de Estados Americanos (OEA) ha cele-
brado Asambleas en 1995 y 1996 (sobre la Situación de las Personas con
Discapacidad en el Continente Americano), que desembocaron en el "Compro-
miso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el Continente Ameri-
cano" y derivaron en la “Convención interamericana para la eliminación de to-
das las formas de discriminación contra las personas con discapacidad” (1999)
y la denominada “Declaración del Decenio de las Américas, por los derechos
y la dignidad de las personas con discapacidad”, 2006-2016. En la cuarta se-
sión plenaria de la OEA, celebrada en 2006 fue aprobada esta declaración que
supone un gran avance en las políticas de integración en Latinoamérica.

Paralelamente ha funcionado la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH) como sistema de protección de los Derechos Humanos
que pertenece a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y está in-
tegrada por siete miembros de reconocido prestigio en la materia, que re-
presentan a los países miembro de la Organización de Estados Americanos.

Con respecto a estas Asambleas intergubernamentales de la OEA, es sig-
nificativo obtener algunos datos de interés. Por ejemplo, en la celebrada en
1995, se señalaba como punto de partida la exhortación a los compromisarios
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para el cumplimiento de los acuerdos y conclusiones, que en América Latina y
en la región del Caribe había más de 60 millones de personas discapacitadas,
mientras que en 2006 (en la cuarta sesión plenaria de la OEA) ese dato que-
dó cifrado alrededor de 90 millones de personas en el Hemisferio44 lo que apor-
ta una información muy significativa ya que sitúa a esta población en un volu-
men superior al 10% del total45, además de las familias implicadas, y por tanto
en términos estadísticos un número elevado a tener siempre muy en cuenta,
aunque se analizara sólo desde una perspectiva macroeconómica.

Además en las citadas Asambleas queda explícito el amplio recorrido de
reuniones y encuentros del conjunto de países de la Región cuya evolución
marcha paralela a las expresadas por las Naciones Unidas, y cuya dilatada
e intensa actividad a lo largo de las décadas de los años 80, 90 y 2000,
deja bien a las claras que se ha procurado al menos un marco de acuerdos
intergubernamentales, más allá de los logros alcanzados. Esta larga secuen-
cia en síntesis queda recogida en la siguiente lista:

— Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; aproba-
da por la IX Conferencia Internacional Americana, Bogotá, 1948.

— “Declaración de Manila” aprobada en la “II Conferencia Internacional
sobre Legislación concerniente a las personas con discapacidad”, Ma-
nila, 1978.

— “Protocolo de San Salvador”, aprobado por la “XVIII Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales”, San Salvador, 1988.

— “Declaración de Caracas” aprobada por la Organización Panamerica-
na de la Salud, en la “Conferencia de Atención Psiquiátrica de Améri-
ca Latina”, Caracas, 1990.
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— “Declaración de Cartagena de Indias”, sobre Políticas Integrales para
las personas con discapacidad en el Área Iberoamericana. Aprobada
en la Conferencia Intergubernamental Iberoamericana sobre Políticas
para Personas Ancianas y Personas Discapacitadas, en 1992.

— “Resolución sobre la Situación de las Personas con Discapacidad en
el Continente Americano” aprobada por la Asamblea General de la
OEA (AG/RES. 1249) en 1993.

— Declaración de Managua, proclamada en el transcurso del Seminario
Internacional “Hacia un Nuevo Modelo para el Desarrollo de Políticas
Sociales para personas con Discapacidad”, en 1993.

— Resolución sobre la "Situación de los discapacitados en el continente
americano”, de la Asamblea General de la OEA (AG/RES. 1249) de 1994.

— Resolución sobre la "Situación de los discapacitados en el continente
americano”, de la Asamblea General de la OEA (AG/RES. 1249) de 1995.

— “Compromiso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el
Continente Americano”, aprobado por la Asamblea General (AG/RES.
1369) de 1996.

— “Proyecto de Convención Interamericana para la Eliminación de todas
las formas de Discriminación contra las personas con discapacidad”
de la Asamblea General de la OEA (AG/RES. 1249) de 1998.

— “Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas
de Discriminación contra las Personas con Discapacidad” de la Asam-
blea General de la OEA (AG/RES. 3826) de 1999.

— “Declaración de Panamá; La Discapacidad, un asunto de Derechos
Humanos”, proclamada en el “Seminario Regional sobre los niños y
las niñas con discapacidad”, en 2000.

— Recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos sobre la “Promoción y Protección de los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad Mental”, de 2001.
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— Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos sobre la “Promoción de los Derechos del Niño en sus informes
anuales de 2004-2007” (CIDH-CRIN).

De este conjunto, destacan las referencias explícitas que todas las con-
vocatorias de la OEA y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
hacen, además de las citadas, a la Declaración de los Derechos del Retra-
sado Mental (resolución 2856 (XXVI) de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas, 1971); la Declaración de los Derechos de los Impedidos (reso-
lución 3447 (XXX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 1975);
el Convenio sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas In-
válidas, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de 1983; la De-
claración de Caracas de la Organización Panamericana de la Salud de 1990;
las Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas
con Discapacidad (resolución 48/96 de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas, 1993); la resolución sobre la situación de las personas con dis-
capacidad en el continente americano (AG/RES. 1249 (XXIII-O/93); y las re-
soluciones sobre la situación de los discapacitados en el continente
americano (AG/RES. 1296 (XXIV-O/94) y (AG/RES. 1356 (XXV-O/95); la De-
claración de Principios de la Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado
y de Gobierno, reunidos en Miami en 1994; la Convención Interamericana
para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Per-
sonas con Discapacidad de 1999; el Plan de Acción de la IV Cumbre de las
Américas (Mar del Plata, 5 de noviembre de 2005); el Protocolo Adicional
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador"; la
Declaración de Managua, “Compromiso de Panamá con las personas con
discapacidad en el continente americano” de la Asamblea General de la OEA
de 1996.

Al momento, el instrumento vinculante más fuerte constituye la Convención
sobre los derechos de las personas con discapacidad, aprobada por la Asam-
blea General de Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, abierta a la fir-
ma y ratificación el 30 de marzo de 2007, que entró en vigor a partir del 3 de

Capítulo IV: Historia y perspectivas de la educación especial en Latinoamérica

159



mayo de 2008 al haber depositado Ecuador la ratificación número 20. Dado
que el Protocolo Facultativo requería únicamente diez ratificaciones, entraron
en vigor de forma simultánea la Convención y el Protocolo Facultativo.

Finalmente, en el conjunto de las sociedades de los países de América
Latina, tienen un gran ascendente, en general en la lucha contra la pobre-
za y la marginación, y en particular con respecto a las personas con disca-
pacidad las Organizaciones No Gubernamentales que, tanto de origen na-
cional como de otros países, integran la denominada sociedad civil, donde
tienen un papel muy destacado las asociaciones de personas con discapa-
cidad y sus familias.

En el conjunto de la Región, existe por tanto, la presencia de un buen nú-
mero de ONGs, difícilmente enumerables dada su heterogeneidad, proce-
dencia, objetivos, tamaños, etc., pero que en conjunto trabajan en este cam-
po ayudando a develar realidades ocultas, a atender a una población
generalmente dejada a la deriva (a pesar de las múltiples proclamas) y a
suplir carencias que los gobiernos no atienden.

A pesar de su presencia, también se puede constatar que su heteroge-
neidad y desigual incidencia determinan, por sus múltiples procedencias y
motivaciones, muchos agravios que indirectamente se producen incluso en-
tre comunidades, por lo que comúnmente se suele reclamar una regulación
de sus acciones. Aunque lo achacable, la razón de fondo, no es la limita-
ción de su existencia y presencia desigual en la Región, sino la ausencia de
unos sistemas públicos de calidad que atiendan a la población en cuestio-
nes que afectan a derechos básicos y se esconden detrás del gran paradig-
ma de la pobreza. En esta panorámica se observan tristemente la posición
en el “furgón de cola” de las prioridades y posibilidades de satisfacción la
población con discapacidad. Entre las más valiosas aportaciones de estas
ONGs, caben citarse el “Center for Internacional Rehabilitation” (CIR), el “Ins-
tituto Interamericano de Discapacidad” (IID), “Inclusion International” con su
capítulo “Inclusión Interamericana” y “Handicap International”.

En este amplio grupo, merece destacarse la puesta en marcha de la Fun-
dación ONCE (Organización Nacional de Ciegos Españoles) para América
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Latina (FOAL) que ha supuesto el inicio de un proyecto global que está per-
mitiendo consolidar el movimiento asociativo en Latinoamérica. Asimismo,
FOAL contribuye a la creación de empleo y de mejoras educativas para las
personas ciegas que residen en la región. La Fundación ONCE para Amé-
rica Latina potencia la realización, de forma directa o concertada, de progra-
mas de promoción laboral, formación y capacitación profesional, integración
social y prestaciones sociales para personas con deficiencias visuales de
países iberoamericanos, en sus respectivos Estados.

Sobre los avances en la regulación de la intervención de estas entidades,
en 2002 se constituyó en Caracas (Venezuela) la Red Iberoamericana de
Organizaciones No Gubernamentales de Personas con Discapacidad y sus
Familias (RIADIS) con los objetivos de promover, organizar y coordinar ac-
ciones para la defensa de los derechos humanos y libertades fundamenta-
les de las personas con discapacidad y sus familias, promoviendo la orga-
nización y el fortalecimiento de los movimientos asociativos a nivel nacional
y su conformación lo más amplia y participativa posible, constituyéndose en
un interlocutor válido ante organismos gubernamentales y no gubernamen-
tales, nacionales46 e internacionales. Iniciativa que se orientó al ámbito lati-
noamericano exclusivamente por decisión de los miembros participantes de
la III Conferencia de RIADIS (Panamá, 2007).

Los instrumentos y movimientos mencionados han repercutido en el ám-
bito educativo y con mayor fuerza en educación especial, cuya vocación
toma un giro importante hacia la concreción de la inclusión educativa, tor-
nándose en el eje vinculante entre los subsistemas aún vigentes (regular y
especial).
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3. CONSIDERACIONES FINALES Y PERSPECTIVAS FUTURAS

No existe un modelo único sino una serie de formas propias o típicas en
las que cada sociedad ha tratado y se ha relacionado con la población con
discapacidad, posibilitando una serie de clasificaciones o tipificaciones.

Hay diversos factores que distorsionan o favorecen la atención a este gru-
po de personas, tales como: pobreza, edad (primera infancia o ancianidad)
género femenino, ascendente familiar y posición socio-económica, opciones
sexuales y afectivas no convencionales, oportunidades de inserción laboral,
ubicación con respecto a los medios de atención, etc. De modo tal que al ana-
lizar cada problemática se recurre a uno de estos aspectos para justificar la
inoperancia y calificarla como realidad individual (a pesar de haber dicho que
en la Región existen más de 90 millones de personas con discapacidad), agra-
vándose la realidad natural con un justificativo histórico o cultural. Estos fac-
tores promueven doble o múltiples discriminaciones de la discapacidad; sin
embargo, no por muy conocidos que sean ni por constar en las declaraciones
de organismos internaciones ha sido posible erradicarlos; siguen vigentes. En
esta consideración tiene especial importancia, además de la pobreza, la exis-
tencia de singularidades indígenas47 que reclaman de formas muy diversas el
reconocimiento no sólo de estas singularidades, lo que constituye sólo el pun-
to de partida fundamental. Los valores esenciales que sustentan esta recla-
mación de sus derechos colectivos son el derecho a la igualdad, a la diferen-
cia, a su dignidad, a la autodeterminación y al desarrollo con identidad;
coincidentes y cruzados en lo esencial, entendidos como derechos básicos,
con los de la población con discapacidad.
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o menores de personas indígenas lo cual da cuenta de las dificultades para el establecimien-
to de una cifra real. Están vigentes y son la base del perfil multiétnico, pluricultural y multilin-
güe de la Región”. (OPS, 2004:4).



El proceso histórico de aislamiento o disgregación de las personas con
discapacidad ha hecho que se lo tome como algo natural, y a los afectados
se los ha sometido sistemáticamente a “experimentos visionarios” de mu-
chas tendencias y posicionamientos políticos y económicos. Se acepta sin
más que una porción de la población a nivel mundial, sea susceptible de tra-
tamiento especial. Se puede decir que la cultura incide directamente en los
gobiernos, comunidades y familias, donde normalmente prevalece la visión
local y cotidiana; vale decir, la cultura está impregnada de creencias con
fuerte raigambre ancestral, que deciden un punto de partida de gran ascen-
dente en esta aplicación cultural.

Para entender la educación especial de América Latina hay que hacerlo den-
tro de un contexto de referencia más amplio, el contexto educativo y el social.
Se han elaborado diversos conceptos a lo largo de la historia no solo para ca-
lificar a los sujetos sino también a los procesos generados por ellos, tales como:
discapacitados, deficientes, integración, inclusión. Todos ellos evidencian una
deficiencia de la realidad frente a lo que debería ser: anormalidad frente a nor-
malidad, inadaptación frente a adaptación, exclusión frente a inclusión.

Por ello a los sujetos de la educación especial se los entiende desde la
minusvaloración y la sobreprotección paternalista, con todas las consecuen-
cias que implica. Se parte de una concepción segregacionista que apunta
más a las deficiencias y no tanto a la potenciación de posibilidades; lo más
grave es que estas percepciones no sólo están en el imaginario colectivo o
cotidiano sino también en posiciones científicas.

En contraste con estas visiones hay otras que manifiestan gran potencia-
lidad y presentan soluciones auténticas a dichos problemas como es el caso
de los ciegos y ONCE en España, las asociaciones familiares y algunas
ONGs que son capaces de generar estructuras y lineamentos básicos en lo
que a actividades claves y leyes se refiere.

La Educación Especial es la conjunción de una serie de circunstancias y
contexto histórico-culturales que la estructuran, definen y la determinan, es
decir, es preciso tomar en cuenta el contexto propio del lugar o la región en
donde adquiere una forma específica y concreta.
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En este sentido la tarea analítica se halla, por un lado, sujeta al reconoci-
miento de los cambios experimentados por las diversas ciencias (medicina, psi-
cología y pedagogía esencialmente); y, por otro, a esa visión científica y de las
diferentes formas de entender y actuar, se le deben contrastar aquellas cuali-
dades o rasgos de modulación y transformación social a lo largo de la historia;
íntimamente relacionados con los marcos culturales de cada sociedad.

Con estas iniciativas y sus avances, existe al menos la sensación de que se
ha logrado situar las palabras, sobre todo en los grandes discursos e institu-
ciones. Hoy se habla de inclusión en los ámbitos normativos, académicos y gu-
bernamentales; pero en la práctica todavía hay mucho trecho que recorrer.

En el ámbito de instrumentos internaciones y de normativa hay un avan-
ce evidente aunque sus resultados no son todavía proporcionales, existen
aún sectores periféricos de las grandes ciudades que no han sentido su efec-
to positivo porque además el fenómeno de la pobreza los ha eclipsado. La
participación, la aplicación de normas y la transparencia en el uso de los re-
cursos es aún una cuestión opaca en muchas comunidades y circuitos de
distribución de bienes.

Las minorías étnicas gracias a su toma de conciencia y organización han
logrado efectos beneficiosos en cuanto a reconocimiento en los foros inter-
nacionales y como presencia política o como fuerza. Pero en el caso con-
creto de la atención especializada para los grupos de personas con disca-
pacidad o favorecer su inserción laboral, todavía se presenta como la parte
más débil y vulnerable.

En el 2008 la mayoría de niños/as con discapacidad es excluida de los sis-
temas educativos de la Región. Todavía son pocos los países que tienen un
sistema de inclusión. Lo más grave es que ni siquiera se presenta el 1% de
la población con discapacidad y a los pocos que lo hacen también se los ex-
cluye, por ejemplo en Colombia (0,32%), Argentina (0,71%) o México (0,52%).

La población con discapacidad escolarizada ronda los porcentajes del
20% al 30%, y las escuelas no aceptan a niños que tienen discapacidad se-
vera, tomando en cuenta que la aceptación se reduce a la educación prima-
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ria o básica, y de hecho sus años de escolaridad son muy inferiores a sus
pares llamados “regulares”. Además, la escolarización no responde a la in-
clusión normal sino que se crea para ellos aulas especiales. Desde el pun-
to de vista laboral, a pesar de que Venezuela, Panamá, El Salvador, Nica-
ragua o Ecuador tienen planes diseñados para la inserción profesional, sin
embargo, en la realidad, predomina el desempleo y la marginación laboral
en la población discapacitada hasta cifras que alcanzan el 70%.

La premisa más general admite que en América Latina los sistemas
educativos no han estado inertes durante las últimas décadas. Al contrario,
las transformaciones han sido significativas, particularmente en los
aspectos cuantitativos. Sin embargo, y esto es lo que puede alimentar una
percepción que enfatiza el carácter estático del sistema, dichas
transformaciones han estado generalmente disociadas de los intentos
explícitos de cambio. (Nassif, Rama y Tedesco, 1999:14)

La propuesta tradicional se basaba fundamentalmente en la creación
de tres niveles, con destinatarios sociales diferenciados: enseñanza
primaria universal, enseñanza secundaria para las capas medias y
enseñanza superior para las elites dirigentes; considerándose que a los
discapacitados como parte externa de esta concepción y, en el mejor de
los casos, como un apósito indefinido de la enseñanza primaria. El análisis
cuantitativo de la evolución de los sistemas educativos en América Latina
permite apreciar que la meta de la escolaridad básica universal todavía
no ha podido cumplirse (Nassif, Rama y Tedesco, 1999:17).

Lo que da una idea del lugar y posibilidades de la población discapacita-
da que se encuentra en los entornos de la marginación y la pobreza.

El sistema educativo tiene serias dificultades para incorporar en forma
efectiva (es decir, obteniendo los objetivos que se propone en términos de
aprendizaje) a sectores sociales tradicionalmente excluidos. A partir de
esta comprobación surge el interrogante acerca de en qué medida ello se
debe a que la ampliación del servicio educativo reprodujo el modelo de
acción pedagógica escolar, diseñado para un tipo de público de
características diferentes a las de los sectores sociales recientemente
incorporados (Nassif, Rama y Tedesco, 1999:24).
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Los modelos culturales que se ofrecen a las masas de población que acaban
de incorporarse al sistema no serían siquiera totalmente representativos de los
modelos dominantes culturalmente vigentes. En este sentido, la situación de
América Latina parece caracterizarse por la difusión de un modelo cultural que
exige un capital del que el nuevo público no dispone pero que, además, está
lejos de representar un acceso efectivo a la comprensión del mundo y la
sociedad que lo rodea. (...) En la propuesta tradicional, los contenidos de la
enseñanza primaria se justificaban por su función de homogeneización cultural
que, en términos más políticos, implicaba la unidad nacional. Con este criterio,
la enseñanza básica debía brindar los instrumentos culturales básicos (lecto-
escritura y cálculo), conocimientos mínimos de historia y geografía nacional y
los valores centrales sobre los cuales se debía asentar la integración nacional
(Nassif, Rama y Tedesco, 1999:26).

Es desde este punto de vista como pueden analizarse los problemas
básicos de la efectividad de la acción escolar primaria y, para ello, resulta
indispensable referirse a la acción pedagógica escolar en las áreas
sociales críticas (las zonas rurales y las marginales urbanas) (Nassif,
Rama y Tedesco, 1999:27).

No solo los especialistas deben estar preparados para trabajar con estudian-
tes con discapacidad, debería ser una política de Estado que exija que todos los
profesores reciban una formación desde las aulas universitarias para realizar este
trabajo, tal como lo hacen ya algunos países como Cuba, Chile y México.

A pesar de la gran importancia y democratización que se ha dado a la
educación preescolar en la Región la cobertura es relativamente escasa, la
tasa bruta de escolarización con respecto a la población entre 3 y 5 años
de edad sería de sólo 8,9% para la Región en su conjunto. Aunque no haya
demasiadas investigaciones sobre la expansión de este subsistema escolar
una de las variables que lo explican podría ser los cambios producidos en
la vida familiar y la necesidad de desplazar algunos aspectos de su acción
socializadora hacia un ámbito institucional extrafamiliar.

Por no tener un espacio ni estructura propia a nivel escolar, la educación
especial ha sido un pegote de la escuela tradicional, por lo mismo no tiene
objetivos cognitivos definidos, limitándose mas bien a cumplir tareas que tie-
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nen que ver con el proceso de socialización en áreas tales como la afecti-
vidad, la motricidad, la sociabilidad, etc., tareas que fueron tradicionalmen-
te cumplidas por la familia como agente educativo, pero si consideramos los
cambios que ha sufrido la familia y concretamente el papel de la mujer en
la familia, caben algunas reflexiones.

Se modifica la composición familiar. En las áreas rurales se desplaza la
forma tradicional de producción por otra capitalista lo que implica: ausencia
prolongada del padre, migración dentro del país y la región, migración por
temporadas de toda la familia (población golondrina), migración escalonada
hacia centros urbanos.

En las áreas urbano-marginales, porcentajes importantes de familias ca-
recen de figura paterna estable. La madre representa el ‘jefe de familia’, tra-
baja fuera de su casa la mayor parte del tiempo y deja a los niños a cargo
de hermanos mayores u otras personas. Aún en los casos donde están pre-
sentes el padre y la madre, existe la misma situación, ya que ambos tienen
necesidad de salir a trabajar.

En las áreas urbanas y en las familias tanto de clase media como alta
hay también modificación en el rol que juega la mujer, aunque lo económi-
co no sea lo determinante hay factores socio-culturales que incorporan a la
mujer al mundo del trabajo, lo que provoca un descenso demográfico cuan-
titativo y cambios cualitativos en la composición familiar.

Por lo mismo, el surgimiento y expansión de la escolaridad es la respues-
ta institucional a las demandas de familias de clase media y alta de los sec-
tores urbanos. Estos procesos no son neutrales o no tienen la misma di-
mensión, refleja otro tipo de factores cuya consecuencia todavía no ha sido
evaluada. ¿La socialización intrafamiliar produce los mismos efectos que en
instituciones extrafamiliares?

Las consecuencias de los cambios sociales afecta de manera diferente a
las familias se sectores rurales o populares y a las familias de clase media
y alta. En unos casos acceden prontamente a tareas productivas, al mundo
del trabajo, en los otros la preescolaridad solo garantiza cuidados físicos.
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La alta tasa de repitencia en los primeros años de la escuela podría ex-
plicarse por la universalización de la escolaridad. Siendo necesario, por lo
mismo, reestructurar el sistema escolar para que este público se incorpore
de manera más efectiva y duradera.

La universalización de la escolaridad para niños con NEE puede correr
los mismos riesgos que la universalización de la escolaridad en escuelas
regulares, si el modelo privilegia determinado público, incluso niños de
estratos socio-culturales diferentes presentan graves dificultades en el nivel
preescolar, problemas que se acentuarán con el tiempo. Para los niños de
áreas marginadas es preciso tener objetivos específicos y un currículo
estructurado tendiente a equipar al niño con instrumental de raciocinio,
enseñándole, con especificidad, a pensar, abstraer, categorizar, solucionar
problemas y tomar decisiones. (Nassif, Rama y Tedesco, 1999:43-46).

Las políticas de "Integración" en América Latina se enmarcan en el reco-
nocimiento del fracaso de la lucha contra el segregacionismo. La integración
tanto como política como por resultados no ha logrado consolidarse en los
sistemas educativos.

En la mayoría, aún perdura el modelo tradicional basado en la
segregación en centros específicos, con una perspectiva de atención
clínico-asistencialista centrada en la visión del deficiente como enfermo
que debe ser rehabilitado por un técnico; lo que ha dejado a la familia y
a la sociedad en general, lejos del proceso de integración. Este paradigma
considera la discapacidad como desviación y centra su atención en las
características negativas más que en las potencialidades de la persona;
cuya intervención se resuelve a través de programas de rehabilitación
individual. (Pardo, 2006).

No se ha incorporado a las personas con NEE en las aulas regulares de-
bido a una inadecuada formación de los maestros, la carencia de apoyo ins-
titucional y de equipos especializados. La pobreza ha sido el justificativo de
un sistema perverso para desatender a la población con discapacidad, utili-
zando estos argumentos para abaratar costes, redistribuir recursos y el es-
caso personal especializado.
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Para Néstor Pardo (2006) hay una visión uniformadora de la educación y
de la enseñanza que percibe la Educación Especial “como modelo deficita-
rio” y, en consecuencia, “ideológicamente no acepta la diversidad”, hay pre-
valencia del grupo dominante a la hora de definir el éxito y el fracaso aca-
démico. Esta actitud política ha propiciado que unos estudiantes sean
integrados y otros no, que se haya creado un sistema paralelo de Educa-
ción Especial, generalmente en centros privados con escaso control y exi-
guas exigencias por parte de la administración educativa. El limitado grupo
de alumnos con discapacidad que se ha escolarizado en los centros ordina-
rios lo ha hecho generalmente sin un diagnóstico real e integral y los cen-
tros, por lo común, han carecido de medios materiales y adaptados para el
desarrollo autónomo de todo su alumnado sin excepción (rampas, barras de
apoyo en la paredes y baños, etc.), como tampoco han contado con proyec-
tos educativos que reflejen la equidad y el respeto a la diferencia. En con-
secuencia, el alumnado con NEE escolarizado en escuelas regulares se ha
visto ante una realidad muy adversa cuya mayor carencia ha sido no dispo-
ner de sensibilidad institucional, ni medios ni de un personal capacitado para
su educación.

La mayor responsabilidad se centra en la ausencia efectiva de unas po-
líticas coherentes con las promesas y compromisos adquiridos a nivel gu-
bernamental, manifestados reiteradamente en múltiples foros internaciona-
les, y no tanto en culpar a los docentes por su falta de capacitación.

No se puede olvidar las dificultades encontradas en las familias. Tradicional-
mente, como aspecto cultural dominante, según algunos profesionales, la fami-
lia muestra pasividad que ha redundado en esta visión asistencialista, ha espe-
rado que la institución escolar asuma un papel principal como responsable de
la estimulación para el desarrollo educativo de su hijo/a. Por su parte, las fami-
lias afirman no encontrar apertura en la escuela para participar, la mayoría no
cuenta con medios para dotar de un sistema de apoyos que exigen las institu-
ciones, su exiguo presupuesto tampoco permite complementar con terapias y
apoyos externos que se suele recomendar desde la institución educativa.

También hay un factor exógeno originado por los padres de niños “regu-
lares” quienes por ignorancia consideran que no es conveniente que su hijo
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comparta la escolaridad con compañeros que tienen una discapacidad con-
siderando que podría ser una muy mala influencia para su hijo, o que pue-
de ser contagioso.

Las precarias condiciones de salubridad en la que vive una parte impor-
tante de la población especialmente vulnerable por una carencia de políti-
cas preventivas, vacunaciones y seguimiento de los embarazos acentúan un
aumento porcentual de de deficiencias 

producto de infecciones tales como meningitis o encefalitis, desnutrición
severa o crónica, deficiencia de ingesta de yodo y hierro en la alimentación,
traumas craneales ocasionados por violencia intrafamiliar o escolar, los
conflictos civiles y bélicos, y problemas en el embarazo y parto como
consecuencia de la falta de información a los y las adolescentes, controles
médicos o de pericia de practicantes en los hospitales (Pardo, 2006).

Es muy doloroso y frustrante para un padre saber que su hijo tiene una
discapacidad, en la mayoría de casos no lo acepta y peregrina de médico en
médico para escuchar lo contrario. Luego empieza a buscar culpables. De
ahí la importancia de la aceptación que abre un horizonte de alternativas en-
tre las que se cuenta el asumir la terapia de su hijo desde la calidez del ho-
gar, con la guía profesional adecuada. Mientras más pronto se detecte una
discapacidad, cuanto mejor, porque una adecuada estimulación temprana en
ciertos casos puede evitar complicaciones mayores en lo posterior.
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CAPÍTULO V

DISCAPACIDAD Y EDUCACIÓN EN LATINOAMÉRICA

Pilar Samaniego de García

Hablar de Latinoamérica es remontarse a un pasado de civilizaciones in-
dígenas, de conocimientos ancestrales y de una sabiduría que pervive —de
alguna manera— amalgamada con los aportes que ha recibido paulatinamen-
te. Es recordar el componente europeo que traslada una cultura ibérica, nu-
trida con los legados greco-latinos, judíos, árabes y mediterráneos; así como
evocar el mundo africano que arribara desde barcos esclavistas. Es haber
transitado el siglo XX con cierta parsimonia inicial para incorporarse paulati-
namente en medio de un mundo tan cambiante como globalizado. Es des-
pertar al nuevo siglo con el reconocimiento de una diversidad entre países y
al interior de cada uno, que ha de valorarse como lo que es: una cultura de
la pluralidad que aguarda respuestas para naciones diferentes y para pue-
blos que conviven en cada nación con enormes asimetrías que a momentos
parecieran insalvables, en medio de una corriente compleja y migratoria.

En este continuum ha transitado la educación. Ha dejado entrever sepa-
ratismo y división, siendo más notoria la brecha abismal entre pobres y ri-
cos. Ha dado respuestas homogeneizantes para una heterogeneidad que es
inherente al ser humano. Disfrazada de ‘exclusividad’ ha excluido e invisibi-
lizado la pluralidad.

En términos generales, en mayor o menor escala han sido claros los mo-
mentos del quehacer educativo. En primera instancia y como herencia de la
colonia, la educación formal se muestra como formadora de católicos que
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recorren el camino de la beneficencia, que ven a la persona con discapaci-
dad como objeto de caridad a quien hay que socorrer pues ha de resignar-
se en soledad a su “destino”. Con el auge industrial y ante los requerimien-
tos de la empresa, la educación se orienta hacia la formación de trabajadores,
forma un alumnado homogéneo que es receptáculo de un academicismo poco
o nada práctico pero que redunda en mano de obra “calificada”; en este con-
texto, la persona con discapacidad es vista como un “problema” de la fami-
lia —en el mejor de los casos—; y, en correlación con la capacidad econó-
mica del hogar accede a una educación segregada, comparte con sus pares
en espacios específicos, vive una reclusión “voluntaria” y es objeto de inves-
tigación debiendo seguir las instrucciones que quienes “saben” le imparten.
En un tercer momento, la educación se vuelca hacia el emprendedurismo y
el discurso educativo se orienta hacia el liderazgo, a una formación por com-
petencias que se trastoca en una competición arrasadora, es la hora del tec-
nicismo tanto social como económico; en este escenario, la persona con dis-
capacidad es objeto de servicios especializados, de sendos informes y
discursos, es el medio para la consecución de fondos que mejoran la calidad
de vida de algunos inescrupulosos “expertos”, es el elemento utilitario de un
populismo que “cumple” con sus votantes emitiendo leyes carentes de pre-
supuesto y desnudas de exigibilidad. En el presente, la educación es exhor-
tada a formar ciudadanos universales que han de transitar por la esfera de
los derechos humanos, con el concomitante reconocimiento de la persona
con discapacidad como actor que participa plenamente en el multidimensio-
nal accionar del ser humano, que irrumpe en la agenda de lo público, que se
posiciona a sí misma, que reconoce el valor de la familia y que coparticipa
activamente en la construcción de una sociedad más equitativa, más justa,
más universal.

Si bien estos momentos y modelos se superponen entre sí, coexisten en
un vaivén pendular que va de la política a la vivencia, del ideal a la prácti-
ca, del discurso educativo al aula que se esfuerza sin encontrar el “cómo”,
de la vivencia individual a la experiencia social, de las nuevas tendencias a
las prácticas donde impera la costumbre, del dinamismo internacional a la
cotidianidad local caracterizada más de novelería que de innovación, pince-
lada de una versatilidad a la que convoca la necesidad.
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Es menester valorar el camino recorrido porque el pasado construye el pre-
sente y éste cimienta el futuro. Hay éxitos indudables pero aún no se alcanza lo
deseable. En este cometido que nos compete e involucra a todos, cabe analizar
los estudios cuantitativos que constituyen las radiografías de situación a las que
hemos de referirnos para “convencer” a quienes tienen la responsabilidad de de-
cidir porque ven en la cuantificación el elemento que justifica, define y sustenta.

1. INFORMACIÓN ESTADÍSTICA SOBRE DISCAPACIDAD

La captación de información estadística sobre discapacidad inicia con la
cuantificación de personas “con defectos físicos y mentales”, por ejemplo,
en México hay referencia sobre el conteo que se hizo de “ciegos, sordomu-
dos, idiotas y locos”, entre 1895 y 1910 (Velázquez, 2004).

El enfoque médico presente en las estadísticas ha evolucionado —en cier-
ta medida, no simultáneamente— de acuerdo con los planteamientos de la
Organización Mundial de la Salud (OMS). Así, en los años ’70, en un afán de
traspasar la barrera de la enfermedad, se presentó una concepción secuen-
cial clásica: etiología - patología - manifestación. La búsqueda de alternativas
diferentes para términos de origen científico, que en la cotidianidad eran con-
cebidos como peyorativos e insultantes, redundó en 1980 en un consenso
cuyo producto fue la publicación en inglés de la versión oficial de la Clasifica-
ción Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías (CIDDM).
Este enfoque parte de una enfermedad, trastorno o accidente, situación intrín-
seca objeto de intervención médica y social; cuando ésta se exterioriza, la de-
ficiencia (impairment) es observable y la respuesta que se requiere es la pre-
vención; al ser objetivada, se llega al estadio de la discapacidad (disability)
siendo menester la rehabilitación; pero cuando constituye una situación que
impide la socialización se habla de una minusvalía (handicap) y se plantea
como objetivos la integración y participación igualitarias. A pesar del avance
notable, la linealidad de la CIDDM (deficiencia - discapacidad - minusvalía) fue
criticada por los propios actores cuyos pronunciamientos cobraban fuerza pau-
latinamente, situación que obliga a plantear en 2001 la visión de conjunto de
la Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la
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Salud (CIF), en un esfuerzo por vincular conceptos, estándares y métodos que
consideren a la discapacidad en términos globales, relacionen una interacción
multidireccional entre la persona y su contexto, valorándolo como un elemen-
to decisivo que viabiliza o impide la participación. Estudiosos de la CIF coin-
ciden en su enfoque universal, el uso de una terminología positiva y el asu-
mir la discapacidad como un concepto abarcador.

De ahí que la Convención sobre los derechos de las personas con disca-
pacidad, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 13 de
diciembre de 2006 y en vigor a partir del 3 de mayo de 2008, como el sép-
timo tratado de derechos humanos y el primero de este siglo, asume el mo-
delo social de discapacidad que implica vincularla como resultado de la inter-
acción con barreras debidas a la actitud y al entorno. Y por otro, que la
definición no es cerrada, sino que incluye a las personas mencionadas, lo
que no significa que excluya a otras situaciones o personas que puedan es-
tar protegidas por las legislaciones internas de los Estados. En el inciso e)
del Preámbulo, la Convención reconoce que:

(…) la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la
interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la
actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la so-
ciedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Asimismo, en el Art. 1 expresa que:

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan defi-
ciencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que,
al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación ple-
na y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Traducir el enfoque social de la discapacidad a cuestionarios que permi-
tan recabar información estadística conlleva ingentes esfuerzos porque se
debe considerar al informante quien generalmente es un miembro de la fa-
milia que declara sobre una situación de discapacidad y su percepción so-
cio-cultural. Conlleva una seria complicación dado que las respuestas osci-
lan entre: reconocer y declarar, reconocer y callar, o, negar y ocultar.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

174



Al hablar de población con discapacidad se suele tomar como referencia
instituida el 10%, estimación que aparece en 1974 y es difundida por la OMS
dos años más tarde mediante una publicación atribuible al doctor Einar He-
lander, quien en 1990 afirmó que ese porcentaje estuvo basado en un cál-
culo que vinculó la discapacidad con enfermedades, trauma, desnutrición,
causas genéticas, etc. por lo que se incluyó discapacidades leves o rever-
sibles (Naciones Unidas, 1991).

Desde diferentes ámbitos han aparecido apreciaciones sobre la prevalencia
de discapacidad, la mayoría basadas en conjeturas. Siendo un tema que ata-
ñe a la minoría más numerosa, concitó un interés creciente de organismos y
estudiosos que a través de su trabajo hicieron pronunciamientos serios. Por
ejemplo: según el investigador español, Miguel Ángel Verdugo (1995), la ma-
yor parte de las investigaciones estiman que entre el 10% y el 15% de la po-
blación presenta alguna discapacidad; en 1990 en los Estados Unidos, Bowe
estimó que el 15% de la población presentaba alguna discapacidad; la Asocia-
ción Canadiense para la Vida Comunitaria (CACL), consideraba que para Cen-
tro América la prevalencia de discapacidad oscilaría entre 13% y 18% debido
a conflictos armados, desastres naturales y pobreza endémica; el informe “La
Salud en las Américas, 2002” (OPS/OMS: 193), señala que en Latinoamérica
existen, aproximadamente, 85 millones de personas con discapacidad, equiva-
lente al 17% de la población; incluso hasta no hace mucho (2004) Judith Heu-
mann, asesora en materia de discapacidad y desarrollo del Banco Mundial, se-
ñaló “ahora sabemos que en los países en desarrollo entre el 15% y el 20%
de la población sufre de distintos tipos de discapacidad". Lo que implicaría de-
jar de lado la fórmula del 10%. Por otro lado un tema que amerita especial con-
sideración es el hecho de que la discapacidad afecta a los familiares cercanos,
en consecuencia, no menos del 25% de la población mundial está directamen-
te vinculada a las personas con discapacidad.

Los datos censales si bien “no miden tanto la incidencia de la discapaci-
dad como la conciencia social de la misma”, (Casado, D. en el prólogo a
Pantano, 1986), constituyen una fuente importante de información. También
lo son las encuestas por muestreo y las investigaciones específicas de los
campos de salud y educación, principalmente.
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La evolución en la conceptualización y caracterización de la discapacidad
así como la variación de los datos obtenidos son una constante. Para ilus-
trar lo dicho, la siguiente tabla sintetiza la experiencia en México.

EVOLUCIÓN DE LAS CARACTERÍSTICAS DE DISCAPACIDAD. MÉXICO

Fuente Año Concepto medido Porcentaje

Censo 1900 Defectos físicos y mentales 0.20

Censo 1910 Defectos físicos y mentales 0.21

Censo 1921 Defectos físicos y mentales 0.65

Censo 1930 Defectos físicos y mentales 0.66

Censo 1940 Defectos físicos y mentales 0.54

Censo 1980 Ausentismo escolar por invalidez (6-14 años) 2.80

Encuesta Nacional de Inválidos 1982 Invalidez 0.02

Conteo de Población 1995 Discapacidad (Hogares) 2.33

Registro Nacional de Menores 1995 Discapacidad (Población escolar) 6.35

Censo 2000 Discapacidad 1.84

Muestra censal 2000 Discapacidad 2.31

Encuesta Nacional de Salud 2000 Discapacidad 2.35

FUENTE: Velázquez, 2004.

Nota aclaratoria de la autora. FUENTE: ONU, CONAPO, SSA e INEGI. De los censos de 1990 a 1940 los porcentajes
fueron calculados con respecto a la población total. En el censo 1980, se tomó de ONU. Compendio de datos
estadísticos sobre los impedidos 1990 y el porcentaje correspondiente se calculó dividiendo el número total de niños
(6 a 14 años) impedidos entre el número total de niños que no asisten a la escuela.

El porcentaje para 1982 se calculó dividiendo el número total de personas con secuelas invalidantes entre la población
total proyectada para ese año, según CONAPO.

El porcentaje para el Conteo de Población se calculó dividiendo el número de discapacitados entre la población total,
que indica dicha fuente.

El porcentaje para el Registro Nacional de Menores se obtuvo dividiendo el número total de personas de 0 a 20 años
con alguna discapacidad entre la población total de dicha edad según el Conteo de Población.

El porcentaje para el Censo del 2000, la Muestra censal y la Encuesta Nacional de Salud, se calculó dividiendo el
número de personas con discapacidad entre la población total, que indica cada fuente.
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La frecuencia regular de un censo es decenal y su operativización entra-
ña una gran complejidad por lo que incluir temas como discapacidad —que
tienen en sí juicios de valor o prejuicios— suelen ser debatibles sin que se
alcance a controlar la veracidad y asertividad de las respuestas dadas por
el informante. Las encuestas por muestreo suelen ser más flexibles, impli-
can menores costos y proporcionan una información más continua aunque
tampoco alcanzan a controlar las respuestas. Los registros administrativos
de áreas específicas como salud, educación, seguridad social, pueden ma-
nejar de mejor manera la conceptualización por estar vinculadas al tema
pero no ofrecen una desagregación como la que proporciona un censo y la
recopilación de datos se torna complicada. Sería ideal contar con una fuen-
te de información organizada conceptual y metodológicamente a nivel regio-
nal que permita un estudio comparativo seguro.

1.1. Población con discapacidad

La llamada ronda de los censos del 2000 abrió para Latinoamérica una nue-
va etapa en la búsqueda de información al igual que a través de módulos de
discapacidad en función de las encuestas de hogar que se aplican sistemática-
mente. En el afán de disponer de aportes estadísticos para la planificación y es-
tablecimiento de políticas sociales se busca consensos, en este sentido sobre-
sale el esfuerzo de armonización llevada adelante por el Banco Interamericano
de Desarrollo (BID), que desde 2003 emprendió una ronda de reuniones regio-
nales y ha financiado encuestas de discapacidad en Nicaragua, Guatemala y
Ecuador. En junio 2005 completó una ronda de cuatro reuniones sub-regiona-
les: la primera realizada en 2003 para los países MERCOSUR (Argentina, Bra-
sil, Paraguay, Uruguay), más Bolivia y Chile; seguidas por reuniones en Améri-
ca Central (2004), el Caribe (2005) y la Región Andina (2005). A estas reuniones
asistieron representantes de institutos estadísticos nacionales, ONG que traba-
jan con datos de discapacidad y los Consejos Nacionales de Discapacidad. En
este proyecto el BID trabajó con el Grupo de Ciudad de Washington en Esta-
dísticas de Discapacidad, el Banco Mundial y la Comisión Económica para La-
tinoamérica y el Caribe (CEPAL), organismo de Naciones Unidas.
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Sin lugar a dudas es un insumo valioso para los subsiguientes censos y
encuestas, entre las principales conclusiones se registra que:

— Subsiste la variabilidad en cuanto a conceptos de medición, puntajes
y estrategias.

— Hay diferencias marcadas en cuanto a datos obtenidos, dependiendo
si éstos fueron tomados por un censo o por una encuesta. Una varia-
ble directa constituye la definición utilizada: de funcionamiento o de
deficiencia.

— En los censos el porcentaje de prevalencia registrado varía en 
un rango bastante amplio, desde 0,96% en Paraguay al 14,5% en
Brasil.

— Si los datos de prevalencia se obtuvieron mediante encuestas, varían
entre 1,51% en El Salvador a 21,7% en Chile (Chile Health 2000).

— Las encuestas proporcionan resultados diversos, utilizando una
definición de funcionamiento en una encuesta general, la preva-
lencia está sobre el 7%, exceptuando Honduras y Uruguay. Úni-
camente la cuarta parte de las encuestas aplica una definición de
deficiencia.

— Los censos arrojan una prevalencia máxima del 6% con tendencia a
disminuir en relación con las encuestas. El 73% de los censos aplica
una definición de deficiencia. Brasil es la excepción porque aplica en
el censo una definición de funcionamiento.

— Con una definición de deficiencia, el porcentaje de prevalencia va des-
de 0,96% en Paraguay a 6,2% en Guatemala; mientras que si se uti-
liza una definición de funcionamiento los resultados presentan una va-
riación mayor: desde 2,3% en Bahamas a 21,7% en Chile.

El cuadro a continuación resume las últimas fuentes de datos de disca-
pacidad en los países de la Región, se acompaña de frases clave utiliza-
das en las preguntas que infieren el concepto de discapacidad asumido.
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Para 16 países la fuente de información es la publicada por el Equipo de
Discapacidad y Desarrollo del BID, 2005. Se tomó como referencia el In-
forme Regional de las Américas 2004. Los datos de Cuba (ACLIFIM, 2004)
y de República Dominicana (FENADID, 2004), fueron tomados del informe
de país presentado en la II Asamblea de RIADIS (Río de Janeiro, 2004).
Para Venezuela, los datos fueron tomados de la última reunión de IESALC
(García et al., 2004).

DATOS ESTADÍSTICOS DE DISCAPACIDAD EN PAÍSES DE HABLA
HISPANA DE LATINOAMÉRICA Y EL CARIBE

DEFINICIÓN FUENTE
FRASES CLAVE DE LA PREGUNTA TASA DE

UTILIZADA O CONCEPTO DE DISCAPACIDAD PREVALENCIA

Persona

Funcionamiento Censo 2001 – Sorda o que use audífono
– Que le falte o tenga atrofiados brazos...
– Que tenga otra discapacidad permanente

Estos resultados fueron marco muestral de la Primera Encuesta Nacional de Personas 
con Discapacidad (ENDI) 2002-2003, complementaria al Censo

Primera Encuesta 
Nacional de – Dificultad permanente para... 

Discapacidad (actividades que se describen 
Funcionamiento ENDI 2002-2003 en 21 preguntas) 7,1%

Uno de cada cinco hogares alberga al menos a una persona 
con discapacidad.
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ile

Deficiencia

Deficiencia

Deficiencia

Deficiencia

Funcionamiento

Deficiencia

Funcionamiento

No reporta

Deficiencia

Deficiencia

Encuesta Demográfica
y de Salud 1998

Censo 2001

Encuesta de Hogares
MECOVI 2001

Censo 1991

Censo 2000

Encuesta de
Caracterización
Socioeconómica

Nacional (CASEN)
2000

Chile Health 2000

Encuesta de Calidad
de Vida y Salud
(ENCAVI) 2000

Censo 2002

CASEN 2003

No registra

– ¿Cuántas personas son: 1. ciegas, 2. sordomudas,
3. paralíticas y/o tienen amputado algún brazo o
pierna...?

¿Presenta... algún tipo de discapacidad
permanente?

¿Presenta alguna de las siguientes deficiencias?
Ciego, Sordo, Paralítico de ambos lados, Parálisis
de piernas...

– ¿Discapacidad mental permanente que limite sus
actividades diarias? (trabajar, ir a la escuela, jugar...)

– ¿Tiene alguno de los siguientes impedimentos:
a. Parálisis total permanente... d. Pérdida de
algún miembro: pierna,...?

¿Presenta alguna de las siguientes deficiencias?
Para oír...

Tiene dificultades para leer el diario, (...) para oír
conversaciones de al menos tres personas, la
radio, (...) caminar...

No reporta

Presenta usted alguna de las siguientes
deficiencias: ceguera total, sordera total, mudez,
lisiado/parálisis, deficiencia mental

Deficiencia para oír, para hablar, para ver,
deficiencia mental, deficiencia física, deficiencia
por causa psiquiátrica

1%

0,9 a 1,2%

3,8%

1,14%

14,48%

5,3%

21,7%
al menos una
discapacidad

21,7%

2,2%

5,3%

El 3,1% de los hogares alberga al menos una persona con discapacidad.
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Ri
ca

Funcionamiento

Deficiencia

Deficiencia /
Funcionamiento

Funcionamiento

Encuesta Nacional de
Discapacidad 2004

Censo 1993

Registro: Localización /
Caracterización de

Personas con
Discapacidad 2003

Censo 2005

CIF
– Discapacidad Leve: personas presentan

síntomas o secuelas que les generan alguna
dificultad para llevar a cabo actividades de la
vida diaria sin embargo la persona es
independiente y no requiere apoyo de terceros y
puede superar barreras del entorno.

– Discapacidad Moderada: personas presentan
una disminución o imposibilidad importante de
su capacidad para realizar la mayoría de las
actividades de la vida diaria, llegando incluso a
requerir apoyo en labores básicas de auto
cuidado y supera con dificultades sólo algunas
barreras del entorno.

– Discapacidad Severa: personas ven gravemente
dificultada o imposibilitada la realización de sus
actividades cotidiana, requiriendo del apoyo o
cuidados de una tercera persona y no logra
superar las barreras del entorno.

Limitaciones: ceguera, sordera, mudez, retraso o
deficiencia mental, parálisis o ausencia de
miembros...

CIF
– Deficiencias de estructuras corporales

(alteración / limitaciones)
– Restricciones: dificultades para relacionarse con

los demás, caminar...
– Encuentra barreras en dormitorio, baño, centros

comerciales...

– Limitaciones permanentes para: moverse,
hablar, entender...

– La limitación que más afecta su desempeño
diario

– Causa de la limitación

12,9%

1,85%

2,0%

6,3%

El 34,6% de hogares alberga al menos a una persona con discapacidad.

A criterio de Henry Mejía, Director Ejecutivo de Federación Nacional de Sordos
de Colombia (FENASCOL), por la poca fiabilidad de los datos del Censo
prefieren asumir la fórmula del 10%.
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Deficiencia /
Funcionamiento

Deficiencia

Deficiencia

Deficiencia

Funcionamiento

No reporta

Deficiencia

Encuesta de Hogares
de Propósitos Múltiples

(EHPM) 1998

Censo 2000

ESADE - 1996

Censo 2001

Sistema Integrado de
Encuestas a Hogares

(SIEH)
Encuesta Nacional de

Discapacidades
Ecuador - 2004

Censo 1992

Encuesta de Hogares
de Propósitos Múltiples

(EHPM) 2003

Deficiencias que le impiden o dificultan
permanentemente realizar sus actividades
cotidianas

Deficiencia permanente como:
ceguera total o parcial, parálisis, amputación...

CIDDM

Limitaciones físicas o mentales:
ceguera total, mudez, parálisis (lisiado, desfigurado),
deficiencia mental, psiquiátrica (locura), generalizada
(deficiencia múltiple, ejemplo: sordomudo)

No registra el instrumento de encuesta, anota que
hace referencia a la CIF
– Discapacidad “como un estado de

funcionamiento”
– Persona con discapacidad
– Persona con deficiencia
– Persona con limitación leve o moderada

No reporta

Discapacidad presente para:

1.  ver (a. baja visión, b. ceguera total); ...
7.  intelectuales (a. trastorno psiquiátrico, 

b. retraso mental);
8.  psicológicas;
9.  otras 

7,82%

5,35%

3,26%

13,2%

4,65%

12,14%

1,8%

1,51%

Estudio psicosocial de las personas con
discapacidades y estudio psicopedagógico,
social y clínico-genético de las personas con
retardo mental. Cuba - 2003 

Según el Estudio epidemiológico de la Situación Actual de las personas con
Discapacidad en el Ecuador (ESADE):
48,9% deficiencia; 13,2% discapacidad; 4,4% minusvalía

Excluye discapacidades menores y viscerales
En el estudio participaron 33.626 profesionales en
salud y educación
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No reporta

Deficiencia

Discapacidad

Funcionamiento

Deficiencia

Deficiencia

Deficiencia /
Funcionamiento

Funcionamiento

Censo 1991

Censo 2002

Primera Encuesta
Nacional de

Discapacidad (ENDIS)
2005

Encuesta Permanente
de Hogares de

Propósitos Múltiples
(EPHPM) 2002

Módulo de
Discapacidad

Censo 2000

Health National Survey
2000

Encuesta
Nicaragüense de

Demografía y Salud
(ENDESA) 2001

Encuesta
Nicaragüense para

Personas con
Discapacidad (ENDIS)

2003

No reporta

Tiene: ceguera, sordera, pérdida o discapacidad en
extremidades (a. superiores, b. inferiores),
deficiencia mental, otra discapacidad

No reporta

– Problema de salud, físico o mental, padecido o
por padecer por más de 6 meses y que le dificulte
sus actividades; como ser: para ver, para oír...

– Tiene (...): a. ceguera parcial; b. ceguera total;
... h. agarrar, levantar cosas, cargar cosas; ... k.
demencia; l. retardo mental; m. ataque o
convulsiones; n. depresión crónica

Limitación para:
1. ¿moverse, caminar o lo hace con ayuda?
2. ¿usar sus brazos y manos?
3. ¿es sordo/a o usa un aparato para oír?

No se registra

Dificultad y nivel de dificultad para: ver, escuchar,
hablar... salir sin compañía, hacer tareas
domésticas, comer o realizar actividades por sí
mismo, interactuar con otras personas

– Discapacidades físicas: dificultades para
moverse, caminar...

– Problemas o trastornos en el comportamiento:
dificultades para dormir, mantener diálogos con
extraños, mantener una amistad, tener
manifestaciones amorosas, etc.

9,0%

6,2%

3,7%

2,65%

1,84%

2,35%

11,0%

10,3%

Según el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), en abril de 2004, la población con discapaci-
dad era de —aproximadamente- 12,5%. La tasa de crecimiento de la población con alguna discapacidad es
del 2,7% anual, según datos del Ministerio de Salud (MINSA), el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos
(INEC) y la Federación Nicaragüense de Organizaciones por la Rehabilitación e Integración (FECONORI).
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Deficiencia

Deficiencia

Discapacidad

Deficiencia

Deficiencia

Funcionamiento

Deficiencia

Deficiencia

Censo 1990

Censo 2000

PENDIS 2005

Censo 1992

Censo 2002

Encuesta del Área
Metropolitana de
Asunción 2002

Censo 1993

Instituto Especializado
de Rehabilitación 

(INR) 1993

INEI - Encuesta
Nacional Continua

2006 (ENCO)

No reporta

¿Algún miembro de la casa presenta handicap
físicas o mentales? ¿Qué tipo de handicap
presenta?

No reporta

¿Tiene algún impedimento físico o mental?
Sí / No. Sí: ciego, sordo, mudo, paralítico, otro

mpedimentos físico o mental en forma
permanente: anote el impedimento y causas
Impedimentos: 1. Parálisis de sus piernas o brazos
o disminución de sus fuerzas; 2. Le falta alguna
parte de su cuerpo;... 5. Es mudo (no habla);... 10.
Tiene algún síndrome de Down; 11. Tiene algún
retraso mental; 12. Tiene locura (demencia)

No se registra

Presenta alguno de los impedimentos siguientes:
ceguera total, sordera total, mudez, retardo mental,
alteraciones mentales, polio, pérdida o invalidez de
extremidades superiores o inferiores

CIDDM-I

Comprende limitaciones:
— en el uso de extremidades superiores e inferiores.
— para el aprendizaje y entendimiento.
— para hablar y comunicarse.
Comprende otras dificultades o limitaciones.

1,33%

1,84%

11,3%

0,96%

0,99%

3,0%

1,3%

31,0%

8,9%

El Informe Regional de las Américas 2004 aclara que según el Censo de 1993,
el 1,3% corresponde a la población con algún impedimento físico. Añade que
el Instituto de Estadísticas e Informática (INEI), utiliza también los datos
documentados por la OPS, según los cuales la población con discapacidad es
el 13% de la población total. 
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Deficiencia

No reporta

Funcionamiento

Funcionamiento

Funcionamiento

Censo 2002

Encuesta 
Gallup-Hoy 1997

ECH 1991-1993

ENEVISA 1999

Encuesta Nacional de
Personas con

Discapacidad (módulo
especial de la ECH)

2003-2004

— ¿Tiene alguna de las siguientes limitaciones:
ceguera de un ojo / de dos ojos, sordera,
mudez, de movimiento...? 

No reporta

¿Dificultad física, psíquica o sensorial que le
impida el normal desempeño en la vida diaria, en
el campo educativo o laboral? ¿Cuál?

¿Puede realizar las siguientes actividades solo,
con ayuda o no puede?
– Actividades elementales: bañarse, comer...
– Actividades instrumentales: subir escaleras,

preparar su comida, manejar su dinero, tomar
medicamentos, usar transporte.

¿Por qué no puede desarrollar la actividad?
Incapacidad física, Incapacidad mental, Porque no
lo dejan, Otro

1. No ve o no oye bien aún usando lentes o
audífonos

2. O tiene limitaciones para caminar o para utilizar
brazos y manos

3. O para hablar, relacionarse con los demás o
aprender

5%

25% de los hogares

4,0%

8,0%

7,6%

Se aclara que no hay diferenciación entre discapacidad temporal y permanente
por lo que se infiere que podrían estar en el rango del 12% al 13% 
(FENADID, 2004).
El informe FENADID 2004 señala:
Durante el censo del ´93, fuimos informados por empadronadores que, al preguntar
por el número de personas que vivían, en algunos hogares encontraron estas
respuestas: “Aquí viven 6 personas y un loco”, o “Viven 8 personas y 
un sordo” o “Esta familia está conformada por 10 personas y un ciego”.
Existe discriminación entre los propios grupos de personas con
discapacidad. Los limitados del aparato motor y los deficientes auditivos
acostumbran a descargar su frustración ante cierta discriminación recibida
diciendo: “Yo estoy en sillas de ruedas, pero no soy loco”. “Yo soy sordo, pero
no loco”.
Con los deficientes mentales acontece igual que con ciertas etnias: la
minoría blanca discrimina a la mayoría mestiza, los mestizos discriminan 
a su vez a los indígenas, luego, blancos, mestizos e indígenas unidos
discriminan a la reducida minoría negra.



Desde la Organización Panamericana de la Salud (OPS) se afirma que
en América Latina hay 85 millones de personas con discapacidad, de las
cuales sólo un 2% encuentran respuestas a sus necesidades. Siendo im-
perativas acciones de promoción de la salud, prevención, recuperación, in-
tegración, rehabilitación e inclusión (Vásquez, 2006). Las alianzas estra-
tégicas entre organismos como la OMS y el Banco Mundial denotan la
preocupación por la clara repercusión que tiene la discapacidad en lo eco-
nómico, político, social y cultural, por lo que se afirma categóricamente la
necesidad de concienciar y disponer de información científica, buscar con-
sensos sobre las definiciones y sistematizar los datos que se obtengan,
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Deficiencia Censo 2001

1. ¿Tiene alguna de las siguientes deficiencias,
problemas o discapacidades: ceguera total,
sordera total, retardo mental, pérdida o
discapacidad de extremidades superiores /
inferiores, otro, ninguna?

2. ¿Requiere el uso de silla de ruedas? Sí o no

3. Otras discapacidades referentes a limitaciones
que afectan el desenvolvimiento en actividades
normales

3,9%

El Consejo Nacional para la Integración de Personas Incapacitadas (CONAPI),
sugirió insertar un listado de 30 categorías como clasificación de
discapacidades pero el criterio profesional sobre encuestas prevaleció
señalando que la experiencia indica que un empadronador suele leer máximo
seis (6) opciones por lo que no era conveniente proceder con la sugerencia
del CONAPI. 

El Informe Regional de las Américas registra como resultado del Censo 2001,
4,4% de la población total. Añade que el Consejo Nacional para la Integración
de Personas Incapacitadas (CONAPI), estima en un 6% la población con
discapacidad; y, el Programa Especial de Análisis de Salud de la OPS, sugiere
una tasa que oscila entre el 12% y 14%.

FUENTE: Samaniego, P. 2006. Perú: INEI - Encuesta Nacional Continua 2006 (ENCO). Informes RIINEE 2008: Brasil, Chile, Ecuador,
Honduras, Panamá, Perú. BID, 2006.



establecer parámetros de comparabilidad entre incidencia, distribución y
tendencias, que redunde en un documento global que valide las políticas
que se asuman con una optimización de recursos y efectividad de los ser-
vicio (Banco Mundial, 2005).

Si bien son pertinentes técnicamente las anteriores recomendaciones, tras
la frialdad estadística está cada persona con sus circunstancias, su historia
y su proyecto de vida, cada individualidad siendo parte de una familia y con-
formando una comunidad. El aporte que podemos hacer de forma particu-
lar para mejorar las condiciones de vida de otra persona, de quien se en-
cuentra cerca, quizá al lado... es la fuerza del “uno” que al conjugarse con
otros “unos” se torna invencible asignando trascendencia a nuestro efímero
paso por este planeta.

Alerta saber que si no se implementan estrategias de prevención el incre-
mento de la población con discapacidad será grande en nuestros países:

Según estimaciones sobre el crecimiento de la población, el número de
personas con discapacidad aumentará en 120%, en los próximos 30 años,
en los países del sur. Mientras que el índice de crecimiento de las perso-
nas con discapacidad en los países del norte será de 40% durante ese
mismo período. (Berman, 2005).

Si bien en la mayoría de informes de país enviados por miembros de la
Red Intergubernamental Iberoamericana de Cooperación para la Educación
de Personas con Necesidades Educativas Especiales (RIINEE), se señala
que no se dispone de estudios que acrediten un incremento de la población
con discapacidad ni es posible comparar los estudios existentes, cabe des-
tacar las respuestas de Brasil, Perú y Honduras a la pregunta: ¿Considera
que la población con discapacidad ha variado —aumentado o disminuido—
durante los últimos diez años?
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BRASIL

Informe RIINEE 2008

Claudia Pereira Dutra

Secretária de Educação Especial do Ministério da Educação

O último Censo Demográfico realizado no Brasil é do ano 2000 e indica que há
24.600.256 pessoas com algum tipo de deficiência. O Censo Demográfico
anterior, de 1991, apresenta que até este ano, no Brasil, havia 1.667.754 pessoas
com algum tipo de deficiência. Destaca-se a impossibilidade de comparar estes
quantitativos, considerando que para a identificação das pessoas com
deficiência, foram introduzidas modificações significativas na coleta de dados de
2000 com relação aos conceitos utilizados em 1991.

Enquanto o Censo Demográfico de 1991 considerou para fins da coleta as
informações sobre a deficiência física ou mental: cegueira, surdez, paralisia de
um dos lados, paralisia das pernas, paralisia total, falta de membros ou parte
deles, deficiência mental, mais de uma e nenhuma das enumeradas, o Censo
de 2000 coletou informações para além das deficiências, classificadas como:
paralisia permanente total, paralisia permanente das pernas, paralisia
permanente de um dos lados do corpo, falta de perna, braço, mão, pé ou dedo
polegar e nenhuma das enumeradas, e incluiu a limitação de atividades,
avaliando a capacidade ouvir, enxergar, caminhar/subir escadas, segundo as
categorias: incapaz, grande dificuldade permanente, alguma dificuldade
permanente e nenhuma dificuldade.

FUENTE: (Censo Demográfico IBGE 1991 e 2000).

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

188



PERÚ

Informe RIINEE 2008

Clemencia Vallejos Sánchez

Directora General de Educación Básica Especial

El Censo Nacional de 1981 señalaba por ejemplo, que la población con
discapacidad era de 26,560 personas. Apenas el 0,02% de la población total
censada. Al año siguiente, el Instituto Peruano de Seguridad Social (IPSS) realizó
un estudio estadístico en base a la información contenida en las historias clínicas
de los centros de salud y rehabilitación del propio seguro social. El registro
obtenido ascendió a 58,038 personas.

Casi 10 años más tarde, el Censo de 1993 consignó 288,526 personas con
discapacidad, que representaban el 1,3% de la población total censada. Las
personas con discapacidad motora serían 28,05%, con discapacidad visual
20.86%, con discapacidad auditiva 14,37%, con discapacidad intelectual 12,39%.

Con la data recogida en 1996, el INEI publicó “Perú: Perfil Socio-Demográfico
de la Población Discapacitada”, que a pesar de sus limitaciones, constituye el
estudio estadístico más completo en el país.

En el Censo realizado en el 2005 no se incorporó ninguna pregunta que indagara
sobre los peruanos con discapacidad, recién el año 2007 en el último censo
realizado en el Perú se consideraron indicadores para recabar información sobre
las personas con discapacidad, dicha información aún está siendo procesada por
el órgano correspondiente (se adjunta ficha censal utilizada por INEI en el 2007).

Si se observan la cifras recabadas por los últimos censos podemos observar que la
población con discapacidad ha aumentado considerablemente, pero también hay que
tener en cuenta que los indicadores considerados en anteriores censos no permitía
tener una información cabal de la población con discapacidad que existía en nuestro
país. Es recién, gracias a las políticas y normas que defienden los derechos de las
personas con discapacidad, que están siendo consideradas. Sistematizar los datos
sobre discapacidad en Perú es una necesidad nacional cuya concreción empezará a
reflejar la prioridad real que se le otorgue a este sector de la población peruana.
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HONDURAS

Informe RIINEE 2008

Ana Julia Ordóñez Rodríguez

Coordinadora de la Sección de Educación Especial

Aunque las estadísticas oficiales que se cuentan son de la XXVI Encuesta
Permanente de Hogares con propósitos múltiples, aplicada por el Instituto Nacional
de Estadísticas (INE) en el 2002, se considera que ha acrecentado la población
con discapacidad, ya que existen algunos factores que inciden: aumento en los
accidentes de tránsito, delincuencia, embarazos en adolescentes, entre otros.

El número de personas con discapacidad es de 177.516. La prevalencia de la
discapacidad es de 26,5 por mil habitantes y 123 por mil hogares cuentan con
la presencia de por lo menos una persona con discapacidad (INE, 2002).

1.2. Población con discapacidad en edad de asistir a educación básica

La franja etaria que constituye objetivo principal de este estudio correspon-
de a la población con discapacidad en edad de asistir a instituciones educati-
vas para ejercer su derecho a una educación básica y gratuita reconocida en
el marco normativo. Los datos disponibles no escapan a las condiciones ex-
presadas para la población general, hay variabilidad tanto en la fuente y el año
como en el enfoque y agrupamiento, condición que imposibilita un estudio com-
parativo a la vez que evidencia la invisibilidad de los niños, niñas y adolescen-
tes con discapacidad de los informes oficiales sin llegar a considerarse su in-
clusión en el sistema educativo como un indicador decisivo en la toma de
decisiones. Por otro lado, cabe mantener presente que los resultados depen-
den en gran medida de la percepción y grado de aceptación de la persona que
suministra la información, circunstancia que se evidencia en la disparidad gran-
de de las tasas de este grupo poblacional entre países.
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Con la finalidad de tener un acercamiento a la población de menores con
discapacidad se plantea una comparación horizontal por país, entre el por-
centaje nacional de personas con discapacidad y el que corresponde a ni-
ñez y adolescencia.

PORCENTAJE DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD, TOTAL NACIONAL
Y POR RANGO DE EDAD (< 20 AÑOS), EN LATINOAMÉRICA

Población con discapacidad

Fuente AñoPaís Porcentaje
nacional (%) Rango de edad %

0 - 4 1,8

Argentina 7,1 5 - 9 3,5 ENDI 2002-2003

10 - 14 3,6

Bolivia 3,8 0 - 14 16 MECOVI 2001

Brasil 14,5 < 14 4,3 Censo 2000

Chile 12,9
0 - 5 1,1

FONADIS-INE 2005
6 - 14 4,6

< 3 1,31

Colombia 6,3 3 - 4 1,47 DANE 2006
5 - 9 5,62

10 - 14 6,67

Costa Rica 5,4 < 20 20 Censo 2000

Cuba 3,26 0 - 4 1,17 Por la vida 2003
5 - 14 4,02

0 - 4 0,13

Ecuador 12,1 5 - 10 0,77 SIEH 2004

11 - 19 1,1

El Salvador 1,5
0 - 6 5,23

EHPM 2003
6 - 15 13,39
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PORCENTAJE DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD, TOTAL NACIONAL
Y POR RANGO DE EDAD (< 20 AÑOS), EN LATINOAMÉRICA

(Continuación)

Población con discapacidad

Fuente AñoPaís Porcentaje
nacional (%) Rango de edad %

Guatemala 3,7 6 - 17 22,5 ENDIS 2005

Honduras 2,7 0 - 5 6 EHPM 2002
5 - 9 13

0 - 4 2,4

México 1,8 5 - 9 4,9 SSA-INSP 2000

10 - 14 5,7

6 - 9 4,1

Nicaragua 10,8 10 - 11 5,4 ENDIS 2003

12 - 16 4,6

0 - 4 3

Panamá 11,3 5 - 9 4,8 PENDIS 2005

10 - 19 5,9

Paraguay 0,9 0 - 5 2,4 Censo 2002
5 - 19 7,4

Perú 8,9 < 10 6,2 INEI - ENCO 2006
11 - 19 9,6

República 

Dominicana
No reporta 5 - 19 14 Censo 2002

Uruguay 7,6 < 15 9,2 ENDIS 2003-2004

Venezuela 4,1 < 15 2 Censo 2001

FUENTE: Banco Interamericano de Desarrollo / Equipo de Discapacidad y Desarrollo, 2006. Argentina: ENDI, Encuesta Nacional de
Personas con discapacidad 2002-2003 (Complementaria del Censo 2001); Bolivia: MECOVI, 2001; Brasil: Censo 2000; Chi-
le: FONADIS-INE, 2005; Colombia: DANE 2006. Dirección de Censos y Demografía; Costa Rica: Censo 2000; Cuba: Por
la vida, 2003; Ecuador: INEC Encuesta SIEH Nov. 2004; El Salvador: EHPM, 2003; Guatemala: ENDIS, 2005; Honduras:
EHPM, 2002; México: SSA-INSP, 2000; Nicaragua: Encuesta. Nicaragüense para Personas con Discapacidad (ENDIS 2003);
Panamá: PENDIS, 2005; Paraguay: Censo 2002; Perú: INEI - Encuesta Nacional Continua 2006 (ENCO); República Domi-
nicana: Censo 2002; Uruguay: Encuesta nacional de personas con discapacidad, 2003-2004; Venezuela: Censo 2001.
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La detección temprana de discapacidad se realiza en primera instancia
en los servicios de salud y, posteriormente, en el sistema educativo cuando
el niño o niña inicia su escolaridad. Por tanto, el diagnóstico está estrecha-
mente vinculado con la posibilidad de acceso a uno o a ambos sistemas, a
la coordinación que exista entre ellos para potencializar los recursos, a la
formación de los profesionales en el campo educativo para guiar adecuada-
mente a las familias y generar propuestas que garanticen el acceso al apren-
dizaje, a la capacidad de respuesta institucional —vinculada estrechamente
con la voluntad política del Estado— para diseñar una red de apoyos en la
que han de participar los padres de manera activa y efectiva.

En el sistema educativo, las modalidades que se aplican en los diferen-
tes países convergen en el profesor a cargo como la persona que convoca
al equipo multidisciplinario de apoyo para iniciar la fase diagnóstica y avan-
zar hacia propuestas concretas. Son, entonces, decisivas tanto la formación
docente como la presencia de profesionales en psicología y terapeutas, con-
diciones que en la Región se expresan en la normativa pero requieren de
un presupuesto para su real implementación. Dado el carácter de la gestión
educativa, su accionar requerirá —en ocasiones— de profesionales exter-
nos que profundicen en el caso y que brinden un espacio de contención a
la familia. A continuación algunos ejemplos.

BRASIL

Informe RIINEE 2008

Claudia Pereira Dutra

Secretária de Educação Especial do Ministério da Educação

Conforme as Diretrizes Nacionais para a Educação Especial na Educação Básica,
para a identificação das necessidades educacionais especiais e a tomada de
decisões quanto ao atendimento necessário, a escola deve realizar, com
assessoramento técnico, avaliação do aluno no processo de ensino e
aprendizagem, contando, para tal, com: a experiência de seu corpo docente, seus
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diretores, coordenadores, orientadores e supervisores educacionais; o setor
responsável pela educação especial do respectivo sistema; a colaboração da família
e a cooperação dos serviços de Saúde, Assistência Social, Trabalho, Justiça e
Esporte, bem como do Ministério Público, quando necessário.

Segundo a política de educação especial na perspectiva da educação inclusiva,
todos os alunos devem ter acesso à escolarização e com relação às necessidades
educacionais especiais, cabe aos sistemas de ensino organizar os recursos e
serviços para a acessibilidade, a oferta de atendimento educacional especializado
complementar ao ensino regular, a articulação entre os educadores do ensino
regular e os profissionais de apoio especializado, com vistas a promoção das
condições de participação e aprendizagem.

PERÚ

Informe RIINEE 2008

Clemencia Vallejos Sánchez

Directora General de Educación Básica Especial

La familia hace la consulta correspondiente al centro de salud de su jurisdicción
para obtener el Certificado de discapacidad, el mismo que es emitido por la autoridad
sanitaria competente del Ministerio de Salud, Ministerio de Defensa, Ministerio del
Interior y del Seguro Social de Salud (EsSALUD).

El Certificado de Discapacidad es un documento que acredita la condición y el grado
de discapacidad de una persona y es un documento indispensable para la
inscripción de la persona con discapacidad ante el Registro Nacional de la Persona
con Discapacidad a cargo del CONADIS de conformidad con lo establecido por el
artículo 12.º de la Ley General de la Persona con Discapacidad - Ley N.º 27050.

Por lo general la detección de los niños y niñas con discapacidad se realizan en
estos centros de salud, son ellos los que en un primer momento brindan la formación
necesaria a los padres de familia de donde iniciar la educación de sus niños.
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El certificado de Discapacidad no es requisito para la matrícula del estudiante, lo
puede adquirir en el término del año de estudio.

La detección de la discapacidad en el sistema educativo

La atención de los estudiantes con NEE, en las diferentes modalidades y niveles
del sistema educativo, considerará la evaluación psicopedagógica como el medio
técnico orientador para la respuesta educativa pertinente y la provisión de los
medios, materiales y apoyos correspondientes, de acuerdo a las características,
necesidades y potencialidades del estudiante, teniendo como referente el Diseño
Curricular Nacional.

Esta evaluación puede ser realizada por:

Los Programas de Intervención Temprana (PRITE)

• La organización de estos programas se inicia con el trabajo de sensibilización
que se realiza en la comunidad. Después de la matrícula, el PRITE desarrolla
acciones de atención al niño o niña menor de 6 años partiendo de la evaluación
psicopedagógica que realiza el equipo interdisciplinario, la discusión del caso y,
seguidamente, la elaboración de Plan de Desarrollo Individual, el que toma en
cuenta el Diseño Curricular Nacional de la Educación Básica Regular, Nivel de
Educación Inicial.

• Tiene carácter no escolarizado con fines de prevención, detección y atención
oportuna para el máximo desarrollo de sus potencialidades.

Los Centros de Educación Básica Especial (CEBE) - Servicio Apoyo y
Asesoramiento para la Atención de las Necesidades Educativas Especiales
(SAANEE)

• Los Centros de Educación Básica Especial (CEBE) conforman el equipo de
Servicio Apoyo y Asesoramiento para la Atención de las Necesidades Educativas
Especiales (SAANEE), cuya función es detectar, evaluar, asesorar y reforzar
pedagógicamente a estudiantes que presentan problemas para el aprendizaje y
la participación, y que están matriculados en diferentes instituciones educativas.
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Luego de haber realizado la detección y evaluación psicopedagógica de los
estudiantes que presentan alguna necesidad educativa especial pueden acceder
a los servicios educativos que brindan en la Educación Básica Especial (EBE):

a) Instituciones educativas inclusivas de la educación básica regular, básica
alternativa o técnico productivo. Apoyo y asesoramiento a las instituciones
educativas de otras modalidades y formas educativas que incluyen a estudiantes
con NEE asociadas tanto a discapacidad como a talento y superdotación,
proporcionándoles servicios complementarios y/o personalizados.

b) Centros de Educación Básica Especial (CEBE). Atiende a los estudiantes con
NEE asociadas a discapacidad severa y multidiscapacidad y que por la naturaleza
de las mismas, no pueden ser atendidas en las instituciones educativas de otras
modalidades y formas de educación. Se promueve una inclusión escolar, familiar
y social de acuerdo a sus potencialidades.

ECUADOR

Informe RIINEE 2008

Carlos Jiménez Zapata

Jefe Nacional de Educación Especial

En cuanto a la detección de discapacidad en el sistema educativo, los profesores
son quienes detectan en primera instancia si un estudiante tiene dificultades para
acceder a los aprendizajes, también lo hacen los profesionales de apoyo
psicopedagógico.

Los profesores de apoyo psicopedagógico no están en todas las escuelas del
sistema educativo ecuatoriano, hay en 253 escuelas de los 19.000 planteles de
educación primaria que existen en el país (1,33%). Por lo tanto la detección es muy
pequeña, además los Centros de Diagnóstico y Orientación Psicopedagógica
(CEDOPs) que existen en 15 de las 24 provincias también realizan la detección de
discapacidades. Se ha realizado un trabajo de coordinación con otros ministerios
pero en pequeña escala.
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Detectado el caso se solicita una evaluación psicopedagógica que la puede realizar
la maestra de apoyo psicopedagógico si existe en la escuela, o se remite al
CEDOPs; de no haber este programa o servicio, el técnico docente del
Departamento de Educación Especial (del Ministerio) lo realiza.

Posteriormente, dependiendo de la valoración realizada se procede a la ubicación
del estudiante, en una escuela regular o especial. El jefe del Departamento de
Educación Especial o el equipo del CEDOPs son los responsables de buscar un
establecimiento de educación regular para realizar la integración educativa. A pesar
de que existe la obligación de recibir a los estudiantes con discapacidad en las
escuelas regulares éstas no los aceptan aunque hubiera de por medio una
disposición de la Dirección Provincial o del Ministerio directamente.

Propendiendo a la aceptación de un estudiante con NEE, se ofrece a la escuela
regular asesoramiento y asistencia técnica por parte del equipo del CEDOPs o del
Departamento Provincial de Educación Especial, durante todo el tiempo que el
niño/a esté integrado. De ser necesario, se remite al niño-a a una escuela especial.

(...) El número de profesionales que labora en los Departamentos Provinciales es
insuficiente para cumplir las funciones estipuladas en el Reglamento de Educación
Especial.

CHILE

Informe RIINEE 2008

Alida Salazar Urrutia

Vicecoordinadora de Educación Especial

Para detectar la discapacidad en el sistema educativo, los procedimientos parten
del profesor de curso que tiene en su aula un estudiante que puede presentar
alguna dificultad para acceder y progresar en sus aprendizajes.
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El profesor de curso, en conjunto con la psicopedagoga o con la profesora especialista
hace una evaluación curricular y elabora un informe para derivar al estudiante al
psicólogo, al fonoaudiólogo o médico especialista según corresponda. Financia el
diagnóstico el sostenedor, la familia o el Servicio de Salud, según corresponda. Los
profesionales acreditados para diagnosticar la discapacidad que permite que los
alumnos puedan acceder a la Modalidad de Educación Especial, deben estar
registrados en un Sistema Informático en línea, instalado por el Ministerio de
Educación. Estos profesionales deben completar sus datos personales en el sistema
y luego entregar su certificado de título y los antecedentes que requiera el sistema.

Otra forma de detección de las personas con discapacidad es a través de los
servicios de salud, por médicos especialistas (oftalmólogos, otorrinos, psicólogos
y neurólogos infantiles), generalmente este proceso de detección es a edades
tempranas.

Tras la detección se deriva a los profesionales especialistas, quienes emiten un
diagnóstico privado, de conocimiento de la familia y de la autoridad del
establecimiento y los equipos profesionales de educación especial de la Secretaría
Ministerial de Educación. El diagnóstico validado por estos equipos, es presentado
a través de un PIE (Programa de Integración Escolar) a la Secretaría Ministerial
para que se proceda a dictar una resolución de PIE y así el o los estudiantes sean
beneficiarios de la subvención de educación especial.

Dicha subvención es para financiar los apoyos profesionales, los materiales
educativos especializados y perfeccionar a los docentes. (Establecido en el Decreto
n.º 1/98 que Reglamenta la Integración Escolar).

Las tasas de prevalencia en estos rangos de edad ciertamente justifican
la implementación de programas de detección y atención temprana que evi-
ten situaciones de discapacidad o el empeoramiento de sus condiciones.
Urge una adecuada formación de docentes ya que está en sus manos la
posibilidad de detectar tempranamente e intervenir de manera pertinente
erradicando las barreras para los aprendizajes, así como la implementación
de un sistema de apoyos para garantizar el acceso a los servicios de edu-
cación y su permanencia en el sistema.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

198



Tanto de las encuestas que hemos recibido, así como de las entrevistas,
se desprende que —evidentemente— la percepción de la sociedad sobre el
tema de discapacidad define las posibilidades y crea oportunidades de inclu-
sión. Hay un pronunciamiento claro y prácticamente unánime de que no se al-
canza aún la concienciación deseable de la sociedad como para lograr la aper-
tura de las instituciones educativas y la incorporación al sistema de estudiantes
con discapacidad. El estudio formal que transparenta estas circunstancias fue
realizado por la Comisión Especial de Estudio sobre Discapacidad, del Con-
greso de la República de Perú, que aplicó una Consulta Nacional sobre dis-
capacidad en todas las regiones del país; recogió mediante una encuesta el
testimonio de 3.400 personas para recabar información sobre cómo miran y
son miradas las personas con discapacidad por la sociedad.

En una sociedad que excluye y discrimina, donde muchos lugares pú-
blicos se “reservan el derecho de admisión” y se acepta sólo a aquellos
que tienen “buena presencia”; no debe sorprendernos que se mantenga y
se cultive una cultura fuertemente despreciativa frente a las personas con
discapacidad. Según la Consulta, la gente reacciona con distancia y re-
serva cuando están cerca de alguna persona con discapacidad. La mayo-
ría, como si se tratara de seres extraños, sienten curiosidad al verlos
(62%), sienten pena (50%), son indiferentes (40%), sienten rechazo (37%),
temor (33%), o directamente los agreden (11%). Los menos conversan con
ellos y los escuchan (13%), tratan de ser amigables (11%) y toman en
cuenta sus opiniones (9%). (Perú, Informe RIINEE 2008).

Para comprender de mejor manera la relación entre edad y los niveles del sis-
tema educativo, se toma del instrumento proporcionado por el Convenio Andrés
Bello la equivalencia de educación primaria o básica y media o secundaria de los
diez países signatarios (nueve latinoamericanos y España). Si bien es valioso para
quienes se movilizan de un país a otro para el reconocimiento de estudios garan-
tizando de esta manera continuidad, es también un recurso que impulsa la prác-
tica integracionista en tanto permite consolidar la comprensión y comparabilidad
de los procesos de formación de las personas, la articulación de los diversos sis-
temas educativos y facilitar la movilidad social en sus múltiples manifestaciones
culturales, educativas, científicas y tecnológicas. (Convenio Andrés Bello, 2004).
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Los sistemas educativos en Bolivia, Chile, Colombia, Cuba, Ecuador, Pa-
namá, Paraguay, Perú y Venezuela han alcanzado ciertas similitudes. El año
escolar tiene una duración mínima de 200 días equivalente a 40 semanas, ex-
cepto en Paraguay y Perú que se plantean 36 semanas. Se observa un pro-
medio de 30 horas semanales de clase; aunque para el nivel medio, tanto en
Perú como en Ecuador, se incrementan a 35, mientras que en Chile llegan a
42 horas mínimas semanales que marca una clara diferencia con 1.680 ho-
ras anuales de trabajo pedagógico. Sin embargo, no se registra el número de
horas efectivas dedicadas al aprendizaje, para ilustrar con un ejemplo, en el
caso de Ecuador el Informe de Progreso Educativo 2006 señala:

En teoría, los alumnos ecuatorianos reciben el mismo tiempo anual de ense-
ñanza (medido en horas anuales establecidas por la ley) que los de otros paí-
ses con niveles de ingreso por habitante similares, que corresponde a cinco ho-
ras diarias durante 200 días de clase obligatorias al año, para un total de 1.000
horas anuales. Hay dos factores que reducen el número de horas cumplidas por
los alumnos: huelgas y ausentismo de alumnos y profesores. Sin incluir el au-
sentismo de estudiantes, para el que no se tienen datos, de acuerdo con un ar-
tículo de prensa publicado en 2003, entre 1983 y el 2000 se perdió el equivalen-
te a 18 meses laborables debido a huelgas de profesores. (PREAL et al. 2006:7).

En todos los países se registra educación inicial o preescolar siendo de
carácter voluntario únicamente en Chile. La edad mínima de ingreso a la Pri-
maria es de 6 años, exceptuando Venezuela que inicia a los 7. En Colom-
bia, Perú y Venezuela se requieren 11 años de escolaridad para concluir la
educación media, mientras que en los restantes son 12 años.

En cuanto a las escalas de calificación, educación inicial en todos los paí-
ses tiene carácter cualitativo. Las escalas más amplias se encuentran en Bo-
livia, Cuba y Panamá; en Bolivia, en la escala de 1 a 70 puntos, la nota míni-
ma aprobatoria es 36; en Cuba —a partir del segundo ciclo de primaria— y en
Panamá llega a 100 puntos, siendo las notas mínimas aprobatorias de 60 en
Cuba y 71 en Panamá. Chile presenta una escala numérica en el rango de 1
a 7 puntos, con una calificación mínima de 4; mientras que en Paraguay la es-
cala va de 1 a 5, con un mínimo aprobatorio de 3. Para las dos primeras eta-
pas de primaria, Venezuela tiene una escala de cinco literales (de A a E) en la
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que únicamente el último (E) equivale a una no promoción; para la tercera eta-
pa de primaria y para educación media, la escala es de 1 a 20 puntos, con una
calificación mínima aprobatoria de 10 puntos. Para la educación primaria en
Perú, la escala tiene tres literales básicos (A a C) y para secundaria la escala
es de 0 a 20, siendo la calificación mínima aprobatoria B en el primer caso y
11 en el segundo. En Colombia, un aceptable es el mínimo aprobatorio en una
escala cualitativa que presenta: excelente, sobresaliente, aceptable, insuficien-
te, deficiente. En Ecuador, tanto para primaria como para secundaria la esca-
la va de 0 a 20, siendo 10 la nota mínima para aprobar cualquiera de los nue-
ve años de educación básica y 14, para el diversificado o educación media.

SISTEMA EDUCATIVO EN NUEVE PAÍSES LATINOAMERICANOS 
SIGNATARIOS DEL CONVENIO ANDRÉS BELLO
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BO
LI

VI
A

Total de años: 12

Pre-escolar
o inicial

Primaria

Secundario

a. Primeros aprendizajes
b. Preparación escolar

Primer ciclo, aprendizajes
básicos (3 años)

Segundo ciclo, aprendizajes
esenciales (3 años)

Tercer ciclo, aprendizajes
aplicados (2 años)

Primer ciclo: aprendizajes
tecnológicos (2 años)

Segundo ciclo: aprendizajes
diferenciados (2 años)

— Técnico medios
— Científico-humanísticos

6 años

14 a 16 años

Año escolar:
10 meses

(200 días de
clase)

Mínimo de
horas

semanales de
trabajo

escolar: 30.

Valoración cualitativa

1 a 70 puntos distribuidos así:
a. Archivador personal (área

de conocimientos)

1-60 puntos

b. Desarrollo personal y social
1-10 puntos

Niveles de rendimiento

1-35 no satisfactorio
36-55 satisfactorio

56-70 óptimo

Estructura del sistema educativo
Edad mínima

Escala de calificación
Tiempo

Niveles Ciclos de ingreso escolar
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CH
IL

E

Parvularia

Básica

Media

Enseñanza de párvulos:
voluntaria.

Nivel de enseñanza básica
regular (8 años)

Seis Núcleos Básicos

Modalidades:

— científico humanista
— y técnico profesional

(duración 4 años)

6 años

Edad máxima
de ingreso:
18 años.

Año escolar:
40 semanas

1.º a 8.º
Básico, 30

horas
mínimas

semanales
(1200 horas

anuales
trabajo

pedagógico)

1.º a 4.º
Medio, 

42 horas
mínimas

semanales
(1680 horas

anuales
trabajo

pedagógico)

Valoración cualitativa

Escala numérica 1.0 a 7.0
(con un decimal)

Calificación mínima de
aprobación: 4.0

Estructura del sistema educativo
Edad mínima

Escala de calificación
Tiempo

Niveles Ciclos de ingreso escolar

Total de años: 12
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CO
LO

M
BI

A

Total de años: 11

Educación
pre-escolar

Educación
Básica

Secundario

Pre-escolar (3 grados):
— Prejardín

— Jardín
— Transición (obligatorio)

Educación Básica, 2 ciclos:

a. Educación Básica Primaria
(5 grados)

b. Educación Básica
Secundaria (4 grados)

Educación Media (2 grados)

— Académica

— Técnica 

3 años
4 años
5 años

6 a 15 años

16 a 17 años

40 semanas

20 horas
semanales,
800 anuales

EB Primaria:
25 horas

semanales,
no < 1000

anuales

Secundaria y
Media: 30

horas
semanales,
no < 1200

anuales

Excelente

Sobresaliente

Aceptable

Insuficiente

Deficiente

Nota aprobatoria: Aceptable

Estructura del sistema educativo
Edad mínima

Escala de calificación
Tiempo

Niveles Ciclos de ingreso escolar

En los tres niveles, autonomía institucional para determinar horarios y jornada escolar.
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CU
BA

Total de años: 11

Pre-escolar

Primaria

Secundaria 

Preuniver-
sitario

Un curso de un año

Educación primaria: 6 años

Tres años de secundaria

Tres cursos de
preuniversitario.

5 años

6 años

12 años

14 años

Año escolar:
10 meses (40

semanas
lectivas)

Evaluación continua. Al
finalizar el año: valoración
integral y se le otorga una

categoría

En el primer ciclo de primaria
evaluación cualitativa. Al final
se le ubica en una categoría

(1.º a 4.º)

En el segundo ciclo de
primaria (5.º y 6.º), en

secundaria básica (7.º a 9.º),
en preuniversitario (10.º a
12.º) y en la formación de

técnicos medios, la escala es
0 - 100

Nota mínima de aprobación:
60

Estructura del sistema educativo
Edad mínima

Escala de calificación
Tiempo

Niveles Ciclos de ingreso escolar

Escala de calificación:

90 - 100: excelente; 80 - 89: muy bien; 60 - 79 bien; 0 - 59
insuficiente
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EC
UA

DO
R

Total de años: 12

Educación inicial: Primer Año (Jardín
infantil)

Educación Básica (9 años)

Educación Media. Ciclo Diversificado 
(3 años)

5 años

6 años

16 años

Año escolar:
200 días de

clase (10
meses)

De 1.º a 7.º,
30 horas

semanales

De 8.º a 10.º
y educación
diversificada,

35 horas
semanales

Escala de apreciación
cualitativa: muy satisfactorio,

satisfactorio y poco
satisfactorio

Escala de 0 a 20.
Nota mínima de aprobación:

10

Escala de 0 a 20.

Nota mínima de aprobación:
14

Estructura del sistema educativo Edad mínima
Escala de calificación

Tiempo
de ingreso escolar

PA
NA

M
Á

Total de años: 12

Inicial (preescolar)

Intermedia (6 años)

Final (3 años)

Educación Media
Bachillerato (3 años)

a. Científico-humanista
b. Tecnológico-profesional

4 a 5 años

6 a 11 años

12 a 14 años

15 a 18 años

Año escolar:
40 semanas

El año
escolar se

organiza en
dos

semestres de
21 semanas y
consta de 2

bimestres con
10 semanas

de clase

Valoración cualitativa

Excelente: A (91-100)

Bueno: B (81-90)

Regular: C ((71-80)

Insuficiente: F (70 o menos)

Nota aprobatoria: 71

Estructura del sistema educativo Edad mínima
Escala de calificación

Tiempo
de ingreso escolar
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PA
RA

G
UA

Y

Total de años: 12

Enseñanza
Pre-

primaria

Educación
Escolar
Básica

Educación
Media

Educación inicial (no
obligatoria)

Guardería
Jardín de Infantes

Preescolar

Ciclos:

Primero: grados (1, 2, 3)
Segundo: grados (4, 5, 6)
Tercero: grados (7, 8, 9)

Bachillerato diversificado:

— Humanístico-científico
— Comercial

— Técnico Industrial

0 a 6 años

6 a 8 años

9 a 10 años

12 a 14 años

15 a 17 años

Año escolar:
mínimo 36
semanas

La distribución
del tiempo

escolar para
el primer y

segundo ciclo
de Educación

Escolar
Básica es de

30 horas
semanales de
clase de 45

minutos

Total de horas
anuales por
ciclo: 1080

Evaluación cualitativa

Escala de 1 a 5

1: cuando no se logran las
competencias básicas

requeridas

5: cuando se logra el 100%
de las competencias básicas

requeridas

Nota aprobatoria: 3

Estructura del sistema educativo
Edad mínima

Escala de calificación
Tiempo

Niveles Ciclos de ingreso escolar
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PE
RÚ

Total de años: 11

Educación Inicial

Educación Primaria: tres ciclos y
seis cursos (6 años)

Educación Secundaria (5 años)*

0 a 2 (I Ciclo)
3 a 5 años (II Ciclo)

Educación Primaria: 6
años cumplidos al 31 de

marzo

Año escolar:
mínimo 36
semanas

Educación
Inicial: 900

horas
anuales

Horas
anuales de
aprendizaje
efectivo: en

Primaria,
1000; en

Secundaria,
1170; y, en
Bachillerato
Básico 1260

Valoración cualitativa

En Educación Primaria se
trabaja con escala de

progreso:
AD (logro destacado),

A (logro previsto),
B (en proceso), y

C (en inicio).

En Educación Secundaria y
Bachillerato, se trabaja en

escala de calificación de 0 a
20.

Calificación mínima
aprobatoria: B en Primaria;

11 en Secundaria y
Bachillerato

Estructura del sistema Edad mínima
Escala de calificación

Tiempo
educativo de ingreso escolar

* En los últimos años escolares se desarrolla en el propio centro educativo o por convenio, en instituciones
técnico productivas en empresas y en otros espacios educativos que permitan desarrollar aprendizajes
laborales polivalentes y específicos vinculados al desarrollo de cada localidad.



Al observar las escalas así como las calificaciones mínimas para la pro-
moción al año inmediato superior, hay —al parecer— un esfuerzo que va en-
tre una búsqueda de niveles de exigencia académica y la necesidad de al-
canzar cuantitativamente un número mayor de promocionados. Evidencia la
evolución del sistema escolar que viene desde una práctica tradicional, con
procedimientos de ensayo-error, que transita aún por una época “gerencia-
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VE
NE

ZU
EL

A

Total de años: 11

Pre-escolar 

Básica

Media
diversifi-
cada y

profesional

— Iniciación

— Introductoria

Primera etapa (3 grados)

Segunda etapa (3 grados)

Tercera etapa (3 grados)

Bachillerato

Técnica

0 a 3 años

4 a 6 años

7 a 9 años

10 a 12 años

13 a 15 años

16 a 17 años

Año escolar:
10 meses

(200 días de
clase)

Mínimo de
horas

semanales
de trabajo
escolar: 30

Valoración cualitativa

Educación Básica, Etapas 1 
y 2

A: alcanza todas las
competencias y supera
expectativas del grado

B: Alcanza todas las
competencias previstas 

C: alcanza la mayoría de las
competencias previstas

D: alcanzó algunas
competencias, requiere

nivelación a inicios de año

E: no logró competencias
mínimas para ser promovido

Estructura del sistema educativo
Edad mínima

Escala de calificación
Tiempo

Niveles Etapas de ingreso escolar

En la Educación Básica, etapa 3 y Media Diversificada y Profesional: escala de 1 a 20 puntos con calificación
mínima aprobatoria de 10 puntos.

FUENTE: Convenio Andrés Bello, 2004.



lista” que parodia la escuela con la empresa buscando operar al menor cos-
to con igual eficiencia, y que va hacia un paradigma post-industrial como una
comunidad de aprendizaje en la que destaca el desarrollo humano. (Beltrán,
2008). No obstante, las notas promocionales ni consideran ni expresan la ca-
pacidad de convivencia, la empatía, el desarrollo de la inteligencia emocio-
nal, componentes ineludibles al momento de construir una sociedad. Habrá
que considerar que hay factores que inciden en el aprendizaje tornándolo hu-
mano, la convivencia con la diferencia permite reconocerse en y a través del
otro, ¿acaso las guerras y confrontaciones de toda índole no disminuirían si
desde edades tempranas vivimos el respeto más allá del discurso?

En este escenario, en Latinoamérica y el Caribe, tan solo entre el 20 y
30% de la población con discapacidad en edad de asistir a la escuela, acce-
de a una institución que —dicho sea de paso— rara vez es la escuela co-
mún. La ausencia de servicios esenciales así como las barreras psicológicas
construidas por actitudes y prejuicios impiden el acceso tanto al medio físi-
co, como a la comunicación, a los aprendizajes y a la interacción social (Ban-
co Mundial, 2006). La respuesta a la pregunta ¿quiénes acceden a servicios
educativos? está dada fundamentalmente por dos componentes: la situación
económica del hogar, que permite acceder a servicios de privados así como
adquirir elementos de apoyo, y, el lugar de residencia porque los centros edu-
cativos suelen estar ubicados en las grandes ciudades; no es menos cierto
que influyen otros factores como: las condiciones etno-lingüísticas, el nivel
educativo de los padres, la disponibilidad de elementos y materiales para el
aprendizaje, la posibilidad de acceso a centros de cultura, etc.

2. INDICADORES BÁSICOS EN LA REGIÓN

Ciertamente la heterogeneidad es el común denominador de América La-
tina. Si empezamos por la población en cada país: Brasil es el más popu-
loso seguido por México; entre los medianos se cuentan Argentina, Perú,
Chile, Ecuador y Guatemala; otros más pequeños, como Bolivia, Costa Rica,
El Salvador, Honduras, Nicaragua; siendo los menos poblados Panamá y
Uruguay. La población rural en cada uno advierte diferencias socioeconómi-
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cas, en Argentina y Uruguay menos del 10% de la población vive en el sec-
tor rural, mientras en Guatemala y Honduras representa la mitad; Nicara-
gua, El Salvador y Paraguay tienen también un alto porcentaje de población
rural. La heterogeneidad puede verse también en el tamaño de sus econo-
mías, las brechas reflejan grandes asimetrías que se relacionan directamen-
te con el nivel de desarrollo social a través de indicadores como mortalidad
infantil y analfabetismo. En las sociedades latinoamericanas para acceder a
recursos básicos para la vida cotidiana, se necesita cada vez más de la in-
serción laboral pero el mercado de trabajo da oportunidades a dos tercios
de la población, ante lo cual caben dos opciones: integrarse al sector infor-
mal —generando su propia ocupación, sumándose a la venta callejera de
productos o trabajando en establecimientos precarios de baja productivi-
dad— (85%) o quedar en la desocupación (15%). En tales contextos hete-
rogéneos, las familias deben construir su propio bienestar y dotar a los ni-
ños y adolescentes de recursos para enfrentar su paso por las instituciones
educativas. (SITEAL, 2007).

Si casi la mitad de nicaragüenses, cerca de la cuarta parte de la pobla-
ción boliviana, así como la quinta parte de hondureños y salvadoreños vive
con menos de un dólar al día, acceder a servicios educativos les demanda
un esfuerzo que les rebasa, más aún si tienen en su seno una persona con
discapacidad. El círculo vicioso e intergeneracional de la pobreza sume a
la persona en la desesperanza. En el otro extremo, con una tasa bastante
baja de población que vive con menos de un dólar al día, destacan: Chile,
Cuba, Costa Rica, Uruguay y República Dominicana.

A lo anterior habría que añadir el porcentaje de gasto del gobierno cen-
tral en las áreas de salud, educación y defensa. Es obvio y notorio que cuan-
do la asignación para defensa es baja o nula, como los casos de Costa Rica
y Cuba, las asignaciones para salud y educación son más altas. La inver-
sión en salud constituye una urgencia en la región por lo que son plausibles
los casos de Cuba (23%) y Costa Rica (21%). La inversión en educación
destaca en México (25%), seguido por Bolivia, Costa Rica y Paraguay (22%).
Al hablar de gasto en educación es deseable reflexionar sobre la racionali-
dad del mismo en el sentido del beneficio directo que recibe la población
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con mayores necesidades, en ello sería un aporte valioso abordar discapa-
cidad por la multi-dimensionalidad que implica su vinculación con: género,
ruralidad, analfabetismo, condiciones etno-lingüísticas, edad, situación eco-
nómica del hogar, etc., transformándola en la minoría más numerosa y más
urgentemente necesitada, por lo que sería menester dejar de hablar de “po-
blación vulnerable” para referirnos a una población de atención prioritaria,
como la denomina México en algunas de sus políticas. De ahí la premura
de avanzar hacia una inclusión global con procesos de descentralización que
garanticen al acceso universal a bienes y servicios.
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La inversión en educación —¡no gasto!— convoca a notar el incremento
cuantitativo que se ha logrado. A nivel regional, las tasas de matriculación /
asistencia en el nivel primario sobrepasan el 90% en trece países, entre los
que destacan Panamá y Argentina (99%), pero se mantienen con índices
menores: Bolivia (78%), Honduras (79%), Paraguay y República Dominica-
na (88%), Colombia y Nicaragua (87%).

Se observan países como Argentina, Brasil, Cuba, Uruguay y Perú que
al tener tasas altas de matriculación mantienen una baja asignación presu-
puestaria para educación. Colombia, Bolivia, Paraguay y Honduras, con ta-
sas de matriculación inferiores al 90%, muestran porcentajes altos asigna-
dos para educación que evidenciarían un compromiso de mejoramiento;
mientras que en Nicaragua y República Dominicana a pesar de las bajas ta-
sas de matriculación, 87 y 88% respectivamente, el porcentaje asignado a
educación también es bajo (15 y 13% respectivamente).
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Nota: Tanto Perú como Cuba, no señalan datos sobre el porcentaje asignado para defensa.
FUENTE: UNICEF, Estado Mundial de la Infancia 2007.



En los últimos años, el rol de la cooperación internacional en Latinoa-
mérica se ha desarrollado en el marco de un debate que convoca a profun-
dizar sobre la eficiencia del gasto, el aterrizaje de fondos en servicio direc-
to, la información oportuna de quién envía y quién recibe así como una clara
rendición de cuentas accesible a todo público. Es escasa y difusa la infor-
mación sobre fondos provenientes de donantes privados, hay organizacio-
nes que mediante la presentación del mismo proyecto —con ligeros cam-
bios— reciben fondos de diversas fuentes.

A nivel estatal se puede acceder a información sobre los aportes de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que
desde 1961 se erige como la entidad de cooperación internacional, cuyo ob-
jetivo es coordinar sus políticas económicas y sociales, en la que 24 de los
30 Estados que la conforman son considerados de alto ingreso según el
Banco Mundial.
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Nicaragua sobresale notoriamente como el país que recibe el mayor flu-
jo de Asistencia Oficial al Desarrollo (AOD), en consonancia con el elevado
porcentaje de población que vive con menos de un dólar diario (45%); se-
guido por Bolivia y Honduras cuya población pobre se acerca a la cuarta
parte de la población total.

En los informes oficiales no se consideran las múltiples aristas del componen-
te inclusión como un eje transversal para notar las diferencias generadas por con-
diciones como: procedencia étnica, lugar de residencia, discapacidad, edad... Es
significativo que —aunque incipientemente— el informe “Estado Mundial de la In-
fancia 2008” de UNICEF, haga mención expresa al tema discapacidad. Inicia con
un análisis a principios del s.XX sobre las altas tasas de mortalidad y de disca-
pacidad producidas por: desnutrición, diarrea, paludismo, sarampión, neumonía,
viruela y tuberculosis que afectaban a una gran proporción de la población mun-
dial. Señala la eficacia de las campañas emprendidas, especialmente por las ini-
ciativas que se han producido en la búsqueda de la consecución de los Objeti-
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vos del Milenio en lo concerniente a salud. Registra como primer factor de éxito
de las alianzas de ámbito comunitario la organización solidaria y la participación
inclusiva porque las comunidades operan con arreglo a normas y pautas esta-
blecidas, muy arraigadas en su patrimonio social, religioso o cultural, con una
gran heterogeneidad en su composición y estructura que tornan a la organiza-
ción en un verdadero reto. Resalta que para generar un cambio duradero, uni-
versal y eficaz, la organización por sí sola no es suficiente, se requiere de una
participación comunitaria socialmente inclusiva porque las pautas arraigadas
de exclusión y discriminación por motivos de género, religión, origen étnico o dis-
capacidad pueden obstaculizar el alcance de las intervenciones. (UNICEF
2007:49). Inserta discapacidad infantil (1999-2006) y disciplina infantil (2005-2006)
como indicadores de protección de la infancia.

DISCAPACIDAD INFANTIL—Porcentaje de niños de 2 a 9 años con por lo me-
nos una discapacidad registrada (por ejemplo, cognoscitiva, motora, ata-
ques convulsivos, problemas de visión o audición).

(…) Este indicador está definido como el porcentaje de niños de entre 2
y 9 años de edad que dieron positivo en al menos una de las preguntas
sobre discapacidad. Las preguntas sobre discapacidad se dirigen a los pa-
dres o al cuidador del niño, a quienes se pide que ofrezcan una valora-
ción personal sobre el desarrollo y funcionamiento mental del niño. Los
datos sobre la incidencia de discapacidad se refieren por lo tanto al por-
centaje de niños que dieron positivo en estas preguntas y deben conside-
rarse una indicación sobre el porcentaje de niños que probablemente ten-
gan una discapacidad y que puedan requerir una nueva evaluación médica
y en materia de desarrollo.

DISCIPLINA INFANTIL—Este indicador se define como el porcentaje de niños
de entre 2 y 14 años que sufren cualquier castigo psicológico o físico. El
castigo psicológico incluye los gritos y chillidos dirigidos al niño, y el he-
cho de insultar al niño o la niña. Los castigos físicos o corporales consis-
ten en actos que tienen por objeto causar daño físico o malestar, pero no
heridas. Algunos castigos físicos leves podrían consistir en sacudir al niño
y en darle palmetazos en la mano, el brazo, la pierna o el trasero. Casti-
go físico grave es pegar al niño en la cara, cabeza u oídos, o golpearlo
con fuerza o repetidamente. (UNICEF 2007:112).
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A pesar de que en algunas encuestas de hogares se incorporan pre-
guntas sobre la temática, en el Informe no se registra respuesta alguna
de los países de la región pero constituye un incentivo para recabar la in-
formación que se solicita. El hecho de preguntar sobre discapacidad in-
fantil es ya una estrategia de concienciación; a la vez, ayuda a que los
padres o cuidadores presten atención al desarrollo del niño, visibiliza la
discapacidad como una cuestión social y no meramente familiar o, me-
nos aún, personal. De manera similar, el maltrato -práctica que subsiste-
genera discapacidad o la empeora y, por otro lado, en la niñez con dis-
capacidad hay mayor propensión a sufrir maltrato que en aquella que no
la tiene, es una pregunta que alerta a los adultos sobre el maltrato dis-
frazado de disciplina.

2.1. Indicadores básicos por país

Los indicadores básicos por país se toman del Informe Social Watch,
tanto por la actualización de datos —la mayoría de 2007- como por los
análisis que presentan investigadores locales. Los extractos de dichos
informes, además de proporcionar una visión contextualizada mediante
el planteamiento de diversas temáticas, promueven la reflexión sobre de-
rechos, con la finalidad de disponer de mayores y mejores elementos
para el presente estudio, se vinculan con la temática de discapacidad.
Se observa un enfoque de inclusión en varios informes aunque a pesar
de ello el tema discapacidad continúa invisibilizado, espacios como éste
aguardan la participación de las personas con discapacidad y sus fami-
lias así como de sus movimientos asociativos. A continuación una sucin-
ta radiografía por país para contextualizar la situación actual en cada
uno.
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2.1.1. ARGENTINA

Pilar Arcidiácono, Laura Royo

Tras la crisis del modelo de la década de 1990 y el brusco advenimiento de las crisis: política, so-
cial y económica, de fines de 2001 y principios de 2002, se acentuó de manera radical el fenómeno
de la exclusión social. Todas las políticas implementadas desde entonces orientadas a abatir los in-
dicadores de pobreza han presentado claroscuros que ponen en duda su validez y viabilidad. Como
rehenes de la ineficiencia de esas políticas públicas están los derechos a una vida digna de millo-
nes de personas.

Pese a la significativa magnitud de los programas sociales implementados, la disminución del porcenta-
je de pobreza entre 2002 y 2006 difícilmente pueda ser atribuida a estos programas, cuyo aporte se pue-
de evaluar más como un ‘alivio’ que como una estrategia de ‘superación’ de la pobreza.

Los programas analizados no respetan adecuadamente estándares en materia de derechos humanos en
general. Puntualmente, presentan ciertas debilidades en términos de ‘contenido mínimo’ de estándares
aceptables de los derechos sociales y en particular sobre el derecho a la igualdad, no discriminación, uni-
versalidad y acceso a la justicia. Por lo tanto, más allá del discurso en términos de ‘derechos’, su diseño
e implementación continúan pensándose bajo la lógica de beneficios y no de derechos.

Consideramos que los problemas que hacen a la integración social son problemas de derechos — socia-
les y políticos — que se encuentran ligados a la construcción y la reproducción de ciudadanía. En con-
secuencia, las estrategias de inserción social deben, por un lado, adoptar un formato de transferencia de
recursos económicos, sociales, políticos y culturales tendientes a fortalecer las redes sociales de los hoy
excluidos para asegurar su desarrollo y autonomía socioeconómica y política; y, por el otro, asegurar ca-
racterísticas político-institucionales de gobierno y acción estatal accesibles y abiertas a las preferencias
y al control social. Se trata, en definitiva, de construir las condiciones para una ciudadanía basada en el
respeto y la profundización de los derechos individuales y sociales.

El camino de los derechos humanos que las personas con discapacidad y sus familias han empezado a
transitar, tiene en la Convención un instrumento que debiera ser utilizado empezando por la armoniza-
ción de la normativa, como señalan los informes RIINEE 2008 de los diferentes países, con una clara y
decidida incidencia de los movimientos asociativos así como de las organizaciones vinculadas, fundamen-
tadas en el conocimiento hacia un compromiso de difusión, concienciación y participación.
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2.1.2. BOLIVIA

Centro de Estudios
para el Desarrollo Laboral y Agrario (CEDLA)

La orientación fundamental de las políticas de corte neoliberal ha sido la de promover la preeminencia
del mercado, privilegiándolo como el mecanismo ideal para la asignación de recursos económicos. De
este modo se intentó limitar el papel del Estado al de un simple fiscalizador de las acciones de la empre-
sa privada, subordinando los objetivos sociales, como el bienestar de los ciudadanos, al logro de renta-
bilidad de las inversiones capitalistas. Sin embargo, la evaluación posterior de la aplicación de dichas po-
líticas arroja un resultado que dista mucho de la teoría: el Estado perdió sus atribuciones en el plano
productivo, pero mantuvo un perfil alto en el ámbito de las acciones de salvamento de la inversión priva-
da, incapaz de remontar todos los desafíos de una economía de libre mercado. Este es el marco de la
reforma del sistema de seguridad social en Bolivia y otros países de la región.

Corresponde avanzar en la implementación de un nuevo sistema que permita al Estado reducir, hasta su
eliminación, la carga financiera causada por el viejo sistema quebrado y posibilite otorgar a la población
beneficios que aseguraran su retiro de la vida activa de manera digna. Las características distintivas de
este nuevo sistema serían: ampliación de su cobertura hacia nuevos segmentos de la población, en par-
ticular los trabajadores no asalariados; autofinanciamiento; transparencia en el manejo de sus inversio-
nes; potencial para fortalecer el mercado de valores; capacidad para enfrentar de manera eficiente las
crisis económica; capacidad de brindar mecanismos para el mantenimiento del valor de las pensiones;
capacidad para elevar el ingreso de los bolivianos en edad de jubilación.

En primera instancia, la transformación del sistema no ha dado lugar a un incremento de la población be-
neficiaria en magnitudes relevantes, por lo que no se puede afirmar que haya contribuido a atenuar el ex-
tendido fenómeno de exclusión de los beneficios de la seguridad social para vastos grupos sociales.

Una segunda consideración, relativa al incremento de los ingresos, provoca la misma desilusión. De la
manera en que se diseñó el nuevo régimen, el acceso a una renta de jubilación está ligado a la exten-
sión sustancial de la vida laboral del trabajador. Finalmente, cabe mencionar que el nuevo sistema tam-
poco garantiza el acceso a una jubilación digna a todos los trabajadores.

En el panorama de la autosostenibilidad y la seguridad social, la situación de las personas con discapa-
cidad está en clara desventaja. El acceso al campo laboral, aunque se haya mejorado la normativa, se
torna difícil al estar asociada con: bajos niveles educativos, ofertas de capacitación que no cubren falen-
cias de formación básica, barreras físicas y sociales. La mayoría señala realizar trabajos agrícolas y ser-
vicios generales. Quienes tienen un empleo (cerca del 50%) no reciben las prestaciones sociales. Situa-
ción más dramática en función de género, aproximadamente, el 80% de mujeres con discapacidad no
dispone de ingresos propios, muchos de los trabajos que realizan no son remunerados (quehaceres do-
mésticos, cuidado de otras personas, entre otros).
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2.1.3. BRASIL

Guacira Oliveira

En cuanto al envejecimiento de la población, llama la atención la ausencia total de discusión sobre la
cuestión de los cuidados a las personas mayores en el debate sobre el futuro del sistema. Tal laguna
está directamente relacionada con el no reconocimiento y la consiguiente desvalorización del trabajo do-
méstico no remunerado realizado por las mujeres. Las actividades de la reproducción social (tareas do-
mésticas, cuidados de los niños, personas enfermas y adultos mayores del grupo familiar) contribuyen
significativamente al desarrollo social y económico del país, pero continúan relegadas a la calidad de ta-
rea ejercida por ‘vocación femenina’ y, consecuentemente, fuera de la agenda de debate sobre los dere-
chos del trabajo.

Si fueran contabilizados, los quehaceres domésticos representarían un crecimiento de 13% del PBI (Melo
y Considera, 2005). Sin embargo, el trabajo reproductivo no deriva en derechos, sino en un peso altísi-
mo para las mujeres que, además de esta sobrecarga, deben hacer frente a los prejuicios de una inser-
ción en el mercado de trabajo en condiciones absolutamente injustas y desiguales, lo que provoca mu-
chas veces la interrupción de la vida profesional, una opción forzada por la informalidad y hasta la exclusión
definitiva del mercado laboral. Uno de los reflejos de esto es la mayor proporción de mujeres en las ocu-
paciones más vulnerables y de baja remuneración.

La diferencia entre los promedios de duración de la ocupación de hombres y mujeres es 6,3 años (CE-
DEPLAR/UFMG). Sin embargo, la comparación entre el número de horas de trabajo dedicadas a los que-
haceres domésticos demuestra que las mujeres trabajan por lo menos el doble de tiempo que los hom-
bres en ese tipo de actividades. De hecho, para que hubiera una compensación real, se requerirían más
de cinco años de jubilación diferencial. Según entendemos, esta debería ser una medida transitoria. Lo
que los movimientos de mujeres y feministas anhelan no es la compensación, sino la división igualitaria
de las tareas productivas y reproductivas, además de condiciones igualitarias de participación en el mer-
cado de trabajo. (...) las mujeres trabajan por más tiempo que los hombres para tener la jubilación ase-
gurada y terminan recibiendo un beneficio menor que el de los hombres, debido a su menor poder de
contribución y su condición dependiente.

La reorientación del modelo de desarrollo es evidentemente una premisa de la construcción de alternati-
vas para la inclusión en la seguridad social. La política económica debería estar al servicio de garantizar
los derechos de la ciudadanía, y no al revés.

Otra faceta de la mujer es la de cuidadora de una persona con discapacidad; sin remuneración, con es-
casas o nulas posibilidades de desarrollo personal, muchas ocasiones en soledad y con las obligaciones
concomitantes de ser jefa de hogar. En el sector rural, en medio de una indescriptible pobreza, es una
vida de privaciones con alternativas que se ven tan distantes como inalcanzables.
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2.1.4. CHILE

Equipo de ACTIVA
en consulta con integrantes de la Coalición Chile, (2006).

La movilización estudiantil en reclamo de mejoras educativas se hizo eco del descontento generalizado
ante la inequidad social. El nuevo Gobierno, por primera vez encabezado por una presidenta, ha anun-
ciado medidas para mejorar el sistema de fondos privados de pensiones, con la especial intención de
equiparar la situación de las mujeres.

“El cobre por el cielo y la educación por el suelo” fue la consigna más representativa de la mayor protes-
ta social que ha vivido Chile desde el regreso a la democracia en 1990 tras 17 años de dictadura militar.
Entre abril y junio de 2006, las movilizaciones tuvieron como protagonistas a unos 600.000 estudiantes
secundarios de todo el país quienes exigieron al gobierno una mejora en la calidad de la educación.

El estallido estudiantil tuvo el efecto de un balde de agua fría en las esferas de gobierno. Primariamen-
te, debido a los indudables esfuerzos que en materia educativa ha efectuado la coalición de gobierno
desde que asumiera la conducción del país después de la dictadura. (...) Entonces ¿de dónde provie-
ne el descontento estudiantil? De las nulas o mínimas probabilidades que como egresados de colegios
municipalizados tienen de ingresar a la educación técnica o superior o, en el mejor de los casos, de
adquirir un oficio que les permita optar por un trabajo calificado. En la práctica, estos jóvenes de en-
tre 14 y 17 años están exigiendo a las autoridades cambios radicales en el sistema educativo chileno,
cuyas desigualdades son evidentes. (...) No es sorprendente, entonces, la fuerza y consistencia que
ha cobrado el movimiento de estudiantes secundarios y el eco y simpatía que ha encontrado en el res-
to de la población.

La movilización estudiantil interrumpió un debate provocado por una situación inédita en la historia del
país, marcada por décadas de endeudamiento y déficit en la balanza de pagos. Con el precio del cobre
cercano a USD 4 la libra, el debate que primaba en la agenda pública —y en los titulares de prensa—
se concentraba en cómo manejar o dónde invertir provechosamente la avalancha de dólares provenien-
tes del alza persistente del precio del metal, en lugar de discutir sobre la mejor manera de aliviar y ad-
ministrar la deuda pública.

Las tasas de asistencia a la escuela son menores en la población con discapacidad, aún en Chile que
ostenta el nivel más alto de asistencia. En promedio, la población con discapacidad completa cuatro años
de educación que no equivale a una primaria básica. Sólo entre el 20% y el 30% de los niños y niñas
con discapacidad asisten a la escuela en América Latina y el Caribe (Banco Mundial, 2006). Esta bajísi-
ma asistencia se debe a una grave falta de servicios esenciales para garantizar el acceso y permanen-
cia en el sistema, por ejemplo: apertura de las instituciones; acceso a la comunicación e información;
transporte; docentes formados, capacitados y comprometidos; material didáctico y de apoyo; infraestruc-
tura escolar accesible; desconocimiento de derechos y servicios que se ofertan. Son evidentes, las ba-
rreras psicológicas y el estigma social.
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2.1.5. COLOMBIA

Escuela Nacional Sindical, Corporación Región

La modificación que ha sufrido la protección social tiende a la privatización del sistema de salud y pensiones
y a la fragmentación de los programas de asistencia social en una serie de ayudas focalizadas dirigidas a
poblaciones específicas. El acceso a la seguridad social depende cada vez más de lo que se pague por ella,
lo cual le resta todo su fundamento de derecho y contradice el principio de igualdad de la ciudadanía.

Falta de trabajo decente y protección social

Precariedad del empleo. Una característica de los últimos años es el carácter precario del trabajo, deter-
minado por su duración, los ingresos y los derechos que garantiza. (...).

Limitado acceso a la seguridad social. La cobertura de salud, riesgos profesionales y pensiones de los
trabajadores están garantizados por ley. Sin embargo, sólo están afiliados al régimen de salud 40,7% de
los trabajadores, 32% al sistema de riesgos profesionales y a pensiones sólo 26%. Los demás están com-
pletamente al margen de la protección social, deben demostrar que son muy pobres para lograr la afilia-
ción al SISBEN en salud o tienen que pagar por su propia cuenta la seguridad social.

Falta de libertad sindical y diálogo social. En Colombia existe una violencia sistemática contra el sindica-
lismo, con más de 2.500 asesinatos de sindicalistas y afiliados a sindicatos en los últimos 20 años. (...).

Estado débil, cultura de ilegalidad del empresariado. A la omisión de los empresarios se suma la debili-
dad del Estado en la labor de inspección. Si bien Colombia ratificó los Convenios Internacionales 81, de
1947, y 129, de 1969, relativos a la inspección del trabajo, excluyó de su aplicación la inspección relati-
va a la actividad del comercio, justamente uno de los ramos que mayores problemas presenta. En se-
gundo lugar, en contraposición o lo estipulado por el Convenio 81, el número de inspectores del trabajo
resulta completamente insuficiente en relación al grave problema de ilegalidad y evasión, tal como lo in-
forma el propio Ministerio de la Protección Social.

(...) Algunos indicadores, sin embargo, han mejorado en los últimos años, en particular los de acceso a
la seguridad social, pues la acción del sindicalismo y las denuncias de que es objeto el Estado colombia-
no ante organismos internacionales lo han presionado a ser más exigente con los empresarios.

Alarmantemente, entre el 80% y el 90% de las personas con discapacidad en Latinoamérica y el Caribe
están desempleados o no integrados a la fuerza laboral (Banco Mundial, 2006). Quienes trabajan reciben
salarios muy bajos o ninguna compensación monetaria, resultando una utopía la posibilidad de asociar-
se en calidad de trabajadores con fuerza sindical. Pero más allá de ser “exigentes” con la empresa hay
que proporcionar elementos que erradiquen imaginarios, por ejemplo, difundir experiencias laborales de
personas con discapacidad, su aporte a la organización y al desarrollo social. Está por demás señalar
que es el Gobierno que ha de empezar por dar ejemplo de contratación para convocar posteriormente a
la empresa.
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2.1.6. COSTA RICA

Federación de Organizaciones de Defensa de Derechos
de los Niños, Niñas y Adolescentes en Costa Rica (COSECODENI)

La escasa asignación presupuestaria específica para programas de atención de la salud y asistencia so-
cial a personas menores de edad revela que la tutela de los derechos de las niñas y niños no tiene la
prioridad que debería según disponen la Convención sobre los Derechos del Niño de la ONU y el Códi-
go de la Niñez y la Adolescencia de este país.

También es de observar que en ningún año la inversión en educación ha alcanzado el 6% del PBI esta-
blecido como obligación constitucional, lo que deviene por lo tanto en una violación de la propia Consti-
tución Política y de los principios que inspiran medidas de prioridad para los grupos más vulnerables de
la sociedad.

Más allá de esta discusión, en el caso de los derechos de las personas menores de edad se requiere bá-
sicamente de medidas y acciones positivas encaminadas por un lado a garantizar directamente derechos
básicos como salud y educación, y por otro a potenciar en los niños, niñas y adolescentes, el adecuado
disfrute de estos derechos. No sólo se debe invertir en educación, sino también se deben tomar medidas
concretas para garantizar que todas las personas menores de edad asistan y permanezcan efectivamen-
te en el sistema educativo.

(...) los incentivos para estudiar (becas, bonos, comedores y transporte escolar) representan sólo 4% de
la inversión en educación, lo cual llama la atención pues son estos programas las principales estrategias
planteadas por el gobierno para aumentar la inclusión, la permanencia y el éxito escolar de los amplios
sectores que hoy se encuentran excluidos.

En cuanto a la salud, 77% de la inversión total se concentra en servicios de medicina curativa, mientras
que para la atención primaria (prevención de enfermedades y promoción de la salud) se destina sólo 17%
de la inversión del sector.

La niñez que tiene un problema de desarrollo y se encuentra en situación de pobreza, sufre intensamen-
te el amenazante amalgamado de: enfermedad, desnutrición, stress familiar, carencias afectivas, desaten-
ción y abandono. El impacto posterior es tan fácil como doloroso de imaginar.

La discriminación y exclusión social en un niño o niña con discapacidad, están fuertemente influenciadas
por las creencias. Conforme avanza en edad afrontará un mundo -que lejos de darle la bienvenida- le
cierra las puertas a la educación, a las actividades culturales, artísticas y deportivas, a las reuniones so-
ciales. Puede ser blanco fácil de depredadores que violentarán su integridad física, psicológica y sexual,
dolor que suele permanecer sepultado en un silencio lapidario y envuelto en un aislamiento extremo. Una
vida de negaciones que de alguna manera ha sido paliada por las familias, instituciones y organizacio-
nes, pero que no llega a una igualdad de oportunidades para una real participación. Únicamente cuando
valoremos su presencia como el eje que nos convoca a lo humano construiremos con bases firmes ese
otro mundo tan posible como necesario.
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2.1.7. CUBA
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2.1.8. ECUADOR

Centro de Derechos Económicos y Sociales (CDES)

El incremento en los últimos años de las arcas públicas gracias al alza de los precios del petróleo, prin-
cipal fuente generadora de divisas, determinó aumentos en el Presupuesto General del Estado (PGE) que
no justifican el incumplimiento de las obligaciones constitucionales de garantizar los derechos económi-
cos, sociales y culturales de la población. Sin embargo, desde hace más de dos décadas se aplican po-
líticas de ajuste estructural como consecuencia de la presión de los organismos internacionales de finan-
ciación y de un manejo pobre de los gobiernos de turno. Estas políticas optaron por ampliar el
endeudamiento bajo el argumento de que sería fácilmente superable a través de la explotación intensiva
del petróleo y del incremento de los impuestos, pero no incluyeron una perspectiva de derechos que per-
mitiera mejoras en la calidad de vida de las personas.

Los efectos de estos ajustes sobre los derechos de los ecuatorianos han sido graves. Las tasas de des-
empleo son altas, han aumentado las tasas de emigración, se ha deteriorado el derecho a la alimenta-
ción y es menor el acceso a los servicios de salud y educación de calidad. Esta dinámica no sirve al pro-
pósito de favorecer el crecimiento de la economía y el desarrollo humano sostenible.

(...) Desafortunadamente, en la práctica existe un claro divorcio entre la definición de las políticas socia-
les y las económicas, lo que produce como resultado un gasto ineficaz y una inversión social insuficien-
te, afectando a los grupos más pobres y vulnerables de la población. La asignación de los recursos no
responde necesariamente a políticas de Estado que busquen garantizar el bienestar de todas las perso-
nas. Por ello urge tomar medidas más equitativas que aseguren la redistribución de los recursos a la hora
de elaborar los presupuestos y que generen políticas públicas realmente abocadas a metas de mejora-
miento de la calidad de vida de las personas.

El principal desafío para los próximos años en materia fiscal y presupuestaria es la búsqueda de
alternativas a la dependencia del petróleo. Este reto conlleva tanto generar políticas que reduzcan
al máximo, en el corto y mediano plazo, el impacto negativo de la explotación petrolera en la vida
de las personas y los pueblos como asegurar el derecho a un medio ambiente sano para todos y
todas.

El fin último del gasto público debiera ser la inversión social para alcanzar un desarrollo inclusivo. Des-
de la perspectiva de la discapacidad, temas como el diseño universal son oportunidades de inclusión para
todos por lo que no han de ser considerados como un gasto específico para una población meta. El cos-
to-beneficio se torna incuantificable al momento de sopesar la inversión que se realiza frente al mejora-
miento de la calidad de vida de la ciudadanía. Frente al desarrollo inclusivo la cooperación internacional
tiene la capacidad de potenciar modelos que impulsen el bien común transversalizando la discapacidad
como condición sine qua non para toda inversión, con alianzas estratégicas locales que contextualicen y
con la participación de actores que garanticen la pertinencia.
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2.1.9. EL SALVADOR

Armando Pérez, Claudia Hernández,
Jeannette Alvarado, Mario Paniagua, Rudy Romero

Año tras año los problemas no resueltos en materia de salud, educación, seguridad ciudadana, acceso
al agua potable y otros profundizan las desigualdades económicas, sociales y culturales entre un peque-
ño grupo que detenta el poder económico y político y las grandes mayorías, que no ven soluciones a sus
necesidades.

(...) La extrema pobreza y la exclusión social constituyen una violación de la dignidad humana, negando
a las personas su derecho al bienestar económico y social y a refirmarse como seres humanos. La re-
ducción de la pobreza pasa por elevar el crecimiento económico, reduciendo las desigualdades económi-
cas y sociales. Es necesario implementar políticas de Estado que redistribuyan la riqueza.

(...) La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2007) ubica a El Salvador en un
grupo de seis países latinoamericanos y caribeños a los que considera capaces de disminuir la pobreza
y construir sociedades más equitativas, siempre y cuando se distribuya el ingreso de un modo diferente,
lo cual es factible.

Para la población con discapacidad la pobreza y desigualdad son más evidentes. Por ejemplo, en Ecua-
dor las personas con discapacidad ubicadas en los quintiles I y II es 20% mayor que la población sin dis-
capacidad; en Uruguay —el país más equitativo de la Región- la ubicación de la población con discapa-
cidad difiere en 8 puntos en los quintiles I y V, en relación con la población sin discapacidad. La situación
de discapacidad afecta a la familia y no exclusivamente a la persona, las condiciones de pobreza y des-
igualdad causan graves estragos en un porcentaje bastante alto de la población que se puede inferir de
acuerdo a los hogares que reportan albergar al menos una persona con discapacidad: uno de cada tres
hogares de Chile; 6.2% de hogares de Guatemala; 20.6% de hogares de Argentina.

La pobreza ni es natural, ni es normal, ni es humana, menos aún se podría esperar que los pobres re-
viertan por sí mismos su situación. Reducir las asimetrías y crear igualdad de oportunidades para todos,
es responsabilidad de la sociedad en su conjunto y de sus miembros a título individual, tanto bien hace
el Estado que imprime voluntad a su discurso como las acciones de una persona en pro del bienestar de
otra. No hemos de permitirnos el silencio ni la inmovilidad.
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2.1.10. GUATEMALA

Luisa Eugenia Morales

Los más desfavorecidos

Dos tercios de los niños y niñas del país son pobres y 48,7% padece desnutrición crónica (baja talla para
la edad), lo que acarrea inevitables secuelas.

La población indígena constituye 43% del total. En su mayor parte, trabaja en el sector agrícola y perci-
be salarios bajos, particularmente aquellas personas que no hablan español.

Si bien autoridades de los últimos dos gobiernos han expresado la importancia del rol de la mujer en el
desarrollo, no han favorecido su participación en la sociedad, menos aún la de las mujeres pobres e in-
dígenas.

Un tercio de las niñas indígenas no asiste a la escuela, aunque en los varones indígenas esta proporción
cae a 18%.

Las mujeres pobres enfrentan riesgos de salud muy altos. El 14% del quintil más pobre da a luz con asis-
tencia de un médico o enfermera, el 71% tiene a sus hijos con comadronas y el 15% restante no recibe
ninguna asistencia, lo que aumenta los riesgos de mortalidad de la madre y de los hijos.

En ese contexto, la pobreza, la exclusión y la desigualdad social se convierten en características que sub-
yacen a la dinámica de desarrollo de la sociedad y que limitan seriamente las opciones y oportunidades
de la población en general, y de la población rural, las mujeres y los pueblos indígenas en particular.

(...) La población sufre hoy, al igual que ayer, la fragilidad de su sistema democrático. Cada cuatro años
se renuevan promesas de cambio por parte de las autoridades que llegan al poder. Pero siguen sin re-
solverse problemas de fondo como el desempleo, la inseguridad ciudadana, la inseguridad alimentaria, la
corrupción, el incremento del crimen organizado y el narcotráfico, la poca asistencia de servicios básicos
de educación y salud y las inequidades existentes a nivel político, social y cultural, que son la base de la
discriminación y la exclusión imperantes en el país.

Si una persona además de tener discapacidad, reside en el sector rural, pertenece a una minoría étnica,
se comunica mediante un idioma no oficial o es mujer, no cabe duda de que sus derechos serán vulne-
rados y vivirá en condiciones de exclusión o una reclusión “voluntaria” frente a la falta de oportunidades.
Por ejemplo, en Brasil se observa una mayor prevalencia de discapacidad en la población afro-descen-
diente (18%) e indígena (17%). En Perú, el 30% de la población con discapacidad habla un idioma dis-
tinto al español (quechua, aymara, otra lengua nativa o idioma extranjero). En algunos países de Latino-
américa, la población femenina con discapacidad supera a la masculina, por ejemplo en: Argentina (54%),
Chile (52%), Nicaragua (56%).
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2.1.11. HONDURAS

Suyapa Martínez, Ana María Ferrera, José Filadelfo Martínez
Equipo del Centro de Estudios de la Mujer (CEM-H)

Equipo del Centro Hondureño de Promoción
para el Desarrollo Comunitario (CEPRODEC)

Pese a los proclamados esfuerzos de los sucesivos gobiernos democráticos la realidad presenta un mar-
cado divorcio entre objetivos y logros. Las inequidades se mantienen aunque el Estado ha intentado rei-
teradamente atacar el fenómeno de la inequidad social que afecta a la población, en especial a las mu-
jeres. Los proyectos asistencialistas fracasan uno tras otro, aumentando la incertidumbre y la inseguridad
de las y los ciudadanos.

El pueblo hondureño está viviendo uno de los momentos más contradictorios de la paradoja de la demo-
cracia. Transcurridos 25 años de gobiernos libremente electos por la voluntad popular, los viejos proble-
mas de la pobreza y la exclusión social siguen sin resolverse. El mejoramiento del marco legal no ha con-
tribuido a incrementar la participación ciudadana y a consolidar los derechos de las mujeres en los
procesos electorales. Por el contrario, pequeños grupos de poder mantienen secuestrado el aparato de
gobierno, mientras las estructuras partidarias perviven bajo una estructura verticalista y autoritaria cerran-
do cualquier acceso de las mujeres pobres a los cargos de elección popular y de poder del país. Si bien
hay 31 diputadas en un total de 128 legisladores, éstas no representan a las mujeres pobres (...).

Una creciente corrupción que ocasiona pérdidas estimadas en USD 500 millones al año, la frágil institu-
cionalidad y el clientelismo de las organizaciones partidarias y sindicales en el gobierno son, entre otras,
las causas de la ineficiencia del aparato estatal.

(...) Pese a las millonarias inversiones realizadas por la Estrategia para la Reducción de la Pobreza (ERP),
las cifras tanto oficiales como no oficiales hacen evidente la deuda social que el Estado tiene con la ma-
yoría de su población. Según el Foro Social de la Deuda Externa (FOSDEH), se han gastado unos USD
3.850 millones en programas y proyectos de la ERP en el período 2000-2006, mientras que el porcenta-
je de pobres sólo se redujo 4%.

En la Región, algunos indicadores de la situación de la mujer con discapacidad: en Uruguay, de la pobla-
ción con discapacidad que tiene empleo, 22.4% son hombres y 12.3% mujeres, la relación llega a ser
casi de 2 a 1; la tasa de analfabetismo en la mujer con discapacidad en relación a la del hombre con dis-
capacidad es más alta, así: en El Salvador la diferencia es de 11 puntos porcentuales; en México, 10; en
Nicaragua, 4. Es necesario partir de la educación de las niñas, para avanzar en la generación de espa-
cios de participación activa al interior de las organizaciones, la socialización de los derechos y la inciden-
cia en la agenda de lo público son compromisos pendientes.
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4.1.12. MÉXICO

Areli Sandoval Terán
Rodrigo Olvera Briceño

Un régimen de seguridad social que beneficia a los asalariados y sus familias no alcanza a la población
del sector informal y desocupada; la mitad de las niñas y niños están desprotegidos. El sistema de pen-
siones fue sometido a reformas regresivas, que han sido enfrentadas por trabajadoras y trabajadores con
movilización política y diversas acciones jurídicas.

En el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2007-2012 el gobierno federal reconoce un reducido crecimien-
to económico, reflejado en la insuficiente creación de empleos formales y un incremento casi nulo de los
salarios reales, que impidió incrementar de forma sostenida los ingresos de las familias y repercutió en
la persistencia e intensidad de la pobreza. (...) En cuanto a servicios de salud, el PND reconoce que no
alcanzan aún a toda la población y que pagar por servicios privados resulta muy difícil para la mayoría.
También que persisten grandes desigualdades en la calidad, asociadas a la falta de infraestructura e in-
suficiencia de insumos y a problemas de cantidad y distribución del personal capacitado.

(...) En cuanto a la población infantil, el Consejo Nacional de Población (CONAPO) indica que la mitad
de los 31,7 millones de niños y niñas mexicanas no tiene seguridad social. (...) Si bien es cierto que han
disminuido las tasas de fertilidad y mortalidad infantil al tiempo que ha aumentado la esperanza de vida,
también se requieren medidas efectivas para atender la desigualdad y la pobreza, así como revisar la ad-
ministración del sistema de seguridad social (...). Se deben impedir los recortes presupuestales en mate-
ria de seguridad social y de salud, ya que recrudecen la crisis financiera de las instituciones e inciden en
el desabastecimiento de medicamentos e insuficiencia de equipos, así como en el deterioro de la infraes-
tructura y en la calidad de los servicios.

La mayoría de personas con discapacidad de Latinoamérica y el Caribe no tiene acceso a servicios de
salud y la probabilidad de contar con un seguro de salud es muy baja. La atención de salud está relacio-
nada con el estado ocupacional, en consecuencia, altas tasas de desempleo pueden significar privación
de atención. Las personas con discapacidad de muchos países señalan que no pueden acceder a una
cobertura médica porque carecen de recursos, que los servicios son deficitarios y que el sistema no cuen-
ta con suficientes profesionales médicos debidamente capacitados para la atención a personas con dis-
capacidad (CIR/IDRM 2005).

Aunque en el 78% de los países de la región existen instituciones responsables de la formulación de po-
líticas de rehabilitación, la ejecución de los programas solo se lleva a cabo en 51% de los países. La fal-
ta de programas de prevención y detección temprana impide, en ocasiones, evitar la discapacidad o que
ésta empeore. Por otro lado, la falta de asistencia especializada perjudica a la persona con discapacidad
en muchas ocasiones; si a ello se suma que el personal general de salud capacitado en rehabilitación es
muy escaso y, que en la mayoría de los países, el personal de rehabilitación también es escaso, son con-
diciones que determinan la no idoneidad de la asistencia médica. (Vásquez, 2006).
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2.1.13. NICARAGUA

Violeta Delgado (Coordinadora)
Isolda Espinoza, Milagros Barahona

Coordinadora Civil (CC)

Nicaragua es el segundo país más pobre de América Latina y el Caribe. Para superarlo, la sociedad ci-
vil organizada propone un enfoque de desarrollo del capital humano que revise el impacto de los progra-
mas de las instituciones financieras internacionales, incorpore la perspectiva de género y destine los fon-
dos del alivio de la deuda al gasto social, la generación de empleo y la participación ciudadana.

Las expresiones “sociedad civil” o “sociedad civil organizada”, en cuanto a definiciones, nivel de partici-
pación, elementos de gestión, vinculación con el poder establecido y con los organismos cooperantes, es
un debate no concluido. Se homologan sociedad civil y organismos no gubernamentales, pero éstos son
apenas uno de los muchos que forman la sociedad civil.

Es deseable que los movimientos asociativos de personas con discapacidad y sus familias, se constitu-
yan en plataformas nacionales para que a través de sus representantes, participen de forma real y efec-
tiva en las instancias gubernamentales que toman decisiones a nivel nacional.

Hay experiencias positivas en Argentina, Chile, Colombia, México por citar algunos ejemplos, pero no se
alcanza una participación paritaria, con voz y voto, que evidencie visibilización y participación de actores,
la incidencia del movimiento asociativo depende de la habilidad política que tengan sus líderes para el
lobby con los representantes gubernamentales.

Se observa una enorme variedad y dispersión de movimientos asociativos de personas con discapacidad
en la Región. Hay una gran pluralidad de asociaciones que aparecen y desaparecen con mucha facili-
dad; pequeños grupos que manejan información, contactos y relaciones; debilidad en los procesos demo-
cráticos y de representatividad; falta de rotación de líderes por lo que es frecuente encontrar un mismo
nombre en diferentes organismos con similares niveles de representación o el mismo grupo de nombres
que rotan por diferentes cargos dentro de una misma organización; prevalece la persona y no la organi-
zación; es incipiente aún la cohesión de los diferentes movimientos en un solo movimiento nacional; la
carencia de recursos para el manejo administrativo resta posibilidades de formalidad y permanencia en
el tiempo, e impide procesos de información, consulta y consenso. En consecuencia, el empeño por un
empoderamiento (no apoderamiento) y autonomía del sector, de momento afronta dificultades provenien-
tes de una debilidad institucional tanto estructural como organizativa.

La consolidación de movimientos asociativos de carácter internacional enfrenta la imposibilidad de regis-
tro jurídico porque la normativa interna de un país puede avalar una organización o asociación de carác-
ter local. Ante la Convención y sus requerimientos de plataformas internacionales serán los organismos
multilaterales quienes pongan dicho aval.
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2.1.14. PANAMÁ

Patricio Mosquera De La Guardia
Fundación para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana

Capítulo Panameño de Transparencia Internacional

Panamá es uno de los pocos países de la región que según la Comisión Económica Para América Lati-
na y el Caribe (CEPAL) ha cumplido entre 60% y 70% de las ocho objetivos fijadas en 2000 por la Asam-
blea del Milenio de la ONU, convocada por los líderes del mundo para impulsar el desarrollo global y re-
ducir a la mitad la pobreza antes de 2015.

Muchos de estos avances se ven reflejados en el Informe sobre Desarrollo Humano 2004 del Programa
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), donde se señala que en las últimas décadas las con-
diciones de salud, el acceso al conocimiento y el nivel de vida en Panamá, en general, han mejorado sos-
tenidamente.

(...) El mayor reto para superar la pobreza y mejorar la distribución del ingreso no radica en incrementar
el gasto y la inversión social, sino en asegurar que los recursos destinados a los sectores más necesita-
dos del país cumplan efectivamente su propósito. Esto no se logrará sin mecanismos que introduzcan
controles para garantizar la transparencia y sistemas de rendición de cuentas por parte de las autorida-
des que permitan a los ciudadanos fiscalizar de una manera efectiva las decisiones y la gestión de sus
representantes.

(...), 52% de los centros de enseñanza primaria pública son de carácter multigrado, es decir en una mis-
ma aula estudian hasta 20 alumnos de primero a sexto grado bajo una única maestra.

Las diferencias no sólo tienen que ver con la calidad de la educación. Según el Programa de Promoción
de la Reforma Educativa en América Latina y el Caribe, mientras el promedio de educación a los 25 años
es de cuatro años de escolaridad para los pobres, a esa edad el sector de mayores ingresos tiene 14
años de educación. Como señala el Banco Mundial, el subsidio estatal a la educación destina 95% a la
educación superior, de la cual se beneficia solo 5% de los pobres.

No obstante, una mirada objetiva a la educación no puede desconocer avances. Uno de ellos es
el próximo inicio de un programa de igualdad de oportunidades que beneficiaría a unos 3.000 es-
tudiantes discapacitados. [El resaltado es nuestro.]

La práctica panameña ilustra las aseveraciones sobre el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del
Milenio en cuanto al imperativo de incluir visiblemente y con voluntad política a las personas con disca-
pacidad. Al ser una política de Estado se evidencia en el informe local, único que expresamente coloca
el tema de discapacidad en términos de inclusión educativa. Hay que notar que la población planteada
como meta ha sido cuantificada, lo cual permite su evaluación posterior y, al no ser desmesurada, su
cumplimiento constituirá un aliciente para generar nuevos y mayores impulsos.
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2.1.15. PARAGUAY

Edgar Giménez Caballero
César Cabral Mereles

DECIDAMOS, Campaña por la Expresión Ciudadana

Cuatro de cada cinco personas no participa de ningún sistema de previsión social en salud. Este alto ni-
vel de exclusión se debe a que el sistema está orientado a trabajadores asalariados dependientes, a la
evasión del régimen obligatorio y a inequidades determinadas por el nivel de ingreso. A su vez, sólo tres
de cada diez adultos mayores disfruta de una jubilación. Una profunda reestructuración del sistema de
seguridad social requiere de un amplio pacto entre toda la ciudadanía, y es urgente una serie de medi-
das a mediano plazo.

En Paraguay sólo una de cada cinco personas posee algún tipo de seguro médico. Más precisamente,
esto significa que 78,5% de la población no tiene seguro alguno. Tampoco cuenta con ningún seguro de
salud 91% de la población rural y 98% de la población más pobre (DGEEC, 2005; OPS, 2003). A partir
de datos de la Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC) es posible afirmar que
estas cifras de desprotección se han mantenido elevadas históricamente, con un discreto incremento de
la cobertura del IPS de 10,9% a 12,5% entre 2000 y 2005 (DGEEC, 2005).

(...) Tan sólo tres de cada diez adultos mayores están acogidos al beneficio de la jubilación. En 2005 el
número de jubilados y pensionados apenas alcanzaba 93.000 personas. Los cotizantes de este sistema
segmentado representan apenas 22% de la población económicamente activa (Frutos y Ferreira, 2007).

Las diferencias de acceso a la jubilación por nivel socioeconómico y áreas geográficas son similares a
las diferencias en las prestaciones de salud.

El determinante fundamental de la exclusión es sin embargo el modelo orientado exclusivamente a los
trabajadores asalariados, que deja fuera de la posibilidad de cotizar a 60% de la población económica-
mente activa (DGEEC, 2005).

Más de lo mismo seguirá siendo, inexorablemente, insuficiente.

La tendencia de incremento de la población con discapacidad es notoria a partir de los 60 años.

En Argentina, cerca del 70% de la población con discapacidad tiene más de 30 años, un tercio de la po-
blación tiene 65 o más años de edad. En Chile, cerca del 90% de personas con discapacidad tiene más
de 30 años, y más de un tercio es mayor de 65 años.

Hay personas con discapacidad que envejecen y hay quienes al envejecer llegan a tener una discapaci-
dad. Este grupo etario que se prevé será de 184 millones para el año 2050, está en condiciones de in-
defensión.
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2.1.16. PERÚ

Héctor Béjar
Centro de Estudios

para el Desarrollo y la Participación

Asistencia financiera a la pobreza extrema

(...) La distribución de leche y alimentos llega a unos 6 millones de familias, en una población de 28 mi-
llones. Desde 1990 un gran número de programas sociales han estado dirigidos a las personas que vi-
ven debajo de la línea de pobreza. Figuran entre los más importantes el Vaso de leche para niños y ni-
ñas menores de 7 años y la contribución del Programa Nacional de Asistencia Alimentaria a los comedores
populares, consistentes no en apoyo financiero sino en ayuda alimentaria.

Según el gobierno existen 80 programas sociales de diversos tipos que serán unificados en 20 median-
te un proceso de descentralización.

A su vez, el gobierno ha fijado como meta reducir la actual desnutrición crónica de los menores de cin-
co años del promedio nacional de 25% a 20% para 2011.

En 2005 el gobierno creó el Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres o Programa Juntos.
Diseñado a partir del Programa Oportunidades de México, entrega un incentivo de PEN 100 mensuales
(USD 1 diario) de uso libre a las mujeres y familias más pobres del país. A cambio, el programa se ase-
gura de que ellas mismas y sus hijos e hijas tengan el DNI o documento nacional de identidad, se reali-
cen controles pre y post natales, vacunaciones, control del crecimiento y desarrollo, reciban el suplemen-
to nutritivo proporcionado por el Ministerio de Salud, asistan y permanezcan en la escuela y reciban agua
segura (potable o hervida). Es decir, “Salud, Educación, Nutrición e Identidad”.

Según la OPS, las causas de la discapacidad son sanitarias y ambientales. Entre las primeras, se regis-
tra: defectos congénitos, enfermedades crónicas, tumores malignos y accidentes de tránsito, los países de
la Región cuentan con casos significativos de discapacidad relacionados con enfermedades infecciosas y
parasitarias, deficiencias nutricionales y problemas de salud relativos al desarrollo del feto y el parto. Las
causas ambientales comprenden problemas de contaminación ambiental y sus efectos en la salud, como
por ejemplo el uso irracional de plaguicidas en los cultivos que aumentan los riesgos de deficiencias y dis-
capacidades en la Región; la falta de prevención de la violencia y los accidentes laborales y de tránsito, y
los conflictos armados en países como, El Salvador, Guatemala y Nicaragua, que causan traumas psico-
lógicos y emocionales, sumados a la explosión de minas antipersonales. (Vásquez, 2006).

En consecuencia, garantizar a la población el acceso a servicios básicos de salud y educación, es un re-
quisito ineludible tanto para prevenir discapacidades como para evitar la violencia, causa también de dis-
capacidad. Los programas encaminados con estos fines deben ser estructurales y garantizados por una
voluntad política de los gobiernos.
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4.1.17. REPÚBLICA DOMINICANA
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2.1.18. URUGUAY

Lilián Abracinskas
Comisión Nacional de Seguimiento (CNS)

Mujeres por Democracia, Equidad y Ciudadanía

Patrones culturales discriminatorios

La violencia de género, tanto en el ámbito público como en el privado, se apoya en patrones culturales
y en prácticas estructuralmente arraigadas de relaciones de poder abusivas. La violencia se ejerce con-
tra toda persona cuya expresión de género no sea fácilmente encuadrable o que transgreda los patrones
culturalmente definidos de ser hombre o mujer. En Uruguay cada nueve días muere una mujer víctima
de violencia doméstica y el aborto inseguro es la principal causa independiente de muerte materna. Para
las mujeres y particularmente para las mujeres pobres, transgredir los modelos tradicionales de mujer y
de mujer-madre es una práctica altamente riesgosa.

El Informe mundial sobre violencia y salud (OMS, 2002), tipifica la violencia como: física, sexual, psíquica
y de privaciones o descuido. Muestra cómo la violencia se relaciona directamente con la discapacidad, a
manera de ejemplo:

— la discapacidad es la cuarta consecuencia generada por violencia masculina en la pareja, con un costo
social de invisibilidad por temor y vergüenza que pone a la víctima en estado de permanente inseguridad;

— la discapacidad constituye el tercer costo directo de la violencia en el trabajo;

— la violencia juvenil de pandillas, en las escuelas y en las calles, alcanza niveles inconmensurables
en víctimas de toda edad. Se encuentra secuelas de discapacidad no únicamente en las víctimas
sino en los miembros de la pandilla, vinculadas con promiscuidad, agresiones, consumo de droga y
alcohol, entre otros;

— del maltrato a menores, la discapacidad es la sexta consecuencia;

— los niños con discapacidad al igual que los lactantes, prematuros y gemelos corren un riesgo mayor
de maltrato físico y descuido; se aduce a que son circunstancias que dificultan la creación de víncu-
los afectivos que pueden tornar al niño más vulnerable al maltrato;

— el suicidio y las lesiones autoinflingidas es la sexta causa de discapacidad en personas entre 15 y 44
años de edad;

— la violencia colectiva en sus múltiples formas genera discapacidad;

— los conflictos generan mayor discapacidad física, psíquica y social. Al respecto, aclara el Informe, que
la mayoría de países carecen de sistemas fiables de registro de datos concernientes a salud por lo
que es difícil determinar la proporción de discapacidad en relación a los conflictos aunque se sabe
que las minas terrestres son una causa importante de discapacidad.

Ante estas relaciones de causa-efecto es necesario actuar con un enfoque integral porque es un proble-
ma estructural de origen socioeconómico, cultural e institucional.
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2.1.19. VENEZUELA
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3. INDICADORES DE EDUCACIÓN

Aunque la educación ni empieza ni termina en el aula, ni es equivalente
a valores o estadísticas, los indicadores son necesarios para acercarnos a
la situación actual de la educación en Latinoamérica.

El Barómetro de la Internacional de la Educación sobre los Derechos Hu-
manos y Sindicales en la Educación (2007), con datos actualizados prove-
nientes del Instituto de Estadísticas de la UNESCO (IEU), presenta una sín-
tesis clara sobre los niveles educativos pero, fundamentalmente, incorpora
el componente discapacidad.

En Educación Inicial o de la Primera Infancia, a pesar de la no obligatorie-
dad, el crecimiento de la tasa de matrícula a partir del año 2000 es notorio.
Los centros públicos prevalecen sobre los privados aunque llama la atención
el incremento de la educación privada en Ecuador y Perú. En Educación Pri-
maria las tasas de matriculación ostentan crecimiento aunque no llegan a la
cobertura total como correspondiera a la educación obligatoria, quizá una de
las causas sea la apertura de centros de sostenimiento privado que limitan el
acceso de la mayoría de niños y niñas cuyos hogares no cuentan con los re-
cursos económicos para pagarla; constituyen excepción: Bolivia, Colombia, El
Salvador, Guatemala, Uruguay y Venezuela. La tasa de matrícula en Educa-
ción Secundaria es menor que en Primaria y se observa mayor proliferación
de instituciones privadas aunque en menor escala que en Primaria. Finalmen-
te, a nivel universitario las tasas de matriculación están por debajo del 50%
con excepción de Argentina y la imparten fundamentalmente centros privados.
Ver Anexo # 1: informe estadístico sobre educación en Latinoamérica, de los
niveles preescolar, primario, secundario y terciario, entre los años 2000 y 2005.

En este escenario la población estudiantil con discapacidad tiene menos
posibilidades de acceder a educación. De hecho, los informes que se en-
vían hacen mención a una normativa vigente de no discriminación que ga-
rantiza el acceso no solamente a educación sino a todos los servicios pú-
blicos y al empleo, con excepción de Nicaragua donde la Ley del funcionario
es claramente excluyente al exigir que todos los empleados del gobierno
sean “física y mentalmente capaces”. A la par de un marco legal respetuo-
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so de la diversidad se observa una práctica discriminatoria, se denuncia in-
cumplimiento o lentos avances debido a la falta de mecanismos de exigibi-
lidad así como a la carencia de presupuesto que garantice la implementa-
ción a nivel de unidades ejecutoras.

Frases que aluden a “ayuda” colocan sobre el tapete de discusión la su-
perposición de modelos desde el paradigma de la conmiseración al paradig-
ma de los derechos. Se observa un discurso sobre “integración” pero la ma-
yoría se refiere al acceso a educación especial de la niñez con discapacidad.

Es importante notar que el Sindicato Unitario de Trabajadores de la Edu-
cación del Perú (SUTEP), es el único en su género que se pronuncia sobre
la necesidad de la formación de docentes para concretar la propuesta de
“educación universal”.

Uruguay destaca por la propuesta de integrar niños con discapacidad fí-
sica a la escuela ordinaria, a partir de 1985; y, por señalar que el 50% de
la niñez con discapacidad vive por debajo del umbral de la pobreza. Vene-
zuela afirma que se han presentado denuncias por discriminación en los di-
ferentes servicios públicos, entre ellos, educación. La mayoría de países, en
Educación Primaria mantiene altos índices de repitencia (entre 5 y 10%),
siendo el más alto en Brasil (21%). Cabe preguntarse cuántos niños y niñas
repiten el año o abandonan la escuela por falta de capacidad de respuesta
institucional, por dispedagogías, por razones que aguardan propuestas efec-
tivas para eliminar las barreras al aprendizaje. El promedio de alumnos por
docente oscila al rededor de 25, sobrepasa notoriamente en Nicaragua (35)
y Honduras (34). Una alta población en aula desprovista de apoyos y sin
materiales mínimos está muy lejos de garantizar una educación para todos.
Ver Anexo # 2: Educación inicial, primaria, secundaria y terciaria. Comenta-
rios sobre niñez con necesidades educativas especiales.

Si bien Argentina, Uruguay y Chile son los países con mejores indicado-
res educativos de América Latina vinculados con los aspectos sociales: me-
nores índices de analfabetismo, mayor nivel de escolarización, acceso y per-
manencia en el sistema; estos progresos no llegan al ideal esperado porque
difícilmente alcanzan a la población más pobre.
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Como se puede observar, es peor la situación cuanto menor es la tasa
de matriculación en los diferentes niveles, más elevado el índice de repiten-
cia, mayor el incremento de centros privados y menores las posibilidades de
inclusión porque proporcionalmente aumenta la población con bajos niveles
educativos que enfrenta situaciones deprimidas con condiciones de vida que
no podrían calificarse de humanas.

Los individuos con bajo nivel educativo y social enfrentan un panora-
ma mucho peor que aquellos que cuentan con más recursos para movili-
zar. Esta asociación entre calidad y cantidad de recursos que las familias
pueden movilizar y el grado de integración que pueden lograr es más es-
tricto en aquellas sociedades con mayor nivel de desarrollo, por lo que es
en ellas, paradójicamente, donde más claramente funcionan los mecanis-
mos de selección y segregación social. En este contexto, recae sobre las
familias la responsabilidad de cumplir su parte en el pacto con la escue-
la. Garantizar las condiciones para que sus hijos puedan estudiar implica
salir a competir por escasos lugares, y en una gran desigualdad de con-
diciones. (SITEAL, 2007:51).

En el caso de los hogares con niños, niñas y adolescentes con discapa-
cidad, en no pocas ocasiones, ni siquiera la capacidad económica de la fa-
milia permite el acceso a educación.

Solamente a la luz de los derechos es posible hablar de desarrollo, por-
que si éste es únicamente económico o se alimenta de la miseria de otros,
o intenta ser hegemónico, de nada sirve. En el ámbito educativo hemos de
preguntarnos: ¿a quién estamos dejando fuera del sistema?, ¿por qué?,
¿para qué? ¿Dónde estamos los profesionales en educación al momento de
confrontar el “fracaso de un estudiante”?, ¿no es acaso un fracaso organi-
zacional y profesional?, ¿por qué no hay un pronunciamiento fuerte desde
la academia? ¿Es bueno, digno y deseable que desde muy temprana edad
se aprenda a “resistir” o “sobrevivir” en el sistema educativo o a salir de él?
¿Se garantiza a los niños y niñas con discapacidad iniciar su primaria a la
edad estipulada en la normativa? ¿Se les garantiza el acceso a una educa-
ción de calidad? Sabemos que el cumplimiento de los Objetivos del Milenio
(ODM) es imposible sin una educación de calidad para todos sin excepción,

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

254



porque si bien la educación es uno de los objetivos, se torna abarcador en
la medida en que constituye un medio para cumplir los restantes. En térmi-
nos de cooperación internacional será indispensable transversalizar la dis-
capacidad, su multidimensionalidad cruza todas las variables inherentes al
ser humano y su accionar, por lo que implica una respuesta multisectorial.
¿Es posible hablar de cumplimiento con graves exclusiones?

4. EDUCACIÓN Y DISCAPACIDAD

Por las notables diferencias en cuanto a enfoque, conceptualización e ins-
trumentos, disparidad en la fuente que emite datos sobre educación y el año
en que han sido recogidos, los datos estadísticos disponibles no son com-
pletos ni fiables. A partir de estas consideraciones y en un esfuerzo de sín-
tesis, a continuación un mapeo de la situación en Latinoamérica.

4.1. Niveles inicial, básico y medio

Subsiste el sistema de educación especial como el más generalizado
para brindar servicios a la población estudiantil con discapacidad. Entre ellas,
las que cuentan con financiamiento estatal superan grandemente a las pri-
vadas, condiciones contrarias a la corriente privatizadora de la educación re-
gular que disminuye la posibilidad de acceso a educación, situación que de-
biera ser aprovechada desde la nueva orientación que ha de tener la
educación especial como soporte a la inclusión siempre y cuando la inver-
sión se enfoque, fundamentalmente, en el mejoramiento de la formación pro-
fesional y los salarios, disminución de la masificación, dotación de recursos
y de sistemas de apoyo. Cabe señalar que un número considerable de ins-
tituciones de educación especial de carácter privado en sus orígenes, de-
pende en buena medida de un financiamiento estatal que no siempre se ex-
hibe. A manera de ejemplo: en Brasil, el 67,1% de escuelas especiales tiene
sostenimiento público, el 28,6% son de sostenimiento mixto (filantrópicas) y,
apenas, el 4,3% son privadas. (Brasil, Informe RIINEE 2008). Bolivia cuen-
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ta con 111 centros de educación especial, 49 atendidos por el Estado, 43
bajo convenio, 7 atendidos por el Estado a través de SEDUCAs48, 4 son
atendidos por ONGs y 5 privados. (Ministerio de Educación Culturas, 2008).
En Ecuador, cerca de la mitad de instituciones de educación especial del ni-
vel primario son públicas, el 23% son de sostenimiento mixto y el 27% res-
tante, privadas. (Ecuador, Informe RIINEE 2008).

El analfabetismo es una de las expresiones más severas de la exclusión y
de la marginación social. Las políticas para su erradicación han redundado en
un proceso continuo de reducción de la tasa de analfabetismo en América La-
tina, pero son esfuerzos que podrían ser calificados de paliativos mas no de-
cisivos en un marco de asimetría, desigualdad y fragmentación social crecien-
tes. A nivel regional la tasa de analfabetismo en Latinoamérica, entre 2000 y
2005, disminuyó de 12,1 a 10,6% (CEPAL, 2008); no obstante, para la pobla-
ción con discapacidad la situación es alarmante puesto que sabemos que se
relaciona directamente con acceso a servicios, trabajo y, consecuentemente,
con condiciones de vida y ciudadanía. Según Carmen Rosa Villa, representan-
te regional de la Oficina para América Latina y el Caribe del Alto Comisionado
de la ONU para los Derechos Humanos (Panamá, 2008), la tasa de analfabe-
tismo en ese sector oscila entre el 40 y 55%. Afirmó que la educación, el tra-
bajo y el acceso a la salud, son los derechos más vulnerados en las personas
con discapacidad; y, entre ellos, la población más afectada es indígena, afro-
descendiente y residente en zonas rurales. Planteó la necesidad de una alian-
za estratégica que convoque a: gobiernos, personas con discapacidad y sus
familias, maestros y organizaciones de la sociedad civil, a fin de que trabajen
por los derechos humanos de ese segmento social que —según dijo— no debe
tratársele sólo como objeto de caridad o como un asunto de salud.
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48 SEDUCA: Servicio Departamental de Educación de Bolivia, se encarga dentro del conve-
nio del pago de dos profesores dedicados a la educación de niños sordociegos, trabaja en con-
junto con APRECIA y Sense Internacional (Latinoamérica) para promover cursos de entrena-
miento a profesionales, colabora en el establecimiento de relaciones con el Ministerio de
Educación, Cultura y Deporte a nivel regional y nacional, asesora la implementación del pro-
grama para asegurar la correspondencia con las políticas educativas bolivianas. http://www.sor-
doceguera.org/vc3/organizaciones/bolivia/seduca.php



Si se compara los índices de analfabetismo por género, es clara la situa-
ción de desventaja para la mujer con discapacidad, condición que empeora
notablemente si se cruza con pobreza, maternidad, sector de residencia (ru-
ral o urbano-marginal), migración, condición etno-lingüística...
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ÍNDICES DE ANALFABETISMO EN LA POBLACIÓN CON Y SIN
DISCAPACIDAD EN SEIS PAÍSES DE LA REGIÓN

FUENTE: CEPAL, 2008. BID, 2005.



Además del alto porcentaje de analfabetismo, las personas con discapa-
cidad que acceden a educación difícilmente permanecen en el sistema. El
número de años de educación que consiguen las personas con discapa-
cidad es notablemente inferior al alcanzado por personas sin discapacidad,
las primeras no adquieren aún el equivalente a la educación básica obliga-
toria y gratuita, menos aún las personas con discapacidad.
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ÍNDICES DE ANALFABETISMO EN LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD,
SEGÚN GÉNERO, EN TRES PAÍSES DE LATINOAMÉRICA

FUENTE: BID, 2005.
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AÑOS DE EDUCACIÓN DE LA POBLACIÓN CON Y SIN 
DISCAPACIDAD, EN CINCO PAÍSES DE LA REGIÓN

Población con Población sin 
País

discapacidad discapacidad

Chile 6,4 10,0

El Salvador 3,0 5,6

Honduras 4,6 5,4

México 3,8 sin datos

Nicaragua 4,3 sin datos

FUENTE: BID, 2005.

4.1.1. Argentina

En Argentina, según el informe oficial RIINEE 2004, la mayoría de alum-
nos con NEE, asiste a una escuela especial (69,92%); destaca el que casi
dos tercios de los alumnos con discapacidad visual asisten a una escuela
común (61,94%). Los estudiantes con discapacidad motora o con “desvia-
ciones normales de la inteligencia” se reparten casi equitativamente tanto en
escuelas especiales como comunes. El Ministerio de Educación de la Na-
ción señala que en 2001 se había integrado a las escuelas comunes sólo
el 32% de la matrícula total de educación especial.
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CATEGORÍAS Y ESCUELAS DE ALUMNOS CON 
NEE - ARGENTINA 2001

Total de alumnos Escuela Escuela 
Categoría

con NEE Especial (%) Común (%)

Mentales 60.506 78,90 21,10

Auditivos 7.541 71,75 28,25

Visuales 3.452 38,06 61,94

Motores 2.923 58,81 41,19

Múltiples 5.721 89,91 10,09

Orgánico funcionales 3.934 94,87 5,13

Desviaciones normales de la inteligencia 3.385 50,78 49,22

Alto riesgo 171 100,00

Severos trastornos de desarrollo 2.053 100,00

TOTAL 98.686 69,92 20,93

FUENTE: MEC-España, 2005.

Para el año 2007 se señala que algo más de la cuarta parte de estudian-
tes con necesidades educativas especiales asiste a escuelas comunes en
todo el país. Según datos del Ministerio de Educación Nacional, hay 78.797
alumnos en escuelas especiales; de ellos, 10.640 están en el nivel inicial,
65.479 en el primario y 2.678 en el secundario. En tanto, de los alumnos in-
tegrados: 3.935 en inicial, 21.421 en primaria y sólo 831 en el secundario.
Del total de estudiantes en instituciones de integración, 24.791 están en co-
legios de gestión estatal y 3.354 en instituciones privadas. Para Luis Bulit
Goñi, presidente de ASDRA (Asociación Síndrome de Down de la Repúbli-
ca Argentina), “si hubiera voluntad, se podría llegar al 80% de integración.
Las escuelas especiales deberían reconvertirse en centros de apoyo y de-
berían atender a las personas con compromiso muy severo, con lo cual se
reducirían al mínimo”. (Citado en Casanovas, L. 2007).
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Constituye un avance la integración a la escuela común de la cuarta par-
te de estudiantes con necesidades educativas especiales. Es notoria la asis-
tencia al nivel primario pero en ambos sistemas el paso al nivel secundario
guarda diferencias abismales.
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POBLACIÓN ESTUDIANTIL ARGENTINA CON NEE, SEGÚN NIVEL
DE EDUCACIÓN AL QUE ASISTE, 2007

FUENTE: Casanovas, 2007.

INSTITUCIONES EDUCATIVAS DE INTEGRACIÓN, SEGÚN TIPO 
DE SOSTENIMIENTO. ARGENTINA 2007

FUENTE: Casanovas, 2007.



Es notoria la supremacía de instituciones de sostenimiento estatal, parti-
cularidad que constituye un aliciente a futuro en términos de garantizar el
acceso. Cabe subrayar que cuanto mayor es la privatización menor es la
posibilidad de acceso para estudiantes de hogares con condiciones econó-
micas desfavorables. Lo óptimo es apostar a una educación de sostenimien-
to estatal con estándares de calidad, sin que ello implique la desaparición
de la educación privada.

Al comparar los datos 2001 con los del 2007, se observa incremento de
la población estudiantil con discapacidad pero el acrecentamiento en edu-
cación especial prevalece notoriamente sobre el ingreso a la escuela común.

POBLACIÓN ESTUDIANTIL ARGENTINA CON NEE, 
ENTRE 2001 Y 2007

Año 2001 2007

Población estudiantil con NEE 98.686 104.984

Escuela Escuela Escuela Escuela

Tipo de escuela a la que asiste (%) Especial Común Especial Común

69,92 20,93 75,06 24,94

FUENTE: MEC-España, 2005. Casanovas, 2007.

4.1.2. Bolivia

El “Diagnóstico nacional, estado de situación de la atención a los ni-
ños, niñas, adolescentes y jóvenes con necesidades educativas especia-
les asociadas o no a discapacidad” (2008), de Bolivia, deja en claro una
fuerte orientación hacia educación especial, que se percibe a sí misma
amenazada “por las tendencias casi fundamentalistas de los discursos
de la educación inclusiva” y los docentes sienten “discriminación en el
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trato salarial” en relación con la “educación alternativa” y la “educación
escolarizada”. La clasificación de los estudiantes se ha dado de diferen-
tes maneras según la presentación de los departamentos, situación que
dificulta un mapeo global a la vez que evidencia invisibilización. Se ad-
vierte la falta de presupuesto, infraestructura, capacitación y reglamen-
tación para el funcionamiento de centros. Hay confusión entre lo que
constituiría un proceso de integración y uno de inclusión.

El informe concluye señalando:

Con este panorama debemos respondernos a las siguientes cuestio-
nantes ¿Cómo y en qué medida influyen estos factores en la calidad de
la atención a los ACNEE [alumnos con necesidades educativas espe-
ciales]? ¿Cuáles serían las condiciones básicas del contexto para me-
jorar la atención a los ACNEE? ¿En qué términos debería plantearse el
nuevo enfoque de la educación especial y de la integración educativa?
¿Qué rol deberían jugar todos y cada uno de los actores de la temáti-
ca para mejorar la educación de los ACNEE? ¿Cómo podemos aportar
desde nuestro espacio a la construcción y consolidación de una socie-
dad inclusiva, de una comunidad educativa sin prejuicios ni discrimina-
ciones? Finalmente, ni tanto que se avanzó, ni tan poco que se hizo
[el resaltado es nuestro]. Hay mucho camino por recorrer y dependerá
de que todos asumamos con mayor responsabilidad y protagonismo
nuestro rol.

En el diagnóstico nacional, los protagonistas, Centros de Educación Es-
pecial (directores, educadores, equipo multidisciplinario) las Unidades Edu-
cativas Integradoras (docentes integradores) las autoridades SEDUCA,
SEDEGES, UMADIS, Defensor del Pueblo, las organizaciones departa-
mentales de personas con discapacidad y familias y los ACNEE, sin inter-
mediarios, ni consultores, SE PRONUNCIARON ¡ESA, ES LA VOZ! (Diag-
nóstico Nacional, Bolivia, 2008:225).

Según el Informe por País, de la Organización de Estados Iberoamerica-
nos (OEI), el número de estudiantes que asisten a 8 establecimientos para
deficientes mentales, 8 para sordos, 8 para ciegos y 5 para deficientes múl-
tiples, se sintetiza en la siguiente tabla.
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ALUMNOS CON DISCAPACIDAD EN PROGRAMAS
DE ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS ESPECIALIZADOS

BOLIVIA, 1996-2004

NIVEL I NIVEL II NIVEL III 
TOTALES 

Educación Inicial Habilitación escolaridad Talleres

Varones Mujeres Varones Mujeres Varones Mujeres Varones Mujeres

Deficiencia mental 248 164 421 376 175 108 844 648 1492

Sordera 59 58 216 161 45 66 320 285 605

Ceguera 19 14 96 37 63 68 178 119 297

Deficiencia múltiple 26 9 24 14 16 4 66 27 93

FUENTE: OEI, Bolivia. Estadísticas escolares 1996-2004.

El mencionado informe señala que, a pesar del crecimiento del número
de centros, la atención de la “población excepcional” estimada alcanza so-
lamente al 1,76% “los que manifiestan una discapacidad pequeña”, siendo
bastante grande el déficit de cobertura que se agravará por la difícil situa-
ción económica del país. Enfatiza que el servicio brindado no es de óptima
calidad debido a diversos factores como: ausencia de docentes especializa-
dos o altamente capacitados, carencia de recursos materiales y financieros,
falta de una infraestructura adecuada, falta de continuidad en la política es-
tatal para la educación de personas con discapacidad.

4.1.3. Brasil

El Informe RIINEE de Brasil (2008), permite comparar la diferencia por el
número de años de educación entre la población con y sin discapacidad,
mayor de 15 años de edad. Prácticamente la mitad de la población con dis-
capacidad apenas alcanza tres años de educación.
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POBLACIÓN BRASILEÑA CON Y SIN DISCAPACIDAD
SEGÚN NÚMERO DE AÑOS DE EDUCACIÓN

Número de años 
Población con Población sin 

de educación
discapacidad discapacidad

22.438.924 (100%) 119.556.675 (100%)

0 a 3 años 10.943.327 49% 33.221.260 28%

4 a 7 años 6.281.238 28% 37.570.144 32%

8 a 10 años 2.221.696 10% 20.789.737 12,2%

11 a 14 años 2.097.197 10% 20.957.396 18%

15 ó más años 603.218 0,3% 5.911.119 0,5%

No informado 292.249 0,2% 1.107.018 0,1%

FUENTE: Censo Demográfico IBGE 2000, citado en Informe RIINEE, Brasil 2008.

(Nota: Se refiere a las personas con 15 años o más de edad, con por lo menos una de las de-
ficiencias investigadas).

El número de años de estudio se relaciona directamente con el acceso al
empleo y con la calidad del mismo, la remuneración y —consecuentemen-
te— las condiciones de vida así como con las posibilidades de independen-
cia familiar y autonomía económica. En el mismo caso de Brasil, el 48% de
la población sin discapacidad accede al empleo, diez puntos porcentuales
más que las personas con discapacidad (38,6%).

El Censo de Educación utiliza como categoría de análisis del sistema de
enseñanza, dos tipos de instituciones: escuela común y escuela especial,
no incorpora “escuelas inclusivas” porque la Política Nacional de Educación
Especial en Perspectiva de Educación Inclusiva (2008) hace referencia al
acceso y participación de todos los estudiantes en la escuela regular. De
53.028.928 de estudiantes matriculados en el sistema educativo, 32.346.623
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cursan educación básica obligatoria y gratuita, que inicia a los seis años de
edad y tiene una duración de nueve años. Es mayor la asistencia de hom-
bres que de mujeres y es ligeramente mayor el número de estudiantes que
asiste a educación especial en relación a los que asisten a la escuela co-
mún. (Brasil, RIINEE 2008).

POBLACIÓN ESTUDIANTIL EN BRASIL, CON Y SIN DISCAPACIDAD,
DE SEIS O MÁS AÑOS DE EDAD, QUE ASISTE A UNA INSTITUCIÓN

EDUCATIVA

Sin discapacidad
Con discapacidad

Común o regular Especial

# # #

Masculino 26.656.278 181.855 204.111

Femenino 26.372.650 124.281 144.359

Total 53.028.928
306.136 348.470

654.606

FUENTE: Censo Escolar MEC/INEP, 2007. Citado en Brasil, Informe RIINEE 2008.

De la población estudiantil con discapacidad, la mayoría corresponde a dis-
capacidad intelectual (60%) y asiste de preferencia a educación especial de
sostenimiento privado; una situación similar ocurre con discapacidad múlti-
ple. Al observar las otras discapacidades, la mayoría asiste a educación re-
gular de sostenimiento público, de manera particular la población con disca-
pacidad visual. En el caso de discapacidad auditiva, aún es alto el porcentaje
que asiste a educación especial. Entre los argumentos que se esgrimen para
la negación de matrícula suelen aparecer el número de estudiantes por aula
y el promedio de alumnos por profesor; en el caso de Brasil, el tamaño de



aula fluctúa entre 16,6 en educación inicial, 26,6 en la básica y 36,2 en edu-
cación media, con un promedio general de 22 alumnos/as por docente. Es-
tas condiciones invalidan dichos argumentos, más aún cuando hay una dis-
minución del 7% en las matrículas para educación especial. Si bien lo
expuesto anima, los 2.738.018 (82%) menores de 19 años con discapacidad
que no están en el sistema educativo, alertan a incrementar esfuerzos por la
universalización de la educación.

POBLACIÓN ESTUDIANTIL BRASILEÑA, POR TIPO DE DISCAPACIDAD
E INSTITUCIÓN A LA QUE ASISTE

Tipo de institución 
Población estudiantil con discapacidad

a la que asiste Visual* Auditiva** Física Intelectual*** Múltiple**** TOTAL

Común Público 48.241 32.755 28.092 106.552 14.204 229.844

o regular Privado 2.406 2.070 2.831 8.153 1.559 17.019

Subtotal 50.647 34.825 30.923 114.705 15.763 246.863

Especial
Público 6.453 19.093 3.545 73.645 13.824 116.560

Privado 4.835 10.232 10.111 157.287 38.914 221.379

Subtotal 11.288 29.325 13.656 230.932 52.738 337.939

TOTAL 61.935 64.150 44.579 345.637 68.501 584.802

FUENTE: Censo Demográfico IBGE 2000, citado en Informe RIINEE, Brasil 2008.

* Corresponden las categorías ceguera y baja visión.

** Corresponden las categorías sordera y deficiencia auditiva.

*** Están incluidos 42.016 alumnos(as) con Síndrome de Down.

**** En esta categoría están incluidos 682 alumnos(as) con sordo-ceguera.
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4.1.4. Chille

Del informe RIINEE 2008 de Chile se desprende que la cobertura de las
Escuelas Especiales entre los años 2004 y 2007 ha crecido de manera sos-
tenida, tanto en el ámbito de la Educación Municipalizada como en el de la
Educación Particular Subvencionada.

INSTITUCIONES CHILENAS DE EDUCACIÓN ESPECIAL
ENTRE 2004 Y 2007

Número de Escuela Especiales 2004 2005 2006 2007

Número de escuelas especiales
municipales. 246 254 273 295

Número de escuelas especiales 
particulares subvencionadas. 687 910 1.020 1.130

Totales 933 1.164 1.293 1.425

FUENTE: Informe RIINEE, Chile 2008.

La matrícula efectiva en establecimientos educacionales con Programas
de Integración Escolar es de 81.622 estudiantes, incluye alumnos-as con
discapacidad y con trastornos específicos del lenguaje. En escuelas espe-
ciales la matrícula es de 117.407, incluye escuelas especiales para estudian-
tes con discapacidad y escuelas que atienden trastornos específicos del len-
guaje, considerados necesidades educativas especiales transitorias. Lo que
implica una cobertura total de 199.029 estudiantes que asisten a 3.445 ins-
tituciones inclusivas y 1.425 especiales.
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POBLACIÓN ESTUDIANTIL CHILENA POR TIPO DE DISCAPACIDAD
QUE ASISTE A INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN ESPECIAL

Tipo de institución
a la que asiste

Visual Auditiva Física Intelectual Múltiple TOTAL

Escuela 
Especial** Público / estatal 314 789 400 35.144 6.000 42.647*

FUENTE: Pago Subvenciones Abril 2008, datos aproximados.

Citado en Informe RIINEE, Chile 2008.

* En Integración Escolar no se dispone de datos desagregados por discapacidad.

** Matrícula de escuelas especiales que educan a estudiantes con discapacidad, no están considerados
los estudiantes que presentan trastornos específicos de lenguaje (TEL). En Integración Escolar apro-
ximadamente se cuenta con unos 30 mil estudiantes con discapacidad matriculados, los demás pre-
sentan TEL.

El promedio de años que tarda la población escolar para concluir la edu-
cación obligatoria (primaria y secundaria) es aproximadamente un año más
de lo previsto (13 años). La oferta educativa para la población con disca-
pacidad es heterogénea (establecimientos regulares y escuelas especiales)
por lo que resulta difícil señalar un promedio. En la escuela especial los es-
tudiantes permanecen hasta los 26 años y aún los programas de estudios
son diferentes a la educación regular. La integración escolar es voluntaria,
tanto para la escuela como para las familias. Está sujeta a diversas varia-
bles, entre ellas la decisión de las familias, las orientaciones técnicas de
los profesionales de los equipos multiprofesionales y la existencia o no de
establecimientos educacionales que cuenten con Programa de Integración
Escolar (PIE).

Se suele afirmar en la región la necesidad de elección respecto a
educación, pero ésta sería posible solamente cuando el acceso a los
centros estuviera garantizado para toda la población, sin excepción al-
guna.
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El informe RIINEE 2008 explicita que la oferta escolar inclusiva se cum-
ple, en términos reales, bajo las siguientes condiciones:

— Formación de docentes. A través de algunos centros universitarios que
están incorporando en sus mallas curriculares temas sobre educación
a la diversidad e inclusión. Estrategias pedagógicas para responder a
las NEE de los estudiantes. Sin embargo, ha sido lento el proceso de
actualización que realizan las Universidades.

— Capacitación en funciones. En un trabajo conjunto con el Centro de
Perfeccionamiento e Investigaciones Pedagógicas (CPEIP), el Minis-
terio de Educación desde el 2007 ha becado a 1.500 profesores para
que participen en el Curso E-learning “Atención para la educación en
la diversidad y de los estudiantes que presentan NEE”. Se espera con-
tinuar el 2009 con este curso y se desea realizar un curso que abor-
de temas específicos sobre orientaciones de flexibilización, adecua-
ción y diversificación curricular.

— Estudiantes con discapacidad por aula: 2 estudiantes con discapaci-
dades permanentes, 4 con necesidades educativas transitorias; sin
embargo en algunas regiones existe más de dos estudiantes con dis-
capacidad en un aula común, porque no hay escuela especial, son
pueblos muy pequeños y no hay más escuelas básicas.

— Carga horaria: en general de acuerdo al Plan de Estudio correspon-
diente al Nivel; con excepción de la opción 4 de Integración según De-
creto N.º 1/98, que reglamenta la integración escolar, y que significa
un Curso de Educación Especial (con 15 alumnos) dentro de la es-
cuela regular, atendido por una profesora especialista y que se rigen
hasta el momento por un plan de estudio diferente al de la escuela
común.

— Número de estudiantes por docente: las aulas tienen 45 alumnos por
curso, incluidos los estudiantes del Programa de Integración Escolar.

— Material didáctico adaptado. Desde el Ministerio de Educación se ha
ido implementando gradualmente a las escuelas integradoras con ma-
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teriales educativos adaptados tales como: textos en Braille para pri-
mer ciclo en todos los subsectores de aprendizaje, el 2008 se distri-
buirán hasta 8º básico en todos los subsectores. Videos para subsec-
tor de ciencias sociales y naturales en lengua de señas; enciclopedias
en Braille y macrotipo. Se está preparando el primer diccionario en
lengua de señas para Chile. Materiales para educar a los niños cie-
gos, tales como ábaco, punzones, material cartográfico en relieve y
en Braille, etc. Manual para la Educación de la sexualidad en las per-
sonas con discapacidad intelectual; 8 Guías Técnicas de apoyo a la
integración escolar para el nivel de educación parvularia. Estos Mate-
riales Educativos se pondrán prontamente en la página web del Minis-
terio de Educación www.mineduc.cl. Textos para enseñar a leer a es-
tudiantes con discapacidad intelectual acompañado con un Manual
para el Profesor y para los padres. Todos estos materiales se entre-
gan en jornadas de capacitación de los docentes, para que se com-
prometan a utilizarlos eficientemente.

— Ayudas técnicas. FONADIS se encarga especialmente de proveer a
través de proyectos y en forma directa, de ayudas técnicas a los es-
tudiantes con discapacidad que lo requieran, para acceder a la edu-
cación, considerando especialmente a la Educación Superior. El Pro-
grama ENLACE del Ministerio de Educación entregará el año 2009
equipamiento tecnológico a las escuelas especiales y a los Programas
de Integración escolar.

— Personal multidisciplinario. La Modalidad de Educación Especial, a tra-
vés de su normativa exige la contratación de horas de psicólogos y
fonoaudiólogos, según corresponda y de profesores especialistas en
educación especial y diferencial. Las escuelas también suelen contra-
tar a kinesiólogos y terapeutas ocupacionales cuando integran estu-
diantes con discapacidades motoras.

— Personal docente de apoyo. Profesores especialistas en discapacidad
auditiva, visual, intelectual, psicopedagogos, especialistas en trastor-
nos del lenguaje y del aprendizaje.
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— Garantía de continuidad de estudios. En este aspecto aún tenemos di-
ficultades en cuanto a flexibilizar el currículo de la Educación Media
(secundaria). Se está aplicando a modo de Piloto un Programa de Edu-
cación para la Vida y el trabajo o de transición a la Vida Adulta para
los estudiantes con discapacidad intelectual.

— Posibilidad de inserción laboral posterior. Existen experiencias muy
exitosas, pero aún no generalizadas. Sin embargo se ha producido en
estos últimos años un avance significativo en la apertura de la Empre-
sa a partir de un trabajo de muchos años que ha estado realizando la
Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), en la Comisión de la Disca-
pacidad y las propias escuelas en sus comunidades.

Se estima que unos 40.000 niños y jóvenes con discapacidad se encuen-
tran fuera del sistema educativo. Se señala como posibles causas para la
no asistencia: distancia entre la escuela y el hogar, discapacidades múlti-
ples que los centros no se sienten competentes para atender, poco interés
de las familias, rechazos de las escuelas comunes y especiales, falta de in-
formación por parte de las familias, condición de ruralidad. Frente a estas
circunstancias se informa que se están implementando diversas estrategias
para mejorar la información a las familias y a los Centros de Salud que son
los primeros en detectar la discapacidad, a la par que se desarrollan desde
2007 programas de capacitación para los docentes que educan a estudian-
tes con retos múltiples.

4.1.5. Colombia

En Colombia se considera que el 22% de estudiantes con discapacidad
leve y el 55% de la población con discapacidad son "integrables" (420.048).
La evolución de la matrícula de estudiantes con NEE ha aumentado osten-
siblemente, de 12.417 matriculados en 1996 a 62.092 en 2004. Resulta in-
teresante observar el incremento de centros que integran a estudiantes con
NEE, de 12,8% en 1996 a 59,6% en 2004.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

272



Según el Registro DANE sobre personas con discapacidad, citado por el
Instituto Nacional para Ciegos (INCI, 2006), la tasa de personas con disca-
pacidad visual que no sabe leer ni escribir (33,92%) cuadruplica el total na-
cional (8%); y, cerca de la mitad de la población con discapacidad visual,
entre 6 y 44 años, asiste a un establecimiento educativo.

PORCENTAJE DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL
QUE ASISTE A UN CENTRO EDUCATIVO EN COLOMBIA, 2006

Grupos de edad

6 - 13 años 14 - 20 años 21 - 30 años 31 - 44 años
Total

% de cobertura 89,7% 68,1% 13,8% 4,1% 42,7%

FUENTE: Instituto Nacional para Ciegos, INCI, 2006.

Entre los 6 y 20 años de edad, se señala como principales causas para
no asistir a un centro educativo: su discapacidad y los costos elevados o fal-
ta de dinero. Situaciones que explican el hecho de que la mayoría de per-
sonas con discapacidad visual alcance apenas una primaria básica incom-
pleta y, apenas un 0,3% haya obtenido su título universitario.

Es valiosa la iniciativa del Ministerio de Educación Nacional de Colombia
MEN 24-04, que recaba información basada en evidencia para asegurar el
aprendizaje en estudiantes con discapacidad. La herramienta “Indicadores
de buenas prácticas de educación inclusiva” refleja —en buena medida— lo
que ocurre en la Región.

Se observa que hay buenas intenciones pero no se concretan porque la
mayoría no dispone de los recursos necesarios, ni cuenta con Proyectos
Educativos Personalizados. Están presentes en menos del 50% de las res-
puestas institucionales: la enseñanza multiniveles, la consideración de inte-
ligencias múltiples, el diseño de estrategias para generar relaciones signifi-
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cativas entre pares, el uso de la tecnología, la comunicación aumentativa y
alternativa para posibilitar el acceso a la información, al conocimiento y a la
expresión de pensamiento.

La convocatoria del Ministerio señala su requerimiento de información ba-
sada en evidencia para asegurar el aprendizaje en estudiantes con disca-
pacidad y formular un diagnóstico para apoyar el diseño de un Plan de De-
sarrollo Institucional, dentro del marco de una educación inclusiva. Al no
generar una evaluación del centro o un “puntaje” y garantizar la confiden-
cialidad, se propició libertad de participación y la posibilidad de intercambio;
a pesar de ello, subsistieron ciertos temores que redundaron en una serie
de justificaciones.

El informe presenta puntos de interés para reflexionar:

— la costumbre de mostrar prácticas educativas exitosas para participar
en convocatorias o premios dificultó una autoevaluación objetiva;

— el no recoger habitualmente procesos grupales reflexivos y la opinión
de otros actores demandó mayor tiempo en el envío de respuestas;

— las instituciones con mayor tiempo de funcionamiento pueden tener
más dificultad para identificar en qué pueden cambiar o buscar un cam-
bio en aquello que no se muestra como buena práctica;

— de las 80 instituciones que recibieron invitación directa para participar
porque presentaron su propuesta como una experiencia significativa
en 2004, 28 completaron la herramienta y solamente 15 enviaron in-
formación institucional, tres de las cuales lo hicieron parcialmente.

El informe de resultados sistematiza las respuestas de 53 instituciones,
conviene considerarlo como una radiografía para contextualizar en el medio
en el que nos encontremos, reflexionar en grupo, proponer y actuar. Llama
la atención que: solamente en 14 respuestas participara el rector o director
y muy pocas incluyan tanto a padres como a estudiantes; cerca de la mitad
fueron respondidas por un solo profesional y en todos estos casos fue el do-
cente de apoyo u orientador; 7 indican que aún cuando tienen pre escolar,
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reciben población con discapacidad a partir de la Básica Primaria; el núme-
ro de estudiantes con discapacidad decrece al pasar a la Básica Secunda-
ria y son pocos los casos en Media Vocacional; 52 de las instituciones que
respondieron son oficiales; hay una dificultad manifiesta en cumplimentar
toda la información; y, en muchas, el reporte de estudiantes-aula hizo refe-
rencia al alumnado con discapacidad.

Entre las dificultades generales encontradas y asumidas como retos, se
registran el uso de una página web como estrategia y la carencia de di-
recciones electrónicas institucionales (solamente personales). Se comprue-
ba que no todos disponen de Internet resultando, para algunos, incompren-
sible el proceso informático para recoger la información, se reportaron
dificultades para acceder, para guardar información, ingresar con códigos
institucionales, etc.

Del análisis de los indicadores, se desprende que:

— La mayoría ve la inclusión como algo que se hace por la población
con discapacidad, son proyectos separados del desarrollo y mejora-
miento institucional, distintos a aquello que se formula para la pobla-
ción estudiantil en general.

— La participación de los estudiantes con discapacidad en el proceso de
desarrollo institucional se visualiza restringida.

— El 72% señala que existen oportunidades para que los estudiantes con
discapacidad ofrezcan apoyo a sus compañeros, siendo no siempre la
ayuda para ellos.

— El 61% de los estudiantes con discapacidad no son apoyados por sus
compañeros para presentarse como candidatos a formar los órganos
representativos de los estudiantes (Consejo Estudiantil, personero).

— El 55% sostiene que la opinión de los estudiantes con discapacidad
es tenida en cuenta y se les apoya para discutir aspectos relaciona-
dos con la organización y los problemas de la institución educativa en
los foros de los estudiantes.
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— El 67% opina que la mayoría del personal institucional (más del 80%)
considera que la educación inclusiva beneficia a todos los estudiantes.

— El desarrollo de amistades y relaciones significativas con pares no se
ve como importante en la mayoría de las instituciones o se expresa
que se da naturalmente. Los padres, por su parte, manifiestan preo-
cupación porque sus hijos no participan con los compañeros en acti-
vidades fuera de la institución; muchos de ellos, dentro de las institu-
ciones, se relacionan más con los docentes que con sus pares.

— El 43% informa que los padres participan activamente en el diseño del
programa para su hijo/a, aporta su conocimiento e identifica sus ne-
cesidades y expectativas.

— El 58% dispone de un documento escrito, accesible y de amplia dis-
tribución dentro de la comunidad (docentes, padres, estudiantes…), en
el que explicita que recibe estudiantes con discapacidad.

— El 62% señala que todo el personal docente conoce el plan de desa-
rrollo institucional con respecto a los estudiantes con discapacidad y
el 49% lo comparte.

— El 59% afirma que la mayoría del personal (más del 80%) considera
que una educación inclusiva es la mejor forma de proveer educación.

— Los Proyectos Educativos Personalizados o sus equivalentes ofrecen
elementos críticos en medir los resultados de la educación, sin embar-
go en muchos casos no se encuentran escritos (46%).

Esta valiosa experiencia a nivel gubernamental constituye un emprendi-
miento a ser replicado.

4.1.6. Costa Rica

El informe 2004: “La discapacidad en Costa Rica: situación actual y pers-
pectivas” (Mendieta y otros), señala que el Departamento de Educación Es-
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pecial clasifica las discapacidades de mayor incidencia de la siguiente ma-
nera: 1. retardo mental, 2. deficiencias auditivas, 3. problemas emocionales,
4. deficiencias visuales, 5. discapacidad múltiple.

En el año 2000 se observó una tendencia a disminuir el número de au-
las integradas con matrícula exclusiva para estudiantes con discapacidad
que se encuentran en el sistema educativo regular porque según el Conse-
jo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE) “a menos can-
tidad de aulas integradas más estudiantes con discapacidad son incorpora-
dos a las aulas regulares”. No obstante, esta reducción fue parcialmente
revertida en el 2002, año en el que se “atendieron”: 6.652 estudiantes con
retardo mental, 292 con deficiencias auditivas y 345 con discapacidad múl-
tiple, totalizando 7.289 alumnas y alumnos dentro de las aulas integradas
(Ministerio de Educación Pública —MEP).

Por su parte, el CNREE revela que la inclusión de los estudiantes con ne-
cesidades educativas especiales al sistema regular ha ido en aumento en
los últimos años, principalmente debido al fortalecimiento de los programas
relativos a la prestación de los servicios de apoyo, provisión de ayudas téc-
nicas y capacitación docente.

Según el departamento de estadística del MEP, el número de estudiantes con
necesidades educativas especiales ha aumentado de manera significativa des-
de 1999, en cuyo curso lectivo se matricularon 54.173 niños, niñas y adolescen-
tes, equivalente al 6,23% del total de la población estudiantil del país. En el año
2000, la matrícula en el sistema regular de estudiantes que tenían necesidades
educativas especiales asociadas a diferentes discapacidades aumentó a 70.748,
en 2001 a 77.000 y en 2002 a 79.600 (8,49%) que, sumados a los 15.448 (1,64%)
estudiantes matriculados en centros de educación especial para el 2002, da como
resultado para ese período, un total consolidado equivalente al 10,13% de estu-
diantes con discapacidad del total de la población estudiantil nacional.

Los equipos interdisciplinarios itinerantes, conformados por un profesional
en el área de la psicología, uno en el área de trabajo social y otro en educa-
ción especial, fueron creados en el año 2001; su principal objetivo es proveer
los servicios técnicos adecuados en las instituciones que por su naturaleza o
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condición no tienen las posibilidades de crear los comités de apoyo. Se puso
también en marcha la capacitación a asesores regionales mediante cursos es-
pecializados; y, a docentes que tienen en su aula estudiantes con necesida-
des educativas especiales, a través del programa “Maestro de Apoyo”, para
que incorporen dentro de sus estrategias pedagógicas el uso de material de
apoyo, la aplicación de las adecuaciones curriculares, entre otras. En el año
2002, fueron 2.050 los y las maestras de apoyo que —como personal fijo o
itinerante— dieron soporte a 1.753 estudiantes desde los centros de educa-
ción especial; y, 17.742 estudiantes con discapacidad recibieron apoyo de
maestros directamente nombrados en las escuelas regulares. El total conso-
lidado fue de 19.495 estudiantes “atendidos” por: retardo mental, problemas
de conducta, deficiencias auditivas, problemas de lenguaje, deficiencias en el
aprendizaje, discapacidad múltiple y enfermedades neurodegenerativas.

Destaca el proyecto piloto “Inclusión de estudiantes de III y IV ciclo de
educación especial en educación técnica”, 3.637 estudiantes con discapa-
cidad que se encuentran dentro de colegios técnicos, agropecuarios, y aca-
démicos, se benefician de 86 servicios pre-vocacionales en el III ciclo y el
ciclo diversificado. Sin embargo, la distribución de estos centros al igual que
los de educación especial, tiende a concentrarse en la Región Central del
país.

Los Centros para Personas Adultas con Discapacidad (CIAPAD), produc-
to del programa “Atención a Personas Adultas con Discapacidad que Requie-
ren Apoyos Prolongados o Permanentes para el Desempeño Ocupacional o
Laboral”, prestan servicios para personas mayores de 18 años que por dife-
rentes condiciones o situaciones de exclusión y marginación, no han tenido
acceso a la educación y carecen de formación laboral. Según el registro del
año 2002 funcionan 21 centros que deben cubrir un 90% de las regiones edu-
cativas. Se preveía el establecimiento de 19 nuevos centros al 2006.

Basados en la visión de las personas sordas como un grupo antropológi-
co y sociolingüístico, cuya diferencia cultural fundamental es contar con su
propia lengua, el MEP implementó una clasificación de las instituciones edu-
cativas que incluyen el lenguaje LESCO (lengua de señas costarricense).
Desde el 2002 se establece dentro de la categoría de colegios bilingües
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aquellos en los que se desarrollan estudiantes en un contexto bicultural, (la
cultura sorda y la cultura oyente), que ha creado las condiciones necesarias
de participación y acceso a la educación pública de esta población, median-
te los comités de apoyo educativo, capacitaciones del personal docente, in-
formación y participación de estudiantes sordos y sus familias. En 2002, la
población de estudiantes sordos incorporados a este programa fue de 13
personas, con una promoción del 100% al siguiente nivel educativo, con ade-
cuaciones curriculares no significativas.

4.1.7. Cuba

Según el aporte de la Asociación Cubana de Limitados Físico-Motores
(ACLIFIM, 2006), la educación en todos los niveles es universal y gratuita.
Cuando es necesario, la escuela ordinaria cuenta con profesores de apoyo
responsables de organizar la atención en correspondencia con los apoyos
que requieren los estudiantes, por ejemplo: desplazamiento y movilidad, co-
municación, alimentación, cuidados higiénico-sanitarios, clima emocional po-
sitivo. Existe una sola escuela especial de carácter nacional “Solidaridad con
Panamá”, para las niñas y niños con discapacidad físico-motora, es una es-
cuela de tránsito donde los estudiantes cursan la primaria y/o secundaria
hasta alcanzar las habilidades necesarias para pasar a la enseñanza ordi-
naria; esta escuela mantiene vínculos con otras escuelas de la comunidad
para realizar actividades, sobre todo culturales. Los maestros ambulantes se
desplazan a los hogares de niñas y niños con discapacidad severa o que
viven en lugares de difícil acceso; se relacionan permanentemente con es-
cuelas cercanas para socialización.

4.1.8. Ecuador

En Ecuador se estima que hay 247.987 personas con discapacidad, que
tienen entre 4 y 19 años, rango que corresponde al grupo etario que debie-
ra asistir a un centro educativo.
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De la población con discapacidad menor de cinco años, 1.745 asisten a
educación especial y 253 a una institución de integración. De la población
con discapacidad entre 5 y 19 años que asiste a instituciones públicas, en
su gran mayoría (89,98%) están en educación especial, siendo ostensible-
mente superior el número de estudiantes con discapacidad intelectual.

Si bien no se dispone de datos específicos, el cuadro a continuación re-
sume la población estudiantil con discapacidad, dentro del sistema público
o estatal, según el tipo de institución a la que asiste. (Ecuador, RIINEE 2008).

POBLACIÓN ESTUDIANTIL EN ECUADOR SEGÚN DISCAPACIDAD 
E INSTITUCIÓN DEL SISTEMA PÚBLICO A LA QUE ASISTE

Institución educativa pública Población estudiantil con discapacidad 

o estatal a la que asiste Visual Auditiva Física Intelectual Múltiple TOTAL

Común o regular 1.454

Especial 1.750 1.420 893 8.150 852 13.065

TOTAL 1.750 1.420 893 8.150 852 14.519

FUENTE: División Nacional de Educación Especial. Citado en Informe RIINEE, Ecuador 2008.

La instancia administrativa responsable de implementar la inclusión edu-
cativa de las personas con discapacidad es la División Nacional de Educa-
ción Especial del Ministerio de Educación, en tanto que para el sector indí-
gena es la Dirección de Educación Intercultural Bilingüe.

Del Informe RIINEE Ecuador 2008 se desprenden las siguientes puntua-
lizaciones.

Mediante mandato popular se aprobó el Plan Decenal de Educación
que contiene 8 políticas educativas, éstas contemplan un enfoque inclu-
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sivo, por lo tanto se garantiza desde lo legal la educación de las perso-
nas con discapacidad. Desde hace dos años se ha dado impulso para
crear mecanismos tendentes a la inclusión educativa dado que se ha
trabajado en integración sin mucho apoyo. La implementación del Plan
Nacional de Inclusión Educativa, con apoyo de una ONG, se realiza me-
diante un proyecto piloto que consiste básicamente en escoger escue-
las, sensibilizar y capacitar al personal docente en base al Índice de In-
clusión adaptado a la realidad, se procede posteriormente al monitoreo,
seguimiento y evaluación. La propuesta es avanzar paulatinamente has-
ta llegar al nivel nacional. El informe subraya que con la integración edu-
cativa existen muchas escuelas que paulatinamente se tornan en inclu-
sivas.

El Ecuador está dividido políticamente en 24 provincias, en las tres de
reciente creación no existe persona alguna que se responsabilice de la
educación especial. En las 21 provincias restantes trabajan 45 técnicos,
a razón de dos técnicos por provincia, número insuficiente para realizar
acciones que fortalezcan la atención educativa de las personas con dis-
capacidad. Además, en los últimos años no ha habido creación de nue-
vas partidas presupuestarias, no se cuenta con financiamiento para ma-
teriales ni ayudas técnicas; al no disponer de un presupuesto fijo, se
depende en gran medida de la voluntad y compromiso de las autorida-
des de turno para que aprueben el presupuesto anual que suele ser dado
a conocer en el mes de mayo y los desembolsos se realizan de acuer-
do con los pedidos que se presentan, proceso burocrático que conlleva
mucho tiempo.

4.1.9. El Salvador

En El Salvador, de la población atendida en 2004 destacan las aulas de
apoyo educativo (46,54%) y los servicios psicológicos (43,51%), seguidos
muy distantemente por las escuelas de apoyo educativo (4,55%) y escue-
las integradoras (2,06%), los restantes tipos de servicio atienden a porcen-
tajes ínfimos.
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POBLACIÓN ATENDIDA POR MODALIDAD DE SERVICIO 
EL SALVADOR, 2004

Tipo de servicio
Población atendida 2004

# %

Escuelas de apoyo educativo 2.104 4,55

Aulas de apoyo educativo 21.500 46,54

Servicios psicológicos 20.099 43,51

Terapia de lenguaje 467 1,01

Escuelas integradoras 950 2,06

Aulas multigrados para sordos 165 0,36

Secciones especiales de EDUCO 270 0,58

Escuelas para estudiantes sordos 428 0,93

Círculos de alfabetización 175 0,38

Ciegos integrados 40 0,09

Total 46.198 100,00

FUENTE: MEC, 2004.

4.1.10. Guatemala

La Federación Guatemalteca de Asociaciones de Padres de Personas Con
Discapacidad a través de Inclusión Interamericana presenta un análisis so-
bre los derechos educativos de las personas con discapacidad en Guate-
mala, en el marco de la Reforma Educativa. Según estimaciones demográ-
ficas, la población con discapacidad en edad escolar es de al menos 420
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mil, equivalente al 35% del total de la población con discapacidad, de los
cuales solamente un mínimo recibe algún tipo de atención, en la mayoría
de los casos segregada. Los servicios públicos educativos dan cobertura al
1.8% de esta población, cuando mucho 7.500 personas, lo que significa un
gran 98% sin acceso a educación. Se afirma que los servicios ofertados no
responden a las necesidades específicas de cada tipo de discapacidad, se
observa: inaccesibilidad, carencia de sistemas de apoyo, falta de materiales
didácticos, necesidad de capacitación a docentes y rechazo que redunda en
segregación y exclusión. Los autores afirman que “la educación inclusiva
permanece aún al margen de la práctica educativa”.

En publicación de marzo 2008, en El Periódico de Guatemala, Paola Hur-
tado señala que en 2007 el Ministerio de Educación (Mineduc) atendió a 6.076
estudiantes con NEE (7% de la población con discapacidad en edad esco-
lar), a través de 290 docentes, 27 escuelas de educación especial, 159 au-
las integradas y recursos (para niños con problemas del habla y de aprendi-
zaje). Explica que hay pocas terapeutas de apoyo por lo que la cobertura es
baja. Entre las iniciativas del Mineduc cita la entrega en cada escuela de un
manual de atención a las necesidades educativas especiales, la inclusión en
el pénsum de formación docente la subárea de atención a NEE, la incorpo-
ración de adecuaciones curriculares “para los niños especiales” en el nuevo
reglamento de evaluación, la capacitación a maestros/as, la continuidad del
programa de 100 becas “para niños especiales”. No obstante, añade, su ran-
go de acción es aún muy limitado. Explica que con la nueva ley, la cartera
de Educación necesitará presupuesto y tiempo. Deberá capacitar a 87 mil
maestros, reforzar la supervisión, dotar a las escuelas de materiales de apo-
yo y sensibilizar a la comunidad, tomar debida nota de que la ley contempla
al menos un profesional para supervisar las escuelas de un municipio.

El artículo de Hurtado retrata la situación actual mediante varios testimo-
nios, entre ellos:

Esta escuela de aldea (Santa Apolonia, Chimaltenango) no tiene la ca-
pacidad de acoger a los tres niños cuando sobrepasen demasiado la edad
permitida. Entonces, sus padres, kaqchikeles agricultores que crían a una
docena de hijos, tendrán que encerrarlos en sus casas.
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(...) Las excusas para no admitirlo abundaron: “no tenemos la capaci-
dad, no sabemos cómo tratarlo”. En una escuela pública de la zona 14
escuchó un “sí” bajo la condición de que pagara una maestra privada para
apoyar a la profesora del grado. Además, el niño asiste a un centro de
educación especial y recibe hidroterapia, equinoterapia y fisioterapia. (...)
“No se trata de que los padres pidamos favores ni que los colegios
reaccionen como si uno les llevara un monstruo. La aceptación de
un niño es un derecho, no debe ser discrecional ni depender de la
capacidad económica de las familias”. [El resaltado es nuestro]

(...) Pero aún cuando los padres consiguen que lo admitan, la incorpo-
ración no está garantizada. (...) Su hija Lluvia, de siete años, tiene dificul-
tades para hablar y leer y ha pasado por cuatro colegios regulares con re-
sultados decepcionantes. “No le dejaban tareas y regresaba la lonchera
intacta. Solo la ponían a pintar y a cantar, y no la incorporaban al apren-
dizaje del grupo, como me lo ofrecieron”. (...) Después de pasar por un
centro de educación especial y de convulsionar debido al estrés, Lluvia
está ahora en casa mientras su madre decide qué hacer con ella.

(...) Pero integrar no es aceptar al niño y sentarlo en un pupitre. El cen-
tro de estudios debe estar capacitado y el niño también. (...) los colegios
y escuelas deben estar enterados sobre los distintos tipos de discapaci-
dad, sin el estigma de la conmiseración. Lo ideal es que cada plantel edu-
cativo cuente con un especialista que oriente a los maestros sobre cómo
hacer las adecuaciones académicas, y que el alumno apruebe por logros
obtenidos, no por “promoción social”.

Constituye una alerta conocer que para los colegios privados no está clara
la obligatoriedad de inclusión y “pueden reservarse el derecho de admisión ante
un niño que no creen poder atender”. Las escuelas estatales, sí estarán obli-
gadas a “educar bajo adecuaciones curriculares individuales para los niños que
las requieran, ya sea que padezcan impedimentos físicos o intelectuales o sean
superdotados. Cómo lograrlo es algo que el Mineduc no ha determinado”.

Lucrecia de Palomo, ex diputada y promotora de la iniciativa, conside-
ra que la mayoría de colegios no integra a los niños especiales por los
prejuicios de padres y maestros. Hay padres que no quieren mezclar a
sus hijos con “locos” y hay maestros que, por su escasa prepara-
ción, no saben cómo. [El resaltado es nuestro].
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Cita a manera de ejemplo de instituciones inclusivas que han empezado
por iniciativa propia a: Instituto Bethania, en la zona 15; la Fundación Mar-
garita Tejada que inauguró en 2008 el centro educativo Las Margaritas (14
alumnos, seis de ellos con síndrome de Down).

4.1.11. Honduras

En Honduras, la población con discapacidad intelectual tiene menor ac-
ceso a servicios educativos.

POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD, MENOR DE 19 AÑOS,
QUE NO ASISTE A INSTITUCIÓN EDUCATIVA ALGUNA. HONDURAS

Discapacidad

Sensorial Física Intelectual

46% 46% 70%

FUENTE: Instituto Nacional de Estadística, 2002.

Citado en Informe RIINEE, Honduras 2008.

Más de la mitad de la población hondureña con discapacidad señala
no tener nivel alguno de instrucción y el 40% ha concluido la primaria.
Ciertamente hay diferencia con la población sin discapacidad, pero no
es una diferencia abrumadora, lo que significa que se requiere con ur-
gencia impulsar la educación como país. En este escenario es menes-
ter concebir procesos de inserción laboral que contemplen capacitación
para el empleo, con procesos de formación básica y componentes de:
autonomía, seguridad, autoestima y competencias tanto laborales como
sociales.
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PORCENTAJE DE POBLACIÓN HONDUREÑA CON Y SIN DISCAPACIDAD
POR NIVEL DE INSTRUCCIÓN ALCANZADO

Nivel de instrucción alcanzado

Población sin Población con
discapacidad discapacidad

% %

Ninguno 32% 53%

Primario 51% 40%

Secundario 14% 6%

Terciario / universitario 3% 1%

FUENTE: Instituto Nacional de Estadísticas (INE) 2002. Informe RIINEE, Honduras 2008.

4.1.12. México

En el I Foro Internacional, “La inclusión educativa en la región: alcances
y límites” (Cochabamba, 2007), Patricia Sánchez Regalado, de México, se-
ñala que la Educación Especial en México es una modalidad de atención de
la Educación Básica y ofrece sus servicios a través de las Unidades de Ser-
vicios de Apoyo a la Educación Regular (USAER) y de los Centros de Aten-
ción Múltiple (CAM) Básico y Laboral. La USAER promueve el fortalecimien-
to de la escuela al apoyar la atención de las necesidades educativas
especiales mediante el trabajo conjunto con la escuela para diseñar diferen-
tes estrategias psicopedagógicas en pro de un mejoramiento de la calidad
de la educación. Afirma que los Centros de Atención Múltiple, en sus dos
modalidades: Básico y Laboral, constituyen una oportunidad para estudian-
tes que presentan necesidades educativas especiales con discapacidad por-
que desarrollan competencias para la vida y el trabajo, favoreciendo su in-
tegración escolar, social y laboral.
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De acuerdo a las proyecciones del Consejo Nacional de Población (CO-
NAPO) y del Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática 
(INEGI), la población susceptible de ser atendida por los servicios que brin-
da Educación Especial (menor de 19 años de edad) en el Distrito Fede-
ral, en comparación con la matrícula, refleja un índice de atención a la de-
manda de 51,5%; es decir, se atiende a la mitad de la población que lo
requiere. (Sánchez, P. 2007:59-65).

POBLACIÓN MEXICANA ESTUDIANTIL CON DISCAPACIDAD,
MENOR A 19 AÑOS

Alumnos con discapacidad Alumnos con discapacidad
Población de 0 a 19 años en Centros de Atención en Unidades de Servicios

CICLO ESCOLAR discapacidad Múltiple (CAM) de Apoyo a la Educación % 

Regular (USAER) 

2005 -2006 25,006 10,625 2259 51.5 

FUENTE: Sánchez, P. 2007.

I Foro Internacional, “La inclusión educativa en la región: alcances y límites”

Cabe destacar y agradecer al Programa Nacional de Fortalecimiento de
la Educación Especial y de la Integración Educativa, de la Secretaría de Edu-
cación Pública de México (Ministerio de Educación) que envió valiosos apor-
tes en 2006 para la elaboración de un informe regional a través de la Re-
vista Tavira (Cádiz, 2007). Se evidencia una voluntad política con orientación
innovadora de participación, el Programa se elaboró conjuntamente entre la
Subsecretaría de Educación Básica y Normal, y la Oficina de Representa-
ción para la Promoción e Integración Social para Personas con Discapaci-
dad, de la Presidencia de la República; contó con la participación de los res-
ponsables de educación especial, personal de educación básica de todas
las entidades federativas, responsables de la formación inicial y de la actua-
lización de los maestros de educación especial y regular, del diseño de pro-
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gramas de estudio, de la elaboración de materiales educativos, de la acre-
ditación y certificación en educación básica, de la planeación y estadística,
así como con representantes de organizaciones de la sociedad civil que tra-
bajan con y para personas con discapacidad.

Destaca el fortalecimiento del proceso de integración educativa con apoyo
de los servicios de educación especial. No se ciñe únicamente al acceso y
permanencia, enfatiza en el egreso. Además de las zonas urbanas incluye zo-
nas rurales, urbano-marginales e indígenas. Cuenta con financiamiento guber-
namental, privado y mixto. Atiende preescolar, primaria y secundaria aunque
esporádicamente incide en bachillerato. La matrícula en educación inicial y bá-
sica asciende a 22.695 millones de estudiantes, de los cuales 309.353 pre-
sentan alguna discapacidad (1,36%).

ALUMNOS MATRICULADOS EN EDUCACIÓN INICIAL Y BÁSICA,
POR TIPO DE DISCAPACIDAD. MÉXICO

Discapacidad Discapacidad Discapacidad Discapacidad Discapacidad
visual auditiva motora intelectual TOTAL

Inicial 76 112 252 160 600

Preescolar 2.293 1.834 3.628 4.235 11.990

Primaria 86.402 14.350 14.484 58.486 173.722

Secundaria 103.698 7.032 4.830 7.481 123.041

TOTAL 192.469 23.328 23.194 70.362 309.353

FUENTE: Estadística Básica de inicio de ciclo escolar 2005-2006. Dirección General de Planeación
y Programación. Secretaría de Educación Pública, México.

El personal docente atiende —en promedio— a 20 alumnos sin discapa-
cidad y 0,3 con discapacidad:
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MAESTROS, ALUMNOS Y RELACIÓN ALUMNOS-MAESTRO,
SEGÚN NIVEL EDUCATIVO. MÉXICO

Número de Número de Número de
Nivel Número de Número de alumnos por alumnos con alumnos con

educativo maestros alumnos maestro discapacidad discapacidad
por maestro

Inicial y
Preescolar 197.841 3.790.065 19 12.590 0,06

Primaria 561.342 13.367.355 24 173.722 0,3

Secundaria 348.235 5.537.580 16 123.041 0,35

TOTAL 1.107.418 22.695.000 20 309.353 0,3

FUENTE: Programa Nacional de Fortalecimiento de la Educación Especial y de la Integración
Educativa, 2006.

El proceso de integración comprende: información y sensibilización a la
comunidad educativa, trabajo con la familia, dotación de apoyos y materia-
les específicos, proceso de evaluación psicopedagógica y elaboración de
una propuesta curricular adaptada. La educación especial favorece la inte-
gración a través de tres tipos de servicios: de apoyo, escolarizados y de
orientación. Cabe señalar que existen organizaciones de la sociedad civil
que ofrecen estos servicios.

Los Servicios de Apoyo, conformados básicamente por maestros de edu-
cación especial, psicólogos, maestros de comunicación y trabajadores so-
ciales, promueven —en vinculación con la escuela que apoyan— la elimina-
ción de las barreras para el aprendizaje y la participación. Los principales
servicios son: las Unidades de Servicio de Apoyo a la Educación Regular
(USAER) y los Centros de Atención Psicopedagógica de Educación Prees-
colar (CAPEP); los Centros de Atención Múltiple (CAM), además de brindar
un servicio escolarizado, ofrecen apoyos específicos.
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Los Servicios Escolarizados, conformados por un director, maestros de
grupo, psicólogo, trabajador social, terapeutas ocupacionales y/o físicos, se
responsabilizan de escolarizar a quienes presentan NEE asociadas con dis-
capacidad múltiple, trastornos generalizados del desarrollo, o que requieren
de adecuaciones curriculares altamente significativas, apoyos generalizados
y/o permanentes. También brinda formación para el trabajo destinado a per-
sonas con discapacidad y/o trastornos generalizados del desarrollo. El prin-
cipal servicio escolarizado es el CAM.

Los Servicios de Orientación cuentan con profesionales de diferentes
áreas para informar, asesorar y capacitar al personal del Sistema Educati-
vo Nacional, a las familias y a la comunidad; así como orientar sobre el uso
de materiales específicos y la eliminación de barreras que impiden tanto el
aprendizaje como la participación. En el ciclo escolar 2005-2006, los servi-
cios de educación especial atendieron a 342.992 alumnos con necesidades
educativas especiales con y sin discapacidad: 74.197 escolarizados en los
CAM o CAPEP, 243 en grupos integrados en CAPEP, 16.355 recibieron apo-
yo en turno alterno en CAM o CAPEP, y 252.142 integrados en escuelas de
educación regular con apoyo de Unidades de Servicios de Apoyo a la Edu-
cación Regular, CAPEP o equipos itinerarios de CAM.

Entre las fortalezas del Programa destacan:

• Normas de Inscripción, reinscripción, acreditación y certificación para
las escuelas de educación preescolar, primaria y secundaria, con apar-
tados específicos para la atención de estudiantes con NEE.

• Cuestionario para recoger información estadística de los alumnos inte-
grados con especificidad sobre apoyos y evaluación psicopedagógica,
su Propuesta Curricular Adaptada (PCA) y si fueron o no promovidos.

• Diversos materiales, publicaciones y estrategias para actualización, in-
formación y sensibilización.

• Desde 2004 se ha implementado la Licenciatura en Educación Especial
bajo la estructura de integración educativa.
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ALUMNOS CON NEE CON Y SIN DISCAPACIDAD ATENDIDOS POR
SERVICIOS DE EDUCACIÓN ESPECIAL. MÉXICO

Condición que presentan los Total de alumnos
alumnos atendidos atendidos

Discapacidad auditiva 16,044

Discapacidad visual 6,022

Discapacidad intelectual 89,120

Discapacidad motriz 15,366

Autismo 1, 595

Discapacidad múltiple 1,794

Problemas de conducta 18,004

Problemas de comunicación 30,143

Aptitudes sobresalientes 18,684

Otra 146,220

TOTAL 342,992

FUENTE: Programa Nacional de Fortalecimiento de la Educación 
Especial y de la Integración Educativa, 2006.

Los principales servicios de orientación son ofertados por los Centros de
Recursos e Información para la Integración Educativa (CRIE) y las Unida-
des de Orientación al Público (UOP).

A nivel internacional, desde 57 países, la mayoría del sur, más de 1.400
personas entre familias, autogestores, expertos y representantes guberna-
mentales, reunidos en el XIV Congreso Mundial de Inclusión Internacio-
nal (Acapulco, noviembre 2006) para examinar los retos de la globalización
en la construcción de una sociedad incluyente, pidieron se confronte la po-
breza y exclusión que afecta a las personas con discapacidad intelectual y
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sus familias. En cuanto al acceso a servicios inclusivos, se resaltó: la nece-
sidad de asistir a la misma escuela, disponer de información accesible, re-
cibir formación para el trabajo, y disponer de apoyos tanto para una vida sa-
ludable como para una ciudadanía plena. Se consideraron como estrategias:
establecer alianzas entre sociedad civil y gobierno, promover una legislación
inclusiva, compartir modelos de excelencia y buenas prácticas, capacitar a
docentes, y alentar la participación e incidencia de organizaciones relevan-
tes. Se subrayó como medular el apoyo a las familias asegurando progra-
mas de capacitación y de colaboración entre éstas y los profesionales, ge-
nerando redes para la acción porque se valora el poder histórico de la familia
para introducir cambios, “las autoridades simplemente las siguen”.

4.1.13. Nicaragua

Maryórit Guevara, periodista del diario nicaragüense “La Prensa” (agosto
2008), presenta un análisis sobre la situación de las personas con discapaci-
dad en Nicaragua. Aborda el tema de accesibilidad al medio físico recordan-
do que en diciembre de 2004 se publicó en La Gaceta el Manual de Normas
Mínimas de Accesibilidad, los criterios básicos para la prevención y elimina-
ción de barreras arquitectónicas, urbanas, de transporte y de comunicación
sensorial; pero, faltando cuatro meses para que se cumplan cuatro años de
su publicación, “quienes padecen de discapacidad no sienten avances y mu-
cho menos identifican cambios en la infraestructura pública y privada”.

“Hay una total indiferencia de los directores de centros de estudios y no hay
un mandato de parte del Ministerio de Educación (Mined). Hacemos mucho
énfasis de la accesibilidad porque me permite poder integrarme al estudio, al
trabajo, poder recurrir a un Centro de Salud, poder participar en los espacios
sociales y recreativos, es fundamental”, afirma Rosa Salgado, Procuradora Es-
pecial de las Personas con Discapacidad. (citada en Guevara, 2008)

Si bien según el informe oficial presentado en 2004 indica que el 70,94%
de alumnos con NEE se matriculó en escuelas de educación especial y, un
notable 29,5% en escuelas comunes que realizan integración, a la vez que
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registra que a partir de 2002 se toma nota de centros que integran
alumnos/as con NEE arrojando para 2004 un total de 631 centros que atien-
den a 1.400 estudiantes con NEE: 40 son del nivel preescolar, 590 de edu-
cación básica, uno de educación media.

NÚMERO DE ESTUDIANTES CON NEE ATENDIDOS EN CENTROS 
DE EDUCACIÓN REGULAR. NICARAGUA, 2004

Nivel de educación # de estudiantes

Preescolar 162

Básica 1.216

Media 22

Total 1.400

FUENTE: MEC, 2004.

Por otro lado, Guevara (2008) afirma que las personas con discapacidad
en Nicaragua, no sólo han perdido su derecho a la libre movilidad, a disfru-
tar de su tiempo libre y ser parte de la actividad cultural; denuncia que el
45% de la población con discapacidad (medio millón de habitantes), “no tie-
nen ningún tipo de instrucción”, según el estudio “La discapacidad y el ac-
ceso a la educación”, realizado por Danida en 2004. Añade que a pesar de
no existir datos recientes considera que la situación de las personas con dis-
capacidad en Nicaragua ha retrocedido.

Cita a Salgado quien señala que:

En educación la política del Estado ha sido la educación especial, que
no digo que ha sido mala, sino buena, pero ha segregado a la niñez. Un
niño con discapacidad física perfectamente puede asistir a una escuela
regular. Lo que nosotros hemos venido proponiendo es que sea una edu-
cación inclusiva.
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Para Johnny Hodgson, coordinador técnico de la Dirección de Educación
Especial del Ministerio de Educación (Mined), desde el año 2002 la inclu-
sión de niñez con discapacidad en los cursos regulares ha experimentado
un ascenso. De 2.356 niños y niñas atendidos, se registran 3.772 a la fe-
cha. Afirma que “en las escuelas de educación especial hay una disminu-
ción de matrícula, porque se integran a la educación regular. Nosotros apos-
tamos mucho a la educación inclusiva porque beneficia a quienes presentan
discapacidad y a quienes no la tienen”. El Mined atiende 5.515 niños y ni-
ñas con diferentes discapacidades. Concluye indicando que aún se presen-
tan obstáculos tanto en la educación básica como media y superior, pues
no existen suficientes docentes formados en lenguaje de señas para aten-
der a la niñez con discapacidad auditiva, así como tampoco existe el mate-
rial didáctico en Braille para aquellos niños y niñas con discapacidad visual.

4.1.14. Panamá

En Panamá, según datos de la Secretaría Nacional para la Integración So-
cial de las Personas con Discapacidad (SENADIS, 2006) el analfabetismo en
personas con discapacidad alcanza el 13,6%. El nivel primario es el mayori-
tario de instrucción (44,4%). Entre los 10 y 14 años de edad, el 26% asiste
a un centro educativo, mientras que entre 5 y 9 años, concurre el 15,3%.

Se puntualiza entre las causas de no asistencia, para la población entre 5 y
29 años: situación de discapacidad o enfermedad (26%), falta de dinero (25%),
debe trabajar (18%), desinterés (15%), terminó sus estudios (5%) y otras causas
(11%), entre las que se puede inferir barreras arquitectónicas y otras condiciones
de los centros educativos. Se observa deficiencia en términos de medidas sani-
tarias y de condiciones de bienestar para la población escolar, que limita —a su
vez— las facilidades de su hogar que beneficien el rendimiento escolar siendo
más notable en la Comarca Ngöbe Buglé y las provincias de Coclé y Veraguas.

Es importante el análisis de la variable “Percepción de la aceptación en el
ambiente escolar”, que obtiene un porcentaje de respuestas relativamente bajo,
puesto que solamente respondió el 18,8% de la población con discapacidad,
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pero destaca una marcada percepción de no aceptación por el grupo de do-
centes (46,5%) que de sus compañeros (33,5%). Apenas una persona de cada
cinco lo acepta siendo más los compañeros (16,5%). (SENADIS, 2006:19-22)

Por las iniciativas emprendidas por Panamá, en el acuerdo alcanzado en la
XVIII Conferencia Iberoamericana de Educación celebrada en El Salvador (19
de mayo de 2008), los Ministros de Educación en las metas educativas que
plantean para el 2021, a propósito de la generación de los bicentenarios49, pro-
ponen entre las estrategias: “Reforzar el Instituto para el Desarrollo y la Inno-
vación Educativa en Panamá para el apoyo a políticas y programas inclusivos”,
que se torna en un reconocimiento al liderazgo alcanzado por este país.

4.1.15. Paraguay

Según el Informe RIINEE, Paraguay 2008, se estima que solamente el
0,5% de la población con discapacidad posee algún nivel de instrucción.

POBLACIÓN PARAGUAYA CON Y SIN DISCAPACIDAD SEGÚN AÑOS
DE EDUCACIÓN

Años de educación

1 a 3 años 4 a 6 años 7 a 9 años 10 a 12 años 13 años o más No informa

Población sin 
discapacidad 492.515 1.150.077 29.992 535.717 318.617 37.668

Población con
discapacidad 0 188 507 1001 2104 Sin datos

FUENTE: Censo Nacional 2002. Citado en Informe RIINEE, Paraguay 2008.
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La población estudiantil con discapacidad que recibe algún tipo de edu-
cación alcanza un 36%, valor estimado porque no se dispone de datos su-
ficientes. Concurren de preferencia a educación especial, la siguiente op-
ción constituye la escuela de recuperación, luego la escuela común y
finalmente una institución inclusiva. Además, se señala que es alta la fre-
cuencia de la migración obligatoria de alumnos y alumnas que desde la mo-
dalidad de escolar básica ingresan a algún tipo de institución de educación
especial.

Se indica que actualmente se procesa las normativas de educación es-
pecial y enfatiza en el hecho de que “los padres amenazan a las institucio-
nes ordinarias con las leyes vigentes para la inscripción de alumnos con ne-
cesidades educativas especiales”. Afirmación que habla por sí misma de
conocimiento por parte de las familias y acciones que se emprenden en la
búsqueda del ejercicio del derecho.

El rol de las organizaciones no gubernamentales en pro de la educa-
ción se evidencian en compromisos asumidos como: movilización comu-
nitaria mediante programas de concienciación, consecución de equipos y
materiales didácticos según especificidad de la discapacidad, captación
de cooperación de organismos nacionales e internacionales sobre la base
de proyectos, capacitación sobre temas específicos de la discapacidad,
promoción sostenida del acceso a la educación, cultura y trabajo de las
personas con discapacidad, y el desarrollo de programas educativos no
formales.

Las discapacidades motóricas están mejor atendidas durante el pro-
ceso de integración, con menor éxito la discapacidad sensorial. La mo-
dalidad de nivel inicial está mejor preparada para atender a los alum-
nos/as con discapacidad, con su nueva reforma educativa vigente, cuya
flexibilidad permitió adecuar el programa curricular, el de evaluación y
el de registro de evaluación más descriptiva y cualitativa. Se señala que
la capacitación en educación inclusiva se realiza a través del Proyecto
Escuelas Inclusivas con base en la comunidad, Proyecto Educar en la
Diversidad (material de la UNESCO en Necesidades Educativas Espe-
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ciales en el aula), Proyecto Expansión y Fortalecimiento de Escuelas In-
clusivas en el contexto de una educación para todos. También desde la
Dirección de Educación Especial se impulsan las iniciativas departamen-
tales para capacitación de la comunidad educativa en temas relativos a
las NEE. La siguiente cita expresa en gran medida lo que ocurre en la
región:

Por otro lado, la mayoría de las investigaciones coinciden en afirmar
que las reformas en Paraguay han logrado pocos cambios en la práctica
de los docentes y aún menos cambiar el perfil o la identidad de los do-
centes. Parece ser que los docentes incorporan el discurso de la reforma
pero no pueden llevarlo a la práctica con eficiencia. Y es que en el ámbi-
to educacional, identidad y seguridad cultural son elementos claves para
adecuar el trabajo a la profunda evolución de la sociedad. Un docente que
no tiene bien claro el modelo de educación que debe desarrollar y le fal-
ta seguridad profesional en su práctica, va a tener muchas dificultades en
su proceso de enseñanza, y resultados poco satisfactorios. (Informe RII-
NEE, Paraguay 2008).

4.1.16. Perú

En Perú, según la Encuesta Continua 2006, se calculó en 116.300 la
población con discapacidad entre 6 y 19 años de edad que no había
concluido la educación primaria, de los cuales algo más de la cuarta
parte no se matriculó para el año 2006. El mayor porcentaje —tanto de
población como de ausencia del sistema educativo— corresponde a per-
sonas con discapacidad sensorial seguida por quienes tienen discapa-
cidad múltiple.

La matrícula efectiva de estudiantes con discapacidad es de 31.298, de
los cuales algo más del 80% asiste a instituciones públicas (estatales) y aun-
que prevalece la matrícula en educación especial, la diferencia entre ésta y
las instituciones calificadas como inclusivas es de once puntos porcentua-
les, siendo notoriamente superior la población estudiantil con discapacidad
intelectual.
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POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD ENTRE 6 Y 19 AÑOS DE EDAD
QUE NO HA CONCLUIDO LA PRIMARIA, NO MATRICULADA

PARA 2006

Tipo de
Población con discapacidad 

discapacidad
entre 6 y 19 años

Sin matrícula

# % # %

Física 10.414 8,95 2.042 19,61

Sensorial 67.762 58,26 9.010 13,30

Intelectual 10.670 9,17 2.533 23,74

Múltiple 26.296 22,61 16.721 63,59

Otra 11.58 1,00 98 8,46

Todas 116.300 100,00 30.404 26,14

FUENTE: Informe RIINEE, Perú 2008.

POBLACIÓN ESTUDIANTIL DE PERÚ CON NEE SEGÚN TIPO
DE DISCAPACIDAD E INSTITUCIÓN A LA QUE ASISTE. 

MATRÍCULA EFECTIVA

Tipo de institución 
Población estudiantil con discapacidad

a la que asiste Visual Auditiva Física Intelectual Múltiple TOTAL

Inclusiva
Público / estatal 1.955 1.675 1.970 5.796 — 11.396

Privado 241 414 630 1.222 — 2.507

Especial
Público / estatal 652 1.552 1.029 11.094 — 14.327

Privado 165 746 49 2.108 — 3.068

TOTAL 3.013 4.387 3.678 20.220 31.298

FUENTE: Unidad de Estadística (MED). Citado en Perú, Informe RIINEE 2008.
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Es alentador el Informe 2003-2007 sobre el Plan de Igualdad de Opor-
tunidades (ver Anexo # 8), según el cual se avanza hacia una nueva
orientación de los centros de educación especial para la atención de dis-
capacidades múltiples y severas, mientras se consolida paulatinamente
el Servicio de apoyo y asesoramiento para la atención de las necesida-
des educativas especiales (SAANEE). La iniciativa de realizar el I Con-
curso nacional de experiencias exitosas, efectuado en agosto 2008, cons-
tituyó un escenario que permite conocer para viabilizar la replicabilidad.
A continuación la ayuda memoria enviada para la elaboración del pre-
sente informe, que permite observar los principales logros y dificultades
del equipo SAANEE.

AYUDA MEMORIA

Asunto: Logros y dificultades en la labor del equipo Servicio de Apo-
yo y Asesoramiento para la Atención de las Necesidades
Educativas Especiales (SAANEE) del Centro de Rehabilita-
ción de Ciegos de Lima (CERCIL)

Fecha: 07 de agosto de 2008

Autora: Ximena Ramírez Zegarra

Dirección Ejecutiva CERCIL

Por medio del presente documento se muestra una relación de los logros
y dificultades identificados con relación al EQUIPO SAANEE.

LOGROS:

• En el presente año se incrementó el número de alumnos incluidos, los
cuales fueron recibidos por los centros inclusivos con mejores resulta-
dos, debido a la preparación previa que llevaban y de las herramientas
que manejaban para su inclusión.
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• Se incrementó las CHARLAS DE SENSIBILIZACIÓN en los centros in-
clusivos y se encontró apertura en la mayoría de las instituciones.

• Para los casos que estaban por terminar la secundaria y que se encon-
traban incluidos, se logró fortalecer el trabajo de ORIENTACIÓN VOCA-
CIONAL, facilitando de esa manera la posibilidad de continuar estudios
superiores o de mando medio a nuestra población con discapacidad vi-
sual. Este grupo además recibía una preparación adicional para lograr
definir sus metas futuras.

• Se mejoró el contenido y la preparación del MANUAL DE RECOMEN-
DACIONES DEL EQUIPO SAANEE, instrumento para profesores y es-
tudiantes de la comunidad educativa que tiene en sus aulas alumnos
incluidos con discapacidad visual y puede aprender a mejorar su trato
con este grupo poblacional.

• Se ha mejorado el trabajo con la familia, se busca convocarlos cons-
tantemente. Se les brinda orientación para que puedan dar a sus fami-
liares mejores oportunidades de desarrollo.

• Se incrementó el trabajo psicológico con los alumnos incluidos, espe-
cialmente para aquellos que presentan problemas de conducta o de des-
ajuste al centro inclusivo que los alberga; de la misma manera se tra-
baja constantemente hábitos de estudio.

• En el semestre que concluye, se formó un grupo que recibe apoyo de
algunas horas semanales para reforzar su parte académica, ya que es-
tán incluidos recibiendo preparación pre-universitaria en las academias
de la comunidad.

DIFICULTADES:

• No se logra cumplir con el 100% de la meta de sensibilización, aún hay
centros que se muestran contrarios al proceso de inclusión.
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• Hay falta de información sobre las habilidades y destrezas de una per-
sona con discapacidad visual. Se realizan esfuerzos, pero se requiere
que esto sea masivo para que llegue a más instituciones educativas.

• Los horarios de atención y de visitas de seguimiento no siempre son
las adecuadas.

• La necesidad de que los centros inclusivos cuenten con cierta moder-
nidad para disponer de equipos tecnológicos que ayuden al proceso de
aprendizaje de nuestros usuarios incluidos.

• La plana docente de los CENTROS NO ESCOLARIZADOS es cambiada
permanentemente y esto produce un retroceso en el trabajo que realiza
el EQUIPO SAANEE en estas instituciones.

4.1.17. República Dominicana

El cuestionario de República Dominicana sobre el derecho a la educación
de los niños con discapacidades, elaborado para el Consejo de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas (2006) señala que la Dirección de Edu-
cación Especial de la Secretaría de Estado de Educación (SEE) ha asumi-
do desde 1999 la Educación Inclusiva como una línea prioritaria, fecha a
partir de la cual indican se han desarrollado programas piloto de “escuelas
inclusivas”.

De acuerdo al VIII Censo Nacional de Población y Vivienda (2002), del
porcentaje de personas menores de 19 años con discapacidad, se registra
la asistencia escolar del 64,3%.
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POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD MENOR DE 19 AÑOS.
REPÚBLICA DOMINICANA, 2002

DISCAPACIDAD
Grupos

Física Intelectual
Ceguera Ceguera

de edad parcial total
Auditiva Habla Otras

0 - 4 1,68 1,83 1,52 1,12 1,67 5,60 5,10

5 - 9 2,15 5,62 1,95 1,52 4,65 11,95 5,68

10 - 14 2,61 8,58 2,47 1,71 5,71 12,47 5,72

15 - 19 2,82 8,77 2,45 1,76 3,80 8,28 4,83

FUENTE: Referido en Diagnóstico sobre Educación Especial y Atención a la Diversidad en
República Dominicana. Agencia Española de Cooperación/SEE, Santo Domingo, 2004.

Una de las medidas que se han tomado para que los niños con dis-
capacidad visual se integren en las escuelas regulares apoyados por
maestros itinerantes, obedece a la Orden Departamental 05-2002 que
establece el cambio de la Escuela Nacional de Ciegos a Centro de Re-
cursos para niños, niñas y jóvenes con discapacidad visual. Las escue-
las oficiales y semi-oficiales que atienden a estudiantes con discapaci-
dad intelectual han tomado la medida de incluir, además, niños y niñas
con discapacidad auditiva.

Según el Censo Nacional, en 2002 la tasa de abandono del sistema edu-
cativo de niños, niñas y jóvenes con discapacidad, entre 5 y 18 años, fue
de 26,1% tanto en centros regulares como especiales.

4.1.18. Uruguay

En Uruguay, de acuerdo con el informe presentado por la Comisión Na-
cional Honoraria del Discapacitado (CNHD), de las personas que decla-
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ran necesitar ayuda y no recibirla los mayores porcentajes se dan respec-
to a la integración al aprendizaje y la relación con los demás (15,1% y
9,6% respectivamente). El alto porcentaje de personas con discapacidad
de 25 años o más de edad que carecen o tienen un bajo nivel de instruc-
ción (37,7%), contrasta con el observado para la población sin discapa-
cidad (12,6%). Un 32% alcanza la enseñanza primaria completa que pa-
rece ser un primer límite para la población con discapacidad. Al aumentar
el nivel de instrucción las diferencias entre las poblaciones con y sin dis-
capacidad se acentúan, llegando al nivel secundario completo o más, con
19 puntos porcentuales de diferencia. Consecuentemente, sólo la quinta
parte de la población con discapacidad de 14 ó más años participa en el
mercado de trabajo, con una tasa de actividad muy baja en relación a la
población sin discapacidad (19,6% contra 62,4%), con acentuadas dife-
rencias de género. Solamente un 16,5% de la población con discapaci-
dad económicamente activa está empleada, porcentaje que contrasta con
el observado para la población sin discapacidad (53,4%); y, sus ingresos
son inferiores en un 37% al que percibe por el mismo concepto la pobla-
ción restante.

Los Proyectos de Mejoramiento Educativo (PME) se empezaron a im-
plementar en Uruguay desde 1995, vinculados con la “Inclusión Escolar
y Transformación de Prácticas Docentes” (ITP) inician en 2003 y ofre-
cen a las escuelas comunes la posibilidad de disponer recursos técni-
cos y financieros “especiales” que les permitan organizar estrategias
para la inclusión, como: acondicionamientos edilicios para facilitar el ac-
ceso y circulación, contratación de especialistas, incorporación de ex-
periencias innovadoras como el “yoga en la escuela” para el mejora-
miento del clima institucional, actualización de bibliotecas y recursos
educativos. Las escuelas reciben en términos de asistencia técnica: ca-
pacitación docente, acompañamiento y supervisión, participación en ac-
tividades de intercambio, acceso a redes nacionales e internacionales;
en asistencia financiera se subraya los aportes destinados a la adquisi-
ción de materiales educativos, gastos extraordinarios vinculados a acti-
vidades del proyecto, remoción de barreras y mejora de los espacios
extra áulicos.
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En el marco de los PME/ITP, las escuelas de educación especial reali-
zan acciones como: reubicación de estudiantes en escuelas comunes, do-
ble escolaridad, organización y gestión de los servicios de maestros itine-
rantes, exploraciones y asesorías pedagógicas, informes y diagnósticos
multidisciplinarios, colaboración en el diseño de adaptaciones curriculares,
monitoreo y acompañamiento de la inclusión, atención a consultas y reque-
rimientos de padres o madres de familia, asesoría técnica a escuelas co-
munes para la formulación, gestión o evaluación de proyectos de inclusión
escolar.

Para 2006 se informa que sobre un total de 411.000 estudiantes ins-
criptos en Educación Primaria, asisten a escuelas especiales alrededor
de 8.800 niños y niñas con discapacidad intelectual, visual, auditiva, mo-
triz o con trastornos de personalidad, y están integrados en escuelas
comunes 3.900 estudiantes que presentan diversos tipos y grados de di-
ficultades: de aprendizaje, de dicción, físicas, motrices, cognitivas, sen-
soriales, comportamentales, emocionales y sociales. Se señala que
muchos abandonan los estudios tempranamente o repiten el curso por
dificultades que no siempre son visibles ni de fácil diagnóstico. (Banco
Mundial, 2006b).

4.1.19. Venezuela

Venezuela informa de 1.543 aulas de integración que atienden dificulta-
des de aprendizaje que responde al porcentaje más alto de población aten-
dida. (MEC, 2004)
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PORCENTAJE DE POBLACIÓN ATENDIDA EN PLANTELES Y SERVICIOS.
VENEZUELA 2004

Población Planteles y servicios
Área de atención y atendida
programas de apoyo (%) # Tipo

20
Centro de Evaluación para Niños con 

Dificultades de Dificultades (CENDA)

aprendizaje
61,82

101 Unidad de Ciclo Educativo (UPE)

1543 Aulas Integradas (AI)

Retardo mental 11,97 169 Instituto de Retardo Mental (IEE)

Prevención y atención 
integral temprana

6,08 57 Centro de Desarrollo Infantil (CDI)

Integración social 5,19 33 Equipo de Integración Social (EIS)

Educación y trabajo 4,34 52 Taller de Educación Laboral (TEL)

Deficiencias auditivas 3,39 48 Unidad de Educación Especial (UEE)

Lenguaje 3,27 14 Centro de Rehabilitación del Lenguaje (CRL)

5 Unidad de Educación Especial (UEE)

Impedimentos físicos 2,80 6 Centro de Atención Integral (CAI)

3 Aula Hospitalaria (AH)

Deficiencias visuales 0,62
5 Unidad de Educación Especial (UEE)

16 Centro de Atención Integral (CAI)

Autismo 0,47 12 Centro de Atención Integral para Autismo (CAIPA)

Total 99,95

FUENTE: MEC, 2004.
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4.2. Nivel superior, terciario o universitario

El nivel terciario o universitario, se muestra como el más excluyente, no
llega a 2% el porcentaje de estudiantes con discapacidad, según el Informe
2000-2005 del Instituto Internacional de la UNESCO para la Educación Su-
perior en América Latina y el Caribe (IESALC).

El capítulo X, titulado: Integración/inclusión de las personas con discapa-
cidad en la Educación Superior, cita:

(...) ambos conceptos para mostrar la continuidad/contradicción dialéc-
tica entre ambos y la convicción compartida con Echeíta y Verdugo
(2004, p.211) de que el debate sobre utilizar “integración” o “inclusión”
es apenas “nominalista” si se considera que en castellano son en cier-
ta medida sinónimos y “perfectamente pueden intercambiarse en el dis-
curso si tenemos claro lo que queremos reflejar con ellos”. (IESALC
2006:145).

Implica una discrepancia en el sentido de que los propios autores de los
informes solicitaron utilizar el término “integración” pero suscribieron la de-
claración final utilizando “inclusión” como una afirmación de una diferencia-
ción entre ambos.

El informe cita datos estadísticos sobre población con discapacidad
aclarando las deficiencias que conllevan y la información sobre la po-
blación en educación superior. Se observa fuentes diversas, carencia de
sistematización e imprecisiones sobre el tipo de discapacidad de los es-
tudiantes.
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INFORMACIÓN ESTADÍSTICA DE LATINOAMÉRICA SOBRE PERSONAS
CON DISCAPACIDAD EN EDUCACIÓN SUPERIOR

Estadísticas Población Población en la Educación Discapacidad
en general (en %) Superior predominante 

Primera Encuesta Nacional de 17.961 (0,9 de los mayores de
Personas con discapacidad (2002-2003): 17 años y 1,2 de la matrícula Sin precisar 
7,1% de la población, predominando universitaria, según Primera
las motoras, visuales, auditivas y mentales Encuesta Nacional) 

Censo de 2000: 1,08% 
de la población. 

No existen registros Sin precisar 

5.078 estudiantes (0,13) de la matrícula 
de enseñanza superior (Censo Educación 

Censo de 2001: 14,4% (24 millones) 2003), sin incluir educación tecnológica Sin precisar 

superior 

Primer Estudio Integral de la discapacidad No existen registros. 1 de cada 20
(2004): 12,9% personas con discapacidad ha tenido Sin precisar 

acceso a la Educación Superior. 

No se refleja este dato en el Informe 379 estudiantes (sólo incluye No se ofrecen datos
universidades públicas) a nivel de país 

Estudio psicosocial de las personas 64 estudiantes (sólo incluye datos Visual, Físico-motora, 
con discapacidades (2003): 3,26% de 5 Universidades) Auditiva 

Universidad Central del Ecuador y 
CONADIS: 1,8% de la población. 

No se refleja este dato en el Informe. El propio CONADIS (2004) señala que Sin precisar 
el 5,9% (de mayores de edad) 
han ingresado. 

Se supone la existencia 
de medio millón. Sin precisar Sin precisar 

XXVI Encuesta Permanente de Hogares 
de Propósitos Múltiples 2,6% (177.516 Movilidad reducida, 
con respecto a una población de 117 (dato sólo de la UNAH) Visual, Auditiva
6.697.926 habitantes) 
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INFORMACIÓN ESTADÍSTICA DE LATINOAMÉRICA SOBRE PERSONAS
CON DISCAPACIDAD EN EDUCACIÓN SUPERIOR (Continuación)

Estadísticas Población Población en la Educación Discapacidad
en general (en %) Superior predominante 

Censo 2000: 1,83% (52.197 con respecto 
a una población de 2.839.177 habitantes). No existen registros El 2,5% de la Deficiencia Física, 

Predomina la discapacidad física, otro tipo población con discapacidad tiene un título Ceguera, Sordera y 

y retraso mental universitario según Censo 2000. Parálisis Cerebral 

Censo Nacional de Población y Viviendas

Predominan las 

(2002): 0,99% (51.146 de un total de 
135 (0,26 de la población con

discapacidades 

5.163.198) Censo Nacional 1993: 1,3% 
discapacidad) y 0,12 de los estudiantes

relacionadas a función

(288 526 personas) y OPS 
en el nivel terciario de educación). 

corporal (A2-
sensoriales y A7-
relacionadas con 
el movimiento). 

(13,1%). Según Censo, predomina la 
230 alumnos (Ministerio de Educación, 

pérdida de extremidades (28%), Ceguera 
2005). Según Comisión Especial de

(20,9%), Sordera (14,4%) 
Estudio sobre Discapacidad, el 15% Sin precisar 
de la población con discapacidad posee 
estudios superiores. 

Censo (2002): 4,18% (358.341 personas 17.160 (4,60%) han culminado o cursan
de 8.562.541) estudios universitarios. Sin precisar 

Encuesta de Hogares (2003-2004): 
7,6% (260.000) 1,26% (estimación del autor) Sin precisar 

OPS/OMS (2000): 10% de la población 417 estudiantes registrados por el MES,
(2.370.000) Instituto Nacional de aunque los registros no son detallados.
Estadísticas (2001): 3,67% (907.694 136 de ellos tienen discapacidad visual, Sin precisar 
de 24.765.581) CONAPI (2003) según Federación Venezolana de
6% (1.600.000) Instituciones de Ciegos. 

FUENTE: IESALC 2000-2005.
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A pesar de que hay esfuerzos encaminados hacia la inclusión de per-
sonas con discapacidad en educación terciaria, resulta imposible lograr
una participación mayor al no garantizar el acceso y permanencia en los
niveles previos, cuyo carácter progresivo funciona como filtro que paula-
tinamente impide el ingreso al siguiente nivel. Las políticas no alcanzan,
por un lado están los prejuicios; por otro, la falta de voluntad y decisión
de las autoridades universitarias, agravadas por el desconocimiento so-
bre la temática por parte del cuerpo docente que al no tener una forma-
ción de base generan barreras al aprendizaje en términos de actitud, co-
municación, pedagogía, intervención y discriminación positiva. Las
invisibles barreras psicológicas cuya raíz son los prejuicios e ignorancia,
y se manifiestan en actitudes, son tan contundentes como dolorosas;
quien no tiene integrados los propios componentes de su personalidad
(afectivo-cognitivo-volitivo), difícilmente se puede abrir al otro porque hay
un sentimiento de amenaza a ser desnudado y tener que mostrar sus
propias falencias, miedos y debilidades. De ahí que muchas veces se
opte por ver la deficiencia y ocultar a la persona, se encamine hacia la
compasión lastimera y se deje de lado los derechos de igualdad, se pro-
digue limosnas distantes y se evite el contacto que pudiera redundar en
una participación activa que tenga como protagonistas a los propios ac-
tores. Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) no
alcanzan la globalización que se esperaría, la mayoría de la población
con discapacidad no tiene acceso aún, por lo que no constituyen una he-
rramienta efectiva para la inclusión educativa. El incremento de la edu-
cación a distancia se observa como una alternativa importante. A la his-
tórica invisibilidad de las personas con discapacidad, de acuerdo con el
Informe IESALC 2000-2005, se suman: la ausencia de normas detalla-
das y específicas, su obsolescencia o inaplicabilidad; la no ratificación
de convenios internacionales; el desconocimiento de las leyes por parte
de los actores y de los beneficiarios; el deficiente ejercicio de la ciuda-
danía por parte de las propias personas con discapacidad que contribu-
ye a la reproducción de dinámicas excluyentes; y, el incumplimiento por
parte del Estado de su función planificadora y reguladora que repercute
en los diversos sectores sociales.
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Tomando en cuenta que las instituciones de educación superior en la re-
gión son privadas en su mayoría, hay iniciativas válidas tanto estatales como
no gubernamentales, que se orientan especialmente a adoptar medidas para
facilitar el acceso, disponer de programas y/o servicios de apoyo e incorpo-
rar la temática en proyectos de investigación. A continuación una síntesis de
las propuestas presentadas.

INICIATIVAS GUBERNAMENTALES O DE NIVEL NACIONAL
PARA EDUCACIÓN TERCIARIA EN PAÍSES DE LATINOAMÉRICA

PAÍS INICIATIVAS GUBERNAMENTALES O DE NIVEL NACIONAL

Argentina — Red Interuniversitaria “Discapacidad y Derechos Humanos” (2003) formada por 11
Universidades. 

— Programa de Apoyo a la Educación Especial (PROESP) del Ministerio de Educación (MEC)
(2003).

— Programas del MEC a favor de las minorías (2005):

Brasil a)  Universidad para Todos y Fondo de Financiamiento para el Estudiante de Enseñanza
Superior. 

b)  Programa INCLUIR: Financiamiento de proyectos de Universidades Federales dirigidos a
la inclusión en la enseñanza superior. 

— Forum Nacional de Educación Especial de las Instituciones de Educación Superior (IES).

— Red de Integración Educativa (formada por docentes de 14 Universidades y 37
Organizaciones) con el objetivo de desarrollar acciones a favor de la inclusión. 

Chile 
— Proyectos de investigación financiados por el Fondo Nacional para la Discapacidad

(FONADIS). 

Colombia — Maestría en Discapacidad e Inclusión Social (Universidad Nacional de Colombia).

Costa Rica
— Políticas institucionales en todas las Universidades Públicas.

— Maestría en Estudios Interdisciplinarios sobre Discapacidad (Universidad de Costa Rica).
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INICIATIVAS GUBERNAMENTALES O DE NIVEL NACIONAL
PARA EDUCACIÓN TERCIARIA EN PAÍSES DE LATINOAMÉRICA

(Continuación)

PAÍS INICIATIVAS GUBERNAMENTALES O DE NIVEL NACIONAL

Ecuador — Proyecto “Una Universidad para todos” (2004), del Consejo Nacional de Educación Superior

y el Consejo Nacional de Discapacidad.

Honduras
— 1er Encuentro Nacional de Educación Superior y Discapacitados (2004). Promovió la

creación de Servicios de Estudiantes con Discapacidad y la accesibilidad, lo cual fue

ratificado por el Consejo de Educación Superior. 

Venezuela 
— Política del Ministerio de Educación Superior (MES). Garantía al pleno ejercicio al derecho

de las personas con discapacidad a una educación superior de calidad (2004), que incluye

Jornadas nacionales de divulgación y sensibilización y becas, entre otras acciones. 

FUENTE: IESALC 2000-2005.

Finalmente, los participantes en el Seminario Regional sobre la Integra-
ción de las Personas con Discapacidad en la Educación Superior en Amé-
rica Latina y el Caribe (Caracas, 2005), exhortan a los gobiernos y a las
agencias de acreditación de la Educación Superior a tomar diferentes me-
didas en favor de las personas con discapacidad y en particular, para su in-
clusión en los estudios superiores. Los compromisos asumidos constituyen
un gran reto pero abren un amplio horizonte de posibilidades:

1. Crear una Red Latinoamericana y del Caribe de Educación Superior
para la Inclusión y la Diversidad, como espacio estratégico para el in-
tercambio de experiencias y conocimientos, la realización de investi-
gaciones conjuntas, la asesoría y el desarrollo de propuestas de la
comunidad universitaria regional.

2. Promover la creación de redes similares en cada uno de los países o
contribuir para fortalecer las existentes.
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3. Llevar a cabo un Plan de Acción conjunto que abarca las siguientes
acciones inmediatas:

a.  Diseño de propuestas para el fortalecimiento del marco legal para
la inclusión de las personas con discapacidad en América Latina
y el Caribe.

b.  Elaboración de una guía de evaluación de las condiciones de in-
clusión y accesibilidad para las personas con discapacidad en la
educación superior.

c.  Realización de un programa regional de formación de docentes de
educación superior en las áreas de diversidad, discapacidad y de-
rechos humanos.

d.  Recopilación y sistematización de los registros estadísticos sobre
personas con discapacidad en la educación superior en la región.

4. Recomendar a los países y a la UNESCO la creación de una Con-
vención Internacional sobre las Lenguas de Señas.

4.2.1. Experiencia de inclusión en la Universidad de Antioquía, 
Colombia

La experiencia de inclusión de estudiantes con discapacidad visual en la
Universidad de Antioquia así como el testimonio de uno de sus estudiantes,
se observa como una Buena Práctica en el nivel superior, con la introduc-
ción de elementos de voluntariado y la incorporación de esta población a
carreras no convencionales por tradición.

El Comité de Inclusión Educativa de la Universidad de Antioquia (2007), se-
ñala que inició en 1995 con la identificación de 17 estudiantes con discapaci-
dad visual; el siguiente año cumplimentó un diagnóstico, elaboró una propues-
ta e implementó el servicio de acceso a la información para estudiantes con
discapacidad visual desde la Biblioteca Central, así como el Programa de vo-
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luntarios “Préstame tus ojos”. En 1998, arrancó el Programa “Otras miradas”.
En 2004 invirtió en obras civiles para garantizar la accesibilidad al medio físico.
Para 2005, se conformó la Comisión de Inclusión, se elaboró el diagnóstico de
la situación y la búsqueda de alternativas para el examen de admisión. Se rea-
lizaron cursos de refuerzo de competencias básicas, braille, ortografía, bajo la
responsabilidad de la Facultad de Educación. En 2006 se crea el Comité de Es-
tudiantes Ciegos de la Universidad de Antioquia (CECUDEA). La institucionali-
zación del Comité de Inclusión Educativa, se dio mediante estudio y aprobación
de la Resolución del Consejo Académico de la Universidad de Antioquia, de 16
de julio de 2007; éste constituye órgano asesor y consultor del Consejo Acadé-
mico y de la Administración Central y Descentralizada, para proponer políticas,
planes, estrategias y programas para desarrollar y cumplir con el principio de
igualdad, la protección a la población discapacitada u otros grupos vulnerables
y la inclusión educativa de dicha población en la Universidad de Antioquia.

Señalan haber trabajado en el mejoramiento continuo del examen de ad-
misión para las personas con limitación visual mediante acciones como: gra-
bación de la prueba de admisión en formato audio digital, previa adaptación
de las preguntas por parte del Comité Académico responsable de estructu-
rarla para todos los estudiantes con la respectiva adaptación de software para
su reproducción, el ajuste y la trascripción a formato braille. En ambos casos
la tarjeta de respuestas se elabora en formato braille. Para los aspirantes con
baja visión se imprime la prueba y la tarjeta de respuestas en macrotipo.

Observan como logros:

— la madurez y experiencia del Servicio de Acceso a la Información para
estudiantes con deficiencia visual, apropiación del mismo por parte de
los estudiantes y fortalecimiento del voluntariado como Capital Social
(350 voluntarios);

— el desarrollo de competencias y habilidades mediante el curso: “Nue-
vas tecnologías para el acceso a la información”;

— la Línea de Maestría en Educación con énfasis en Pedagogía, siste-
mas simbólicos y diversidad cultural;
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— el Proyecto de investigación sobre población con deficiencia auditiva;

— la Tecnología al servicio de la rehabilitación mediante la Corporación
de Tecnología Biomédica (CTB);

— el incremento de la población en situación de discapacidad en un 300%
entre 1996 y 2007 (52 estudiantes);

— mejoramiento del perfil de los egresados, incrementando sus posibili-
dades laborales y por ende el mejoramiento de su calidad de vida;

— aprendizaje institucional;

— generación institucional de una cultura del trabajo con la diversidad;

— elemento diferenciador resaltado por las visitas de acreditación insti-
tucional;

— generación de experiencia e información como insumo para la Red de
Universidades por la Discapacidad;

— desarrollo del Programa de sensibilización y capacitación docente, así
como la consolidación de líneas investigación (2007);

— la adaptación del examen de admisión de estudiantes con deficiencia
auditiva (2008);

— diseño de estrategias de orientación profesional para aspirantes en si-
tuación de discapacidad (2008);

— estudio de propuestas para adaptaciones curriculares a la luz del nue-
vo Plan de Desarrollo institucional (2008); y,

— participación activa en redes a nivel regional y nacional, con apoyo a
iniciativas inclusivas (2007).

Andrés Felipe Marín Montoya (2008), Presidente del Comité de Estudiantes
Ciegos de la Universidad de Antioquia (CECUDEA), desde su vivencia coloca
como valor fundamental de la universidad la gran diversidad de la población
estudiantil con claros elementos de responsabilidad social, por ello, señala:
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Los estudiantes invidentes conocen la responsabilidad que tienen al ser
integrantes de dicha comunidad, por ello buscan ser buenos profesiona-
les preparándose cada día para dejar en alto el nombre de la Universidad
y aportar a la sociedad sus conocimientos adquiridos.

Muchas personas cuando ven a un estudiante invidente, se asombran
y se preguntan cómo hace para estudiar, considerando que por su limi-
tación sus capacidades y habilidades se disminuyen o se pierden en su
totalidad. Sin embargo es válido aclarar que entre los invidentes hay,
como en todos los grupos, estudiantes brillantes y otros de rendimiento
normal.

La única diferencia existente entre los estudiantes con limitación vi-
sual y los demás, radica en las estrategias elegidas para el acceso al
aprendizaje; algunas consisten en la toma de notas utilizando el siste-
ma braille, mientras que otras se basan en la grabación de clases. Para
realizar los trabajos académicos, los invidentes trabajan en equipo o de
manera individual; y para los parciales solicitan a un lector del Servicio
Préstame tus Ojos de la Sala Jorge Luis Borges de la Biblioteca Cen-
tral, quien cumple la función de leer el examen y escribir las respuestas
del estudiante.

(...) En el año 2002 la población invidente creció de manera significati-
va: 35 estudiantes hacían parte de la comunidad universitaria, matricula-
dos en diversas carreras tales como: Psicología, Trabajo Social, Licencia-
tura en Lengua Castellana, Licenciatura en Ciencias Sociales, Ingeniería
Industrial, Administración de Empresas, Derecho, entre otras.

El Servicio para Invidentes del Sistema de Bibliotecas ha sido un pun-
to de apoyo para cumplir con sus responsabilidades académicas. Los lec-
tores voluntarios nos acompañan a los parciales y leen los documentos
que requerimos, ya sea de leer los documentos que requerimos, ya sea
de manera personalizada o mediante audio grabación; dicha labor la rea-
lizan con un alto grado de compromiso y entusiasmo.

Los lectores voluntarios empezaron a crecer en gran cantidad gracias
a la difusión de los medios de comunicación y del ‘voz a voz’ de los mis-
mos lectores, quienes comentaban y resaltaban el servicio y la labor que
realizaban.
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(...) El CECUDEA con la ayuda de la Facultad de Educación, ocupan
un puesto en la Comisión de Inclusión, la cual años más tarde, por deci-
sión del Consejo Académico, pasa a ser Comité de Inclusión.

(...) Hoy día, la Universidad de Antioquia continúa en el primer lugar
como opción para los invidentes por su trayectoria en el trabajo con esta
comunidad, aunque sería importante que las demás universidades comen-
zaran a pensar en el tema de inclusión, ya que las instituciones universi-
tarias son las llamadas a transformar la sociedad, a hacerla más equitati-
va aceptando la diversidad como una experiencia enriquecedora que
propicia y permite la participación de todo tipo de personas sin importar
su pensamiento, etnia o discapacidad.

5. A MANERA DE CONCLUSIÓN

Ciertamente la educación refleja el ideario social a la vez que es genera-
dora de cambios. La discapacidad no escapa a este hecho y los paradig-
mas de atención van de la mano con los modelos educativos, aunque és-
tos aún se superpongan entre sí. Viene desde la conmiseración que
responde a educandos tan sumisos como agradecidos, a la esfera de los
derechos que implica la formación de ciudadanos con responsabilidad so-
cial. La persona con discapacidad ha transitado desde el acatamiento silen-
te de instrucciones emanadas por expertos hacia el pronunciamiento autó-
nomo de cuanto necesita y desea, hasta la irrupción en la agenda de lo
público como actor de sus propios procesos, copartícipe de la construcción
de una nueva sociedad.

Si bien los tomadores de decisiones ven en la cuantificación el elemento
que justifica, define y sustenta, concomitantemente y a pesar de los esfuer-
zos, los datos sobre la población con discapacidad se caracterizan por: dis-
persión, disparidad de fuentes, momentos distintos para recabar información
y maneras diversas para sistematizar datos. La preocupación de organis-
mos internacionales al observar la clara repercusión que tiene la discapaci-
dad en lo económico, político, social y cultural, ha llevado a una serie de es-
tudios con el afán de alcanzar un documento global que valide las políticas
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y optimice recursos; no obstante, constituye un círculo vicioso porque se afir-
ma conocer la incidencia de la discapacidad pero se exige una cuantifica-
ción que no se consigue de manera rigurosa mientras esta población no al-
canza el ejercicio pleno de sus derechos. Quizá sea el momento de ir de
abajo hacia arriba conjugando voluntades de muchos “unos” con sus pro-
pias circunstancias, su historia, su proyecto de vida, su individualidad y su
relación tanto con la familia como con la comunidad, para consolidar una
fuerza que se torne invencible signando de trascendencia nuestro paso por
el planeta.

Los datos sobre niñez, adolescencia y juventud con discapacidad, no es-
capan a la caracterización de la población en general. No se llega a consi-
derar su inclusión en el sistema educativo como un indicador de gestión.
Son graves las implicaciones sobre la población en su conjunto, no sola-
mente porque no se aborda la vivencia del respeto a la diversidad ni el ejer-
cicio del derecho a la educación sino porque hay un segmento grande que
no es atendido y es invisibilizado, condiciones que mantienen adormecida
la conciencia sin posibilitar una acción con responsabilidad social.

La detección de discapacidad en el sistema educativo recae en su mayo-
ría en los docentes. De los informes RIINEE 2008 se desprende que hay
iniciativas desde los Ministerios de Educación, específicamente desde las
instancias de Educación Especial, sin embargo no se dispone aún de los re-
cursos necesarios para dar cumplimiento a lo previsto en la normativa. El
profesor de aula tiene una formación de base insuficiente y las escasas ofer-
tas de capacitación sobre la temática no dan abasto. Teóricamente se remi-
te “el caso” a un equipo multidisciplinario que no siempre existe en las ins-
tituciones o se recurre a las instancias ministeriales que al no contar con el
personal suficiente impele a la búsqueda de profesionales externos de apo-
yo cuyos honorarios no suelen estar al alcance de las familias.

Los sistemas educativos en nueve países latinoamericanos signatarios del
Convenio Andrés Bello evidencian la calificación con fines promocionales
más que una evaluación formativa, entrelazada con edades mínimas de in-
greso a los diferentes niveles que propicia una rigidez a la que debe adap-
tarse el estudiante con discapacidad. En este escenario, solamente entre el
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20 y el 30% de la población con discapacidad en edad de asistir a una ins-
titución educativa accede a educación y rara vez a la escuela común (Ban-
co Mundial, 2006). Al estar relacionado el acceso con la capacidad econó-
mica del hogar, se complejiza la situación para las familias pobres que tienen
un miembro con discapacidad en una región en la que 40,6% de la pobla-
ción es pobre (CEPAL, 2005). Y, en ocasiones, ni siquiera la capacidad eco-
nómica de la familia garantiza el acceso a la educación de una persona con
discapacidad.

En la población con discapacidad la pobreza y la desigualdad son más
evidentes. Por ejemplo, en Ecuador las personas con discapacidad ubica-
das en los quintiles I y II es 20% mayor que la población sin discapacidad;
en Uruguay —el país más equitativo de la Región— la ubicación de la po-
blación con discapacidad difiere en 8 puntos en los quintiles I y V, en re-
lación con la población sin discapacidad. La situación de discapacidad
afecta a la familia y no exclusivamente a la persona, las condiciones de
pobreza y desigualdad causan graves estragos en un porcentaje bastan-
te alto de la población que se puede inferir de acuerdo a los hogares que
reportan albergar al menos una persona con discapacidad: uno de cada
tres hogares de Chile; 6,2% de hogares de Guatemala; 20,6% de hogares
de Argentina.

La inversión de los gobiernos en educación ha mejorado en muchos paí-
ses, se refleja en términos de incremento cuantitativo que no va de la mano
con un mejoramiento de la calidad de la enseñanza ya que persisten índi-
ces altos de repetición, deserción y ausentismo escolar (Barómetro, 2007),
que evidencian la falta de respuesta a necesidades individuales de aprendi-
zaje. El incremento de centros privados disminuye las posibilidades de in-
clusión no solamente en razón de la capacidad económica sino a través de
un nefasto discurso “exclusivista” que nos convoca a los profesionales en
educación a responder desde el aula para erradicar la exclusión. Cuba cons-
tituye la excepción, la educación está en manos del Estado y existe una sola
escuela especial para estudiantes con discapacidad física, considerada de
tránsito durante la primaria y/o secundaria mientras desarrollan las habilida-
des necesarias para pasar a la escuela ordinaria.

Personas con discapacidad y acceso a servicios educativos en Latinoamérica

318



Siendo ineludible abordar salud, alimentación y seguridad social, así como
acceso a tecnología y medios de comunicación, como elementos concomi-
tantes a educación, es importante notar que estos indicadores en la mayo-
ría de los países no alcanzan los avances deseables.

Si una persona además de tener discapacidad, reside en el sector rural,
pertenece a una minoría étnica, se comunica mediante un idioma no oficial,
es mujer y/o sus padres son analfabetos, sus oportunidades para acceder
a educación se restringen ostensiblemente. Por ejemplo, para la población
brasileña afrodescendiente e indígena que tiene mayor prevalencia de dis-
capacidad (18 y 17% respectivamente); o para el 30% de la población pe-
ruana con discapacidad que habla un idioma distinto al español (quechua,
aymara, otra lengua nativa o idioma extranjero); o para la población feme-
nina con discapacidad que supera a la masculina en varios países (Argen-
tina, 54%; Chile, 52%; Nicaragua, 56%).

Los informes internacionales colocan tímidamente el tema de disca-
pacidad infantil, como en el caso del informe “Estado Mundial de la In-
fancia 2008” de UNICEF, que registra ausencia de datos de Latinoamé-
rica y el Caribe; factor que convoca a los países a prestar mayor
atención a la temática e incorporar contenidos como disciplina y maltra-
to que suelen solaparse entre sí debiendo considerar que en la niñez
con discapacidad hay mayor propensión a sufrir maltrato como señala
el “Informe Mundial sobre Violencia y Salud” (OMS, 2002), que además
de tipificar la violencia demuestra su relación directa con la discapaci-
dad así como el inaplazable abordaje integral para un problema estruc-
tural.

Es importante notar que en los informes enviados por investigadores lo-
cales a Social Watch (2007), se observa un enfoque inclusivo pero a pesar
de ello el tema de discapacidad continúa invisibilizado por lo que es menes-
ter que los movimientos asociativos de personas con discapacidad y sus fa-
milias abran espacios que consoliden un posicionamiento. Es excepcional el
caso de Panamá que expresa avances desde la perspectiva de derechos a
través del programa de igualdad de oportunidades que beneficiaría a 3.000
estudiantes con discapacidad.
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Aunque se observa que el sistema de educación especial prevalece como
el más generalizado para la población estudiantil con discapacidad, se tie-
ne referencia de un incremento de matrícula en la escuela común, por ejem-
plo, Argentina que entre 2001 y 2007 ha tenido un crecimiento de cuatro
puntos porcentuales en la matrícula de estudiantes con NEE en la escuela
común; y, Chile, donde la integración escolar a pesar de tener la condición
de voluntariedad y no de obligatoriedad, tanto para la escuela como para
las familias, cuenta —en términos generales— con dos estudiantes con dis-
capacidades permanentes y cuatro con necesidades educativas transitorias
por aula. Si bien estos datos son alentadores, no se encuentra información
sobre la participación activa de estudiantes con discapacidad en la vida es-
colar y fuera de ella, excepto en el caso de Colombia que recaba informa-
ción basada en evidencia a través de la herramienta “Indicadores de bue-
nas prácticas de educación inclusiva” (Ministerio de Educación Nacional,
2004) cuya experiencia es un ejemplo de buena práctica gubernamental.

Subsiste una población que bordea el alarmante 80% que no asiste a ins-
titución alguna (Banco Mundial, 2006). El número de años de educación en-
tre la población con y sin discapacidad, mayor de 15 años de edad, no al-
canza el mínimo considerado como obligatorio y gratuito; por ejemplo, en
Brasil, la mitad de la población con discapacidad apenas alcanza tres años
de educación, situación que la perjudica gravemente al estar estrechamen-
te vinculados: número de años de educación con acceso al empleo, calidad
del mismo, remuneración y —consecuentemente— condiciones de vida, au-
tonomía e independencia. El analfabetismo como una severa expresión de
exclusión y marginación es notoriamente superior en las personas con dis-
capacidad con clara desventaja para quien es mujer, reside en el sector ru-
ral, habla un idioma distinto al oficial, es pobre y/o es migrante.

Es importante notar que varios países (Argentina, Brasil, Chile, Colombia,
Costa Rica, Ecuador, México, Panamá, Paraguay, Perú y República Domi-
nicana) informan sobre la incorporación de componentes que encaminan la
educación hacia una práctica inclusiva, aunque la cobertura no sea total ni
se cuente aún con los recursos indispensables cabe resaltar el esfuerzo y
el impulso que se requiere para continuar. Entre los componentes se seña-
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la: formación inicial docente con componentes sobre NEE, capacitación en
funciones, dotación de ayudas técnicas y material didáctico adaptado, incor-
poración de equipos multidisciplinarios y personal docente de apoyo o maes-
tros itinerantes, servicios para la detección de discapacidades y orientación
vocacional así como para el acompañamiento y asesoramiento a docentes,
eliminación o al menos disminución de barreras al medio físico y a la comu-
nicación, flexibilización del curriculum e impulso al liderazgo institucional y
a la innovación curricular, procesos de sensibilización y concienciación, aper-
tura a la participación de la familia, iniciativas para garantizar la continuidad
de estudios y facilitar la inserción laboral.

Los argumentos más frecuentes para negar la matrícula a una persona
con discapacidad suelen ser: el tamaño de aula (alto número de alumnos/as
por aula) y el promedio elevado de estudiantes por profesor. Brasil invalida
dichos argumentos al informar que tiene una disminución del 7% en las ma-
trículas para educación especial a pesar de que el tamaño de aula fluctúa
entre 16,6 en educación inicial, 26,6 en la básica y 36,2 en educación me-
dia, con un promedio general de 22 alumnos/as por docente. Es un avance
que anima aunque el 82% de menores de 19 años con discapacidad aún
no estén en el sistema educativo.

Ante las principales causas que se señala para no acceder a educación:
condición de discapacidad, situación económica del hogar y necesidad de tra-
bajar, distancia entre lugar de residencia y centro educativo; cabe preguntarse
si ciertamente son imposibles de vencer. De ser así los Objetivos de Desarro-
llo del Milenio al igual que los pronunciamientos recogidos en las diferentes
cumbres constituirían un autoengaño por parte de gobernantes y gobernados.

La paulatina disminución de población estudiantil con discapacidad al pa-
sar de un nivel a otro se torna abrupta en educación superior que se mues-
tra como el nivel más excluyente. El porcentaje de estudiantes con discapa-
cidad en el nivel terciario alcanza apenas el 2% (IESALC, 2005). Se han
dado importantes iniciativas que de mantenerse, a la vez que se garantice
el acceso y permanencia en los niveles previos, redundará en un incremen-
to de profesionales con discapacidad competentes para incorporarse al mun-
do laboral y aportar con mayor fuerza al progreso nacional.
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Lo cierto es que la batalla contra la marginalidad y la exclusión podrá ser
ganada en la medida en que se fortalezcan la calidad de las condiciones,
procesos e insumos. Promover el acceso, garantizar aprendizajes efectivos,
obtener al menos una educación básica equitativa y propender a un nivel
superior, implica —necesariamente— la eliminación de las barreras al me-
dio físico, a la comunicación e información, así como la supresión de barre-
ras psicológicas y estructurales (en lo político, institucional, pedagógico, cu-
rricular y docente). Asumir la educación como un bien público, generar una
interdependencia entre calidad, equidad e igualdad de oportunidades, es res-
ponsabilidad insustituible de los gobiernos y compromiso de la sociedad en
su conjunto.
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